
31 de julio de 2026

Oficio No. 004-ADAG-CPCCS-CCS-FGE-2026

Asunto: Documentos habilitantes y adjuntos impugnación ciudadana en contra de la 
postulante Carlos Leonardo Alarcón Argudo.

Señores
Comisionados de la Comisión Ciudadana de Selección de la primera autoridad 
de la Fiscalía General del Estado
En su despacho.-

Señora magíster:
María Gabriela Granizo Haro
Secretaria General del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social
En su despacho.-

De mi consideración:

Por medio de correo electrónico en la dirección ventanillavirtual@cpccs.gob.ec, he 
enviado el oficio 002-ADAG-CPCCS-CCS-FGE-2026 firmado electrónicamente 
mediante el cual presento la impugnación en contra del postulante a la primera 
autoridad de la Fiscalía General del Estado, Carlos Leonardo Alarcón Argudo y en el 
cual anticipé que la documentación habilitante y adjunta sería presentada por 
ventanilla física en la Secretaría General del CPCCS.

Mediante este oficio presento la documentación adjunta y habilitante detallada en el 
oficio firmado electrónicamente. Sírvase integrar esta documentación física al escrito 
principal presentado electrónicamente.

Adjunto también una copia impresa del documento firmado electrónicamente, pero 
solamente para fines referenciales y de facilitación de la gestión documental del caso, 
pues de conformidad con la Ley, tiene validez el documento con firma electrónica y 
remitido mediante correo electrónico.

Atentamente,

 
^irkriiin/inANA Y CONTROL SÜCÍAF-e CIUDADAN A Y CONTROL SOCIAL

SECRETARIA GENERAL
CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL / 
Teléfono(s):3957210
Documento No.: CPCCS-SG-2026-1927-EX
Fecha: 2026-07-31 16:56:32 GMT-05 

Lizeth Patricia Merino ArévaloRecibido por: Lizeth Patricia Merino Ai
Para verificar el estado de su documento ingrese a: 
https://www.gestiondocumcntal.gob.ec 
con el usuario: 1712157369

mailto:ventanillavirtual@cpccs.gob.ec
https://www.gestiondocumcntal.gob.ec
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FORMULARIO ÚNICO DE POSTULACIÓN # 134 

POSTULANTE CIUDADANO
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CONCURSO DE MÉRITOS Y OPOSICIÓN PARA LA SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE LA PRIMERA AUTORtóX^OÉ LA

FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO

IDENTIFICACION DEL POSTULANTE

Las notificaciones del concurso se enviarán a su correo electrónico, favor verificarlo

Apellidos y nombres: ALARCÓN ARGUDO CARLOS LEONARDO

Cédula: ■■H Fecha de Nacimiento:

Dirección:

Nacionalidad: ECUATORIANA Sexo: MASCULINO

Etnia: MESTIZO Estado Civil;

Teléfono domicilio Móvil

Córreo electrónico: ■■íhhh i

Materias relevantes: Derecho Penal; Derecho Procesal Penal; Criminología y Seguridad Pública; Política criminal; Derecho 
Constitucional; Litigación Oral en materia Penal; Derechos Humanos; Menores y adolescentes infractores; Gestión pública; y, 
Derecho Internacional en materia penal.

1.- FORMACIÓN ACADÉMICA

Titulo Institución Categoría SENESCYT Fecha

LICENCIADO EN CENCIAS JjRlOCAS V SOCIALES UNIVERSIDAD CATOLICA DE CUENCA 102MMS6573 2002-08-09

WXO X:0S'15VNA.55 DE AIS’ DA DE J RE* ACA UNIVERSIDAD CATOLICA DE CUENCA Titulo de terco! nivel como abogado 102M4-5C5630 2004-05-28

DOCTOR EN JURISPRUDENCIA UNIVERSIDAD CATOLICA DE CUENCA 1029- 1M126041 2012-03-27

ESP£CMi.STA ;■» DERECHO F*ML r t.SK'A WC-tNA /TERSIDAD REGONA! AUTONOMADE 103 ANDE: Maestra en DwecHo Penal y malera» 'elevantes o 'eMc-ryadas lC42-0d-€?M32 2008-07-29

espec ialista  en  DERECHO PROCESAL pena l UNIVERSIDAD EXTERNADO OE COLOMBIA Especahiacor en Derecho Peral y materias relevantes o retaci 170t272779 2026-03-02

vmw EN XRECKi 5MISNCÓN ÍNLWütV.W UNIVERSIDAD DE LAS AMÉRICAS Maestra en Domeño Penal y matatías lolovanles o '«litconadaB 104020242860249 2024-04-24

2.- CAPACITACIÓN ESPECÍFICA

Fecha Curso, Seminario, Taller Institución Duración

2025-10-17 DERECHOS HUMANOS DIRECCION DE CAPACITACION V FORTALECIMIENTO MISIONAL FGF MAS DE 16 HORAS

2024-08-02 PROGRAMA DÉ ENTRENAMIENTO EN; ITIGAOCN 0RAI r DEFENSA .oOOAl TEMPLE univ ersit y  school  of  law MAS DE 16 HORAS

2024-03-07 TALLER AN1TCORRUPCION FEDERAL Bu REAU y iNVESTX}ATIO#« INTERNATIONAL CORRuRTiON PROGRAW MAS DE 16 HORAS

2023-11-26 CJRSC ESPECIAL ¿AC3 PARA WMttS CE LA ORoAtCA N'EGSA l'ARí aREVEN* DIRECCIÓN DE CAPACITACIÓN V FORTALECIMIENTO MISIONAL DE l A fGE MAS DE 16 HORAS

2023-11-24 PRC'OCOLO PARA INVESTIGAR 'EMCIOlOS V OTRAS MUERTES VIOLENTAS DIRECCION DE CAPACITACIÓN Y FORTALECIMIENTO MISIONAL DE LA FGE MASDE 18 HORAS

2023-02-02 DEl'X CE ccw: Jt a Sti'QL fNAfcí & ■ A REG>:*AL »Zi ATNOS S'AP 5T0LÉS ASSETREC0V£flv WTlATIVE *m£ IVOlRD BAÑA -UNODC- GE MAS DE 16 HORAS

2022-08-19 TECNICAS ESPECIALES DE INVESTIGACIÓN DIRECCION DE CAPACITACIÓN v FORTALECIMIENTO UIS.ONA^ DE l A FGE MAS DE 16 HORAS

2022-03-15 FCñC VtWCONA A-*. CAGON X .* NJEVA «»' S«W ?. . OUESCO JO* UNIVERSIDAD DE LOS HEMISFERIOS MASDE 16 HORAS

2021-12-30 DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PUBLICA DIRECCIÓN DE CARAOTADON y  FORTAl ECMENTO MISIONA. DE lA ;GE MASDE IGNORAS

2021-12-08 ANÍ CCAí.P?C’N D6C/VÍPCL *vAWDBÍk»«NTSW;S*,»'iAS5MT CMl OS .a 15: $W5$rpART'MV (t ‘.'ATS £»„■>* \T-:¡MCMi VAfiCOTCS ASC M V. MAS DF. 16 HORAS

2021-10-22 DILIGENCIAS PROBATORIAS DiRECCIClN DE CAPACITACIÓN y  FORT Al ECIMIENTC MISIONAL DE LA FGE MAS DE 16 HORAS

2021-07-22 INVESTIGACION DE ACCIDENTES DE TRANSITO DIRECCIÓN OE CAPACITACIÓN * FORTALECIMIENTO MISIONAL DE l  A FGE MAS DE 16 HORAS

2021-05-20 CONEXIDAD DIRECCIÓN DE CAPACITACIÓN Y FORTALECIMIENTO MISIONAL DE l A FGE MAS DE te MOKAS

2021-04-14 DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD SEXUAL DE NiNOS VNAS V ADO. FSCEKTES DIRECCON DE CAPACITACION Y FORTALECIMIENTO MISIONAL DE LA FGE MAS

2021-03-03 XJWLPC»0R6MZC* TANSHACm, SSWlíTJfc T*VNMXrN*' lfiOCO DIRECCIÓN DE CAPACITACION Y FORTALECIMIENTO MISIONAL DE LA CG£



# CONCURSO.
CPCCÍ FISCALÍA

2019-09-24 'kSA Aú*0R l • cAfiT IiPAC ÚNASOCATOS j C ’A CORRiFC Cl' LAYALO CE A"VC STAR- STOLEN ASSET RECOVERY INlTlATlVE THE WORLD BANK MASDE 16 HORAS

2019-06-21 ICE HUMAN TRAFFICKING AND CHID EXPtOlTATlON COURSE INTERNATIONAL LAW ENFORCEMENT ACADE MY SAN SALVADOR MAS DE 16 HORAS

2009-05-30 CR.OIWKR ■KVCASDENKOCACi» UEMCO» AZU"*fHAMNDt CUSS»»» INSTITUTO UNIVERSITARIO DE LA POLICIA FEDERAL DE ARGENTINA MAS DE 16 HORAS

3.- EXPERIENCIA LABORAL Y/O PROFESIONAL

3.1- CON RELACIÓN OE DEPENDENCIA EN MATERIAS RELEVANTES

Institución Tipo Cargo Desde Hasta

GOBERNACIÓN DEL CAÑAR Sector Póbloo - Materia» -eleva COMISARIO DEL CANTÓN CAÑAR 2001-09-06 2003-02-28

ASAMBLEA NACIONAL Sector Pubico - Mate- at ee.a AUXILIAR DE SERVICIOS LEGISLATIVOS 2004-04-16 2005-05-31

ASAMBLEA NACIONAL Sector Publico • Matara» ie«va ASESOR PARLAMENTARIO 3 2005-06-01 2006-12-31

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Sector Publico • Meter»» ieeva AMANUENSE 2007-07-16 2009-08-13

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Sector Público - Mate-»» ’eieva SECRETARIO DE FISCALES 2009-08-14 2015-03-31

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Seclor P ubico • Male' a» 'e¡e»a AGENTE FISCAL 2015-09-01 2025-11-24

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Sector Publico - Mate-»» releva FISCAL GENERAL ENCARGADO 2025-11-25 2026-03-03

3.2- SIN RELACIÓN DE DEPENDENCIA

Institución Tipo Descripción Desde Hasta

4.- EXPERIENCIA ESPECÍFICA

Arto Oescrl pelón Lugar Tipo

2015 AGENTE FISCAL FISCALIA GFNERAL DEL ESTADO Sector publico - nivel jerárquico superior

2025 FISCAL GENERAL DEL ESTADO (E) FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO Sector publico - nivel jerárquico superior

2001 COMISARIO DEL CANTÓN CAÑAR GOBERNACION DEL CAÑAR Sector publico • nivel jerárquico superior

2005 ASESOR PARLAMENTARIO 3 ASAMBLEA NACIONAL Sector publico • nivel jerárquico superior

2009 DIPLOMADO EN TÉCNICAS DE NEGOCIA INSTITUTO UNIVERSITARIO DE LA PO Formación continua - materias relaco-ieda» '20 noies c mas

2021 ANTICORRUPTION ECECUTIVE POLICY UNITED STATES DEPARTMENT OF STAT Representación en organismos nacwnaie» a internacional*»

2022 PARTICIPACIÓN UNCAC 1 Y 2 VIENA Representación an organismos nabonato e Mamacona*»

2022 10 AÑOS DE LEY DE EXTINCION -UNO PERU Repieseniaaón en organismos nacionales e internacionales

2022 RED ANTICORRUPCIÓN BRASIL Representación en organismos nácemeles a wtemecionaes

2022 CONFERENCIA INTERNACIONAL ANTICO WASHINGTON DC Representación «n organismos naoonates e ntemaco^®

2022 RED LAC LEN SANTIAGO DE CHILE Rep’esentacion en oigan smos nacionales e ■nlemaüonaW

2022 RED GLOBE MADRID Representación en organismos nacionales e internacionales

2022 UNCAC - CONVENCION EN RECUPERACI VIENA Representación en organismo» nacionales e ínternacxjrales

2021

8.- OTROS MÉRITOS

Descripción

ROSTROS OCULTOS VIOLENCIA CONTR

PROBLEMAS DE INTERPRETACIÓN DE L

PREVENCIÓN DE LAVADO DE ACTIVOS

DELITOS DE CUELLO BLANCO COMOP

PREVENCIÓN DE LA CORRUPCION Y FO

LEY ORGANICA DE ACTUACIÓN EN CAS

Tipo

Obras Publicadas como autor o coautor - Materias i elevantes

Articulo» índex,idos - Materias relevantes

Expositor - Matenas relevantes

Expositor • Materias relevantes

Expositor - Materias relevante*

Expositor • Materias relevantes

Fecha

2024-03-01

2024-02-11

2025-06-31

2025-01-15

2024-10-07

2023-11-18

FEMICIDIOS Y OTRAS MUERTES VIOLE Expositor - Melenas relevantes 2023-11-08

LA TRATA DE PERSONAS Y EL TRAFIC Expositor - Matenas relevóme» 2023-06-26



DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD DE 

AL MÉRITO PROFESIONAL - ASOCIACI 

AL MERITO PROFESIONAL - ASOCIACI

RECONOCIMIENTO POR CAPACIDAD PRO 

RECONOCIMIENTO DE LA UNIÓN PROVI 

RECONOCIMIENTO AL MÉRITO PROFESI 

MERITO PROFESIONAL - ASOCIACIÓN 

AGRADECIMIENTO - POLICÍA NACIONA 

AL MÉRITO PROFESIONAL - ASAMBLEA 

AL MÉRITO PROFESIONAL - ASOCIACI 

6.- ACCIÓN AFIRMATIVA 

NINGUNA

# CONCURSO, 
crees FISCALÍA

*>>•,

Expositor ■ Malarias relevantes

Premio, reconocimiento y diploma - Materias relevante» ,
"Un.

Premio, reconocimiento y diploma - Materias relevantes °
----------------------------------------------------------------- --------------------------------------------------------------------- • >-
Premio, leconocimiento y diploma - Materias relevantes

Premio, reconocimiento y dipioma - Meterías relevantes

Premio, reconocimiento y diploma - Materias relevantes

Premio reconocimiento y diploma • Matena9 relevantes

Premio, reconocimiento y diploma - Materias relevantes

Premio reconocimiento y diploma - Materias relevantes

Premio, reconocimiento y diploma - Materias relevantes

2026-02-26

2026-02-20

2026-02-02

2024-03-21

2024-03-02

2026-02-02

Declaro conocer las disposiciones de la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, asi como los Reglamenios. Instructivos y demás 

normativa aplicable para este concurso de méntos y que toda la información profiorcionada al CPCCS es verdadera, conociendo las penas y responsabilidades 

civiles y penales a que hubiere lugar en caso de falsedad de la información

Autorizo expresamente al CPCCS para que acceda a mis datos de carácter personal con el fin de que puedan verificar la información y documentación entregada 

referente a mi persona dentro del presente concurso y haga pública la información contenida en mi expediente personal

Acepto expresamente cumplir toda la norma constitucional, legal, reglamentaria aplicable al concurso a9l como a las resoluciones y disposiciones impartidas por 

el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, incluso la descalificación De la misma forma, declaro cumplir los requisitos, no estar inmerso 

en las prohibiciones e inhabilidades y no estar inmerso en conflictos de interés

El presente formulario, debe ser Impreso y con rinna manuscrita entregado Junto con la documentación soporte, en la Oficina Matriz y Delegaciones 

Provinciales del CPCCS. Para residentes en el exterior se presentará en las oficinas Consulares del Ecuador.





f ^^COKSUOWIAli JUDICATURA*,

Factura: 001-002-000171412 20261701020C04721

CERTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS MATERIALIZADOS DESDE PÁGINA WEB O DE CUALQUIER SOPORTE
ELECTRÓNICO N° 20261701020C04721

RAZÓN: De conformidad al Art. 18 numeral 5 de la Ley Notarial doy fe que el documento que antecede en 2 foja(s) útil(es) fue 

materializado a petición del señor (a) PATRICIA ALEXANDRA SEGOVIA CADENA, de la página web y/o soporte electrónico, 

https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicacion/2026/03

/134J\LARCON_ARGUDO_CARLOS_LEONARDO.pdf el día de hoy 27 DE JULIO DEL 2026, a las 12:44, todo lo cual 

certifico amparado en las atribuciones que me otorga la Ley Notarial. Para constancia, copia física del documento

materializado queda archivado en el libro de Certificaciones. EN CUMPLIMIENTO DE LA LEY NOTARIAL Y LA LEY 

ORGÁNICA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, EL/LA SOLICITANTE AUTORIZA EXPRESAMENTE A LA 

NOTARIA PARA EL USO, VERIFICACIÓN, TRATAMIENTO Y ARCHIVO DE LOS DATOS PROPORCIONADOS EN LA 

PRESENTE CERTIFICACIÓN. ASIMISMO, EL/LA SOLICITANTE OTORGA SU CONSENTIMIENTO PARA LA EXPEDICIÓN 

DE COPIAS O TESTIMONIOS DE ARCHIVO DEBIDAMENTE CERTIFICADAS, EN FAVOR DE SUS TITULARES O DE 

TERCEROS QUE ACREDITEN UN INTERÉS LEGÍTIMO. La veracidad de su contenido y el uso adecuado del(los) documento

(s) certificado(s) es (son) de responsabilidad exclusiva de la(s) persona(s) que lo(s) utiliza(n).

AP: 04759-DP17-2026-SE

https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicacion/2026/03
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http://www.cpccs.gob.oc
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Consofo de Porticipacion 
Ciudodana y Control Social # CONCURSO, 

OCCS FISCALIA
FORMULARIO Oí CONFLICTO OE INTERESES

Dedcro que he respondido les preguntes de manera completa; que la Información proporcionada es vendici y que 
no he omitido ningún tipo de Información, por lo tanto, la misma puede ser verificada o impugnada por la sociedad 
de ser el uso.

Conozco y acepto que. en uso de ser cónyuge, mantenga unión de hecho o tea pariente dentro del cuarto grado da 
consanguinidad o segundo de afinidad con otra u otro postulante al Concurso de Memos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscal» General del Estado, de ocurrir el uso, se sortearé a 
quien deba excluirse del proceso.

Nota: Descargo da responsabilidad de uso de datos personales.

Como postulante a Fiscal General del Estado, autorizo al Consejo de Participación Ciudadana y Control Social para que 
la información entregada sea utilizad* «»*» *«« **«•« «••«iX/...»»*»*. <*" •» *•«<« .a ««atamiento de la Información' 
que contempla el presente formular)*

FIRMA

Cot \os V-tcrat4o A\a<tcrt Arcyo<4o
Nombres y Apellidos cédula de identidad

Quito: Av»M«du A»TKS/c>rK>% NJ5-IBI y Jopon HB* (593 2) 395 ^.’IO

wwwcpcci.gob.ec
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g s COMSCJODtL*17 JUDICATURA#*

Factura: 001-002-000171413 20261701020C04722

CERTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS MATERIALIZADOS DESDE PÁGINA WEB O DE CUALQUIER SOPORTE
ELECTRÓNICO N° 20261701020C04722

RAZÓN: De conformidad al Art. 18 numeral 5 de la Ley Notarial doy fe que el documento que antecede en 3 foja(s) útil(es) fue 

materializado a petición del señor (a) PATRICIA ALEXANDRA SEGOVIA CADENA, de la página web y/o soporte electrónico, 

https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicacion/2026/03

/134_ALARCON_ARGUDO_CARLOS_LEONARDO.pdf el día de hoy 27 DE JULIO DEL 2026, a las 12:44, todo lo cual 

certifico amparado en las atribuciones que me otorga la Ley Notarial. Para constancia, copia física del documento 

materializado queda archivado en el libro de Certificaciones. EN CUMPLIMIENTO DE LA LEY NOTARIAL Y LA LEY 

ORGÁNICA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, EL/LA SOLICITANTE AUTORIZA EXPRESAMENTE A LA 

NOTARIA PARA EL USO, VERIFICACIÓN, TRATAMIENTO Y ARCHIVO DE LOS DATOS PROPORCIONADOS EN LA 

PRESENTE CERTIFICACIÓN. ASIMISMO, EL/LA SOLICITANTE OTORGA SU CONSENTIMIENTO PARA LA EXPEDICIÓN 

DE COPIAS O TESTIMONIOS DE ARCHIVO DEBIDAMENTE CERTIFICADAS, EN FAVOR DE SUS TITULARES O DE 

TERCEROS QUE ACREDITEN UN INTERÉS LEGÍTIMO. La veracidad de su contenido y el uso adecuado del(los) documento 

(s) certificado(s) es (son) de responsabilidad exclusiva de la(s) persona(s) que lo(s) utiliza(n).

QUITO, a 27 DE JULIO DEL 2026, (12:44).

NOTARÍA VIGÉSIMA DEL CANTÓN QUITO

AP: 04759-DP17-2026-SE

https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicacion/2026/03
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INSTITUTO ECUATORIANO DE SEGURIDAD SOCIAL
DIRECCIÓN NACIONAL DE AFILIACIÓN Y COBERTURA

DIRECCION NACIONAL DE RECAUDACION Y GESTION DE CARTERA
- "I'OAOAUAV

SOCA, ^

CERTIFICADO DE REPRESENTANTE LEGAL O CONTRATANTE DE SEGURO
Y OBLIGACIONES PATRONALES

La Dirección Nacional de Afiliación y Cobertur^ertifica que: ALARCON ARGUDO CARLOS LEONARDO 
persona titular con cédula de identidad: cfl|HH|| indicada en este documento, NO consta en los 
registros oficiales del IESS como representanf^Rgal o Contratante de Seguro.

Al no encontrarse registrado como Representante Legal o Contratante de Seguro, la Dirección Nacional 
de Recaudación y Gestión de Cartera CERTIFICA que el consultante NO mantiene obligaciones 
patronales pendientes de pago.

Esta información se obtiene de la plataforma del sistema informático del IESS y certifica la existencia de 
registros relacionados con la representación legal o contratación de seguro del consultante y los registros 
de valores en mora, y no reemplaza otros certificados emitidos por esta institución.

Para validar la información 
contenida en este código, su 
equipo debe disponer del 
software QR

UtnriDlknINx.M/lkKl»» 
IWnr.HMNAOOfUI t» AlHlACKWVIXAMHItWA

Fecha de emisión: 2 de marzo de 2026 
Este certificado tiene una validez de 2 días a partir de su fecha de emisión
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M S CONSEJOHUII JUDICATURA**

Factura: 001-002-000171414 20261701020C04723

CERTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS MATERIALIZADOS DESDE PÁGINA WEB O DE CUALQUIER SOPORTE
ELECTRÓNICO N° 20261701020C04723

RAZÓN: De conformidad al Art. 18 numeral 5 de la Ley Notarial doy fe que el documento que antecede en 1 foja(s) útil(es) fue 

materializado a petición del señor (a) PATRICIA ALEXANDRA SEGOVIA CADENA, de la página web y/o soporte electrónico, 

https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicacion/2026/03

/134_ALARCON_ARGUDO_CARLOS_LEONARDO.pdf el día de hoy 27 DE JULIO DEL 2026, a las 12:44, todo lo cual 

certifico amparado en las atribuciones que me otorga la Ley Notarial. Para constancia, copia física del documento 

materializado queda archivado en el libro de Certificaciones. EN CUMPLIMIENTO DE LA LEY NOTARIAL Y LA LEY 

ORGÁNICA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, EL/LA SOLICITANTE AUTORIZA EXPRESAMENTE A LA 

NOTARIA PARA EL USO, VERIFICACIÓN, TRATAMIENTO Y ARCHIVO DE LOS DATOS PROPORCIONADOS EN LA 

PRESENTE CERTIFICACIÓN. ASIMISMO, EL/LA SOLICITANTE OTORGA SU CONSENTIMIENTO PARA LA EXPEDICIÓN 

DE COPIAS O TESTIMONIOS DE ARCHIVO DEBIDAMENTE CERTIFICADAS, EN FAVOR DE SUS TITULARES O DE 

TERCEROS QUE ACREDITEN UN INTERÉS LEGÍTIMO. La veracidad de su contenido y el uso adecuado del(los) documento 

(s) certificado(s) es (son) de responsabilidad exclusiva de la(s) persona(s) que lo(s) utiliza(n).

QUITO, a 27 DE JULIO DEL 2026, (12:44).

NOTARÍA VIGÉSIMA DEL CANTÓN QUITO

AP: 04759-DP17-2026-SE

https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicacion/2026/03
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2> de febrero de 202(>

Señor!»)
\ LAUCON AR(.LIH) CARLOS I LOA \RI)() 

Presente.-

I)e mi consideración:

L n atención .i la solicitud realizada pin el la ciudadano a AI.ARCON \R(.I 1)0 
(ARLOS IKON ARDO. i j. u i \i>> me
informar lo Mámenle

Revisada la base de tliilos que mantiene el ( ousejo Nacional I leetoral. |h m intetmeiho 
de la Dirección Nacional de Organizaciones Políticas, se \orillea que el la ciudadano a 
\LAKCON \R(a i)0 < \RLOS I IONARIH) con cédula de ¡denudad Nio 

• DOI (2?0S7. NO consta a la lecha como aliliado a, adhereiUe o aillicieiile permanente a 
ninguna organización política

Memamente.

lili!. Alvaro Martin Reves Paiitoja
DIKLC IOR N \( ION \L DI OR(. NNI/.AC IONLS POLI I K AS - LNCAKO \DO
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Factura: 001-002-000171415 20261701020C04724

CERTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS MATERIALIZADOS DESDE PÁGINA WEB O DE CUALQUIER SOPORTE
ELECTRÓNICO N° 20261701020C04724

RAZÓN: De conformidad al Art. 18 numeral 5 de la Ley Notarial doy fe que el documento que antecede en 1 foja(s) útil(es) fue 

materializado a petición del señor (a) PATRICIA ALEXANDRA SEGOVIA CADENA, de la página web y/o soporte electrónico, 

https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicacion/2026/03

/134_ALARCON_ARGUDO_CARLOS_LEONARDO.pdf el día de hoy 27 DE JULIO DEL 2026, a las 12:45, todo lo cual 

certifico amparado en las atribuciones que me otorga la Ley Notarial. Para constancia, copia física del documento 

materializado queda archivado en el libro de Certificaciones. EN CUMPLIMIENTO DE LA LEY NOTARIAL Y LA LEY 

ORGÁNICA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, EL/LA SOLICITANTE AUTORIZA EXPRESAMENTE A LA 

NOTARIA PARA EL USO, VERIFICACIÓN, TRATAMIENTO Y ARCHIVO DE LOS DATOS PROPORCIONADOS EN LA 

PRESENTE CERTIFICACIÓN. ASIMISMO, EL/LA SOLICITANTE OTORGA SU CONSENTIMIENTO PARA LA EXPEDICIÓN 

DE COPIAS O TESTIMONIOS DE ARCHIVO DEBIDAMENTE CERTIFICADAS, EN FAVOR DE SUS TITULARES O DE

TERCEROS QUE ACREDITEN UN INTERÉS LEGÍTIMO. La veracidad de su contenido y el uso adecuado del(los) documento 

(s) certificado(s) es (son) de responsabilidad exclusiva de la(s) persona(s) que lo(s) utiliza(n).

AP: 04759-DP17-2026-SE

https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicacion/2026/03
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Factura: 001-002-000081956 20261701067P0044/ "V

NOTARIO(A) l UIS OSWALDO HERRERA RUEDA 

NOTARÍA SEXAGÉSIMA SÉPTIMA DEI CANTON QUITO 

EXTRACTO

r 9 /
* *>rr ■

f 1INSI I I m (•AAIlClt'M.I 
nitiiAníNA v

• rnM»m sodai  ^.

•>/Vl

[Escritura N* TTOTsüoñcTpoóITr™

ACTO O CONTRATO

DECI ARAC.lON JURAMENTADA PERSONA NATURAI

FECHA DE OTORGAMIENTO I? DE MAN/O OFl ?07fi.(14 S8>

TORGANTES

OTORGADO POR

II Porsona NombresíRazórt aocial Tipo intarvlnlcnte
Documento da 

identidad
No

Idanllflcaclón Nacionalidad Calidad
Persona quo la 

representa

Ai au /’mw  ad di  inn rau i ík rv iü C| IC PBnPlí K
II Nalura! ALAKi.UN AnljUUw LrAUlWo

II ONARDO
' Un DUO rnUí KJo
DERECHOS

CfDUIA ECUATORIANA COMPARECIENTE

J

A FAVOR OE
______________________

|| Persona
Nombras/Razón social Tipo intarvmlanta

Documento da 
identidad

No
Identificación Nacionalidad Calidad

Persona que |
representa

II UBICACIÓN

Provincia Cantón Parroquia

U PICHINCHA QUITO

| DESCRIPCIÓN DOCUMENTO  1
(| OBJETO/OBSERVACIONES / \1
L
Ruan da  del  act o  0

|| CONTRATO

INDETERMINADA si  \

NOTARIO(A) l.UIS OSWALDO HERRERA RUEDA 

NOTARIA SEXAGÉSIMA SÉAt  IMA DEL CANTÓN QUITÓ'' M E' ’1?
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VK. LUIS O. HERRERA RUEDA
///

20261701067P00447
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DECLARACION JURAMENTADA

QUE OTORGA:

CARLOS LEONARDO ALARCÓN ARGUDO

CUANTIA: INDETERMINADA 

DI 2 COPIAS 

A.C.

21 Ln la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, Capital de la República

22 del Ecuador, hoy día, lunes dos de marzo del año dos mil veintiséis,

23 ante mí, DOCTOR LUIS OSWALDO HERRERA RUEDA,

24 NOTARIO SEXAGÉSIMO SÉPTIMO DEL CANTÓN QUITO,

25 comparece con plena capacidad, libertad y conocimiento, a la

26 celebración de la presente escritura, el señor CARLOS LEONARDO

27 ALARCON ARGUDO, por sus propios derechos, de nacionalidad

28 ecuatoriana, mayor de edad, con cédula de identidad número cero t

Notaría'Sejaitfétvm&Septíma' del Cantótv Quito-

v /
 h
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6
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16

17
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20

21

22

23

24 

23 

26 

27 

2X

en uso de mis propios y 

personales derechos: El compareciente es hábil en derecho para 

contratar y contraer obligaciones, a quien de conocer doy fe, en virtud 

de haberme exhibido sus documentos de identificación y de la 

autorización pura obtener el Certificado Digital de Datos de Identidad, 

para ser agregado conforme al artículo setenta y cinco de la Ley 

Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles (LOGIDAC), 

cuya copia fotostática debidamente certificada agrego a esta escritura 

como documentos habilitantes. Advertido el compareciente por mí el 

Notario de los efectos y resultados de esta escritura, así como 

examinado que fue en forma aislada y separada de que comparece al 

otorgamiento de esta escritura sin coacción, amenazas, temor 

reverencial, ni promesa o seducción; y, con el fin de hacer esta su 

declaración juramentada se presenta ante mi, advertido de la 

obligación que tiene de decir la verdad y siendo conocedor penas por 

perjuro y falso testimonio establecidas en el artículo doscientos setenta 

(270) del Código Orgánico Integral Penal, declaro bajo juramento lo 

siguiente: "Yo, CARLOS LEONARDO ALARCÓN ARGUDO, 

2.1.- Mis generales de ley son las consignadas con anterioridad, y son 

las que utilizo en mis actos públicos y privados; 2.2.- Es mi voluntad 

participar en el concurso de méritos y oposición para la selección y 

designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del 

Estado, y presento la postulación sin coacción, presión o interferencia 

alguna, por lo tanto; 2.3.- Cumplo con los requisitos establecidos en el
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DR. LUIS O. HERRERA RUEDA
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19
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23
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25
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27 
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artículo 1% de la Constitución de la República del E¿(jj 

que: a) soy ecuatoriano/a y me encuentro en goce 

políticos; b) Tengo título de tercer nivel en derechcL_ififefil-mehte 

reconocido en el país, y tengo conocimiento en gestión administrativa; 

c) He ejercido con idoneidad y probidad notoria la profesión de 

abogado o abogada, la judicatura o la docencia universitaria en materia 

penal por un lapso mínimo de diez años; 2.4.- No me encuentro 

inmerso en las prohibiciones e inhabilidades en la Constitución de 

la República del Ecuador, el Código Orgánico de la Función Judicial 

y la Ley Orgánica del Servicio Público y su Reglamento General, y la 

Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición 

para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía 

General del Estado (Registro Oficial Cuarto Suplemento número 

setenta y dos (N° 72) de dos (02) de julio de dos mil veinticinco 

(2025) por lo que: UNO.- No me hallo incurso en las inhabilidades en 

el artículo 77 del Código Orgánico de la Función Judicial, por lo tanto: 

a) No me hallo en interdicción judicial, incluida la que se haya 

ealizado por cesión de bienes o contra, o que se me haya iniciado 

juicio de concurso de acreedores o de quiebra, mientras no se 

rehabilite; b) No he sido condenado por sentencia ejecutoriada con 

pena privativa de libertad, por delitos de violencia contra la mujer y 

otros, mientras esta subsista; tampoco he sido condenado con 

sentencias condenatorias por prevaricato, contravenciones y delitos en 

contra de la mujer o miembros del núcleo familiar, concusión, 

cohecho, extorsión, peculado, defraudación al Estado y demás 

entidades y organismos del sector público, por lo que declaro conocer 

que esta inhabilidad será definitiva; c) No he sido llamado ajuicio por 

delito reprimido con prisión o reclusión, por providencia ejecutori

NotUf'úxsSeiaxtfétírtui'Séptimas del Canl&tv QuUtd



1 entendiendo que esta inhabilidad subsistirá mientras no hubiere sido

2 absuelto con providencia ejecutoriada; d) No me encuentro

3 suspendido del ejercicio de la profesión de Abogado; e) En el caso de

4 la inhabilidad del desempeño del cargo público para poder ser

5 nombrado o ejercer un cargo en la Función Judicial debo precisar

6 específicamente al juramento que: desempeño un cargo en el sector

7 público siendo este Agente. Fiscal y actualmente Fiscal General

8 Encargado en la institución Fiscalía General del Estado, bajo la

9 modalidad de en cargo y por lo tanto declaro bajo juramento que en

10 el caso de ser seleccionado presentaré la renuncia al cargo que 

1 f'"v\ desempeño previo a la posesión y ejercicio pleno del cargo.

11 Adicionalmente declaro que no ejerzo ningún tipo de representación 

13V ror elección popular; 0 No he sido sancionado disciplinariamente con 

14 Vdestitución de un cargo público con resolución en firme; g) No soy 

-tí Vninistro de ningún culto; h) No me hallo incurso en alguna de las

16 inhabilidades generales para el ingreso al servicio público; i) No me

17 hallo comprendido dentro de las incompatibilidades por relación

18 familiar determinadas en el artículo 78 del Código Orgánico de la

19 Función Judicial; y j) No tengo bienes o capitales en paraísos fiscales;

20 DOS.- No poseo a título personal o través de mi cónyuge o

21 conviviente, bienes, capitales, inversiones, fondos acciones,

22 participaciones de cualquier naturaleza en paraísos fiscales; TRES.-

23 No soy cónyuge, o tengo unión de hecho o soy familiar hasta el cuarto

24 grado de consanguinidad o segundo grado de afinidad del presidente

25 o vicepresidente de la República, ministros de Estado, de los

26 asambleístas, vocales del Consejo de la Judicatura, Fiscal General del

27 Estado saliente, Defensor Público, consejeros del Consejo Nacional

28 Electoral, jueces del Tribunal Contencioso Electoral, Jueces de la
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Corte Constitucional, jueces de la Corte Nacional de ¡íkjÉ 

miembros y ex miembros de la Función de Transparencia 

Social; CUATRO: No he sido condenado o condenada por sentencia 

ejecutoriada a pena privativa de libertad, por delitos de violencia 

contra la mujer y otros, mientras esta subsista; QUINTO: No tengo 

contrato con el Estado, como persona natural, socio o socia 

representante, apoderado o apoderada de personas jurídicas, 

nacionales o extranjeras, celebrado para la adquisición de bienes, 

ejecución de obras públicas, prestación de servicios públicos sin 

relación de dependencia o explotación de recursos naturales, mediante 

concesión, asociación o cualquier otra modalidad contractual; 

SEXTO: No me hallo en interdicción judicial, mientras esta subsista 

salvo el caso de insolvencia o quiebra que no haya sido declarada 

fraudulenta; SEPTIMA: No tengo sentencia ejecutoriado del Tribunal 

Contencioso electoral por alguna infracción tipificada en la Ley 

Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República 

del Ecuador - Código de la Democracia-, sancionado con la 

suspensión de los derechos políticos y de participación; OCTAVA: 

No he sido sancionado por violencia intrafamiliar o de género en tal 

sentido no he recibido medidas de rehabilitación resueltas por 

autoridad competente; NOVENA: No he ejercido autoridad 

ejecutiva en gobiernos de facto; DECIMA: No he sido sancionado/a 

por delitos de lesa humanidad; DÉCIMA PRIMERA: No tengo 

obligaciones pendientes de pago con el sector público, sin fórmula de 

arreglo o compensación, sin resolución judicial pendiente; DECIMA 

SEGUNDA: No soy miembro de la Fuerzas Armadas, de la Policía 

Nacional en servicio activo, o representante de cultos religiosa 

DÉCIMA 'TERCERA: No tengo deuda de dos o más pensi

Notaría/Sewtgétíma'Séptima/ del Cantón/ Quito



1 alimenticias vencidas en razón de que no tengo causa de alimentos

2 seguido en mi contra, lo que se podrá verificar con la información del

3 Sistema de causas del Consejo de la Judicatura y Sistema SUPA);

4 DÉCIMA CUARTA: No soy cónyuge, o tengo unión de hecho, o soy

5 pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de

6 afinidad de las Consejeras o Consejeros del Consejo de

7 Participación Ciudadana y Control Social y/o de las y los miembros 

X de la Comisión Ciudadana de Selección; DECIMO QUINTO: No

9

10

17

X

19

20 

21 

22

23

24

25

26 

27

he sido sancionado o sancionada con destitución por responsabilidad 

administrativa en firme o tenga sanción en firme por responsabilidad 

civil o penal en el ejercicio de funciones públicas, sin que se encuentre 

rehabilitado o rehabilitada; DÉCIMO SEXTO: No incurro en alguna 

de las inhabilidades, impedimentos o prohibiciones para el ingreso o 

reingreso al sector público; DÉCIMO SÉPTIMO: No me encuentro 

en condición de procesado, llamado a juicio o condenado por los 

siguientes tipos penales: peculado, cohecho, concusión, 

enriquecimiento ilícito, terrorismo genocidio etnocidio, exterminio, 

esclavitud, deportación o traslado forzoso de población, desaparición 

forzada, ejecución extrajudicial, persecución, apartheid, delitos de lesa 

humanidad, trata de personas, tráfico de órganos, turismo para la 

extracción, tratamiento ilegal o comercio de órganos, explotación 

sexual de personas, prostitución forzada, turismo sexual, pornografía 

con utilización de niñas, niños o adolescentes; comercialización de 

pornografía con utilización de niñas, niños o adolescentes; sicariato, 

secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, tráfico ilícito de migrantes, 

producción ilícita de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, 

tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización (alta 

escala), tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización2X
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(gran escala), organización o financiamicnto para la pf-^ 

tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a

actividad ilícita de recursos mineros, almacenamientb\'*n
T \-

envasado, comercialización o distribución ilegal de hidro^i 

las provincias fronterizas, puertos marítimos o fluviales 

territorial, sustracción de hidrocarburos, espionaje, tráfico i 

armas de fuego, armas químicas, nucleares o biológicas; terrorismo, 

financiación del terrorismo, delincuencia organizada. Se incorporarán 

los delitos contra la administración pública y los relacionados opn 

corrupción y crimen organizado que, posterior al inicio del presente 

concurso y durante su ejecución, se tipifiquen en la legislación 

icuatoriana; DECIMO OCTAVO: No lie sido sancionado con 

sentencia condenatoria ejecutoriada por cualquier tipo penal de los 

tipificados en el Código Orgánico Integral Penal; 2.5.- Declaro 

expresamente que no he formado o formo parte ni estoy vinculado a 

estructuras criminales, ni a grupos de delincuencia organizada; 2.6.- 

Declaro expresamente que no me encuentro inmerso en conflicto de 

interés de ninguna índole para el ejercicio de las funciones de primera 

autoridad de la Fiscalía General del Estado, en caso de incurrirlo 

acepto la descalificación del proceso, por efectos de esta declaración 

juramentada ratifico y valido en todas y cada una de sus partes el 

formulario de declaración de conflicto de intereses suscrito y 

presentado por el declarante en el marco del proceso de postulación, 

al tenor de lo establecido en el numeral 4 del artículo 29 del 

Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 

Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía 

General del Estado; 2.7.- Autorizo expresamente al Consej 

Participación Ciudadana y Control Social y a los miembro

Cotonías Se^a^féiúna  ̂Séptimas de¿ Cantón/

'"'ó -.
g fs Y
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Comisión Ciudadana de Selección, para que acceda a mis datos de 

carácter personal, con el propósito de que se realicen todas las 

investigaciones necesarias y se verifique la veracidad de la 

información declarada en el presente instrumento y toda la 

documentación por mi entregada como postulante a Primera Autoridad 

de la Fiscalía General del listado; 2.8.- Declaro que en caso de no 

cumplir con alguno de los requisitos de postulación, haber omitido la 

entrega de cualquiera de los documentos de presentación obligatoria 

establecidos en el artículo 29 del Reglamento del Concurso, estar 

incurso en cualquiera de las inhabilidades, o estar incurso en las 

Vausales de impugnación previstas, acepto quedar excluido/a 

automáticamente del concurso de méritos y oposición para la selección 

^ designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del 

listado, así también si la descalificación fuera objeto de la facultad de 

verificación; la cual se efectuará únicamente respecto los documentos 

entregados como parte del expediente de postulación, sin que la misma 

signifique la obligación de la Comisión Ciudadana de Selección de 

requerir, gestionar, complementar, subsanar ni verificar información 

o documentación que no haya sido materialmente presentada por mi 

persona como parte del expediente; 2.9 De conformidad con el 

artículo 28 del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición 

para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía 

General del listado declaro aceptar expresamente y cumplir con todas 

las normas aplicables a los concursos, así como las resoluciones y 

disposiciones impartidas por el Pleno del Consejo de Participación 

Ciudadana Control Social. Es todo cuanto puedo declarar el rigor del 

juramento y en honor a la verdad. HASTA AQUÍ LA 

DECLARACION JURAMENTADA, que queda elevada a escritura
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pública con todo su valor legal.- Para la celebración y otorga 

la presente escritura se observaron los preceptos legales-;^ 

requiere; y leída que le fue por mí, el Notario al compadecí? 

se ratifica en la aceptación de su contenido y firma conmigoen 

de acto; se incorpora al protocolo de esta Notaría la presente esdritura, 

de todo lo cual doy fe.- /

WALDO HERRERA RUEDA

si Wiñ TD \m cantón  qi uro

Noturui'Sejuitfétijna'Séptíwuzs de¿ Casit&tv Qiúto-



REPÚBLICA DEL ECUADOR
Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulacion

Dirección General do Hefllstro Civil,

Identificación y Cedulación

CERTIFICADO DIGITAL DE DATOS DE IDENTIDAD

Nombres del ciudadano: ALARCON ARGUDO CARLOS LEONARDO

Condición del cedulado: CIUDADANO

Nacionalidad: ECUATORIANA 

Sexo: HOMBRE 

Instrucción: SUPERIOR 

Profesión: ABOGADO

Nacionalidad: ECUATORIANA

Nacionalidad: ECUATORIANA

Información certificada a la fecha 2 DL MARZO DE 2026
Emisor MARCELO PATRICIO RAMIRO CALDERON ROMERO PICHINCHA-QUITO NI 67 
PICHINCHA QUITO

Documento firmado electrónicamente

l  j  institución o persona ante quien se presente este certificado deberá validarlo en https://vlrtu.il ruyistrocivil yob oc. conforme a la lOGiOAC Ar! 4 numnra ' y a ia LCt 

Vigencia del documento í validaciones o 2 meses desdo el din do su amisión tn caso do presentar Inconvenientes con uslo documento escriba ¡i onlln«a@reylslrociv¡l.gob.or.

https://vlrtu.il
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... TA AQUI LOS DOCUMENTOS HABILITANTES. -

Se otorgó ante mí, la DECLARACION JURAMENTADA, otorgada 

por el señor CARLOS LEONARDO ALARCÓN ARGUDO; que 

antecede, y, en fe de ello confiero esta PRIMERA COPIA 

CERTIFICADA, sellada y firmada en Quito, a los dos días del mes de

mar/o del año dos mil ve i nt i

DOCTOR L

NOTARIO SFXAGESI

DO HERRERA

M IMO DLL CANTON QUITO



20261701020C04725Factura: 001-002-000171416

CERTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS MATERIALIZADOS DESDE PÁGINA WEB O DE CUALQUIER SOPORTE
ELECTRÓNICO N° 20261701020C04725

RAZÓN: De conformidad al Art. 18 numeral 5 de la Ley Notarial doy fe que el documento que antecede en 7 foja(s) útil(es) fue

materializado a petición del señor (a) PATRICIA ALEXANDRA SEGOVIA CADENA, de la página web y/o soporte electrónico, 

https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicacion/2026/03

/134_ALARCON_ARGUDO_CARLOS_LEONARDO.pdf el día de hoy 27 DE JULIO DEL 2026, a las 12:45, todo lo cual 

certifico amparado en las atribuciones que me otorga la Ley Notarial. Para constancia, copia física del documento 

materializado queda archivado en el libro de Certificaciones. EN CUMPLIMIENTO DE LA LEY NOTARIAL Y LA LEY 

ORGÁNICA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, EL/LA SOLICITANTE AUTORIZA EXPRESAMENTE A LA 

NOTARIA PARA EL USO, VERIFICACIÓN, TRATAMIENTO Y ARCHIVO DE LOS DATOS PROPORCIONADOS EN LA 

PRESENTE CERTIFICACIÓN. ASIMISMO, EL/LA SOLICITANTE OTORGA SU CONSENTIMIENTO PARA LA EXPEDICIÓN 

DE COPIAS O TESTIMONIOS DE ARCHIVO DEBIDAMENTE CERTIFICADAS, EN FAVOR DE SUS TITULARES O DE 

TERCEROS QUE ACREDITEN UN INTERÉS LEGÍTIMO. La veracidad de su contenido y el uso adecuado del(los) documento 

(s) certificado(s) es (son) de resoonsabilidad exclusiva de la/st nersnna/s^ míe lo/sl util¡7a/ró

QUITO, a 27 DE JULIO DEL 2(

NOTARÍA VIGÉSIMA DEL CANTÓN QUITO

AP: 04759-DP17-2026-SE

https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicacion/2026/03
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CORTE NACIONAL DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO PENAL, PENAL MILITAR, PENAL POLICIAL, 

TRÁNSITO, CORRUPCIÓN Y CRIMEN ORGANIZADO 
NÚMERO DE EXPEDIENTE: 17721-2025-00031G 

EXTRACTO DE ACTA DE AUDIENCIA EVALUATORIA Y PREPARATORIA DE
JUICIO

RESOLUCIÓN
FECHA: 17 DE ABRIL DEL 2026

1. Identificación del órgano jurisdiccional:

a. Órgano Jurisdiccional:
SALA ESPECIALIZADA DE LO PENAL, PENAL MILITAR, PENAL POLICIAL, 
TRÁNSITO, CORRUPCIÓN Y CRIMEN ORGANIZADO DE LA CORTE 
NACIONAL DE JUSTICIA

b. Jueces:
Dra. Daniella Camacho Herold- Juez Nacional de Garantías Penales.

c. Nombre de la Secretaria:
Ab. Andrea Rosas Juma (presencial).

d. Nombre de la Ayudante Judicial:
Ab. Janury López Moreira.

2. Identificación del Proceso:

d. Número de Proceso:
17721-2025-00031G

e. Lugar y Fecha de Realización/Lugar y fecha de reinstalación:
Sala de audiencias Piso 8 del Edificio de la Corte Nacional de Justicia. 
Quito, viernes 17 de abril del 2026

f. Hora de Inicio:
15h00.

g. Presunta Infracción:
Asociación ilícita (artículo 370 del Código Orgánico Integral Penal)

3. Desarrollo de la Audiencia:

a. Tipo de Audiencia:
1. Audiencia de Calificación de Flagrancia: ( )
2. Audiencia de Formulación de Cargos: ( )
3. Audiencia Preparatoria de Juicio: (X )
4. Audiencia de Juicio: ( )
5. Audiencia de Juzgamiento: ( )
6. Audiencia de Sustitución de Medidas: ( )

7. Audiencia de Suspensión Condicional: ( )
8. Audiencia de Acuerdos Reparatorios: ( )
9. Audiencia de Revocatoria de Suspensión Condicional: ( )
10. Audiencia de Medida Cautelar de Prisión Preventiv



11. Audiencia de
12. Audiencia de
13. Audiencia de
14. Audiencia de
15. Audiencia de
16. Otro:

Procedimiento Abreviado: ( ) 
Procedimiento Simplificado: ( ) 
Legalidad de Detención: ( )
Revisión de Medidas Cautelares: ( ) 
Apelación de Medidas Cautelares: ( )

b. Intervinientes en la Audiencia:

1. Fiscalía General del Estado- Doctor Carlos Leonardo Alarcón Argudo 
(presencial).

2. Acusación Particular- Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social
Ab. Luis Xavier Zurita Quishpe (presencial- telemática).
Ab. Mishell Jacqueline Medina Patiño (presencial-telemática).

3. Procesados:
3.1 Nicole Stephanie Bonifaz López (presencial)
Ab. Marcela Soledad Estrella Bucheli (presencial).

3.2. -Eduardo Julián Franco Loor (telemática)
Ab. Luis Eduardo Franco Mendoza (telemática).
Ab. Héctor Gabriel Vanegas Fernández (telemática).
Ab. Giovanny Enrique Martínez Ordoñez (telemática)

3.3. -Sócrates Augusto Verduga Sánchez (telemática)
Ab. Andrés Ornar Villegas Pico (telemática).
Ab Marcel Andrés Blum Lucero (telemática).
Dr. Santiago Martín Acurio del Pino (presencial).
Ab. Cristhian Armando Vera Moreira (telemática).

3.4. -Betsy Yadira Saltos Rivas (presencial)
Dr. Luis Orlando Júnior Báez Arroyo (presencial).

3.5. -Andrés David Arauz Galarza
Ab. José Gabriel Rivera López (telemática)
Dr. Santiago Martín Acurio del Pino (presencial).
Ab. Santiago David Ochoa Beltrán (presencial).

3.6. -Esther Adelina Cuesta Santana
Abg. Diego Femando Guarderas Donoso (telemática).

3.7.- Raúl Agustín González Carrión (telemática)
Ab. Luis Javier Almeida Meza (telemática).
Ab. Jorge Giuseppe Garibaldi Párraga(telemática).
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4. Defensoría Pública- Dra. Teresa Andrade Rovayo (telemática)

c. Desarrollo de la audiencia.

Una vez constatada la presencia de los sujetos procesales, por Secretaría se da 
lectura a los escritos ingresados dentro de la presente causa, los mismos son 
proveídos en audiencia. La doctora Daniella Camacho Herold, Jueza de Garantías 
Penales da por reinstalada la diligencia de audiencia de evaluación y preparatoria de 
juicio.

RESOLUCIÓN ORAL POR PARTE DE LA DOCTORA DANIELLA CAMACHO 
HEROLD JUEZA DE GARANTÍAS PENALES.

En la primera parte de la diligencia ya se resolvió respecto de la validez procesal y de 
mi competencia como juez de garantías penales en la presente causa, por lo que 
resulta inoficioso repetir los fundamentos de la misma. Concluidas las intervenciones 
de los sujetos procesales en esta audiencia, de conformidad con el artículo 604.4.c) 
del Código Orgánico Integral Penal, en primer lugar, me corresponde pronunciarme 
respecto de las solicitudes de exclusión, rechazo o inadmisibilidad de medios de 
prueba anunciados. De conformidad con el literal b) del artículo referido, el juzgador 
está vedado de pronunciarse de oficio respecto de la práctica de prueba. 
Correspondiéndome, por lo tanto, respetar el principio dispositivo y referirme 
únicamente respecto de las exclusiones solicitadas por los sujetos procesales: para 
poder responder a las solicitudes de exclusión, se organizan los reclamos formulados 
en virtud de los elementos reprochados. Pedidos de exclusión de los sujetos 
procesales: A) Por parte de la Fiscalía General del Estado, se ha solicitado: Respecto 
de la ciudadana Nicole Sthepanie Bonifaz López: la inadmisión del anuncio de prueba 
No; 9, referente a la recepción del testimonio de la ciudadana Ménica Gabriela 
Jaramillo Jaramillo, en razón de que la misma, ya habría rendido testimonio 
anticipado. Respecto de Eduardo Franco Loor: la exclusión de los numerales 1 y 2 
del anuncio probatorio documental, pues a criterio de la Fiscalía General del Estado 
no están relacionados con los hechos ni con las circunstancias de la infracción, 
transgrediendo los artículos 444, numerales 6, 454 numeral 5, 499 numeral 4 del 
Código Orgánico Integral Penal e incisos 1 y 2 del artículo 160 del Código Orgánico 
General de Procesos; la inadmisión de los anuncios de prueba constantes en los 
numerales 4, 29, 30 y 31 del anuncio probatorio documental, por cuanto los mismos 
no constan en el expediente fiscal y se desconoce si cumplen con los requisitos 
formales exigidos a los documentos públicos; la inadmisión del anuncio de prueba 
constante en el numeral 23 de la prueba documental, el cual se encuentra dentro 
del expediente en copias simples, fundando su requerimiento en lo previsto en el 
artículo 499, numeral 4 del COIP, en concordancia con el artículo 194 del COGEP. 
Respecto del ciudadano Sócrates Augusto Verduga Sánchez: la exclusión de la cuarta 
prueba testimonial relacionada con el señor Héctor Quintana, quien ostenta el cargo 
de agregado de la Oficina de Investigaciones de Seguridad Nacional de la Embajada 
de los Estados Unidos de Norteamérica en Ecuador, por tanto, por el prinpjfíJpVitt 
inmunidad diplomática, no está obligado a testificar, conforme dispone tétfmu
31.2 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, en conco/cféü/sfa jjQnj



el último inciso del artículo 43 de la Ley sobre Inmunidad, Privilegios y Franquicias 
Diplomáticas; la inadmisión de la quinta prueba testimonial relacionada al señor 
Stalin Sebastián Aguilar Jurado, de conformidad con el artículo 454 número 5 del 
COIP, 160 y 161 del COGEP por impertinente, pues, el mentado ciudadano fue 
funcionario administrativo interno de la Fiscalía General del Estado, que se 
desempeñaba como asistente administrativo de Dirección de Asuntos 
Internacionales de la Fiscalía General del Estado; la inadmisión del anuncio de 
prueba documental, referente a la boleta de notificación de impulso fiscal 006-2025, 
que consta fojas 40; oficio de autorización de allanamiento dentro de la causa 
No. 17721-2025-00031G, que consta a fojas 41a 45, razón de la notificación de fecha 
24 de enero del 2025, a las lOhOO dentro de la causa No. 17721-2025-00031G, que 
consta fojas 46, por tratarse de constancias procesales, de actuaciones 
jurisdiccionales y fiscales que son públicas y notorias, a las cuales pueden acudir 
las partes a fin de argumentar sus pretensiones, conforme al artículo 454, numeral 
5 del COIP, artículos 160 y 161 del COGEP, porque son impertinentes; la inadmisión 
de la prueba documental referente al oficio No. DINITEC-Z9-JCRIM-IFO-2025- 
00247-0 que consta fojas 219, pues este documento es suscrito por el Teniente de 
policía Jorge Eduardo Collaguazo Vázquez en calidad de perito criminalístico, el cual 
debe ser abordado por el perito en su testimonio, al tenor del numeral 7 del artículo 
511 del COIP, no siendo pertinente que considere este oficio como elemento 
documental por contravenir al artículo 454, numeral 6, inciso 3 del COIP; solicita se 
admita como prueba documental el formulario de cadena de custodia No. 1929-2925 
que foja que consta fojas 8248, pues el indicado documento forma parte del parte 
policial No. 2025-03260-5321-361002, que fue ingresado al expediente fiscal 
mediante oficio No. PN-UNIF-SD-2025-01789-OF de 27 de marzo del 2025, parte 
policial elaborado y suscrito por la Teniente Amanda Michelle Farinango Balseca, por 
contravenir el artículo 454 numeral 6, inciso final del COIP. Respecto de Betsy Yadira 
Saltos Rivas: la inadmisión del anuncio probatorio de carácter testimonial constante 
en el numeral 74, referente al ciudadano Cristian Vera, quien actúa como defensa 
técnica de Sócrates Augusto Verduga Sánchez, en tal virtud, dicha solicitud se toma 
en impertinente conforme al artículo 454 numeral 5 del Código Orgánico Integral 
Penal, que prohíbe la admisión de pruebas que no se relacionan ni directa, ni 
indirectamente con los hechos, ni la responsabilidad de los procesados; la 
inadmisión de los numerales 78, 81, 82, 83 que corresponden a documentos que se 
encuentran dentro del expediente en copias simples, lo dicho en observancia la regla 
atinente a los documentos públicos previsto en el artículo 499, numeral 4 del COIP, 
en concordancia con el artículo 194 del COGEP. Respecto del ciudadano Andrés 
David Arauz Galarza: la inadmisión de los anuncios de prueba constantes en los 
numerales 1, 2, 3, mismos que hacen referencia a links que no se encuentran 
materializados en el expediente fiscal, además que no están relacionados de ningún 
modo con el proceso o las circunstancias de la infracción, transgrediendo los 
artículos 439 y 454 numeral 5 del COIP e incisos 1 y 2 del artículo 160 del COGEP; 
la inadmisión de los anuncios de pmeba documental 9 y 28, relacionados con la 
designación de la doctora Diana Salazar como embajadora en Argentina y la 
aceptación de su renuncia al cargo de Fiscal General del Estado, en primer lugar, 
porque se trata de hechos públicos y notorios que no requieran ser probados de 
conformidad al artículo 163, numeral 3 del COGEP y, adicionalmente, por cuanto, si
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bien constan del expediente fiscal como anexos al escrito de la defensa, no tienen 
relación con los hechos materia de la investigación, conforme la disposición 
contenida en el artículo 454 numeral 5 del Código Orgánico Integral Penal, 160 y 
161 del COGEP; la inadmisión de los anuncios de prueba documental singularizados 
como pruebas 10, 11,13 y 16, relacionados con los registros oficiales, donde constan 
las resoluciones emitidas por el Consejo de la Judicatura y la Fiscalía General del 
Estado No. 0014-2020, 375-2015, 039-2019, 038-2018, sobre la designación del 
doctor Wilson Toainga como Fiscal General del Estado subrogante, por cuanto no 
tienen relación con los hechos materia de la investigación, conforme disposición 
contenida en el artículo 454 numeral 5 del Código Orgánico Integral Penal, 160 y 
161 del COGEP; la inadmisión de las pruebas documental singularizadas como 
prueba 21 y 22, relacionadas con la materialización de documentos desde página 
web de la aplicación Google Maps y manual de uso del equipo Samsung A6 Plus, 
dispositivo que no ha sido incautado por Fiscalía y no consta periciado en ningún 
informe del expediente fiscal, pues no tiene relación con los hechos materia de la 
investigación, conforme la disposición contenida en el artículo 454 número 5 del 
COIP y 161 del COGEP; la inadmisión de las pruebas documentales 23, 38, 39, 40, 
41 relacionados con el manual de identidad visual e identidad gráfica de casos de 
connotación de la Fiscalía General del Estado, con materializaciones de insumos 
comunicacionales y publicaciones en las cuentas institucionales de la Fiscalía 
General del Estado por cuanto, no tienen relación, ni directa ni indirectamente con 
los hechos materia de investigación, conforme disposiciones contenidas en el artículo 
454, numeral 5 del COIP, 160 y 161 del COGEP; la inadmisión del anuncio de prueba 
25, 26 y 27 relacionados con el listado de opositores del movimiento revolución 
ciudadana, por cuanto, no tienen relación con los hechos materia de investigación, 
conforme el artículo 454 numeral 5 del Código Orgánico Integral Penal, 160 y 161 
del COGEP; la inadmisión del anuncio de prueba documental 33 y del anuncio 
testimonial 8, relacionado con la materialización de un post de X de Caroline Ávila 
Nieto, del 3 de marzo del 2025, pues no tiene ninguna relación con los hechos 
materia de la investigación, conforme disposiciones contenidas en el artículo 454 
numeral 5 del COIP, 160 y 161 del COGEP; la inadmisión del anuncio de prueba 36, 
relacionado con la materialización de un post de X de La Colmena, realizado el 15 de 
enero del 2020 por cuánto, se encuentra fuera del periodo investigado y no tiene 
relación con los hechos materia de la investigación, conforme la disposición del 
artículo 454, numeral 5 del Código Orgánico Integral Penal, 160 y 161 del COGEP; 
la inadmisión del anuncio de prueba documental 46, relacionado con el certificado 
del emblema del movimiento político Revolución Ciudadana, por cuanto, no tiene 
relación con los hechos materia de la investigación, conforme disposición contenida 
en el artículo 454 numeral 5 del COIP, 160 y 161 del COGEP; la inadmisión del 
anuncio de prueba documental 48, relacionado con el memorándum No. FGE-UIP- 
2025-0077-M, suscrito por el Fiscal delegado, doctor Jefferson Aquieta Tamayo, 
como parte del diligenciamiento de la asistencia penal internacional librada a las 
autoridades mexicanas, pues no tiene relación con los hechos materia de la 
investigación, conforme la disposición contenida en el artículo 454 numeral 5 d^L 
COIP, 160 y 161 del COGEP; la inadmisión de los anuncios de prueba docur 
49, 56 y 58, relacionados con el ingreso de los indicios incautados en el alianam'trefjfcü 
del CPCCS, la aclaración y ampliación al informe pericial 2025-00200-PEI^'3©<j¿o ?i^^



informe pericial No. 2025-0064, por tanto, contraviene lo dispuesto en el artículo 
454, número 6, tercer inciso y artículo 615 numeral 3 y 4 del COIP, ya que los 
informes periciales deberán ser usados únicamente para recordar actuaciones y no 
constituyen prueba documental como tal; la inadmisión de los anuncios de prueba 
documental 51 y 60 relacionados con el oñcio No. 182-12-2024-FG-UPUF6, suscrito 
por el doctor Wilson Toainga, con el cual se requirió autorización judicial para 
periciar los indicios incautados en el allanamiento al CPCCS y su acción de personal, 
pues es documentación propia de la sustanciación del expediente y que es 
impertinente, transgrediendo los artículos 439 y 454 numeral 5 del COIP e incisos 1 
y 2 del artículo 160 del COGEP; la inadmisión del anuncio de prueba documental 
54, que corresponde a la resolución No. PLE-CPCCS-T-00040404-2018 del 4 de abril 
del 2018 del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social Transitorio, por 
cuanto no están relacionados con los hechos ni con las circunstancias de la 
infracción, transgrediendo los artículos 439 y 454 numeral 5 del COIP e incisos 1 y 
2 del artículo 160 del COGEP, además que, se encuentran dentro del expediente 
fiscal en copias simples, por tanto, no cumple con la regla ateniente a los documentos 
públicos previsto en el artículo 499, numeral 5 del COIP, en concordancia con el 
artículo 194 del COGEP; la inadmisión de los anuncios de prueba testimonial 
singularizados como pruebas 3, 14, 15, 19, 26, 29, 34, 44, referentes a los 
ciudadanos: Anderson Alexander Boscán Pico, Eduardo Xavier Jurado Béjar, 
Enrique Miguel Alcívar Guerrero, Flavio Mauricio Ayora Guillén, Javier Virgilio 
Saquicela Espinoza, Larissa Jazmín Ibarra Lamilla, Mónica Gissela Velázquez 
Villacís ,Willy Edwar Torres Santillán, por impertinentes, ya que no constan sus 
versiones dentro del expediente fiscal y se desconoce los hechos sobre los cuales han 
sido llamados a declarar, transgrediendo los artículos 439 y 454 del COIP e incisos 
1 y 2 del artículo 160 del COGEP; la exclusión de los anuncios de prueba pericial 1, 
2, 3, 4, 5 realizados por el señor Eddie Germán Chumania Nacato, peritajes 
informáticos por cuarto transgreden los artículos 454 numeral 6, inciso primero, y 
las reglas previstas en el artículo 511 del Código Orgánico Integral Penal, 
puntualizando que tampoco se observó el procedimiento determinado en el 
reglamento del Sistema Pericial Integral de la Función Judicial, en los artículos 16, 
17 y 18 relacionados con la designación de peritos en procesos penales por sorteo 
obligatorio. Respecto del ciudadano Raúl Agustín González Carrión: la inadmisión 
del anuncio probatorio documental 1, 2, 3, 13, documentos que carecen de valor 
probatorio por tratarse de copias simples, transgrediendo lo establecido en el artículo 
499 número 4 del COIP; la inadmisión de la prueba documental 19 por contravenir 
al artículo 597 del COIP en concordancia con el artículo 454 numeral 5 ibídem, por 
cuanto los documentos de la página oficial de la CIDH jamás han sido ingresados al 
expediente fiscal dentro de la instrucción fiscal. En relación a la ciudadana Esther 
Adelina Cuesta San tana: la exclusión del anuncio probatorio pericial determinado en 
los numerales 2.4 y 2.5, pues transgreden los artículos 454, numeral 6, inciso 
primero, y las reglas previstas en el artículo 511 del Código COIP, puntualizando que 
tampoco se observó el procedimiento determinado en el Reglamento del Sistema 
Pericial Integral de Apoyo Judicial en los artículos 16, 17, 18, relacionados con la 
designación de peritos en procesos penales, por tanto, convierten a los testimonios 
del ciudadano Eddie Germán Chumania Nacato y William Patricio Esteves Toscano 
en ilegales. Por su parte, el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en
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calidad de acusador particular, a través de su defensor técnico, solicitó: respecto de 
la ciudadana Nicole Stephanie Bonifaz López: la exclusión del testimonio de 
Alejandro Salguero Manosalvas, puesto que ha actuado como abogado en ejercicio 
de su profesión y cualquier testimonio que pueda rendir es impertinente a la causa; 
la exclusión del testimonio de Mónica Jaramillo Jaramillo, toda vez que ya rindió su 
testimonio anticipado, y es improcedente tomar un nuevo testimonio. En lo referente 
al ciudadano Eduardo Julián Franco Loor: la exclusión de la prueba documental 
número 1 y 2, puesto que no están relacionadas con los hechos conforme al artículo 
439 y 454.5, 499.4 del COIP; la exclusión de la prueba documental número 4, 29, 
30 y 31, por cuanto los mismos no constan en el expediente fiscal; la exclusión de la 
prueba documental número 23, puesto que se encuentra en copia simple, lo que 
contravendría al artículo 499, numeral 4 del COIP y 194 del COGEP. Respecto del 
ciudadano Sócrates Augusto Verduga Sánchez: la exclusión del testimonio número 
4, de Héctor Quintana, por cuanto mantiene inmunidad diplomática, siendo este 
testimonio contrario a cualquier norma expresa que pueda testificar en torno a sus 
actividades; la exclusión del testimonio de Stalin Sebastián Aguilar Jurado, puesto 
que conforme al artículo 464 del COIP es impertinente y no está relacionado con los 
hechos de la presente causa, toda vez que lo único que ha emitido es un memorando 
de trámite que consta en documento público; la exclusión del oficio de autorización 
de allanamiento constante a fojas 41, 45 y 46 que son actuaciones procesales y de 
carácter público, que además son impertinentes dentro de la presente, la exclusión 
del formulario de cadena de custodia por cuanto las actuaciones podrán ser 
declaradas por la persona que elaboró el parte policial, conforme al artículo 454, 
numeral 6, inciso final del COIP. En cuanto a la ciudadana Betsy Yadira Saltos Rivas: 
la exclusión del testimonio de Cristian Vera, por cuanto es impertinente en relación 
al artículo 464 del COIP; la exclusión de los anuncios de prueba 78, 81, 82 y 83, 
puesto a que constan en copias simples, contraviniendo el artículo 194 del COGEP. 
En lo referente al ciudadano Andrés David Arauz Galarza: la exclusión de la prueba 
documental 1, 2, 3, por cuanto son documentos que no se encuentran 
materializados, además de que son links y que no son pertinentes para la presente 
causa; la exclusión de los anuncios de prueba 9 y 28, por cuanto son hechos públicos 
y notorios, así como tampoco mantienen relación directa con la presente causa 
solicito; la exclusión del anuncio de prueba documental 10, 11, 13 y 16, por cuanto 
no tienen una relación con los hechos materia de la investigación y son registros 
oficiales de las resoluciones del Consejo de la Judicatura y la Fiscalía General del 
Estado, contraviniendo las normas del 170 y 171 del COGEP; la exclusión de los 
anuncios de prueba documental 21 y 22 relacionados a la materialización de 
documentos electrónicos constantes en el portal Google Maps, por cuanto no se 
encuentra ingresado mediante pericia, ni ha sido objeto de la investigación, en tal 
sentido, están destinados a causar confusión en el presente proceso; la exclusión del 
anuncio de prueba 33, 38, 39, 40 y 41, todas ellas relacionadas con el manual de 
identidad de la gráfica de la Fiscalía General del Estado, por cuando no tienen 
relación directa con el objeto de la presente causa; la exclusión del anuncio de prueba 
25, 26, 27, puesto que no tienen relación a los hechos dentro de la presente, lo cual, 
contravendría al artículo 454, numeral 5 del COIP, 160 y 161 del COGEP^J^ 
exclusión de la prueba documental 36 por cuanto se encuentra fuera del pe^j 
investigado, por lo tanto, es impertinente conforme al artículo 454, numera/ ©



COIP, 160 y 100 del COGEP; la exclusión del anuncio de prueba documental 46, por 
cuanto no tiene relación con los hechos conforme al artículo 454 numeral 5 del COIP, 
160 y 161 del COGEP, la exclusión del anuncio de prueba documental 48, 
relacionada al memorándum de 31 de julio del 2025, suscrito por el Fiscal Jefferson 
Aquieta, por cuanto no tiene relación con los hechos en materia de la investigación, 
conforme al 454.5 del COIP, 160 y 161 del COGEP; la exclusión del anuncio de 
prueba documental 51 y 60 por impertinente, conforme al 439 del COIP; la exclusión 
del anuncio de prueba documental 54, por cuanto se encuentra en copia simple y no 
está relacionado con los hechos y circunstancias dentro de la presente, esto conforme 
al artículo 454 del COIP, 160 y 161 del COGEP; la exclusión de los testimonios 3, 
14, 15, 19, 26, 29, 34, 44, pues no constan sus versiones en el expediente fiscal y se 
desconoce sobre lo que puedan declarar, transgrediendo el artículo 454.5 del COIP, 
160 y 161 del COGEP; la exclusión de los informes periciales ubicados en el numeral 
1, 2, 3, 4 y 5, por cuanto trasgreden los artículos 454 numeral 6 y 512 del COIP. En 
cuanto al ciudadano Raúl Agustín González Carrión: la exclusión de la prueba 
documental número 1, 2, 3, 13, por cuanto son copias simples conforme al artículo 
499, numeral 4 del COIP. En lo referente a la ciudadana Esther Adelina Cuesta 
Santana: la exclusión de las pruebas 2.4, 2.5, por cuanto trasgreden las reglas para 
la designación de peritos al no haber sido remitidos mediante temas. En este punto 
vale señalar que, la doctora Marcela Estrella Bucheli, en defensa de los derechos de 
Nicole Stephanie Bonifaz López ha señalado que no tiene ningún tipo de observación 
a los anuncios de prueba presentados por la Fiscalía General del Estado y el Consejo 
de Participación Ciudadana y Control Social. Por su parte, el doctor Héctor Vanegas 
Fernández, abogado patrocinador del ciudadano Eduardo Julián Franco Loor, 
solicito la exclusión de los siguientes anuncios de prueba: Respecto de la Fiscalía 
General del Estado: la exclusión del anuncio de prueba testimonial constante en los 
numerales 7. Lourdes Natalie Murillo Solórzano, 8. Lucía Lucía Jaramillo Zurita, 9. 
Inés Alarcón Bueno, 10. Esteban Guarderas Cisneros, 11. Yadira Bayas Uriarte, 12. 
Ferdinand Álvarez Zambrano, 13. Fausto Fernández Rosales, por considerar que son 
impertinentes y no tienen nada que aportar de cara a el hecho que Fiscalía ha 
planteado dentro del caso y dentro de su tesis acusatoria en un eventual juicio; 
respecto del anuncio de prueba presentado por el Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social, señala que no tiene nada que alegar. Por su parte, el 
doctor Santiago Acurio del Pino, defensor particular del ciudadano Sócrates Augusto 
Verduga Sánchez, solicita la exclusión de los siguientes anuncios de prueba de FGE: 
la exclusión de los testimonios de los peritos Tnte. Jorge Eduardo Collaguazo 
Vásquez, Sgos. Wilson Santiago Yanqui Crespo, Cbos. Nieves Emperatriz PaidaTaco, 
quienes elaboraron el informe pericial DINITEC-Z9-JCRIM-IFO-2025-00200-PER, 
atacando la autenticidad del referido informe, pues, a su criterio, el dispositivo E2 
habría sufrido manipulaciones, modificaciones, que no existe fiabilidad respecto de 
los documentos y archivos extraídos de este equipo electrónico, que se ha 
quebrantado la cadena de custodia; que no se respetaron los procedimientos y 
técnicas digitales para su extracción y preservación; que no se han fijado los códigos 
HASH para asegurar la integralidad de la información extraída; que el informe no 
tiene sustento científico; y, que por estos motivos existe la infracción de los artículos 
454.6 456, 457, 500.1.6 del COIP, 39 del Reglamento del Sistema Pericial de la 
Función Judicial y la ISO 27037. Por su parte, el doctor Luis Orlando Báez Arroyo,
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defensor particular de la ciudadana Betsy Yadira Saltos Rivas, ha señalado que no 
tiene ningún tipo de observación a los anuncios de prueba presentados por la Fiscalía 
General del Estado y el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, ni del 
resto de coprocesados. Los doctores Santiago Acurio del Pino y Santiago Ochoa 
Beltrán, defensores particulares del ciudadano Andrés Arauz Galarza, solicitan la 
exclusión de los siguientes anuncios de prueba de Fiscalía General y Consejo de 
Participación Ciudadana: la exclusión de los testimonios de los peritos Tnte. Jorge 
Eduardo Collaguazo Vásquez, Sgos. Wilson Santiago Yanqui Crespo, Cbos. Nieves 
Emperatriz Paida Taco, quienes elaboraron los informes periciales 2025-00064, 
DINITEC-Z9-JCRIM-IFO-2025-00200-PER, en razón de que la firma estampada por 
el perito Edwin Noboa, data del año 2023, cuando el informe fue elaborado en el año 
2025, con lo cual se rompe con la línea temporal y la manifestación de voluntad del 
perito en cuanto al contenido del informe pericial, comprometiéndose el contenido 
del mismo, sin que pueda ejercer la contradicción de un documento que se encuentra 
viciado. Que el perito Wilsón Yanqui Crespo no se encuentra acreditado como tal 
ante el Consejo de la Judicatura, además que, en los informes no se ha detallado las 
razones por las que se procedió a realizar la extracción de información a través de 
capturas de pantalla, sin explicar los motivos por los que no se realizó este 
procedimiento a través de la extracción lógica o física; indica también que no se han 
extraído los códigos HASH con el objeto de asegurar la integralidad y confiablidad de 
la información obtenida; que por el proceder deficiente de los peritos genera dudas 
respecto de los resultados de la experticia, indica también que las pericias carecen 
de sustento metodológico y científico, y que con ello se ha violado los artículos 22, 
456, 457, 500.1, 511.6 del COIP, 14 de la Ley de Comercio Electrónico; 39 del 
Reglamento del Sistema Pericial de la Función Judicial y la ISO 27037; la exclusión 
del documento privado de fecha 10 de julio de 2025, sin especificar una razón o 
motivo concreto; la exclusión del oficio AV-EC-25-011-OF, en razón de que la 
información no ha sido recabada de la matriz, además que resulta impertinente; la 
exclusión de la prueba testimonial No. 45 del anuncio de la Fiscalía General del 
Estado y del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, pues resulta 
impertinente acorde al 454.5.6 del COIP; la exclusión de la prueba testimonial 46, 
en razón de que resulta impertinente al caso en concreto, conforme el artículo 454.5 
del COIP; la exclusión del anuncio de prueba referente a los testimonios de Sbte. 
Sergio Agustín Guzmán Buitrón, Sgos. Wilmer Paúl Lincango Guañuna y Cbop. 
Nancy Mirey Guamán Tenenuela, quienes participaron en la elaboración del informe 
pericial Nro. PN-Z9 DMQ-JCRIM-IVA-2025-00069-PER, en razón de que es una 
experticia que tiene que ver con las cadenas de custodia No. 1929-2025 y 3137-2025, 
pero, la experticia ha sido realizada sin la debida autorización judicial. Por su parte, 
el doctor Diego Guarderas Donoso, defensor particular de la ciudadana Esther 
Adelina Cuesta Santana, ha señalado que no tiene ningún tipo de observación a los 
anuncios de prueba presentados por la Fiscalía General del Estado, sin embargo, 
que se suma a las observaciones realizadas por las defensas de Andrés Arauz y 
Sócrates Verduga. El doctor Jorge Garibaldi Párraga, defensor particular del 
ciudadano Raúl González Carrión, solicita la exclusión de los siguientes anuncios de 
prueba de FGE y CPCCS: Oficio S/N, de 12 de septiembre de 2022, suscritO/pbífétf 
señor Raúl Agustín González Carrión, dirigido a la entonces Asambleíst^JfetfJef* 
Adelina Cuesta Santana, presentado por el indicado ciudadano, el 28 df / i á/



2025, a las llh05; Oficio S/N, suscrito por la señora Ruth María Carpió Rodas, 
Administradora del Edificio Torre Vicenza; Oficio S/N, suscrito por la señora Ruth 
María Carpió Rodas, Administradora del Edificio Torre Vicenza, recibido el 31 de 
marzo de 2025, a las 16h21; Oficio S/N, de 01 de abril de 2025, suscrito por Dayci 
Amparito Cárdenas Lorence, recibido el 23 de abril de 2025, a las 12h33 y sus 
anexos; Certificación S/N, de 10 de julio de 2025, suscrita por el ingeniero Luis 
Eduardo Bedoya Castellanos, Gerente General de Clínicas Atlas S.A., recibida el 10 
de julio de 2025; Oficio AV-EC-25-011-OF, de 29 julio de 2025, suscrito por el señor 
Darío Sebastián Reina Báez, Gerente Legal de Representaciones de Aviación 
AVIATIONREP S.A.S., recibido el 30 de julio de 2025; Oficio S/N, de 18 de agosto de 
2025, suscrito por la señora Cecilia Marisol Ruiz López, Apoderada de la Compañía 
Panameña de Aviación S.A. y sus anexos; todos estos anuncios de prueba por 
considerar que implican declaraciones previas, acorde a lo dispuesto en el artículo 
454.6 del COIP. Como se les explicó en su debido momento, previo a que realicen 
sus distintas intervenciones a lo largo de esta audiencia, para realizar una solicitud 
técnica, las alegaciones debían estar encaminadas a que se excluyan elementos de 
prueba determinados, debidamente identificados; estableciendo que estos se refieren 
a hechos notorios o que por algún otro motivo no requieran prueba y/o que hayan 
sido obtenidos de manera ilegal o vulnerando una garantía constitucional o prevista 
en algún instrumento internacional de derechos humanos, acorde a lo constante en 
el artículo 604.4.c) del Código Orgánico Integral Penal. En este sentido, si se 
considera que las pruebas anunciadas están encaminadas a probar hechos notorios, 
debe señalarse con claridad cuál es el hecho notorio y porqué se considera como tal, 
es decir, qué razones son las que permiten considerar a tal hecho como cierto e 
indiscutible, ya sea en el ámbito de la historia, la ciencia, la naturaleza, la vida 
pública actual o a circunstancias comunes conocidas en un determinado lugar, de 
modo que toda persona de ese medio esté en condiciones de saberlo, al punto que 
no exista duda ni discusión en cuanto a su acontecimiento. Si se considera que las 
pruebas anunciadas no requieren prueba por cualquier otro motivo, se debe expresar 
con claridad cuál es ese motivo, sustentando debidamente tal calidad. Si se alega la 
exclusión de algún elemento por haber sido obtenido de una manera ilegal o un 
formalismo insubsanable, se debe tomar en cuenta que estos formalismos o normas 
legales, son mandatos concretos, estructurados por el legislador en supuesto de 
hecho y consecuencia jurídica, por lo que son disposiciones claras y determinadas. 
Por lo que si se alega que la prueba no ha cumplido con alguno de estos mandatos 
concretos se debe identificar con claridad: 1) Qué norma prevé tal mandato o 
formalidad; 2) Cómo se adecúa el supuesto de la norma a la práctica y obtención del 
elemento probatorio, o, en otras palabras, por qué corresponde aplicar esa norma en 
la práctica del elemento reprochado; 3) En qué sentido se ha incumplido la 
consecuencia jurídica prevista por el legislador; y, 4) Cómo consideraría se debía 
proceder en cumplimiento de la norma o formalismo y porqué resulta insubsanable. 
Si lo que se argumenta es la vulneración de una garantía ya sea legal, constitucional 
o convencional, estas no corresponden a un mandato explícito o concreto como una 
regla de trámite o formalismo, es más, estas últimas son la concreción procesal y 
explícita de esas garantías, por lo que, para alegar su violación, si se vincula con una 
de sus expresiones procesales, se debe proceder conforme la técnica jurídica antes 
explicada. En caso de que la referida vulneración no se vincule a ninguna expresión
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procesal, no solamente se debe identificar cuál es el principio o garantía vulnerada, 
también se debe señalar en qué instrumento o principio en la actuación del elemento 
probatorio, o en otras palabras ¿cómo consideran que se debía actuar para que se 
respete esa garantía o ese derecho? ¿qué actuación puntual en la práctica de los 
elementos se considera que vulnera esta garantía? y finalmente, las razones precisas 
por las que considera que la actuación en la práctica del elemento reprochado, 
constituye una vulneración de la garantía o del principio invocado. En el presente 
caso, tanto los justiciables, como el doctor Carlos Alarcón Argudo, en su calidad de 
Fiscal General del Estado, y el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
en su rol de acusador particular, han expuesto sus argumentos para dar soporte a 
sus pretensiones de exclusión probatoria. Del catálogo de alegaciones se han 
encontrado cuestiones generales que subsumen varios elementos cuya exclusión ha 
sido reprochada, y otros específicos cuya contestación amerita hacerse de forma 
individualizada. Los puntos coincidentes o generales, son los siguientes: 1. Se ha 
solicitado por todos los sujetos procesales, tanto abogados defensores de los 
imputados, como Fiscalía y Consejo de Participación, que se excluyan elementos por 
considerarlos impertinentes, inconducentes, inútiles o que carecen de autenticidad. 
En la presente etapa de evaluación y preparatoria de juicio, atañe exclusivamente 
analizar si los elementos aportados son susceptibles o no de ser excluidos al tenor 
de lo que disponen los artículos 76.4 de la Constitución de la República del Ecuador, 
y 454.6 y 604.4.c) del Código Orgánico Integral Penal, a los que ya se ha hecho 
referencia. Cualquier argumento que no haya sido formulado con base a estas 
normas, rebasa las competencias del juzgador en esta etapa, sobre las que no puedo 
pronunciarme. Los principios de pertinencia, conducencia, autenticidad y utilidad 
de la prueba se verifican únicamente sobre el contenido de la misma obtenido a partir 
de su práctica, una vez que esta haya sido sometida a la contradicción e inmediación; 
en esta etapa solo se anuncia la prueba y se verifica que esta haya sido obtenida 
debidamente según la Ley, la Constitución y los instrumentos internacionales; en 
esta etapa no se conoce su contenido y, mucho menos, se actúa la prueba ni se la 
somete a contradicción o inmediación, peor aún, se emite juicio de valor respecto de 
su veracidad o su aptitud para transmitir los hechos, esto ocurre en la etapa de juicio 
de conformidad con los artículos 615 y 622.2.3 del COIP. El hecho de que me 
pronuncie sobre si los elementos presentados son pertinentes, conducentes, útiles y 
auténticos, vulnera incluso el principio de libertad probatoria, constante en el 
artículo 454.4 del COIP, que prevé que los sujetos procesales pueden practicar 
cualquier medio para probar los hechos y circunstancias que consideren relevantes 
para el caso, siendo el Tribunal de Juicio al que le corresponda determinar si estas 
pruebas le permiten llegar al convencimiento de la materialidad de la infracción y de 
la responsabilidad del acusado, o si existe argumento de duda o incluso 
convencimiento de la inocencia de las personas procesadas. Por lo tanto, en virtud 
de las normas invocadas, todo pedido de exclusión de la prueba en virtud de reclamos 
de impertinencia, inconducencia, autenticidad o utilidad, resultan antitécnicos, 
prematuros, inoportunos y por tanto improcedentes, y en tal sentido son rechazados. 
2. Con referencia a que se excluyan determinados elementos sin especificar motivo 
o razón alguna que sustente esta alegación, conforme lo manifestado en la audiencia' 
de evaluación y preparatoria de juicio, existieron alegatos por parte de las defér^tás- 
técnicas de los sujetos procesales, donde si bien reprochaban a determjkags's
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elementos para que sean excluidos, no se esgrimió razonamiento alguno para 
determinar que efectivamente estos elementos se subsumían en alguno de los 
presupuestos determinados en la ley para el efecto. En consecuencia, no es 
pertinente pronunciarme al respecto de cada una de estas particularidades, en 
mérito de que los sujetos procesales, no han dado cumplimiento a su obligación de 
fundamentar sus pedidos de exclusión de manera adecuada. 3. Con relación a que 
se excluya como prueba documental los informes periciales, partes policiales y 
cadenas de custodia, sobre la base de que no podrán ser utilizadas como prueba 
acorde a los artículos 454.6 inciso final y 615.3 del Código Orgánico Integral Penal, 
los sujetos procesales han manifestado que se ha anunciado como prueba 
documental informes periciales, partes policiales y cadenas de custodia, con lo cual 
se incurren en lo previsto en los artículos 454.6 inciso final y 615.3 del COIP. De la 
revisión de estas normas, constatamos tres puntos centrales de la construcción del 
legislador: i) Los partes informativos, noticias del delito, versiones de los testigos, 
informes periciales y cualquier otra declaración rendida de forma previa pueden ser 
utilizados en el juicio con una finalidad en específico, siendo esta la de recordar y 
hacer notar contradicciones; ii) No pueden sustituir al testimonio; iii) No pueden ser 
admitidos como prueba. Existe entonces prohibición legal de que sean admitidos 
como prueba los partes policiales, informes periciales y versiones con sus respectivas 
ampliaciones; prohibición que garantiza el valor del testimonio que es rendido bajo 
juramento, que no puede ser sustituido por estos documentos. Esta censura se 
reserva para la etapa de juicio, pues es una regla prevista para la práctica de la 
prueba en dicha etapa. Cabe insistir, en la presente etapa de evaluación y 
preparatoria de juicio, no se da un juicio de valor a la prueba, en mérito de que no 
se analiza su contenido, sino tan sólo que no se enmarque en ninguna de las causales 
que ameriten su exclusión, de cara a determinar su ineficacia probatoria, mas no se 
la valora para determinar si puede o no cumplir con la finalidad de la prueba, 
constante en el artículo 453 del COIP, esto le corresponde al Tribunal de Juicio. A 
más de lo expuesto, debe tomarse en consideración que los sujetos procesales se 
encuentran amparados en el principio de libertad probatoria, contenido en el artículo 
454.4 del Código Orgánico Integral Penal, al que ya se ha hecho referencia. En 
consecuencia, estos elementos no se pueden admitir como prueba, sin embargo, se 
admite legalmente su uso en la etapa de juicio, con la única finalidad de recordar y 
destacar contradicciones, pero no permiten sustituir al testimonio, sino que afectan 
únicamente su valor de verdad. 4. Con respecto a que se excluya como prueba 
documental los impulsos fiscales y providencias judiciales, por cuanto no pueden ser 
considerados como prueba, los impulsos fiscales y providencias emanadas del poder 
judicial, no pueden ser consideradas como medios de prueba de los hechos que se 
persiguen, pues por su naturaleza se refieren al trámite de la causa como tal, por lo 
que el pedido de estos como elementos trasgrede el artículo 453 del COIP, que 
establece que la prueba para cumplir con su finalidad debe referirse a hechos o 
circunstancias materia de la infracción y la responsabilidad de las personas 
procesadas. En este caso, no se está persiguiendo un delito contra la actividad 
judicial, por lo que mal podría aceptarse como elemento de prueba un impulso fiscal 
o providencia judicial. Asimismo, por los principios de verdad procesal, publicidad e 
impugnación, los impulsos fiscales y la respuesta judicial ya forman parte del 
expediente y son conocidos por los sujetos procesales y por los jueces que sustancian
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la causa, por tanto, no requieren de prueba, incurriendo en la causal de exclusión
prevista en el artículo 604.4.c) del COIP. Si se tiene inconformidad con alguno de
estos impulsos o actuaciones judiciales, o con alguna actuación procesal, la forma
correcta para formular un reclamo o mostrar su descontento con la misma es a través
del ejercicio de los medios de impugnación, por el cual un juez diferente revisará el
expediente y se pronunciará de acuerdo con la ley. En tal sentido, quedan excluidos
del anuncio probatorio todos los impulsos fiscales y providencias judiciales que
hayan sido anunciadas como medio de prueba. 5. En cuanto a que se excluyan los
testimonios de personas que no rindieron su versión, los artículos 501, 502, 503,
505, 507 y 508 del COIP, contienen las reglas para la recepción de la prueba
testimonial. Del análisis de las normas referidas se establece con claridad que, el
legislador no ha previsto como requisito previo para la atestación en el juicio la
obligación de que el testigo haya rendido de manera previa su versión. Por lo tanto,
mal podría el juzgador exigir un requisito no previsto en la ley, sin trasgredir con ello
los principios de legalidad y libertad probatoria, el derecho a la seguridad jurídica y
el derecho a la defensa. Por otro lado, el principio de libertad probatoria, implica que
se pueden anunciar elementos que sean tendientes a demostrar los hechos y
circunstancias pertinentes al caso en concreto, siempre y cuando estos no vulneren
el ordenamiento jurídico ni los instrumentos internacionales de derechos humanos,
cuestión que efectivamente en el presente caso no ha sucedido. Consecuentemente,
estos elementos no son susceptibles de ser excluidos, ya que no incurren en ninguno
de los presupuestos legales para el efecto. 6. Con relación a que se excluya del
anuncio probatorio de los procesados, todo elemento que no conste en el expediente
de la Fiscalía General del Estado o constan en el mismo como copias simples, la
Fiscalía General del Estado y el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social
han solicitado la exclusión de varios elementos que fueron anunciados por los sujetos
procesales, que no constan dentro del expediente fiscal y se desconoce si cumplen
con los requisitos formales exigidos a los documentos públicos o son copias simples.
Frente a ello se debe señalar que, el momento procesal oportuno para solicitar la
prueba es a través del anuncio probatorio en esta audiencia. Por lo que sí ha sido
anunciada en esta diligencia, ha sido oportunamente solicitada, no cabe su
exclusión, salvo el caso de que se incurra en alguna de las causales previstas en la
ley para el efecto. El principio de libertad probatoria prevista en el artículo 454.4 del
COIP es expresión del derecho a la defensa, por ende, no se puede impedir el anuncio
y posterior practica de cualquier elemento que consideren necesario para demostrar
su teoría del caso, siempre que no vulneren lo contenido en la Constitución, los
instrumentos internacionales de derechos humanos y en el ordenamiento jurídico.
Además que, en el eventual caso de que el presente proceso llegue a una eventual
audiencia de juzgamiento, los sujetos procesales, en el momento oportuno, ante el
Tribunal de juicio, deberán observar las reglas contenidas en los artículos 499, 500
y 616 del COIP, para la práctica de cualquier prueba documental. En virtud de lo
expuesto, se rechazan los pedidos a que se excluyan determinados elementos que se
encuentran en la situación descrita anteriormente. Una vez que se ha dado
contestación a los puntos generales, corresponde entrar a este mismo análisis con
respecto a las alegaciones específicas que ameritan una respuesta individualizadas
siendo estas las siguientes: En relación a que se excluya la recepción de
testimonio de la ciudadana Mónica Gabriela Jaramillo Jaramillo, pues, la/naraím^Sa.
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ff(£ftM§í<dic5> sos testtínmofiío anticipado. Frente a esto se debe señalar que, conforme consta 
de' los recaudos procesales, se autorizó la recepción del testimonio anticipado de la 
ciudadana Mónica Jaramillo Jaramillo, por encontrarse dentro del Sistema de 
Protección de Víctimas, Testigos y Otros Participantes del Proceso Penal de la Fiscalía 
General del Estado, por ende, la mentada ciudadana rindió su testimonio anticipado 
ante la suscrita, en fecha 29 de enero de 2026, las 09h30, acorde a las reglas 
contenidas en los artículos 501, 502.2 y 503 del COIP, diligencia judicial en la que 
todos los sujetos procesales pudieron ejercer el derecho a la defensa a través del 
interrogatorio y contrainterrogatorio. En tal sentido, resulta inoficioso la recepción 
de un nuevo testimonio de la ciudadana Mónica Gabriela Jaramillo Jaramillo, pues, 
la referida ciudadana ha rendido testimonio anticipado con la finalidad de 
salvaguardar su integridad; y, los sujetos procesales han podido ejercer la 
contradicción, conforme lo prevén los artículos 76.7.j) de la Constitución de la 
República del Ecuador y 454.3 del COIP. Por lo expuesto, se acepta la alegación 
planteada por la Fiscalía y el Consejo de Participación y se excluye el anuncio de 
prueba testimonial No.9 de Nicole Bonifaz López, referente a la recepción de un nuevo 
testimonio de la ciudadana Mónica Gabriela Jaramillo Jaramillo. En cuanto a que se 
excluya el testimonio del señor Héctor Quintana, agregado de la Oficina de 
Investigaciones de Seguridad Nacional de la Embajada de los Estados Unidos de 
América en Ecuador, por considerar que sería ilegal. En relación a lo alegado por la 
Fiscalía General del Estado y el Consejo de Participación Ciudadana, se debe señalar 
que, el artículo 31.2 de la Convención de Viena Sobre Relaciones Diplomáticas, 
establece con claridad que, los agentes diplomáticos, no están obligados a declarar, 
empero, este precepto legal no implica como tal que el mismo no pueda ser llamado 
a rendir testimonio. Por otro lado, y como ya se ha señalado a lo largo de esta 
decisión, el artículo 454.4 del COIP, contiene el principio de libertad probatorio, 
mismo que implica que los sujetos procesales pueden practicar cualquier medio de 
prueba contenido en la norma in comento, siempre y cuando el mismo no sea 
violatorio de la ley y la Constitución de la República del Ecuador. Por ende, lo 
señalado por la FGE y el CPCCS, no tiene sustento jurídico y por ello se rechaza esta 
alegación, sin embargo de lo manifestado, se recuerda al ciudadano Sócrates 
Verduga Sánchez que, en el eventual caso de que el presente proceso llegue a una 
posible audiencia de juzgamiento, conforme el artículo 611 del COIP, es obligación 
de los sujetos procesales asegurar la comparecencia de los testigos y peritos. En 
relación a la alegación planteada por la Fiscalía General y el Consejo de Participación, 
que se excluyan las pruebas periciales anunciadas por el ciudadano Andrés Arauz 
Galarza, No. 1, 2, 3, 4 y 5, elaboradas por el ingeniero Eddy Germán Chumania 
Nacato; y, los anuncios de prueba 2.4 y 2.5 del anuncio de prueba pericial de la 
ciudadana Esther Adelina Cuesta Santana, por considerar que se viola lo dispuesto 
en los artículos 454.6 y 511 del COIP; además de los artículos 16, 17 y 18 de 
Reglamento del Sistema Pericial de la Función Judicial. Frente a esto se debe señalar 
que, el artículo 454.4 del COIP, contiene el principio de libertad probatorio, mismo 
que implica que los sujetos procesales pueden practicar cualquier medio de prueba 
con el objetivo de demostrar sus pretensiones o teoría del caso, siempre y cuando no 
se viole la ley o la Constitución de la República del Ecuador. Por otro lado, en función 
de los argumentos expuesto por la FGE y el CPCCS, si la suscrita entra a analizar 
las pericias impugnadas, estaría quebrantando el rito procesal y ejerciendo una
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facultad que es propia del Tribunal de juicio, conforme lo dispuesto en los artículos 
457, 615 y 622.2.3 del COIP. Consecuentemente, en función de los argumentos 
expuestos se rechaza las alegaciones expuestas por la FGE y el CPPCS, respecto de 
estos anuncios probatorios en concreto. En lo referente a las alegaciones realizadas 
por los ciudadanos Sócrates Verduga, Andrés Arauz y Esther Cuesta, quien señalo a 
viva voz que se suma a lo alegado por los coprocesados, de que se excluyan los 
testimonios de los peritos Tnte. Jorge Eduardo Collaguazo Vásquez, Sgos. Wilson 
Santiago Yanqui Crespo, Cbos. Nieves Emperatriz PaidaTaco, quienes elaboraron los 
informes periciales 2025-0064 y DINITEC-Z9-JCRIM-IFO-2025-00200-PER, 
atacando la autenticidad de los referidos informes, pues, a su criterio: El dispositivo 
E2 habría sufrido manipulaciones, modificaciones, que no existe fiabilidad respecto 
de los documentos y archivos extraídos de este equipo electrónico; Que se ha 
quebrantado la cadena de custodia; Que no se respetaron los procedimientos y 
técnicas digitales para su extracción y preservación, dentro de lo cual resalta la falta 
de fijación de los códigos HASH para asegurar la integralidad de la información 
extraída; Que carecen de sustento científico y metodológico; Que la firma estampada 
por el perito Edwin Noboa, data del año 2023, cuando el informe fue elaborado en el 
año 2025, con lo cual se rompe con la línea temporal y la manifestación de voluntad 
del perito en cuanto al contenido del informe pericial; Que el perito Wilsón Yanqui 
Crespo no se encuentra acreditado como tal ante el Consejo de la Judicatura; Que 
no se ha detallado las razones por las que se procedió a realizar la extracción de 
información a través de capturas de pantalla, sin antes haber aplicado el 
procedimiento de extracción lógica o física; Que por el proceder deficiente de los 
peritos genera dudas respecto de los resultados de la experticia; y, que por estas 
razones se ha quebrantado los artículos 22, 454.6, 456, 457, 500.1.6, 511.6 del 
COIP, 14 de la Ley de Comercio Electrónico; 39 del Reglamento del Sistema Pericial 
de la Función Judicial y la ISO 27037. Frente a estas alegaciones, se debe señalar 
que, los justiciables exigen a la suscrita Juzgadora emita un juicio de valor respecto 
de los informes periciales señalados, específicamente, respecto de la legalidad, 
fiabilidad, respaldo científico y metodológico, requisitos de forma; y, respeto de la 
cadena de custodia que contiene los elementos que han sido peritados, lo cual, no 
es posible por los siguientes motivos: la verificación del cumplimiento de los 
requisitos contenidos en el artículo 511.6 del COIP, se lo realiza una vez el perito 
haya sustentado su informe en la correspondiente audiencia de juzgamiento, etapa 
procesal en la que no nos encontramos. De igual forma, la verificación respecto a que 
si la información introducida por el perito es fiable, cuenta con respaldo científico y 
metodológico; y, si se ha respetado la cadena de custodia, responde propiamente al 
proceso de valoración de prueba, acorde a los criterios de valoración contenidos en 
el artículo 457 del COIP, proceso que, como se ha dicho ya tantas veces dentro de la 
presente decisión, se ejecuta una vez el perito ha sustentado el correspondiente 
informe y este se ha sometido al ejercicio de la contradicción por los sujetos 
procesales, donde se puede hacer notar las presuntas falencias y deficiencias 
existentes, conforme a lo dispuesto en los artículos 511.7 y 615.5 del COIP, en la 
audiencia de juicio. Por ende, la suscrita no puede emitir juicios de valor respecto de 
las pruebas como tal, pues las mismas aún no se han actuado, para que se miedar 
determinar si estas cumplen con los criterios de valoración de la prueba redq^mosr 
en el 457 del COIP. En mérito de las razones expuestas, las alegaciones



por los ciudadanos Sócrates Verduga, Andrés Arauz y Esther Cuesta, resultan ser 
prematuras y por tanto son rechazadas. La defensa del ciudadano Andrés David 
Arauz Galarza, solicita a exclusión del anuncio de prueba referente a los peritos Sbte. 
Sergio Agustín Guzmán Buitrón, Sgos. Wilmer Paúl Lincango Guañuna y Cbop. 
Nancy Mirey Guamán Tenenuela, quienes participaron en la elaboración del informe 
pericial Nro. PN-Z9 DMQ-JCRIM-IVA-2025-00069-PER, en razón de que es una 
experticia que tiene que ver con las cadenas de custodia No. 1929-2025 y 3137-2025, 
pero, la experticia ha sido realizada sin la debida autorización judicial. Una vez se 
ha revisado las constancias procesales se tiene que, la suscrita Juzgadora, mediante 
providencia de fecha 04 de abril de 2025, las 18h53, específicamente en el 
considerando cuarto del mentado auto, ante el requerimiento presentado por la 
Fiscalía General del Estado, autorizó reconocer, acceder, preservar, fijar, extraer, 
adquirir, exhibir y materializar la información contenida en el dispositivo celular 
IPhone, marca Apple, modelo 15 PLUS, con número de Serie L4R2JLFGQM, 
ingresado al centro de acopio del Centro de Acopio de Evidencias del Laboratorio de 
Criminalística y Ciencias Forenses de la Zona 9 DMQ, con la cadena de custodia Nro. 
1929-2025. De esta actuación pericial, se obtuvo ciertos documentos y archivos cuyo 
procesamiento requería una actividad pericial complementaria, motivo por el cual 
fueron almacenados en el dispositivo electrónico tipo disco duro, marca ADATA, serie 
Nro. 104521391518; que ha sido ingresado en el Centro de Acopio de Evidencias del 
Laboratorio de Criminalística y Ciencias Forenses de la Zona 9 DMQ, con cadena de 
custodia Nro. 3137-2025, respecto del cual, en escrito de fecha 30 de junio de 2025, 
las 08h21, la Fiscalía General del Estado Solicitó la autorización judicial para su 
tratamiento y procesamiento. Este requerimiento fue atendido mediante auto de 
fecha 01 de julio de 2025, las 14h33, por el doctor Hernán Barros Noroña, Conjuez 
Nacional, que actuó en reemplazo de la suscrita juzgadora, conforme el acta de sorteo 
de fecha 19 de junio de 2025, suscrita por el doctor José Suing Nagua, Ex Presidente 
de la Corte Nacional de Justicia; específicamente en el considerando 13 de la 
mentada providencia, donde justamente se ha explicado los antecedentes que se han 
traído a colación el día de hoy. En tal sentido se evidencia que la alegación planteada 
por la defensa del ciudadano Andrés David Arauz Galarza, carece de sustento y a su 
vez no se compadece con la verdad procesal, por lo que la misma es rechazada. Por 
último, la defensa técnica del ciudadano Raúl González Carrión ha solicitado la 
exclusión de los anuncios de prueba documental contenidos en los numerales 1, 2, 
3, 4, 5, 6 y 7 de la Fiscalía General del Estado y del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social, referentes a: Oficio S/N de 12 de septiembre de 2022, 
suscrito por el señor Raúl Agustin González Carrión, dirigido a la entonces 
Asambleísta Esther Adelina Cuesta Santana, presentado por el indicado ciudadano, 
el 28 de mayo de 2025, a las 1 lh05; Oficio S/N, suscrito por la señora Ruth María 
Carpió Rodas, Administradora del Edificio Torre Vicenza; Oficio S/N suscrito por la 
señora Ruth María Carpió Rodas, Administradora del Edificio Torre Vicenza del 31 
de marzo de 2025; Oficio S/N de 01 de abril de 2025 suscrito por Dayci Amparito 
Cárdenas Lorence, recibido el 23 de abril de 2025, a las 12h33 y sus anexos; 
Certificación S/N de 10 de julio de 2025, suscrita por el ingeniero Luis Eduardo 
Bedoya Castellanos, Gerente General de Clínicas Atlas, recibida el 10 de julio de 
2025; Oficio AV-EC-25-011-OF de 29 julio de 2025, suscrito por el señor Darío 
Sebastián Reina Báez, Gerente Legal de Representaciones de Aviación AVIATIONREP
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S.A.S., recibido el 30 de julio de 2025; Oficio S/N de 18 de agosto de 2025, suscrito 
por la señora Cecilia Marisol Ruiz López, Apoderada de la Compañía Panameña de 
Aviación S.A. y sus anexos; todos estos anuncios de prueba por considerar que 
implican declaraciones previas, acorde a lo dispuesto en el artículo 454.6 del COIP. 
Frente a esto se debe señalar que, tanto la Fiscalía General del Estado, así como el 
Consejo de Participación Ciudadana, han enunciado estos documentos de carácter 
privado, como medio de prueba documental, por ende, los mismos no constituyen 
una declaración de parte de sus suscriptores. En este sentido, en el momento en que 
se practiquen los mismos acordes a las reglas contenidas en el 499 del COIP, de 
manera indefectible deberá concurrir el autor o suscriptor de los mismos a fin de que 
reconozca su contenido, conforme lo dispuesto en los artículos 216 y 217 del COGEP, 
norma supletoria en materia penal; debiendo ser valorada en su momento por el 
Tribunal de juicio, en el eventual caso de que se llegue a esta etapa procesal. En tal 
sentido, se desecha estas alegaciones por parte de la defensa del ciudadano Raúl 
Agustín González Carrión. Con lo expresado se han atendido a todas las alegaciones 
de carácter relevante vertidas por los sujetos procesales. En conclusión, únicamente 
se excluyen los siguientes elementos probatorios: Anuncio de prueba testimonial No. 
9 de la ciudadana Nicole Bonifaz López, referente a la recepción del testimonio de la 
ciudadana Mónica Gabriela Jaramillo Jaramillo. Anuncios de prueba documental 
No. 1 y 2 del ciudadano Eduardo Julián Franco Loor, por constituir impulsos fiscales, 
mismos que no pueden ser considerados como prueba documental. Anuncio de 
prueba documental de Sócrates Augusto Verduga Sánchez, referentes a la boleta de 
notificación de impulso fiscal 006-2025, que consta fojas 40; oficio de autorización 
de allanamiento dentro de la causa No. 17721-2025-00031G, que consta a fojas 41 a 
45; razón de la notificación de fecha 24 de enero del 2025, a las lOhOO dentro de la 
misma causa, que consta fojas 46, por tratarse de constancias procesales de 
actuaciones jurisdiccionales y fiscales. Anuncios de prueba documental del 
ciudadano Sócrates Augusto Verduga Sánchez, referentes al Oficio No. DINITEC-Z9- 
JCRIM-IFO-2025-00247-0, suscrito por el Teniente de policía Jorge Eduardo 
Collaguazo Vázques y el formulario de cadena de custodia No. 1929-2025, pues el 
referido documento forma parte del parte policial No. 2025-03260-5321-361002, 
suscrito por la Teniente Amanda Michelle Farinango Balseca, pues los mismos 
constituyen un informe pericial y el segundo de ellos un parte policial, sin que 
puedan ser considerados como prueba documental, pero, en el eventual caso de que 
se llegue a una audiencia de juzgamiento, pueden ser empleados para refrescar la 
memoria o hacer notar contradicciones, conforme el artículo 454, numeral 6, inciso 
3 del COIP. Anuncio de prueba documental 48 del ciudadano Andrés David Arauz 
Galarza, relacionado con el memorándum No. FGE-UIP-2025-0077-M, suscrito por 
el Fiscal delegado, doctor Jefferson Aquieta Tamayo, pues constituye un impulso 
fiscal. Anuncio de prueba documental 49, 56 y 58 del ciudadano Andrés David Arauz 
Galarza, relacionados con el ingreso de los indicios incautados en el allanamiento 
del Consejo de Participación Ciudadana, la aclaración y ampliación al informe 
pericial 2025-00200-PER y con el informe pericial No. 2025-0064, toda vez que, los 
mismos constituyen una cadena de custodia e informes periciales, sin 
ser considerados como prueba documental, pero, en el eventual caso de 
a una audiencia de juzgamiento, pueden ser empleados para refrescar 
hacer notar contradicciones



Anuncios de prueba documental 51 y 60 del ciudadano Andrés David Arauz Galarza, 
que guardan relación con el oficio No. 182-12-2024-FG-UPUF6, suscrito por el doctor 
Wilson Toainga, con el cual se requirió autorización judicial para periciar los indicios 
incautados en el allanamiento al Consejo de Participación, pues los mismos 
constituyen impulsos fiscales.

Siendo las dieciséis horas con treinta y dos minutos la doctora Daniella Camacho 
Herold, Jueza Nacional de Garantías Penales decide dar un receso, para reinstalarse 
a las dieciséis horas con cuarenta y cinco minutos. Verificada la presencia de los 
sujetos procesales necesarios para la realización de esta audiencia, se reinstala la 
misma.

RESOLUCIÓN ORAL POR PARTE DE LA DOCTORA DANIELLA CAMACHO 
HEROLD JUEZA DE GARANTÍAS PENALES.

Una vez que se ha respondido a los pedidos de exclusión probatoria, me corresponde 
comunicar motivadamente mi resolución de conformidad con el artículo 604.5 del 
COIP, debiendo pronunciarme sobre la acusación fiscal y evaluar si los elementos 
aportados son suficientes para dar paso a un llamamiento ajuicio, en función de los 
lincamientos que, en su momento, compartí con los sujetos procesales con el objetivo 
de que todos reciban una defensa técnica y adecuada. En este sentido, en virtud de 
la debida motivación, y a fines de sustentar de manera adecuada mi decisión, debo 
establecer, nuevamente, los parámetros sobre los cuales realizó la evaluación de la 
acusación fiscal. Ante el estado de la causa y la etapa procesal en la que nos 
encontramos, solo existen dos decisiones legales posibles: auto de sobreseimiento o 
un auto de llamamiento ajuicio. El auto de sobreseimiento solo puede ser dictado 
en tres circunstancias, según el artículo 605 del COIP. Respecto de los ciudadanos 
que se encuentran hoy como procesados, la Fiscalía General del Estado ha 
mantenido su pretensión punitiva, emitiendo un dictamen acusatorio, por tanto, solo 
caben dos causas de sobreseimiento posibles, previstas en los numerales 2 y 3 de la 
norma referida con anterioridad, que son: 2. Cuando concluya que los hechos 
acusados no constituyen delito o que los elementos en los que la o el fiscal se ha 
sustentado no son suficientes para presumir la existencia del delito o participación; 
3. Cuando encuentre que se han establecido causas de exclusión de la 
antijuridicidad. Respecto a la causal 3 del artículo 605 del COIP, sobre las causas de 
exclusión de la antijuridicidad, estas están previstas en los artículos 30 a 33 del 
Código Orgánico Integral Penal, y son: estado de necesidad, legítima defensa, 
cumplimiento de una orden legítima y expresa de autoridad competente o de un 
deber legal. Ninguna de las defensas técnicas alegó alguna de estas causas de 
exclusión de la antijuridicidad, tampoco se encuentra del expediente fiscal que se 
establezca alguna de ellas. Por lo que no cabe dictar auto de sobreseimiento por esta 
causa en concreto. Respecto de la segunda causal, se debe señalar que, la misma 
contiene dos circunstancias: A) Que los hechos acusados no constituyen delito. Es 
necesario dejar claro que esta circunstancia no refiere a si se demuestra o no el 
delito, pues la demostración de los hechos acusados corresponde a la etapa de juicio, 
después de actuada la prueba y valorada por el órgano juzgador según el artículo 
457 del Código Orgánico Integral Penal. Es necesario insistir que en esta etapa
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procesal no se actúa prueba, mucho menos se determina si se demuestra o no el
delito acusado. Esta regla refiere a cuando el relato de los hechos acusados, o
corresponde a la descripción típica de una contravención, o cuando tal relato no
puede ser adecuado a ninguna descripción típica de los delitos contenidos en la parte
especial del COIP. B) La segunda circunstancia de la causal dos del artículo 605 del
COIP, requiere que los elementos de sustento de la acusación no sean suficientes
para presumir la existencia del delito o la participación. Debo ser enfática en que en
esta etapa procesal no se califica o asigna valor de verdad a los elementos de
convicción anunciados por el órgano acusador, pues eso le corresponde al Tribunal
de Juicio. La evaluación de la acusación no implica entonces calificar la prueba,
pues, lo que se determina es, si los elementos de cargo aportados por la Fiscalía
refieren a los hechos acusados y permiten presumir gravemente la existencia de las
circunstancias de los mismos, es decir, que se relacionen a qué conducta se acusa,
a quiénes, dónde, cuándo y cómo ocurrieron los hechos y por qué se habría incurrido
en la infracción. Si no se pueden responder estas circunstancias con los elementos
que sustentan la acusación, o si los elementos de descargo contradicen a las
circunstancias acusadas, se puede concluir que los elementos de cargo resultan
insuficientes para presumir la existencia del delito o la participación. Se ha analizado
la acusación de la Fiscalía, debiendo señalarse entonces que, se cumplió con los
requisitos mínimos del artículo 603 del COIP. Los hechos por los que la Fiscalía ha
realizado su dictamen acusatorio, en lo principal, se contienen en lo siguiente: Que
se estructuró una presunta asociación ilícita, compuesta por Consejeros del Consejo
de Participación Ciudadana y Control Social y personas particulares, con el objetivo
común de perpetrar delitos cuyas penas sean inferiores a los cinco años, como,
tráficos de influencias, ofertas de tráficos de influencias, fraude procesal e
incumplimientos de decisiones legítimas de autoridad competente, esto con la
finalidad de, por un lado asegurar la permanencia de los Consejeros de Participación
Ciudadana y Control Social dentro de esta función del Estado, y por otro, captar
espacios de poder a través de los procesos de selección y designación de las máximas
autoridades de control del Estado, seleccionando personas que compartan sus
objetivos e intereses criminosos. Para el efecto y según el relato de la Fiscalía General
del Estado, esta presunta asociación ilícita habría actuado en tres eventos, a los
cuales se los ha denominado como Evento Tribunal Contencioso Electoral, que hace
alusión a las estrategias y acciones que encaminaron los Consejeros de Participación
Ciudadana y Control Social, para asegurar su permanencia dentro de esta función
estatal. El segundo evento denominado como Vocales Consejo de la Judicatura, en
el cual, los miembros de la asociación unieron voluntades con la finalidad de lograr
el control del Sistema de Justicia del Ecuador por medio del Concurso de Vocales del
Consejo de la Judicatura, el cual buscó materializarse a través de gestiones con
personal de la Asamblea Nacional e incluso con funcionarios de la Defensoría
Pública, pretendiendo inclusive retrasar el concurso del Consejo de la Judicatura. El
tercer evento denominado como Superintendencia de Bancos, la asociación pretendió
controlar el Sistema Financiero Nacional, a través del incumplimiento de la sentencia
Nro. 372-23-EP/24 de la Corte Constitucional del Ecuador, buscando nombrar a un
afín a sus intereses, para el efecto, acorde a lo relatado por la Fiscalía GeneraT-ctet'
Estado, realizaron acciones y estructuraron planes a fin de incumplir la/mjjiecag
sentencia de la Corte Constitucional, el ex Consejero Augusto Verduga/füb/dtfi®,n/
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mocionó durante la sesión ordinaria Nro. 003 del 22 de enero del 2025 del Pleno del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social que se tome en cuenta la 
referida resolución Constitucional en la cual se declaró la vulneración de derechos 
en favor del ciudadano Raúl Agustín González Carrión, al no haberle permitido 
desempeñar las funciones de Superintendente de Bancos en el año 2022, recalcando 
que la sentencia en cuestión establece que su decisión no tiene la potencialidad de 
afectar ninguna situación jurídica consolidada sobre los nuevos procesos de 
selección impulsados con posterioridad. No obstante, sin peijuicio de que la votación 
forme parte de sus funciones y a pesar de la claridad de la disposición de la Corte 
Constitucional, los procesados utilizaron esta atribución para incumplir una 
decisión judicial, de tal forma que la moción fue aprobada con los votos favorables, 
previamente coordinados, de Nicole Bonifaz, Eduardo Franco, Betsy Saltos y el 
mismo Sócrates Verduga, procediendo a postergar la posesión del ciudadano Roberto 
Romero Von Buchwald, y en su lugar solicitar a la Asamblea Nacional la posesión 
inmediata de Raúl González Carrión, este último teniendo una participación activa 
ya que conversó previamente con Sócrates Verduga y estructuró una línea 
argumentativa para defender el evidente incumplimiento de lo dispuesto por la Corte 
Constitucional, llegando incluso, a prometer cargos de alto nivel e importancia dentro 
de la Superintendencia de Bancos a pedido de Andrés Arauz, como contraprestación 
de su nombramiento, siempre y cuando el periodo de ejercicio de su cargo dure cinco 
años. Así, este incumplimiento fue fruto de los planes y coordinaciones realizadas 
por parte de los miembros del Consejo de Participación Ciudadana Augusto Verduga, 
Yadira Saltos, Eduardo Franco y Nicole Bonifaz con Andrés Arauz Galarza, en donde 
existieron direccionamientos para cumplir con su finalidad y hacerse del control del 
ente rector del Sistema Financiero Nacional del Ecuador, a más de las gestiones que 
se desarrollaron desde la Asamblea Nacional, en donde la ciudadana Esther Cuesta 
Santana tuvo un papel indispensable en el manejo de este espacio de vital 
importancia, toda vez que, cuando asumió la presidencia de la Asamblea Nacional 
envió un oficio al Consejo de Participación Ciudadana en el cual preguntaba quién 
debería asumir la titularidad de la Superintendencia de Bancos, documento que, 
según lo señalado por el titular del ejercicio público de la acción habría sido 
previamente coordinado con Andrés Arauz, requerimiento que permitió que los 
Consejeros de Participación Ciudadana y Control Social, hagan posible el 
nombramiento de Raúl González Carrión en lugar de quien debía ser posesionado 
legítimamente, el ciudadano Roberto Romero. Con el relato fáctico señalado, la 
Fiscalía General del Estado sostiene que, existen conductas propias de una 
asociación ilícita al convenir una pluralidad de personas con finalidades claramente 
delictivas destinadas a controlar ciertos espacios de poder del Estado, llegando a ser 
juez y parte dentro de los procesos de selección de autoridades, atribución que, 
conforme el mandato constitucional y legal, es propia del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social. Entonces, para efectos de la evaluación, se debe plantear 
la pregunta: ¿pueden adecuarse estos hechos a la conducta penalmente relevante 
propuesta por la Fiscalía? Para responderla en primera instancia se debe verificar si 
los hechos acusados pueden referir a un delito, para posteriormente proceder a 
analizar si los elementos de sustento de la acusación planteada por la Fiscalía 
General del Estado son suficientes para presumir la existencia de una conducta 
penalmente relevante y la participación de una o más personas. Fiscalía, en el
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ejercicio público de la acción penal, como su única titular y en atención a la teoría 
táctica presentada, ha propuesto como calificación jurídica de los mismos, el delito 
de asociación ilícita, mismo que se encuentra tipificado y sancionado en el artículo 
370 del Código Orgánico Integral Penal, en los siguientes términos: Cuando dos o 
más personas se asocien con el fin de cometer delitos, sancionados con pena 
privativa de libertad de menos de cinco años, cada una de ellas será sancionada, por 
el solo hecho de la asociación, con pena privativa de libertad de tres a cinco años. De 
la precitada descripción típica se tienen los siguientes elementos típicos: Como sujeto 
activo: dos o más personas; esto quiere decir que, no existe una calificación especial 
respecto del sujeto activo de la infracción, sino que, por el contrario, puede ser 
cometido por cualquier persona, siempre y cuando exista pluralidad de las mismas, 
es decir, dos o más individuos. Elemento objetivo, verbo rector: asociarse; el acto de 
asociación se manifiesta en la configuración de actuaciones coordinadas y 
encaminadas a perpetrar delitos, pues, el tipo penal no persigue la mera asociación, 
sino que, por el contrario, busca sancionar únicamente aquellas que estén 
orientadas a delinquir y que vulneren o pongan en riesgo el bien jurídico protegido 
de la seguridad pública. Circunstancias: cometer delitos sancionados con pena 
privativa de libertad de menos de cinco años; como ya se señaló, la persecución penal 
de la asociación ilícita se funda en la punición de aquellas asociaciones que estén 
orientadas a perpetrar delitos, cuya pena no supere los cinco años. Al constituir un 
delito de mero peligro, el delito de asociación ilícita no exige la concreción o 
materialización de los delitos fines, pues lo que sanciona es el solo hecho de la 
asociación delictiva. Debo ser enfática en que, mi obligación en esta etapa procesal 
se limita a verificar si los hechos acusados refieren o no una conducta penalmente 
relevante y que se encuentre tipificada como delito en nuestro ordenamiento jurídico, 
establecer si los elementos de cargo aportados por la Fiscalía refieren a estos hechos 
y a la participación o si los elementos de descargo desvanecen la relación 
circunstanciada de los hechos acusados. El análisis de las categorías dogmáticas de 
la tipicidad, culpabilidad y antijuridicidad, corresponden al Tribunal de Juicio sobre 
la base de los hechos acusados que eventualmente se prueban en contrastación con 
el tipo penal acusado por Fiscalía. En este sentido, y en función del análisis realizado, 
se debe señalar que, el relato fáctico presentado por la Fiscalía General del Estado 
contiene los elementos de una conducta penalmente relevante, precisamente la que 
ha propuesto, el sujeto activo: varios funcionarios públicos del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social y personas particulares, el verbo rector: 
asociarse y las circunstancia que constituyen al tipo en el COIP, como asociación 
ilícita, en el artículo 370 del mentado cuerpo normativo. Por lo que se puede concluir 
que los hechos acusados, tal como han sido expuestos por la Fiscalía, de llegarse a 
demostrar, sí constituirían una conducta penalmente relevante descrita como el 
delito de asociación ilícita. Ahora, cabe insistir que esta conclusión no es una 
declaración de demostración o no del delito, simplemente es la evaluación si los 
hechos que persigue la Fiscalía pueden o no constituir delito, pues es esta, la Fiscalía 
la que debe demostrar que estos hechos sucedieron y quien incurrió en ellos, en el 
eventual caso de llegar a una posible la etapa de Juicio. En consecuencia, al 
considerar que los hechos que persigue Fiscalía sí pueden constituir un delitp-s^ 
desvanece la primera circunstancia del numeral 2 del artículo 605 del COIP/A{Mra¿ 
bien, en este punto es pertinente determinar que en atención a la interven oígíMj^a



acusación particular, esta juzgadora observa que, si bien se ha efectuado una 
extensa exposición de hechos y la enunciación de diversos elementos de convicción, 
gran parte de sus alegaciones se orientan a sostener la presunta configuración de 
tipos penales distintos al que constituye el objeto del presente proceso, tales como 
tráfico de influencias, articulo 285 COIP; oferta de realizar tráfico de influencias, 
artículo 286 COIP; fraude procesal, artículo 272 COIP; e incumplimiento de 
decisiones legítimas de autoridad competente, artículo 282 COIP, apartándose así 
del marco fáctico y jurídico delimitado por la Fiscalía General del Estado en su 
calidad de titular de la acción penal, esto es, el presunto delito de asociación ilícita, 
artículo 370 COIP. En tal virtud, se advierte que múltiples afirmaciones de la 
acusación particular se centran en la descripción de actuaciones individuales, 
incidencias en otros ámbitos institucionales y supuestas irregularidades 
administrativas o jurisdiccionales, sin que dichas alegaciones se encuentren 
debidamente articuladas con los elementos del tipo penal de asociación ilícita. En 
consecuencia, no corresponde a esta juzgadora pronunciarse sobre hipótesis 
delictivas en cuanto a su tipificación autónoma ajenas a la acusación fiscal ni suplir 
deficiencias en la adecuación típica planteada. Corresponde ahora analizar los 
elementos de sustento de la acusación y determinar si estos son suficientes para 
presumir la existencia de los hechos relatados en la acusación de la Fiscalía, así 
como la participación de las personas procesadas. Así, partimos por la identificación 
de participantes en los chats. 1. La Fiscalía General del Estado, previo a establecer 
su acusación a partir de la existencia de tres eventos, manifestó que a partir de su 
investigación efectuada a los equipos incautados a Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez y Eduardo Julián Franco Loor, pudo determinar que en los mismos se 
encontraban registrados los contactos de las personas procesadas en esta causa, es 
decir, a más de los mencionados, de: Andrés David Arauz Galarza, Betsy Yadira 
Saltos Rivas, Nicole Stephanie Bonifaz, Raúl Agustín González Carrión y Esther 
Adelina Cuesta Santana. 2. Así, en el informe pericial No. DINITEC-Z9-JCRIM-IFO- 
2025-00200-PER, en adelante informe pericial 200-PER, se realizó la extracción y 
materialización de la información relevante para el caso, encontrada en los siguientes 
equipos: i. Equipo E2, correspondiente al teléfono celular marca Samsung, modelo 
Galaxy S22 Ultra, color negro, incautado a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, ii. 
Equipo E3, el teléfono marca iPhone, modelo A1984, color negro, incautado a 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez. Y, iii. Equipo E4, correspondiente a un 
computador portátil marca Dell, color negro. A partir de este elemento, puntualmente 
del equipo E2, se tiene que Sócrates Augusto Verduga Sánchez, en su teléfono celular 
marca Samsung, registró los siguientes contactos: i. De Andrés David Arauz Galarza, 
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De igual manera, en el informe pericial No. DINITEC- 
Z9-JCRIM-IFO-2025-00536-PER, en adelante informe pericial 536 PER, se realizó la 
extracción y materialización de la información relevante para el caso, encontrada en 
el siguiente equipo: i. Equipo 1, correspondiente al teléfono marca Apple, modelo 15 
Plus, color negro, incautado a Eduardo Julián Franco Loor. A partir de este elemento, 
y de la pericia efectuada al equipo incautado bajo el código El, se tiene que Eduardo 
Julián Franco Loor, en su teléfono celular marca Apple, registró los siguientes 

           

 
 
 
 
 
 
 
 

señalado, registrado de forma coincidente en los equipos incautados a Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez y Eduardo Julián Franco Loor, le pertenece a Andrés 
David Arauz Galarza, encuentra base de corroboración en lo siguiente: Oficio No. 
ACOTEL-CCON-2025-0808-OF, de 02 de julio de 2025, donde consta que el número 
no corresponde a la jurisdicción ecuatoriana, sino a la jurisdicción mexicana, ii. 
Oficio No. AV-EC-25-011-OF, de 29 de julio de 2025; y, oficio S/N de 18 de agosto 
de 2025, donde determinadas aerolíneas acreditan que el check in realizado por, 
Andrés David Arauz Galarza, para los vuelos abordados entre noviembre de 202&y 
febrero de 2025, se lo hizo registrando el mentado número de teléfono. Asinysqs^í; 
partir de los oficios No. 2025-0062-0007833-SRT, de 08 de marzo de 20~ ^



2025-0018-0023847-SRT, de 12 de julio de 2025, se acredita que los demás números 
de teléfono registrados de forma coincidente en los equipos incautados a Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez y Eduardo Julián Franco Loor, corresponden a las 

tá abonado a Nicole Stephanie Bonifaz López. Y, v. 
 está abonado a Raúl Agustín González Carrión. 3. La Fiscalía 

General del Estado, ha manifestado que los integrantes de la asociación buscaron 
mantener el anonimato en sus comunicaciones telefónicas al tratar temas, 
calificados por ellos mismo como sensibles o delicados, para lo cual usaron la 
aplicación de mensajería segura de nombre Wire, conforme se busca acreditar de los 
chats extraídos y materializados en el informe pericial 200-PER. Además, a efectos 
de comprobar la naturaleza segura de la aplicación Wire, consta el informe 
investigativo No. PN-CIBERDELITO-DOI-2023-0355-INF, elaborado por el Cbos. José 
Padilla, lo cual permite presumir que cada una de las conversaciones de la aplicación 
WIRE materializada del equipo E2 incautado a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, 
a diferencia de lo que ocurre en aplicaciones como Signal o WhatsApp, no se vinculan 
a los números registrados previamente en el dispositivo, sino que cada participante 
tiene un alias o nombre ficticio configurado por cada usuario de cada cuenta. Así, a 
partir del informe pericial 200-PER, donde se extrajeron y materializaron 
determinadas conversaciones de relevancia para el caso, donde se evidenció la 
existencia de 4 chats grupales, conforme consta en el siguiente detalle: i. Grupo de 
Wire denominado Jujitsu, que lo integran los usuarios: 1. An como administrador de 
grupo; 2. Jung Suh; 3. Justiciero; 4. Minerva; y, 5. MonicaErtl como propietario del 
equipo E2. ii. Grupo de Wire denominado Rutinas crossfit, que lo integran los 
usuarios: 1. An como administrador del grupo; 2. Campa Anita como administrador 
del grupo; 3. Dalia como administrador de grupo; 4. Ají con mote; 5. Minerva; 6. 
MonicaErtl como propietario del equipo E2; 7. Nicolás; y, 8. Salprieta. iii. Grupo de 
Wire denominado Buró 2.0, que lo integran los usuarios: 1. QUEENB como 
administrador del grupo; 2. Amable Loca; 3. AveFénix; 4. El cónsul; 5. Espartaco87; 
6. Joan; 7. MonicaErtl como propietario del equipo E2; y, 8. Velma Kelly. Y, iv. 
Grupo de Wire denominado Apoyando C de Baile, que lo integran los usuarios: 1. AN 
como administrador del grupo; 2. Minerva; y, MonicaErtl como propietario del equipo 
E2. De igual manera, a partir del informe pericial 200-PER, se extrajeron y 
materializaron determinadas conversaciones de interés para el caso que 
corresponden a chats individuales, donde participan los siguientes usuarios: 1. An; 
2. El cónsul; 3. Luciana; 4. Niño; 5. Anita; 6. Espartaco87; 7. QUEENB; 8. Minerva; 
9. Salprieta2; 10. Yayita; 11. Kindle; y 12. Yacov Baryshnikov. A efectos de acreditar 
la identificación de las personas que emplearon los mentados usuarios, consta el 
informe integrado No. PN-UN-IFG-DOI-2025-1831-INF, elaborado por la Tnte. 
Amanda Farinango y por el Tnte. Jefferson Estévez, así como la referida pericia de 
extracción y materialización de los chats encontrados en el Equipo E2 incautado a 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, de lo cual se permite presumir lo siguiente: 1. 
Que el usuario de nombre MonicaErtl corresponde a Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez, pues el correo electrónico empleado en el dominio wire.com es 
augusto_verduga88ab@hotmail.com, pues allí consta su nombre y apellido, el
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número 88 relacionado a su año de nacimiento, y las letras ab que son la abreviatura 
de su profesión de abogado. A esto le sirve de corroboración el informe pericial 200- 
PER, que extrae y materializa la conversación mantenida, a través de la aplicación 
Signal, entre Sócrates Augusto Verduga Sánchez, y la propietaria del número 

 siendo esta, Paola Elizabeth Olmedo Arce, quien conformó el 
equipo de trabajo del mentado cuando se desempeñó como Consejero del Consejo de 
Participación, desempeñando el cargo de recepcionista de gestión documental, 
conforme se acredita de su versión, y del oficio No. CPCCS-CGAJ-2025-0013-OF, de 
18 de febrero de 2025, donde confirma que su identidad en la aplicación Wire es un 
nombre femenino, esto es MonicaErtl. Asimismo, con este mismo fin de 
corroboración, consta el informe pericial 200-PER, que extrae y materializa varias 
conversaciones de la aplicación Wire, donde Sócrates Augusto Verduga Sánchez da 
cuenta que su número de usuario en esta aplicación es MonicaErtl, pues a más de 
proporcionar su nombre real, solicitó ser ingresado a los chats grupales que para el 
efecto existen en la mentada aplicación. De igual manera, a partir de este elemento 
de convicción, se evidencia que en el chat grupal Jujitsu, Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez, remitió un enlace de la red social X, conforme consta el informe pericial No. 
DINITEC-Z9-JCRIM-AVA-2025-0551-PER, donde se verifica una publicación 
realizada por el usuario @VerdugaAugusto, que le pertenece al mentado, lo cual 
permitió confirmar su identidad como el usuario MonicaErtl en la aplicación Wire. 
En este mismo sentido, en el mentado chat grupal Jujitsu, remitió un archivo en 
formato PDF denominado: alcance a escrito de recusación administrativa.pdf, que 
conforme consta de su materialización en la pericia 200-PER, fue presentado y 
firmado electrónicamente por éste, lo que hace presumir que es el remitente del 
archivo, ergo, su identidad como el usuario MonicaErtl. Finalmente, a partir de las 
conversaciones directas mantenidas entre los usuarios MonicaErtl y AN, y entre los 
usuarios MonicaErtl y Niño, hace referencia a que su dirección domiciliaria es en la 
calle Finlandia y Suecia, Edificio Vicenza, departamento 904, en la ciudad de Quito, 
cuya existencia se evidencia con el informe de reconocimiento del lugar de los hechos 
No. PN-UN-IFG-DOI-2025-1487-INF, elaborado por los agentes investigadores Sgos. 
Rodolfo Portilla y Cbop. Richard Varela, y lo cual se corrobora con el oficio S/N 
suscrito por Ruth María Carpió Rodas, Administradora del Edificio Torre Vicenza, 
recibido el 24 de marzo de 2025; con el oficio S/N suscrito por la mentada persona, 
recibido el 31 de marzo de 2025; y, con el oficio S/N suscrito por Dayci Amparito 
Cárdenas Lorence, recibido el 23 de abril de 2025, lo que permite presumir que este 
es fue el domicilio de Sócrates Augusto Verduga Sánchez, desde el 15 de mayo de 
2023 hasta finales de enero de 2025, permitiendo presumir que el mismo se identifica 
con el usuario MonicaErtl. 2. Se presume que el usuario de nombre AN corresponde 
a Andrés David Arauz Galarza. Esto a partir del informe pericial 200-PER, que extrajo 
y materializó los chats individuales mantenidos entre An y MonicaErtl, y de 
interacciones de An en el chat grupal Jujitsu, de la aplicación Wire. Así, se tiene que 
el usuario An compartió un archivo pdf, a partir de cuya extracción y materialización, 
se evidenció que se trataba de un correo electrónico cuyo remitente es Luis Torres 
Rodríguez con el mail

 a Andrés David 
Galarza, quien en su versión, al mencionar sus generales de ley, informó 
era su correo personal, lo cual hace presumir su identidad con el us\isa¡\6^\^

Z



Asimismo, el usuario An compartió un mensaje de voz, el cual fue extraído y 
materializado en la pericia 200-PER, transcrito en el informe pericial de audio, video 
y afines No. DINITEC-Z9-JCRIM-AVA-2025-01225-PER, y sometido al cotejamiento 
de voces a partir del informe pericial PN-Z9-DMQ-JCRIMIVA-2025-00069-PER, que 
concluyó determinando que la voz analizada se corresponde auditiva y 
espectográficamente con la voz de Andrés David Arauz Galarza. De igual manera, el 
usuario An compartió datos relevantes de su cuenta en la aplicación Signal, 
determinado que su nombre de usuario es andresnym.05 y que su número telefónico 
es el  el cual corresponde a Andrés David Arauz Galarza. En igual 
sentido, se tiene que los mentados usuarios intercambiaron catorce llamadas de voz, 
conforme lo acredita la pericia 200-PER, puntualmente del análisis de llamadas 
extraídas de los Equipos E2 y E3, incautados a Sócrates Augusto Verduga Sánchez. 
Asimismo, el usuario AN proporcionó información relevante al manifestar que el 14 
de enero de 2025 se encontraba hospitalizado, lo cual se pudo corroborar de la 
Certificación S/N suscrita por el Ing. Luis Eduardo Bedoya Castellanos, Gerente 
General de Clínicas Atlas S.A., recibida el 10 de julio de 2025, acreditando que 
Andrés David Arauz Galarza, ingresó a la mentada clínica el 14 de enero de 2025, 
con un diagnóstico de fractura, y obtuvo su alta médica el 15 de enero de 2025. Por 
otra parte, de las interacciones del usuario An en el grupo de la aplicación Wire 
llamado Jujitsu, se evidencia que la integrante Jung Suh se refiere a él como 
economista, siendo Andrés David Arauz Galarza el único de los justiciables que 
ostenta un título de economista, conforme se acredita del memorando No. 
SENESCYT-SIES-DRT-2025-0741-M, adjunto al oficio S/N suscrito por el Director 
de Patrocinio y Delegado Superior de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e 
Innovación, recibido el 07 de agosto de 2025. Por último, en las interacciones del 
usuario An en el mentado grupo de la aplicación Wire llamado Jujitsu, se tiene que 
el mismo remite dos enlaces de la red social X, que luego de haber sido sometidos al 
peritaje DINITEC-Z9-JCRIM-AVA-2025-00551-PER, se confirma que ambas 
publicaciones son realizadas a partir del usuario z, es decir, por parte de 
Andrés David Arauz Galarza. 3. Se presume que el usuario de nombre Minerva 
corresponde a Betsy Yadira Saltos Rivas. Esto a partir del informe pericial 200-PER, 
que extrajo y materializó las interacciones de Minerva en el chat grupal de Wire 
denominado Jujitsu, así como los chats individuales mantenidos entre Minerva y 
MonicaErtl. Así, se tiene que el usuario Minerva, en el chat grupal de Wire 
denominado Jujitsu, remitió un documento pdf, que luego de ser sometido a la 
extracción y materialización por la pericia 200-PER, se evidenció un documento cuyo 
pie de firma constaba la firma electrónica de Betsy Yadira Saltos Rivas. Asimismo, 
se tiene que el usuario Justiciero hace referencia a Minerva como la vicepresidenta 
del CPCCS, el día en que ocurrió la designación de Betsy Yadira Saltos Rivas como 
tal, lo cual se corrobora con el oficio No. CPCCS-CGAJ-2025-0060-OF. De igual 
manera, se evidencia que el usuario Minerva, remitió el correo electrónico 
yadirasaltos@hotmail.com, donde a más de constar su nombre y apellido, es la 
misma quien ha referido que esa cuenta de correo electrónico le pertenece, al 
manifestar sus generales de ley en su versión. Por otra parte, conforme se evidencia 
de los chats directos en la aplicación Wire entre el usuario Minerva y el propietario 
del Equipo E2, MonicaErtl, se tiene que se envía un documento pdf, que tras ser 
materializado en la pericia 200-PER, se tiene que se trata de una denuncia suscrita

26

mailto:yadirasaltos@hotmail.com


electrónicamente por Betsy Yadira Saltos Rivas, misma que fue firmada únicamente 
por la mentada. En igual sentido, se tiene que el usuario Minerva, remitió a 
MonicaErtl un mensaje de voz, el cual fue materializado en la pericia 200-PER, 
transcrito en el informe pericial de audio, video y afines No. DINITEC-Z9-JCRIM- 
AVA-2025-01225-PER, y sometido al cotejamiento de voces a partir del informe 
pericial PN-Z9-DMQ-JCRIMIVA-2025-00069-PER, que concluyó determinando que 
la voz analizada se corresponde auditiva y espectográficamente con la voz de Betsy 
Yadira Saltos Rivas. 4. Se presume que el usuario de nombre Justiciero corresponde 
a Eduardo Julián Franco Loor. Esto a partir del informe pericial 200-PER, que extrajo 
y materializó las interacciones de Eduardo Julián Franco Loor, a través de la 
aplicación WhatsApp, con Sócrates Augusto Verduga Sánchez, se tiene que el 
segundo solicitó que le escriba su usuario en la aplicación Wire, ante lo cual el 
primero manifestó que su usuario es (gjusticiero. Por otro lado, en función del 
informe pericial 200-PER, que extrajo y materializó las interacciones del usuario 
Justiciero en el chat grupal de Wire denominado Jujitsu, se tiene que el mismo 
confirmó su identidad completa al manifestar que el documento debía constar sus 
nombres y títulos adquiridos, es decir: Dr. Eduardo Julián Franco Loor Phd. 
Asimismo, se tiene que el usuario Justiciero remitió un archivo pdf, que luego de ser 
extraído y materializado por la pericia 200-PER, el cual se trata de la acción de 
personal signada con el No. CPCCS-SNTH-2024-0574, de 30 de diciembre de 2024, 
otorgada a favor de Eduardo Julián Franco Loor a efectos de que desempeñe el cargo 
de consejero del CPCCS, la cual se encuentra constante en el oficio No. CPCCS- 
CGAJ-2025-0006-OF. En esta misma interacción, el usuario Justiciero remitió la 
cuenta institucional otorgada en el CPCCS para el desempeño de sus actividades, 
corroborado por el informe No. DO-004-2025-L, constante en el oficio No. CPCCS- 
CGAJ-2025-0014-OF. Además, de esta misma interacción, el usuario Justiciero 
envía el enlace de una publicación en la red social X, el cual ha sido preservado en 
el informe pericial No. DINITEC-Z9-2025-0551-PER, donde se confirma que la 
publicación fue realizada desde el usuario @Edu_Franco_Loor. De igual manera, se 
tiene que el usuario An hizo mención a que se habría interpuesto una denuncia 
contra el usuario Justiciero en el Tribunal Contencioso Electoral, que hace referencia 
a una denuncia electoral incoada en contra de Eduardo Julián Franco Loor, lo cual 
se corrobora con el oficio No. TCE-SG-OM-2025-0574-OF. Asimismo, se tiene que el 
usuario Justiciero señaló que volvería a territorio ecuatoriano el sábado 11 de enero, 
lo cual sometido al baremo de la información contenida en el oficio No. MDI-VSC- 
SDM-DSM-2025-5554-OF, de 19 de marzo de 2025, donde se hace referencia de los 
movimientos migratorios de Eduardo Julián Franco Loor, determinándose que el 04 
de enero de 2025 salió del Ecuador con destino a Caracas-Venezuela,y regresó el 11 
de enero del mismo año, desde Caracas-Venezuela a Guayaquil-Ecuador. 
Finalmente, el usuario Justiciero remitió un archivo pdf, que luego de haber sido 
extraído y materializado por el informe pericial 200-PER, se tiene que se trata de un 
documento firmado electrónicamente por Eduardo Julián Franco Loor. Ahora bien, 
al respecto de Eduardo Julián Franco Loor, tras incautar su teléfono celular y 
someterlo a pericia de extracción y materialización No. 536-PER, se evidenció que no 
tenía instalada la aplicación Wire, no obstante, a partir de la mentada pericm^-^ 
evidencia una conversación a través de la aplicación Whatsapp entre éste\j£-á¿
contacto registrado como Vas, es decir, Sócrates Augusto Verduga Sánch^a^datide

/ O / vyLs J/



el primero refiere haber eliminado las aplicaciones de Wire y Signal. Así, tras el 
análisis investigativo consistente en buscar datos técnicos que evidencien el rastro 
de la aplicación Wire, a partir de la pericia 536-PER, se evidenció que Eduardo Julián 
Franco Loor había creado una cuenta en Wire con el nombre Justiciero. 4. La Fiscalía 
General del Estado, también aportó elementos para individualizar a determinados 
usuarios en la aplicación Wire, así: 1. Se presume que el usuario de nombre Jung 
Suh corresponde a Vielka Marisol Párraga Maclas. Esto a partir del informe pericial 
200-PER, donde se extrajeron y materializaron las interacciones aplicación Wire del 
usuario Jung Suh en el grupo denominado Jujitsu, donde los usuarios Minerva y 
MonicaErtl se refieren al usuario Jung Suh como Vielka en repetidas ocasiones, en 
cuanto a que debía principalizarse como consejera del CPCCS, frente a lo cual hay 
que tomar en cuenta que Vielka Marisol Párraga Maclas fue consejera suplente en el 
Consejo de Participación, conforme consta de la certificación constante en el oficio 
Mo. CNE-SG-2025-2793-O, de la consejera Nicole Stephanie Bonifaz López, quien 
gozó de sus vacaciones desde el día 23 al 31 de diciembre de 2024, conforme consta 
del oficio S/N suscrito por el Coordinador General de Asesoría Jurídica del CPCCS, 
recibido el 13 de marzo de 2025. En esta misma interacción, se tiene que el usuario 
An hace referencia a que el usuario Jung Suh se trata de Vielka Marisol Párraga 
Maclas, a quien solicitó que ingrese una recusación administrativa, la cual fue 
presentada, conforme se evidencia de las copias certificadas de la causa electoral 
signada con el No. 123-2024-TCE, constantes en el oficio signado con el No. TCE- 
SG-OM-2025-0635-O. 2. Se presume que el usuario Espartaco 87 corresponde a 
Pedro Abraham Verduga Sánchez, esto a partir del informe pericial 200-PER, donde 
se extrajeron y materializaron las interacciones del usuario Espartaco 87 en el chat 
grupal de Wire denominado Buró 2.0, donde se tiene que el mentado usuario envió 
un mensaje de voz, el cual fue materializado en la pericia 200-PER, transcrito en el 
informe pericial de audio, video y afines No. DINITEC-Z9-JCRIM-AVA-2025-01225- 
PER, y sometido al cotejamiento de voces a partir del informe pericial PN-Z9-DMQ- 
JCRIMIVA-2025-00069-PER, que concluyó determinando que la voz analizada se 
corresponde auditiva y espectográficamente con la voz de Pedro Abraham Verduga 
Sánchez, hermano de Sócrates Augusto Verduga Sánchez. 3. Se presume que el 
usuario Yacov Baryshnikov corresponde a Evelyn Vanessa Loor Jaramillo, esto a 
partir del informe pericial 200-PER, donde se extrajeron y materializaron las 
interacciones de chat individual en la aplicación Wire entre el mentado usuario, y el 
propietario del equipo incautado identificado en el peritaje como E2, se tiene que 
MonicaErtl se refiere a Yacob Baryshnikov como Eve, y que además solicitó a la 
misma la elaboración de un insumo jurídico para la aplicación de la sentencia 
constitucional No. 372-23-EP/24, por lo que se trata de Evelyn Vanessa Loor 
Jaramillo, quien conforme lo acredita el oficio No. CPCCS-CGAJ-2025-0014-OF, se 
desempeñó como Asesora 4 en el despacho del ex consejero del CPCCS Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez. Además, respecto al informe jurídico al cual se hace 
referencia en esta interacción, el mismo fue elaborado por Evelyn Vanessa Loor 
Jaramillo, y el mismo se encuentra materializado en la pericia 200-PER. 4. Se 
presume que el usuario Niño corresponde a José Antonio García Vallejo. Esto a partir 
del informe pericial 200-PER, donde se extrajeron y materializaron las interacciones 
de chat individual en la aplicación Wire entre el mentado usuario y el propietario del 
equipo incautado identificado en el peritaje como E2, lo cual se analiza en conjunto
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con la extracción y materialización de las conversaciones vía WhatsApp entre el 
propietario del equipo incautado en el peritaje como E3, y el número +593999852514 
registrado como José A. García Vallejo, donde remite, vía WhatsApp, el mismo 
archivo que fue solicitado por el usuario “Niño” a través del chat mantenido en la 
aplicación Wire. Y, 5. Se presume que el usuario Kindle corresponde a Patricio 
Santiago León Yambay. Esto a partir del informe pericial 200-PER, donde se 
extrajeron y materializaron las interacciones del chat individual en la aplicación 
WIRE entre el mentado usuario y el propietario del equipo incautado identificado en 
el peritaje como E2, y si bien los mensajes enviados por el usuario Niño constan 
como eliminados, a partir de lo manifestado por MonicaErtl, se tiene que el CV 
solicitado se trata del curriculum vitae de Patricio Santiago León Yambay. Esto, a su 
vez, tiene sustento con lo constante en el informe pericial 200-PER, donde se 
extrajeron y materializaron las interacciones del chat individual de la aplicación Wire 
entre los usuarios MonicaErtl y Anita, donde el primero manifestó que había hablado 
con el usuario An acerca de un perfil interesante de posible postulante en el proceso 
del Consejo de la Judicatura, haciendo referencia puntual a Santiago León Yambay, 
y compartiendo su hoja de vida en formato pdf conforme lo acredita la materialización 
de la pericia 200-PER. Ahora bien, el Ministerio Público a lo largo de su exposición a 
relatado la concreción del delito de asociación ilícita, en tres eventos, mismos que 
han sido denominados como Evento 1 - Tribunal Contencioso Electoral, Evento 2 - 
Vocales del Consejo de la Judicatura y Evento 3 - Superintendencia de Bancos, por 
ende y con la finalidad de hacer más entendible la presente decisión, el análisis de 
la suscrita se desarrollara en ese sentido, para así determinar si los elementos 
presentados son suficientes para presumir la posible existencia del delito de 
asociación ilícita y la participación de los encausados. Comencemos entonces por el 
Evento 1 - Relacionado al Tribunal Contencioso Electoral. 1. A la luz del oficio No. 
TCE-SG-OM-2025-0635-O, donde se adjuntan las copias certificadas del proceso 
electoral signado con el No. 123-2024-TCE Acumulada, se tiene que el mismo se 
tramitó desde el 04 de julio de 2024, hasta el 07 de febrero de 2025. Esta causa 
comenzó por las denuncias presentadas por los ciudadanos Pamela Karina Troya 
Báez, Santiago Becdach Espinosa y Mónica Gabriela Jaramillo Jaramillo, por 
supuestamente haberse incurrido en una infracción electoral por parte de Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez, Eduardo Julián Franco Loor, Betsy Yadira Saltos Rivas y 
Vielka Marisol Párraga Macías. Una vez presentadas las denuncias, el doctor 
Fernando Muñoz Benítez, Juez del Tribunal Contencioso Electoral, con fecha 03 de 
septiembre de 2024, las 15h42, emitió la sentencia de primera instancia, donde 
declaró la responsabilidad de los denunciados antes referidos, imponiéndoles la 
multa de sesenta salarios básicos unificados y la suspensión de sus derechos 
políticos por cuatro años, la destitución de los consejeros del CPCCS principales 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Betsy Yadira Saltos Rivas, y la exclusión del 
listado de dignidades de consejeros suplentes del CPCCS a Eduardo Julián Franco 
Loor y Vielka Marisol Párraga Macías. Frente a esta decisión de una real e inminente 
destitución de los consejeros principales, y exclusión del listado de dignidades de los 
consejeros suplentes, los sujetos procesales interpusieron sendos recursos^le- 
apelación, siendo en el transcurso de la segunda instancia de la mentada 
electoral en donde se llevan a cabo conductas criminosas, consistentes en a 
a efectos de incurrir en las presuntas infracciones de fraude procesal y ttóftci’Tjro



influencias, pues a través de actuaciones que sobrepasaron su legítimo derecho a la 
defensa, pretendían su absolución, o por lo menos retardar lo más posible la 
resolución de la causa. 2. A efectos de coordinar las gestiones a desarrollarse por 
parte de los supuestos participantes de la asociación, a fin de lograr los fines 
delictivos de la asociación, tenemos que se desarrollaron tres reuniones a tomar en 
cuenta. Con fecha 06 de septiembre de 2024, se llevó a cabo una reunión entre 
Andrés David Arauz Galarza, Sócrates Augusto Verduga Sánchez, Betsy Yadira 
Saltos Rivas y Eduardo Julián Franco Loor, y la ciudadana Vielka Marisol Párraga 
Maclas, de la cual se desprendió un archivo de audio, extraído del Equipo 3 
incautado a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, y materializado en el informe 
pericial 200-PER. A su vez, este archivo de audio fue sometido al peritaje de 
cotejamiento de voces del No. PN-Z9-DMQ-JCRIMIVA-2025-00069-PER, que 
concluyó determinando que las voces analizadas corresponden auditivamente y 
espectográficamente con las voces de Vielka Marisol Párraga Maclas, Betsy Yadira 
Saltos Rivas, Eduardo Julián Franco Loor, Andrés David Arauz Galarza y Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez. Asimismo, este archivo de audio fue sometido a 
transcripción a partir del informe pericial de audio, video y afines No. DINITEC-Z9- 
JCRIM-AVA-2025-01225-PER. Luego, con fecha 17 de septiembre de 2024, se llevó 
a cabo una nueva reunión entre Betsy Yadira Saltos Rivas, Sócrates Augusto 
Verduga Sánchez y Andrés David Arauz Galarza, de la cual se desprendió un archivo 
de audio, extraído del Equipo 3 incautado a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, y 
materializado en el informe pericial 200-PER. A su vez, este archivo de audio fue 
sometido al peritaje de cotejamiento de voces del No. PN-Z9-DMQ-JCRIMIVA-2025- 
00069-PER, que concluyó determinando que las voces analizadas corresponden 
auditivamente y espectográficamente con las voces de Betsy Yadira Saltos Rivas, 
Andrés David Arauz Galarza y Sócrates Augusto Verduga Sánchez. Asimismo, este 
archivo de audio fue sometido a transcripción a partir del informe pericial de audio, 
video y afines No. DINITEC-Z9-JCRIM-AVA-2025-01225-PER. Finalmente, con fecha 
20 de septiembre de 2024, se llevó a cabo una reunión entre Betsy Yadira Saltos 
Rivas, Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Andrés David Arauz Galarza, con los 
abogados Lorgio Patricio Valenzuela Mena, quien patrocinó a la denunciada Betsy 
Yadira Saltos Rivas, y Guillermo González Orquera, quien patrocinó al denunciado 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, y con el ex funcionario del Tribunal Contencioso 
Electoral, David Ernesto Carrillo Fierro, quien a la mentada fecha se desempeñaba 
como servidor legislativo, conforme se acredita de su propia versión, así como de los 
oficios signado con el No. TCE-DAF-TH-2025-0008-OF y con el No. AN-SG-2025- 
0487-0. De esta reunión, se desprendió un archivo de audio, extraído del Equipo 3 
incautado a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, y materializado en el informe 
pericial 200-PER. A su vez, este archivo de audio fue sometido al peritaje de 
cotejamiento de voces del No. PN-Z9-DMQ-JCRIMIVA-2025-00069-PER, que 
concluyó determinando que las voces analizadas corresponden auditivamente y 
espectográficamente con las voces de Lorgio Patricio Valenzuela Mena, Guillermo 
González Orquera, Davir Ernesto Carrillo Fierro, Betsy Yadira Saltos Rivas, Andrés 
David Arauz Galarza y Sócrates Augusto Verduga Sánchez. Asimismo, este archivo 
de audio fue sometido a transcripción a partir del informe pericial de audio, video y 
afines No. DINITEC-Z9-JCRIM-AVA-2025-01225-PER. A partir de la materialización, 
cotejamiento de voces, y transcripción de los mentados audios, se tiene que desde el
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momento en que el doctor Guillermo Ortega Caicedo, Juez del Tribunal Contencioso 
Electoral, fue sorteado para conocer y resolver los recursos de apelación incoados en 
la causa electoral No. 123-2024-TCE, esto es, a partir del 17 de septiembre, conforme 
a la reunión del 20 de septiembre de 2024, se tiene que Betsy Yadira Saltos Rivas, 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Andrés David Arauz Galarza, coordinan 
presentar una solicitud de excusa contra el mentado juez, quien efectivamente 
presentó su renuncia el día 23 de septiembre de 2024. Los procesados, coordinaron 
la presentación de recusaciones en contra de los juzgadores que debía sustanciar y 
resolver los recursos de apelación incoados, siendo la primera de estas la recusación 
en contra del juez Ángel Eduardo Torres Maldonado, no obstante, el juzgador 
presentó su excusa conforme lo indica en su versión; y, la segunda, en contra del 
juez Roosevelt Macario Cedeño López. Dicho esto, se presume que los justiciables, 
por fuera de los estándares de una defensa técnica, configuraron la asociación de 
voluntades respecto a las gestiones a realizar en la referida causa electoral, pues 
coordinaron llevar a cabo determinadas gestiones como la presentación de 
recusaciones en contra de los juzgadores, a efectos de que quienes resuelvan los 
recursos de apelación sean jueces suplentes y conjueces que estén alineados a sus 
intereses para obtener su absolución, o en su defecto, dilatar el trámite de la causa 
lo más posible para permanecer en sus cargos en el CPCCS. 3. Fiscalía General del 
Estado expuso que, a partir de las pericias efectuadas al audio de la reunión del día 
20 de septiembre de 2024, Betsy Yadira Saltos Rivas, Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez y Andrés David Arauz Galarza, coordinaron presentar la recusación al juez 
del Tribunal Contencioso Electoral Roosvelt Macario Cedeño López. A partir del 
informe pericial 200-PER, de la extracción y materialización del Equipo 2 incautado 
a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, se extrajeron interacciones de chat a través 
de la aplicación Wire, mantenidos entre el usuario MonicaErtl que se presume 
corresponde a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, el usuario Minerva que se supone 
corresponde a Betsy Yadira Saltos Rivas, y el usuario AN que se presume 
corresponde a Andrés David Arauz Galarza, con fecha 20 de noviembre de 2024. 
Asimismo, en este informe pericial 200-PER, del mismo dispositivo se extrajeron 
interacciones de chat, de esta misma fecha, entre Sócrates Augusto Verduga Sánchez 
y el usuario Niño que se presume responde a José García Vallejo. De igual manera, 
a partir de la pericia 200-PER, se extrajeron conversaciones a través de la aplicación 
Wire en el chat grupa! denominado Jujitsu, de fecha 09 y 20 de diciembre de 2024, 
presuntamente mantenidas entre Sócrates Augusto Verduga Sánchez, Betsy Yadira 
Saltos Rivas, Andrés David Arauz Galarza, el usuario Justiciero que corresponde a 
Eduardo Julián Franco Loor y el usuario Jung Suh que corresponde a Vielka Marisol 
Párraga Macías. A partir de la exposición de las referidas conversaciones, se avizora 
que los mentados, coordinaron presentar la recusación en contra del juez electoral 
Roosevelt Macario Cedeño López a efectos de lograr que el mismo se aparte del 
conocimiento de la causa No. 123-2024-TCE Acumulada, para lo cual la primera 
opción fue Eduardo Julián Franco Loor, quien se negó, ante lo cual la segunda opción 
para hacerlo fue la ciudadana Vielka Marisol Párraga Macías, parte procesal en la 
mentada causa electoral, a quien se le proporcionó un escrito elaborado por el_ 
abogado de Betsy Yadira Saltos Rivas, a efectos de que lo firme y lo ingrese, cu^ 
que efectivamente ocurrió, conforme se acredita de las copias certificada 
mentada causa electoral constantes en el oficio No. TCE-SG-OM-2025-063



informe pericial 200-PER, de la extracción y materialización del Equipo 2 incautado 
a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, se extrajeron interacciones de chat a través 
de la aplicación Wire en el chat grupal denominado Buró 2.0, donde presuntamente 
intervinieron Sócrates Augusto Verduga Sánchez, y el usuario El Cónsul quien se 
presume corresponde a Julián Garrido, con fecha 22 de diciembre de 2024; en el 
chat grupal denominado Jujitsu, donde presuntamente intervinieron Andrés David 
Arauz Galarza y Sócrates Augusto Verduga Sánchez, con la misma fecha; en el chat 
grupal denominado Apoyando C de Baile, donde presuntamente intervinieron Betsy 
Yadira Saltos Rivas y Sócrates Augusto Verduga Sánchez, con fecha 08 de enero de 
2025. A partir de la pericia 200-PER, de la extracción y materialización del Equipo 
3, incautado a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, se extrajeron interacciones de 
chat a través de la aplicación WhatsApp, donde presuntamente intervinieron 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, con el contacto registrado como José A. García 
Vallejo, con fecha 26 de diciembre de 2024. Conforme se acredita de las copias 
certificadas de la causa electoral No. 123-2024-TCE, constantes en el oficio signado 
con el No. TCE-SG-OM-2025-0635-O, el día 09 de enero de 2025 fue la fecha en la 
que se resolvería la recusación presentada contra el juez electoral Roosevelt Cedeño 
López, a partir de la pericia 200-PER, de la extracción y materialización del referido 
dispositivo, existieron interacciones de chat a través de la aplicación Signal, entre 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Julián Garrido; así como también, 
interacciones de chat a través de la aplicación WhatsApp, entre Sócrates Augusto 
Verduga Sánchez y los contactos José A. García Vallejo, Julián Garrido y Jorge Sosa. 
En función de los hechos y elementos expuestos, se tiene que los justiciables llevaron 
a cabo su actividad asociativa a efectos de lograr un acercamiento con el juez 
electoral Roosevelt Macario Cedeño López que fracasó, encuentran mérito para 
recusarlo, acordando los argumentos a pesar de conocer de sus deficiencias 
jurídicas, así como la persona que debía hacerlo, siendo esta Vielka Marisol Párraga 
Macías, haciendo presumir que en las referidas interacciones hablan acerca de 
cooptar votos adicionales a los que ya consideraban seguros, a efectos de que la 
recusación sea aceptada, cuestión que efectivamente ocurrió, conforme se desprende 
en las copias certificadas de la mentada causa electoral constantes en el oficio 
signado con el No. TCE-SG-OM-2025-0635-O , y de la versión rendida por Roosevelt 
Macario Cedeño López. 4. La Fiscalía General del Estado, expuso que una vez fue 
aceptada la recusación en contra del juez electoral Roosevelt Macario Cedeño López, 
conforme se evidencia de las copias certificadas de la causa electoral signada con el 
No. 123-2024-TCE Acumulada constantes en el oficio signado con el No. TCE-SG- 
OM-2025-0635-O, se tiene que el 15 de enero de 2025, el juez electoral Wilson 
Guillermo Ortega Caicedo emitió el auto de sustanciación, a través del cual solicitó 
a la secretaría que se certifique los jueces que conformarían el pleno jurisdiccional 
para conocer y resolver en definitiva instancia la mentada causa, y con fecha 16 de 
enero de 2025, se incorpora al expediente el memorando TCE-SG-OM-2025-0027-M, 
a través del cual la Secretaría General del Tribunal Contencioso Electoral certifica 
que el Pleno Jurisdiccional para conocer y resolver en definitiva instancia la causa 
está conformado por la jueza Ivonne Coloma Peralta, por el juez Guillermo Ortega 
Caicedo, por el juez Joaquín Viteri Llanga, y por el juez Richard González Dávila, por 
lo que se sugiere que el Pleno declare pertinente la participación de los conjueces por 
congestión de causas, lo cual además se corrobora por la versión rendida por Mónica
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Gabriela Jaramillo Jaramillo. En tal virtud, se evidencia que al no conformarse el 
quorum de al menos cinco miembros en el Pleno Jurisdiccional para conocer y 
resolver en definitiva instancia la mentada causa electoral, se vislumbró como 
necesario que participen los conjueces electorales, previa autorización del Pleno, 
cuestión conocida por los justiciables, quienes presuntamente coordinaron tomar 
acciones a las que consideraron recusaciones administrativas en contra de los 
miembros del Pleno, a efecto de cumplir con las finalidades criminosas asociativas. 
Del informe pericial 200-PER, constante en la extracción y materialización de la 
información contenida en los dispositivos incautados a Sócrates Augusto, se 
extrajeron interacciones en la aplicación Wire, en el chat grupal Jujitsu, donde 
presuntamente Andrés David Arauz Galarza, con fecha 05 de enero de 2025, remite 
un archivo pdf de cuya materialización se evidenció que consistía en una boleta de 
notificación de una resolución emitida en la causa electoral No. 631-2021-TCE, a 
efectos de que su contenido sirva a la asociación como un antecedente para 
argumentar las llamadas recusaciones administrativas. De esta misma pericia 200- 
PER, se avizora la interacción del 10 de enero de 2025, en la aplicación WhatsApp, 
de Sócrates Augusto Verduga Sánchez, con el contacto que presuntamente 
corresponde a Lorgio Patricio Valenzuela Mena, abogado patrocinador de Betsy 
Yadira Saltos Rivas, donde este último remitió imágenes, de cuya materialización se 
obtuvo que corresponden a fotografías de artículos del Reglamento de Trámites del 
Tribunal Contencioso Electoral, relacionados a la congestión de causas, y al 
encabezado de la resolución signada con el No. PLE-TCE-1-05-04-2022-EXT, 
respecto a la congestión de causas por falta de jueces principales y suplentes. En 
esta misma pericia 200-PER, se extrajo y materializó las interacciones de chat en la 
aplicación Wire, en el chat grupal Apoyando C de Baile, del 10 al 14 de enero de 
2025, donde Betsy Yadira Saltos Rivas y Andrés David Arauz Galarza, planifican la 
presentación de las recusaciones administrativas, donde la primera remitió un 
documento pdf, de cuya materialización se tiene que corresponde al oficio S/N de 
fecha 10 de enero de 2025, suscrito electrónicamente por la mencionada, en conjunto 
con su abogado patrocinador Lorgio Patricio Valenzuela Mena, donde se recusa al 
juez electoral Femando Muñoz Benítez dentro del trámite administrativo de 
descongestión de la causa electoral No. 123-2024-TCE Acumulada, el cual ingresó 
al expediente el día 13 de enero de 2025, conforme se acredita de las copias 
certificadas de la mentada causa constantes en el oficio signado con el No. TCE-SG- 
OM-2025-0635-O. Además, de estas interacciones se evidencia que Augusto Verduga 
Sánchez remitió una imagen, de cuya materialización se evidencia un correo 
electrónico remitido por el usuario Guillermo González a la Secretaría General del 
TCE, con copia al usuario Augusto Verduga, con el asunto de la recusación en la 
mentada causa electoral, conversación que se corrobora con dos escritos presentados 
por éste en la referida causa, con fechas 14 de enero de 2025, a las 00hl2, y a las 
09h00, los cuales constan en las copias certificadas del expediente electoral 
constantes en el oficio signado con el No. TCE-SG-OM-2025-0635-O, que hacen 
referencia a la recusación administrativa en contra de los jueces electorales 
principales Ángel Torres Maldonado y Femando Muñoz Benítez, y contra el juez 
electoral suplente Roosevelt Cedeño López, y a un oficio adicional que complemejitá' 
la información. Dicho esto, se colige que frente a la posibilidad de que on¿xgX&r 
descongestión de causas desde el 16 de enero de 2025, debido a la irüorpfafegiy



privilegiada a la que tenían acceso, desde el 05 de enero de 2025 coordinan realizar 
gestiones para anticiparse a la convocatoria del Pleno Jurisdiccional del TCE, 
presentando recusaciones administrativas contra los jueces principales y suplentes 
los días 13 y 14 de enero de 2025, figura que supuestamente no es propia del 
procedimiento contencioso electoral, haciendo presumir su sola intención de 
incidentar, dilatar y detener la sustanciación de la causa electoral No. 123-2024- 
TCE Acumulada. La Fiscalía General del Estado, expuso que a partir de las copias 
certificadas de la referida causa electoral constantes en el oficio signado con el No. 
TCE-SG-OM-2025-0635-O, se realizó la convocatoria para el día 17 de enero de 
2025, a las 19h00 a la sesión para resolver la posibilidad de llevar a cabo el trámite 
de descongestión de causas para la conformación del Pleno Jurisdiccional, cuestión 
que, conforme se evidencia del informe pericial 200-PER, de la extracción y 
materialización de las interacciones en la aplicación Wire del chat grupal Jujitsu, de 
fecha 16 al 17 de enero de 2025, se evidencia que Andrés David Arauz Galarza hace 
referencia a la mentada convocatoria, solicita información al respecto, y da 
instrucciones directas indicando a qué juez electoral debe recusar 
administrativamente cada interviniente, otorgando incluso los fundamentos que 
debían utilizar, quedando el siguiente detalle: i. Betsy Yadira Saltos Rivas debía 
recusar administrativamente al juez Femando Muñoz, ii. Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez debía recusar al juez electoral Ángel Torres, iii. Eduardo Julián Franco 
Loor debía recusar a la jueza electoral Ivonne Coloma. Y, iv. La ciudadana Vielka 
Marisol Párraga Macías, parte procesal en la causa electoral, debía recusar al juez 
Guillermo Ortega. Asimismo, a partir de la mentada interacción, se colige que 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez remitió dos archivos pdf, de cuya 
materialización, se tiene que corresponden a la insistencia de recusación 
administrativa en contra de los jueces principales Ángel Torres Maldonado y 
Fernando Muñoz Benítez, y en contra del juez suplente Roosevelt Cedeño López; a la 
recusación administrativa presentada en contra de Ivonne Coloma Peralta, ambos 
ingresados a la causa electoral con fecha 17 de enero de 2025; y a un documento 
que contiene el alcance a la recusación administrativa, elaborado a partir de los 
argumentos otorgados por Andrés David Arauz Galarza. Estos documentos constan 
de las copias certificadas del referido expediente constantes en el oficio signado con 
el No. TCE-SG-OM-2025-0635-O. En tal virtud, se avizora que los acuerdos a los 
cuales arribaron, fueron ejecutados, cumpliendo las instrucciones dispuestas por 
Andrés David Arauz Galarza, ya que dentro de la mentada causa electoral, conforme 
lo acreditan sus copias certificadas constantes en el oficio signado con el No. TCE- 
SG-OM-2025-0635-O, Betsy Yadira Saltos Rivas recusó administrativamente al juez 
principal Femando Muñoz; Sócrates Augusto Verduga Sánchez recusó 
administrativamente al juez principal Ángel Torres, al juez principal Fernando 
Muñoz, y al juez suplente Roosevelt Cedeño López; y, Eduardo Julián Franco Loor 
recusó administrativamente a la jueza electoral Ivonne Coloma. Además, esto tiene 
base de corroboración a partir de lo constante en el informe pericial 536-PER, donde 
se extrajo y materializó la información contenida en el Equipo 1 incautado a Eduardo 
Julián Franco Loor, donde constan los chats a través de la aplicación WhatsApp 
entre el primero y el contacto Francisco Villafuerte, de fecha 17 de enero de 2025, 
donde el último remitió un documento, de cuya materialización se trata de una de 
las recusaciones administrativas, que además supuestamente fue elaborado por
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David Carillo, quien presuntamente asesoraba a los mentados debido a su 
experiencia en la sustanciación de causas electorales. Así, se constata la asociación 
de voluntades de Sócrates Verduga, Andrés Arauz, Betsy Yadira Saltos Rivas y 
Eduardo Julián Franco Loor, a partir de su información privilegiada para entorpecer 
la correcta sustanciación de la causa electoral No. 123-2024-TCE Acumulada, 
colaboraron de forma activa, sintiéndose respaldados ante lo manifestado por Andrés 
David Arauz Galarza referente a que existían gestiones que estaban siendo realizadas 
por el lado político para asegurar el éxito en el proceso electoral, y así velar por su 
permanencia en el cargo de consejeros de participación ciudadana. 5. Conforme se 
evidencia de las copias certificadas de la causa electoral, estas recusaciones 
administrativas fueron negadas, por lo que coordinaron para ejecutar acciones a 
efectos de recusar a la conjueza electoral Ana Isabel Abril Olivo, cuestión que requirió 
de actos preparatorios que fueron planificados desde finales del año 2024, frente a 
la posibilidad de que la mentada juzgadora participe en el Pleno Jurisdiccional que 
conocería y resolvería la causa electoral. Se presume que los supuestos intervinientes 
de la asociación consideraban a la referida juzgadora como un adversario político 
debido a su pasado como asambleísta del movimiento político CREO, conforme se 
desprende de la copia certificada de su credencial, constante en el oficio signado con 
el No. CNE-SG-2025-3773-OF. Con base a los hechos y elementos expuestos por la 
Fiscalía General del Estado, se avizora que coordinaron foijar una denuncia penal 
en contra de Ana Isabel Abril Olivo, a efectos de emplear esto como argumento de 
recusación en su contra, para que se aparte del conocimiento de la causa electoral 
123-2024-TCE Acumulada. Del informe pericial 200-PER, se obtuvieron supuestas 
interacciones de chat entre el propietario del equipo y Andrés David Arauz Galarza 
el 31 de diciembre de 2024, donde este último remitió un documento, de cuya 
materialización se tiene que se trata de un borrador de una denuncia penal en contra 
de Ana Isabel Abril Olivo, en su calidad de Conjueza del Tribunal Contencioso 
Electoral, por el supuesto cometimiento de los delitos de perjurio y fraude procesal, 
cuyo pie de firma es del abogado Sócrates Augusto Verduga Sánchez, donde además 
indicaba que el borrador fue armado por Jorge Sosa, y dio instrucciones al 
propietario del equipo para que presente la denuncia penal; asimismo, consta una 
conversación supuestamente mantenida entre ambos, de fecha 01 de enero de 2025, 
donde supuestamente Andrés David Arauz Galarza insiste a Sócrates Augusto 
Verduga Sánchez en que proponga la denuncia penal. A partir de esta pericia 200- 
PER, se extrajeron y materializaron interacciones en la aplicación Wire, 
supuestamente mantenidas de forma individual el 01 de enero de 2025, entre el 
propietario del equipo y Yadira Saltos Rivas, donde el primero remitió un documento, 
que, tras haber sido materializado, se trata del mismo borrador de la denuncia penal 
en contra de Ana Isabel Abril Olivo que fue enviado por parte de Andrés David Arauz 
Galarza. De igual manera, en el informe pericial 200-PER, se extrajeron y 
materializaron interacciones en la aplicación Wire, supuestamente mantenidas en el 
chat grupal denominado Apoyando C de Baile del 02 de enero de 2025, donde 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, compartió un documento de cuya 
materialización se tiene que se trata de la denuncia penal presentada por éste^ 
contra de Ana Isabel Abril Olivo, en su calidad de conjueza ocasional del TC) 
los delitos de perjurio y fraude procesal, con su respectiva firma, y con pie 
para que Yadira Saltos también la suscriba; además, consta una imagen/^



por el mentado, que de cuya materialización se tiene que es una captura de pantalla 
de una conversación vía chat mantenida con Eduardo Julián Franco Loor, donde 
éste se niega a firmar la denuncia, ante lo cual Sócrates Augusto Verduga Sánchez 
refiere que el documento será firmado por su persona y por Betsy Yadira Saltos Rivas, 
al ser algo que redunda en beneficio de toda la organización. En esta interacción, por 
otra parte, se tiene que supuestamente Betsy Yadira Saltos Rivas compartió un 
documento, que tras ser materializado, hace referencia a la mentada denuncia, esta 
vez no sólo firmada por Sócrates Augusto Verduga Sánchez, sino también por Betsy 
Yadira Saltos; y, además, compartió un archivo de audio, debidamente materializado 
en la mentada pericia, sometido al cotejamiento de voces a partir del informe pericial 
2025-00069-PER, determinando que la voz femenina analizada corresponde auditiva 
y espectográficamente a la voz de Yadira Saltos Rivas, y finalmente transcrito en el 
informe pericial de audio, video y afines No. 2025-01225-PER, interacciones a partir 
de las cuales se permite presumir que los mentados tenían conocimiento de 
presentar la denuncia penal, pero pese a ello, coincidieron en la necesidad de hacerlo 
a efectos de lograr los fines de la asociación. Esto encuentra base de corroboración 
en el informe pericial 200-PER, donde se extrajeron y materializaron determinadas 
conversaciones individuales mantenidas, de Sócrates Verduga, en las aplicaciones 
Wire, Signal y WhatsApp, el 02 de enero de 2025. En la aplicación Wire, se presume 
que Sócrates Augusto Verduga Sánchez, mantuvo una conversación con el usuario 
El Cónsul quien presuntamente corresponde a Julián Garrido, donde hace referencia 
a que presentó la denuncia penal en contra de Ana Isabel Abril Olivo, a efectos de 
asegurar una causal de recusación en la causa electoral antes referida. En la 
aplicación Signal, se colige que Augusto Verduga mantuvo una conversación con el 
contacto José Antonio García Vallejo, siendo este el abogado al que hacía referencia 
en chats anteriores para firmar la denuncia penal en conjunto con Yadira Saltos 
Rivas. En la aplicación WhatsApp destacan conversaciones entre Augusto Verduga, 
Yadira Saltos Rivas y Eduardo Julián Franco Loor. Respecto a la primera interacción, 
se presume que Betsy Yadira Saltos Rivas remitió una imagen, la cual tras ser 
materializada da cuenta de ser una captura de pantalla de un chat mantenida con 
el usuario LV, que supuestamente se trata de su abogado Lorgio Valenzuela, quien 
le recomienda no firmar la denuncia penal, sino que sólo lo hagan Augusto Verduga 
y Eduardo Julián Franco Loor, y que sea de forma individual y no conjunta; 
asimismo, se avizora que Augusto Verduga remitió un documento pdf, de cuya 
materialización se tiene que se trata de la denuncia penal en contra de Ana Isabel 
Abril Olivo, suscrito electrónicamente por el referido, y con pie de firma para Betsy 
Yadira Saltos Rivas. En cuanto a la segunda interacción, se presume que Augusto 
Verduga Sánchez, remitió un documento, que tras ser materializado hace referencia 
a la denuncia penal contra Ana Isabel Abril Olivo, donde se tiene que Eduardo Julián 
Franco Loor se negó a firmar la denuncia penal arguyendo que bastaba con la 
recusación, y que, si bien actúa con espíritu de cuerpo respecto a la asociación, 
tomará cualquier gestión con argumentos sólidos. De igual manera, en la aplicación 
WhatsApp, Augusto Verduga Sánchez mantuvo conversaciones con el contacto 
Lorgio Patricio Valenzuela Mena, quien supuestamente era el abogado patrocinador 
de Betsy Yadira Saltos Rivas, y que a su vez remitió un documento en Word al 
mentado, de cuya materialización se tiene que se trata de la denuncia penal contra 
Ana Isabel Abril Olivo, suscrito electrónicamente por el propietario del equipo, y con
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pie de firma para la suscripción de la ex consejera. En tal virtud, se evidencia que, 
hasta esta fecha, 02 de enero de 2025, la denuncia penal en contra de Ana Isabel 
Abril Olivo se encontraba redactada, pero aún no había sido ingresada a la Fiscalía, 
debido a que los ex consejeros tenían conocimiento de las consecuencias legales que 
podría generarles la presentación de la misma, no obstante de lo cual, conforme lo 
ha expuesto la Fiscalía, en los días posteriores coordinaron las gestiones para 
efectivamente presentar esta denuncia penal. Apoya a esta teoría el informe pericial 
200-PER, que extrajo y materializó la información de los dispositivos incautados a 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, donde consta la supuesta interacción de chat a 
través de la aplicación Wire, de fecha 05 de enero de 2025, entre el dueño del 
dispositivo y Andrés Arauz Galarza, donde este último insiste en la presentación de 
la denuncia penal en contra de Ana Isabel Abril Olivo. De este mismo informe pericial, 
en la aplicación Wire, dentro del chat grupal denominado Jujitsu, supuestamente 
Augusto Verduga Sánchez envió una imagen, de cuya materialización se determinó 
que se trataba de la denuncia presentada en contra de Ana Isabel Abril Olivo, por el 
supuesto delito de peijurio, en la Fiscalía General del Estado, donde se le otorgó el 
número 170101825010445 (10-2025), cuya copia certificada consta en el 
memorando signado con el No. FGE-UIP-2025-00543-M. En tal virtud, se avizora 
que la denuncia penal fue presentada, misma que se tramita en la Unidad de Fuero 
de Corte Nacional de Justicia, con base a la denuncia presentada por Augusto 
Verduga Sánchez, conforme se verifica del memorando signado con el No. FGE-UIP- 
2025-00266, documento que da luces de guardar similitud con el documento pdf 
compartido y debidamente materializado, en cuanto a los seis numerales que lo 
componen, y al párrafo relacionado con los hechos presumiblemente punibles de Ana 
Isabel Abril Olivo. Esta denuncia penal fue promovida por Andrés David Arauz 
Galarza, quien con fecha 31 de diciembre de 2024 envió el primer borrador a Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez, a efectos de que sea revisado y mejorado, ante lo cual el 
último califica la interposición de esta denuncia como forzada, no obstante, acepta 
cumplir con la instrucción de Andrés David Arauz Galarza, a efectos de satisfacer los 
intereses criminosos de la asociación, cuestión que a su vez fue compartida por Betsy 
Yadira Saltos Rivas, quien condicionó firmar la denuncia penal a hacerlo con el 
patrocinio de un abogado que pueda defenderla ante las posibles extemalidades de 
presentarla; en este punto, es relevante que Eduardo Julián Franco Loor, se haya 
negado a suscribir la referida denuncia penal, afirmando que tiene espíritu de cuerpo 
con la asociación siempre y cuando existan argumentos sólidos, pero el mismo, una 
vez que fue presentada, calificó la actuación de Sócrates Verduga de valiente, 
reconociendo que esto es para el bien de toda la asociación. Se evidencia que 
conocían que la denuncia se fundaba en hechos aparentes, conforme lo establece el 
memorando No. CNE-DNE-2025-0344-M, de 17 de julio de 2025, constante en el 
oficio signado con el No. CNE-SG-2025-3773-OF, donde se determina que Ana Isabel 
Abril Olivo fue electa como primera candidata suplente a la dignidad de Asambleísta 
Provincial, por la organización política Alianza Creo-Suma, por lo que se estableció 
que desde el año 2017, año de su candidatización, hasta el mes de mayo del año 
2024, fecha en la que el Tribunal Contencioso Electoral inició el proceso de selección 
de conjueces, habían transcurrido más de cinco años, plazo prohibitivo para- 
postularse al cargo de conjuez. Dentro de las copias certificadas de la mentad^^sju}>j¿ 
electoral constantes en el oficio signado con el No. TCE-SG-OM-2025-0635/fecí5Í s$a'
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el oficio S/N de 04 de febrero de 2019, suscrito por la doctora Ana Isabel Abril Olivo, 
dirigido a la Presidenta del Consejo Nacional Electoral, donde presentaba su 
renuncia para el cargo para el que fue elegida, de Asambleísta provincial suplente 
durante el período 2017-2021, es decir, cinco años antes del inicio del proceso de 
selección de conjueces del Tribunal Contencioso Electoral. De igual manera, dentro 
de las copias certificadas de la mentada causa electoral constantes en el oficio 
signado con el No. TCE-SG-OM-2025-0635-O, consta la certificación No. SAN-2025- 
0008, de 23 de enero de 2025, donde se informó que Ana Isabel Abril Olivo no registra 
principalización alguna en lugar del ex asambleísta Pedro Fabricio Villamar Jácome 
en el periodo comprendido entre el 14 de mayo de 2017 al 13 de mayo de 2021, 
deviniendo en que a pesar de ser asambleísta suplente, nunca se principalizó en los 
términos expuestos en la denuncia penal en su contra. Frente a esto, Andrés David 
Arauz Galarza, Sócrates Augusto Verduga Sánchez, Betsy Yadira Saltos Rivas y 
Eduardo Julián Franco Loor, haciendo uso de su información sesgada a los intereses 
de la asociación, coordinaron el forjar y presentar una denuncia penal en contra de 
Ana Isabel Abril Olivo, a sabiendas de las consecuencias jurídicas a las que se 
exponían, con la finalidad de fraguar una recusación en su contra dentro de la causa 
electoral signada con el No. 123-2024-TCE Acumulada, y así asegurar que la causa 
se dilate y que puedan permanecer en sus cargos de consejeros del CPCCS. Una vez 
presentada la denuncia penal, los justiciables se asociaron a efectos de coordinar la 
presentación de la recusación en contra de Ana Isabel Abril Olivo, lo cual se presume 
a partir de la extracción y materialización de la información de los dispositivos 
incautados a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, de donde se pudo extraer 
supuestas interacciones en la aplicación WIRE, tanto en el chat grupa! denominado 
Jujitsu de los días 17 y 18 de enero de 2025, como en el chat individual entre el 
propietario del dispositivo y Andrés David Arauz Galarza del día 18 de enero de 2025. 
De esto, Eduardo Julián Franco Loor hizo referencia a la resolución signada con el 
No. PLE-TCE-1-17-01-2025-EXT, emitida por el Pleno del Tribunal Contencioso 
Electoral con fecha 17 de enero de 2025, donde se declaró improcedentes las 
mentadas recusaciones administrativas presentadas y pertinente la participación e 
integración de conjueces ocasionales para conformar el respectivo Pleno 
Jurisdiccional en la mentada causa electoral. Asimismo, se avizora que Vielka 
Marisol Párraga Maclas remitió un archivo pdf, que tras ser materializado se tiene 
que se trata de la boleta de notificación del secretario general del TCE del auto de 
admisión, emitido por el juez sustanciador Guillermo Ortega Caicedo, de los recursos 
de apelación incoados dentro de la referida causa electoral, donde además dispuso 
la remisión del expediente íntegro a los demás jueces que conforman el Pleno 
jurisdiccional, y negó los pedidos de audiencia solicitados por Eduardo Julián Franco 
Loor, conforme se desprende de las copias certificadas de la causa electoral ya 
señalada. De igual manera, dentro de las interacciones en el chat grupa! denominado 
Jujitsu, se tiene que Andrés David Arauz Galarza hizo referencia al acta de sorteo 
No. 014-17-01-2025-SG de 17 de enero de 2025, a efectos de seleccionar y designar 
un conjuez que integrará el Pleno Jurisdiccional del TCE para conocer y resolver en 
segunda instancia de la causa 123-2024-TCE Acumulada, recayendo la competencia 
en la conjueza ocasional Ana Isabel Abril Olivo, conforme las copias certificadas del 
expediente electoral. Bajo esta misma línea, se colige que continuaron con las 
coordinaciones a fin de presentar la recusación en contra de Ana Isabel Abril Olivo,
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pues se tiene que el usuario Jung Suh, es decir, Vielka Marisol Párraga Maclas, 
remitió un archivo pdf, de cuya materialización se tiene que se trata de la boleta de 
notificación suscrita por el secretario general del TCE, contentiva de la resolución de 
09 de enero de 2025, donde se aceptó la recusación presentada en contra del juez 
electoral suplente Roosevelt Cedeño López. Además, de estas interacciones, se 
evidencia que Sócrates Verduga remitió un documento, que se trata del borrador de 
la petición de recusación en contra de la conjueza electoral ocasional Ana Isabel Abril 
Olivo, que a su vez constaba con pie de firmas del referido, y de su abogado 
patrocinador, Guillermo González Orquera, el cual además fue remitido a través del 
chat individual mantenido entre el propietario del equipo incautado y Andrés David 
Arauz Galarza. Con base a las interacciones antes referidas de la aplicación Wire del 
chat grupal denominado Jujitsu de fecha 18 de enero de 2025, se confirma la 
presentación de la recusación en contra de Ana Isabel Abril Olivo, pues Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez remitió una imagen, de cuya materialización se tiene que 
es una captura de un correo enviado en la misma fecha, desde el usuario Guillermo 
González a la secretaría general del TCE, donde se adjuntó un documento en formato 
pdf, compartido a través del mentado chat, de cuya materialización se tiene que es 
el mismo archivo adjunto al mentado correo, esto se corrobora a partir de las copias 
certificadas del expediente electoral. A partir del mentado elemento de convicción, se 
tiene que el 18 de enero de 2025 se presentó la recusación en contra de la conjueza 
electoral, donde además se hizo constar la denuncia penal presentada en la Fiscalía 
en contra de la mentada juzgadora. Conforme la pericia 200-PER, donde se extrajo y 
materializó información de los dispositivos de Sócrates Verduga en el chat grupal 
denominado Jujitsu de fecha 22 de enero de 2025, como en la aplicación Signal con 
el contacto registrado como Julián Garrido Ospina, en la misma fecha. En la 
interacción del chat grupal, Betsy Yadira Saltos Rivas hace referencia al auto de 
sustanciación de 22 de enero de 2025, emitido por el juez electoral Wilson Guillermo 
Ortega Caicedo, a partir del cual dio trámite al incidente de recusación presentado 
en contra de Ana Isabel Abril Olivo, determinándose la suspensión del trámite 
principal hasta resolver el incidente, conforme se desprende a partir de las copias 
certificadas del expediente electoral. En la interacción a través de Signal entre 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Julián Garrido Ospina, el primero afirma ya 
haber recusado a la referida juzgadora, y a su vez, sirve como elemento de convicción 
de posible corroboración la versión rendida por Ana Isabel Abril Olivo, al respecto de 
los mentados hechos. Finalmente, de las copias certificadas del expediente electoral, 
se tiene que el 27 de enero de 2025, el Pleno Jurisdiccional del TCE, mediante voto 
de mayoría, negó la recusación propuesta en contra de Ana Isabel Abril Olivo. En 
consecuencia, se avizora la materialización de la voluntad asociativa de los 
justiciables, ya que, a partir del argumento de la denuncia penal incoada en contra 
de Ana Isabel Abril Olivo, se alegan las causales de conflicto de intereses y enemistad 
manifiesta a efectos de solicitar su recusación, cuestión que fue planificada desde 
finales del mes de diciembre de 2024. 6. Conforme consta en la exposición de hechos 
y elementos por parte de la Fiscalía General del Estado, se presume que las referidas 
actuaciones no fueron las únicas desplegadas a efectos de cumplir con las finalidades 
de la asociación de retrasar la causa electoral o conseguir su 
permanecer en sus cargos de consejeros en el CPCCS, sino que, a 
plantearon una acción de queja y otras recusaciones adicionales.



instante m el informe pericial 200-PER, en el chat grupal denominado Jujitsu de 
20 y 21 de enero de 2025, en la aplicacién Wíre, donde Andrés David Arauz Galarza, 
refiere que debe tenerse lista la accioam de queja para motivar tres recusaciones 
adicionales en contra de juzgadores electorales, y donde presuntamente Yadira 
Saltos Rivas manifiesta haber ingresado la acción de queja contra cuatro jueces 
electorales, conversación que se corrobora en las copias certificadas de la causa 
electoral, donde consta el escrito de acción de queja incoado por Betsy Yadira Saltos 
Rivas en contra de la resolución administrativa signada con el No. PLE-TCE-1-17- 
01-2025-EXT. En tal virtud, de estas interacciones a través de la aplicación Wire en 
el chat grupal Jujitsu, se colige que el 21 de enero de 2025, Yadira Saltos y Eduardo 
Julián Franco Loor recusaron a los jueces electorales Joaquín Viteri Llanga, Wilson 
Guillermo Ortega Caicedo e Ivonne Coloma Peralta, conforme las copias certificadas 
del expediente. Esta actuación fue evidenciada por las versiones de jueces Wilson 
Guillermo Ortega Caicedo, Ivonne Coloma Peralta y Joaquín Vicente Viteri Llanga, 
siendo coincidentes en manifestar que quebrantaron el principio de buena fe y lealtad 
procesal, con el único objetivo de dilatar el proceso, lo cual incluso fue plasmado en 
la sentencia emitida el 31 de enero de 2025, mediante voto de mayoría por el Pleno 
Jurisdiccional del TCE, donde se resolvió negar los recursos de apelación incoados y 
ratificar la decisión de primera instancia, conforme consta en las copias certificadas 
del expediente electoral. 7. En virtud de los hechos y elementos de convicción 
expuestos, esta juzgadora presume que Andrés David Arauz Galarza, Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez, Betsy Yadira Saltos Rivas y Eduardo Julián Franco Loor, 
se asociaron a efectos de influir en las decisiones de los juzgadores electorales en la 
causa signada con el No. 123-2024-TCE Acumulada, pues pretendieron cooptar al 
juez electoral Roosevelt Macario Cedeño López a fin de que forme parte de su 
asociación y se alinee a sus intereses, pero ante su negativa, coordinaron recusarlo, 
lo cual lograron, y con posterioridad, anticipándose a la designación de la conjueza 
electoral Ana Isabel Abril Olivo, coordinaron y gestionaron la presentación de una 
denuncia penal en su contra, con la única intención de generar una causa de 
recusación, modificando el estado de las cosas a efectos de inducir a los juzgadores 
electorales que emitan un fallo que les sea favorable, y/o para dilatar el curso de la 
causa electoral, por lo que se presume su intención de asociarse a efectos de incurrir 
en las infracciones penales de oferta de tráfico de influencias y fraude procesal, 
ambas sancionadas, a la fecha de los hechos, con una pena que no sobrepasa los 
cinco años de privación de la libertad. Respecto a Andrés David Arauz Galarza, sin 
ostentar la calidad de parte procesal en la antedicha causa electoral, muestra interés 
en la misma y en que su desenlace sea favorable para el beneficio del resto de 
personas miembros de la asociación, a efectos de que puedan permanecer en sus 
cargos de consejeros. Se tiene que supuestamente organizó las reuniones de 
coordinación entre los ex consejeros y sus defensores técnicos, para lo cual 
recomendó la asesoría de David Carrillo, debido a su experiencia en la sustanciación 
de procesos contencioso-electorales, y que sugirió y supervisó la presentación de las 
recusaciones administrativas y jurisdiccionales, para lo cual incluso remitió a través 
de las interacciones en los chats varios insumos argumentativos a efectos de que 
sean considerados en la redacción de las mentadas recusaciones. Así, se evidencia 
que remitió de forma directa a Sócrates Augusto Verduga Sánchez el borrador de la 
denuncia penal en contra de la conjuez electoral Ana Isabel Abril Olivo, solicitándole
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que la revise, perfeccione y presente de manera urgente ante la Fiscalía, haciendo 
además un seguimiento de esta solicitud. Finalmente, de su interacción en los chats, 
se tiene que es la persona que tiene los contactos y que realiza las gestiones a efectos 
de que se obtengan los resultados perseguidos por la asociación, tal y como ocurrió 
al haberse aceptado la recusación incoada en contra del juez electoral Roosevelt 
Macario Cedeño López. En cuanto a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, parte 
procesal en la causa electoral, de sus interacciones en los chats materializados se 
avizora que en conjunto con Betsy Yadira Saltos Rivas, realizó los acercamientos y 
coordinó una reunión fallida con Roosevelt Macario Cedeño López a efecto de 
cooptarlo para que se alinee a los fines de la asociación. Se tiene que supuestamente, 
siguiendo las instrucciones de Andrés David Arauz Galarza, presentó la recusación 
administrativa en contra de los jueces electorales Ángel Torres Maldonado, Fernando 
Muñoz Benítez y Roosevelt Macario Cedeño, a efectos de que la causa electoral erigida 
en su contra se dilate y puedan permanecer en sus cargos de consejeros del CPCCS. 
Además, se presume que, con base al borrador proporcionado por Andrés David 
Arauz Galarza, elaboró la denuncia penal en contra de la conjueza electoral Ana 
Isabel Abril Olivo, documento que fue compartido con Betsy Yadira Saltos Rivas y 
con Eduardo Julián Franco Loor, pero finalmente, fue Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez quien presentó la respectiva denuncia ante la Fiscalía General del Estado 
de forma individual para beneficiar a toda la asociación. Finalmente, se tiene que 
presuntamente elaboró y presentó la correspondiente recusación jurisdiccional en 
contra de la conjueza electoral Ana Isabel Abril Olivo, a partir de los argumentos 
fraguados en función de la denuncia presentada en su contra. Con relación a Betsy 
Yadira Saltos Rivas, parte procesal en la causa electoral No. 123-2024-TCE 
Acumulada, se colige que en las reuniones de coordinación a las cuales se hizo 
referencia al comienzo de este evento, recomendó cooptar a los jueces electorales 
para conseguir sus votos y un resultado favorable en la mentada causa electoral. De 
sus interacciones en los chats materializados, se tiene que supuestamente coordinó 
con Sócrates Augusto Verduga Sánchez los acercamientos al juez electoral Roosevelt 
Macario Cedeño López a efectos de cooptarlo para que se alinee a los intereses de la 
asociación, y ante el fracaso de este intento, fue quien compartió el borrador de la 
recusación al mismo, solicitando a Vielka Marisol Párraga Macías, para que presente 
este documento en beneficio de la asociación. Además, presuntamente participó de 
forma activa en la elaboración de la denuncia presentada contra Ana Isabel Abril 
Olivo, y se negó a firmarla por temor a presentarla sin el patrocinio de un abogado, 
y a sabiendas de las extemalidades que traería al tratarse de un documento con 
deficiencias jurídicas. Finalmente, se tiene que supuestamente presentó la acción de 
queja en contra de todos los jueces del pleno del TCE y en contra del secretario 
general de la entidad, a efectos de generar más causales para incoar recusaciones 
jurisdiccionales posteriores, las cuales elabora y solicita al resto que las presenten. 
Por último, respecto a Eduardo Julián Franco Loor, parte procesal en la causa 
electoral No. 123-2024-TCE Acumulada, de las interacciones de chat materializadas, 
se evidencia que fue la primera opción para presentar la recusación en contra del 
juez electoral Roosevelt Macario Cedeño López, así como la denuncia en Fiscalía en 
contra de la conjueza electoral Ana Isabel Abril Olivo, haciendo 
conocimiento sobre las acciones y su finalidad ilegítima, negándose así 
casos por no existir argumentos sólidos, pero aceptando con beneplácito



te# recusaciones y la denuncia fueron presentadas por los demás. Se tiene que 
supuestamente participó de forma activa en la presentación de la recusación 
administrativa y jurisdiccional en contra de la jueza electoral Ivonne Coloma, 
siguiendo la sugerencia y dirección de Andrés Arauz y Yadira Saltos. Por último, se 
colige su intención de asociarse para incurrir en las infracciones antes referidas, 
pues de sus interacciones en los chats el mismo manifiesta su espíritu de cuerpo con 
la asociación y con los fines criminosos que la misma perseguía.

Siendo las dieciocho horas con cuarenta minutos la doctora Daniella Camacho Herold, 
Jueza Nacional de Garantías Penales decide dar un receso, para reinstalarse a las 
diecinueve horas. Verificada la presencia de los sujetos procesales necesarios para la 
realización de esta audiencia, se reinstala la misma.

RESOLUCIÓN ORAL POR PARTE DE LA DOCTORA DANIELLA CAMACHO 
HEROLD JUEZA DE GARANTÍAS PENALES.

Corresponde analizar el evento 2, relacionado con los Vocales del Consejo de la 
Judicatura: 1. Respecto a la terna de Vocales Suplentes del Consejo de la Judicatura, 
conforme a la exposición de hechos y elementos por parte de la Fiscalía General del 
Estado, y a partir de lo constante en el informe pericial No. 200-PER, así como del 
archivo de audio sometido a transcripción conforme al informe pericial de audio, 
video y afines No. 2025-01225-PER, se tiene que en la plataforma de mensajería 
instantánea WhatsApp, con fecha 19 de junio de 2024, existiría una interacción en 
la cual se presume que Sócrates Augusto Verduga Sánchez, MonicaErtl, habría 
informado a Andrés Xavier Fantoni Baldeón sobre la detección de presuntos errores 
en la conformación de la tema proveniente de la Asamblea Nacional, lo cual se 
desprende de la información extraída y materializada en el referido informe. 
Posteriormente, conforme a lo constante en el informe pericial No. 200-PER, se 
avizora que con fecha 08 de julio de 2024 se llevó a cabo una interacción en la misma 
plataforma de mensajería instantánea WhatsApp, en la cual Alembert Antonio Vera 
Rivera habría solicitado a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, MonicaErtl, que 
suspenda su licencia de paternidad y garantice su presencia en el Pleno del CPCCS, 
en virtud de la reconsideración de la tema remitida por la Corte Nacional de Justicia, 
integrada por Telmo Fabián Molina Cáceres, Dunia Carmita Martínez Molina y Mario 
Fabricio Godoy Naranjo; interacciones que, analizadas en su conjunto, permiten 
presumir la existencia de actuaciones coordinadas orientadas a incidir en decisiones 
institucionales. A partir del informe pericial No. 200-PER, se desprendió un archivo 
de audio que fue sometido al peritaje de cotejamiento de voces No. 2025-00069-PER, 
el cual concluyó que las voces analizadas corresponden, desde el punto de vista 
auditivo y espectrográfico, a las voces de Andrés David Arauz Galarza: AA/An y 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, MonicaErtl; mismo que fue transcrito conforme 
al informe pericial de audio, video y afines No. 2025-01225-PER. De estos elementos 
se desprende que, con fecha 11 de julio de 2024, Andrés David Arauz Galarza habría 
manifestado a Sócrates Augusto Verduga Sánchez que la postulación de Mario 
Fabricio Godoy Naranjo habría sido coordinada por su intermedio a través de 
Alembert Antonio Vera Rivera, lo cual, en esta etapa procesal, permite presumir la 
existencia de injerencias en el proceso de conformación de la terna.De igual manera,
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del referido informe pericial No. 200-PER, con fecha 12 de julio de 2024, en la 
aplicación WhatsApp, Augusto Verduga, MonicaErtl, habría mantenido una 
interacción con un contacto que presuntamente corresponde a Alembert Antonio 
Vera Rivera, en la cual se evidencia la intención de presionar a la Secretaría General 
del CPCCS para acelerar el envío de la designación de Mario Fabricio Godoy Naranjo 
como presidente del Consejo de la Judicatura; lo cual, en conjunto con los elementos 
descritos, permite presumir la existencia de una posible voluntad asociativa 
orientada a incidir en decisiones internas del referido órgano. 2. Conforme a la 
exposición de hechos y elementos por parte de la Fiscalía, y a partir de la pericia No. 
200-PER, relativa a la extracción y materialización de la información del equipo 3 
incautado a Sócrates Verduga, se tiene que se extrajo un archivo de audio que fue 
sometido al peritaje de cotejamiento de voces No. 2025-00069-PER, el cual concluyó 
que las voces contenidas corresponden, presuntamente, a Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez, Betsy Yadira Saltos Rivas y Andrés David Arauz Galarza; mismo que fue 
transcrito en el informe pericial No. 2025-01225-PER. De dicho informe se desprende 
que, con fecha 17 de septiembre de 2024 se habría llevado a cabo una reunión en la 
que Andrés David Arauz Galarza habría comunicado a Sócrates Verduga y Yadira 
Saltos que la designación de Pablo Renato Villagómez Reinel como vocal del Consejo 
de la Judicatura resultaría crucial para anticiparse a los hechos desde el interior del 
órgano, lo cual permite presumir la intención de coordinar actuaciones en relación 
con dicha designación. Del mismo informe pericial No. 200-PER se extrajeron 
interacciones en la aplicación WhatsApp mediante audios transcritos en el informe 
No. 2025-01225-PER, en los cuales, con fecha 17 de octubre de 2024, Abraham 
Verduga Sánchez, Espartaco 87, hace referencia a la participación de Pablo Renato 
Villagómez Reinel, reenviando a Sócrates Augusto Verduga Sánchez un archivo de 
audio sometido al peritaje No. 2025-00069-PER, determinándose que las voces 
corresponderían a Galo Alfredo Chiriboga Zambrano. En dicho audio se menciona 
una supuesta cercanía con Pablo Renato Villagómez Reinel, así como la intención de 
obtener información respecto de su inclusión en la tema de la Asamblea Nacional, lo 
cual, de manera presuntiva, evidencia interés en la designación por motivos de 
cercanía personal, lo que encuentra base de corroboración en la versión rendida por 
Pablo Renato Villagómez Reinel, quien manifestó mantener relación de amistad con 
los referidos desde el año 2010. 3. Respecto de la designación de vocales para el 
período 2025-2031, conforme a la exposición de hechos y elementos por parte de la 
Fiscalía General del Estado, y a partir de las pericias contenidas en el informe No. 
200-PER, cuyas interacciones fueron transcritas en el peritaje No. 2025-01225-PER, 
relativas a la extracción y materialización de conversaciones a través de la aplicación 
Wire, específicamente en el chat denominado Apoyando C de Baile, se tiene que con 
fecha 12 de diciembre de 2024 existiría una interacción Verduga Sánchez, 
MonicaErtl, Saltos Rivas, Minerva y Arauz Galarza, An. En dicha interacción se tiene 
que Yadira Saltos habría informado a Sócrates Verduga y a Andrés Arauz que el 
objetivo sería retrasar el proceso de selección de vocales, para lo cual remite un 
documento en formato PDF, materializado en el mismo informe pericial No. 200-PER, 
correspondiente al Memorando Nro. CPCCS-CBS-2024-0369-M, en el que se expone 
de manera anticipada una moción de resolución para el orden del día de la^c^fij 
extraordinaria No. 052 del CPCCS, relativa a la reforma del reglamentjzr^jo^^j^ 
selección de vocales del Consejo de la Judicatura. A partir de estas int/ fmes/



analizadas de manera conjunta con la documentación referida, se colige que los 
mencionados habrían coordinado acciones orientadas a retrasar la aprobación del 
reglamento para la selección de los vocales del Consejo de la Judicatura; lo cual 
encuentra correspondencia con el Memorando No. CPCCS-CBS-2024-0370-M, 
aparejado al Oficio Nro. CPCCS-CGAJ-2025-0036-OF, elementos que permiten 
inferir la posible materialización de dichas coordinaciones en actuaciones formales. 
Asimismo, conforme a lo constante en el informe pericial No. 200-PER, respecto de 
la extracción y materialización de conversaciones en la aplicación Wire, dentro del 
chat grupal Apoyando C de Baile, se presume que Yadira Saltos y Sócrates Verduga, 
habrían coordinado acciones tendientes a tener injerencia en la solicitud de ternas a 
las funciones del Estado, así como la posibilidad de interponer mecanismos de 
carácter dilatorio, tales como una acción de protección, presuntamente con la 
finalidad de retrasar el proceso de selección. En este contexto, mediante las 
resoluciones CPCCS-PLE-SG-053-E-2024-0504 y 0505, de 16 de diciembre de 2024, 
adjuntas al Oficio Nro. CPCCS-CGAJ-2025-0033-OF, el Consejo de Participación 
requirió oficialmente las temas a las funciones del Estado y conformó la comisión 
técnica encargada de la ejecución operativa; actuación en la cual se deja constancia 
de que la ex consejera Yadira Saltos votó en abstención, lo cual, en contraste con las 
interacciones previamente descritas, permite presumir que dicha conducta habría 
sido previamente coordinada, mientras que Sócrates Verduga se encontraba ausente 
por motivos de seguridad. De igual manera, de las referidas interacciones se 
desprende que se habría coordinado la presentación de una denuncia ciudadana, lo 
cual encuentra base de corroboración en el Oficio Nro. AN-CTPC-2025-0136-0, 
suscrito por Luis Fabián Monteros Quimbiulco, presentado ante la Comisión de 
Transparencia de la Asamblea Nacional, relacionado con el proceso de selección de 
vocales. Así también, del informe pericial No. 200-PER se extrajeron conversaciones 
de fecha 15 de diciembre de 2025 entre Sócrates Augusto Verduga Sánchez, 
MonicaErtl, y el contacto identificado como Anita, en las cuales se avizora la 
coordinación de la presentación de una acción de protección; para lo cual Augusto 
Verduga Sánchez habría remitido una ayuda memoria con fundamentos jurídicos 
destinados a sustentar dicha acción constitucional, lo que permite presumir la 
intención de coordinar acciones orientadas a retrasar y frenar el envío de las temas. 
Posteriormente, dichos argumentos habrían sido difundidos a otros chats en 
distintas aplicaciones de mensajería, conforme a la extracción constante en el 
informe pericial No. 200-PER y su transcripción en el informe pericial No. DINITEC- 
Z9-JCRIM-AVA-2025-01225-PER, incluyendo el chat grupal Buró 2.0, el chat 
Apoyando C de Baile y comunicaciones adicionales a través de la aplicación Signal 
con el contacto Mara. En tal virtud, del análisis integral de los elementos expuestos, 
se presume que los referidos habrían desplegado actuaciones coordinadas orientadas 
a incidir en el desarrollo del proceso de designación de vocales del Consejo de la 
Judicatura, que podrían haber tenido como finalidad influir en el normal 
desenvolvimiento del referido proceso. 4. Asimismo, conforme a la exposición de 
hechos y elementos por parte de la Fiscalía General del Estado, y a partir de las 
interacciones extraídas de la aplicación Signal del dispositivo identificado como 
Equipo 3, constantes en el informe pericial No. 200-PER, y su respectiva 
transcripción, se tiene que con fecha 16 de diciembre de 2024 existirían 
conversaciones entre Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Jahiren Elizabeth Noriega
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Donoso, en las cuales esta última habría referido haber coordinado con Andrés David 
Arauz Galarza la posibilidad de activar un proceso de fiscalización en la Asamblea 
Nacional respecto de actuaciones del Consejo de Participación, lo cual permite 
presumir una articulación previa orientada a impulsar dicho mecanismo. Conforme 
a las mismas pericias, con fecha 17 de diciembre de 2024, Sócrates Verduga habría 
mantenido comunicaciones a través de la aplicación WhatsApp con el contacto 
identificado como María Augusta Recalde Arroyo, Mara, asesora legislativa del 
asambleísta Patricio Chávez Perero, presidente de la Comisión de Transparencia de 
la Asamblea Nacional, en las cuales se le notifica, mediante Oficio No. AN-CTPC- 
2024-0341-0, su comparecencia a la sesión No. 2023-2025-080, convocada para 
tratar presuntas irregularidades en el proceso de selección de vocales del Consejo de 
la Judicatura; documento que, a su vez, habría sido compartido en el chat grupal 
Apoyando C de Baile, conforme consta en el informe pericial No. 200-PER. No 
obstante, de las interacciones posteriores, conforme al informe pericial No. 200-PER, 
mantenidas a través de la aplicación Signal entre Sócrates Augusto Verduga Sánchez 
y Jahiren Elizabeth Noriega Donoso, se desprende que el referido habría calificado la 
convocatoria como un error garrafal, señalando que no había méritos para sostener 
la existencia de irregularidades, lo cual permite inferir que el propio interviniente 
advertía la falta de sustento del proceso de fiscalización previamente impulsado. En 
esa misma línea, a partir de las conversaciones mantenidas el 18 de diciembre de 
2024 entre Sócrates Augusto Verduga Sánchez y María Augusta Recalde Arroyo se 
evidencia que el mentado habría gestionado la suspensión de la sesión convocada, 
toda vez que el contacto referido le informa que el asambleísta Patricio Chávez Perero 
dispuso su cancelación tras haber escuchado sus argumentos. Este hecho encuentra 
correspondencia con las interacciones del chat grupal Buró 2.0, donde Augusto 
Verduga manifiesta que la comparecencia constituía un error garrafal por la 
inexistencia de sustento, reconociendo además que la misma fue dejada sin efecto; 
lo cual se corrobora con la versión rendida por Jorge Washington Sosa Meza, quien 
señaló haber laborado como asesor en la Comisión de Transparencia de la Asamblea 
Nacional y refirió que el asambleísta Patricio Chávez Perero dispuso la cancelación 
de la sesión tras conocer los argumentos expuestos. Dicha suspensión consta 
formalizada en el Oficio Nro. AN-CTPC-2025-0660-0, mediante el cual se notificó la 
cancelación de la sesión No. 2023-2025-080 prevista para el 19 de diciembre de 
2024. En tal virtud, y en atención al conjunto de elementos descritos, se presume 
que los justiciables habrían coordinado la activación de un proceso de fiscalización 
en la Asamblea Nacional como un mecanismo orientado a incidir en el proceso de 
selección de vocales del Consejo de la Judicatura, así como su posterior 
desactivación al advertir la falta de sustento del mismo. 5. La Fiscalía General del 
Estado expuso que, luego de los intentos previamente descritos para dilatar el 
proceso, y a partir de lo constante en el informe pericial No. 200-PER y su respectiva 
transcripción, se realizó la extracción y materialización de presuntas interacciones 
mantenidas a través de la aplicación de mensajería instantánea Wire, 
específicamente entre MonicaErtl y An, esto es, Sócrates Augusto Verduga Sánchez 
y Andrés David Arauz Galarza, con fecha 28 de diciembre de 2024. De dietí^ 
interacciones se desprende que Andrés David Arauz Galarza habría solicitadó^Keds; 
ciudadana Alejandra Vivanco sea incluida en la tema de la Defensoría Pú^J^y&aj^jr 
el proceso de designación del Consejo de la Judicatura, indicando



postulación respondería presuntamente a un requerimiento de un tercero 
identificado como el Mashi; frente a lo cual Sócrates Verduga habría manifestado su 
disposición a gestionar dicha inclusión, proponiendo además otros perfiles de su 
confianza, entre ellos Santiago León Yambay y Freddy Briones Delgado, destacando 
su afinidad política y experiencia, lo cual permite presumir la existencia de 
coordinaciones orientadas a influir en la integración de la tema al margen de los 
canales institucionales formales. Dicha actuación encuentra correspondencia con 
las interacciones posteriores de fecha 29 de diciembre de 2024, extraídas del mismo 
informe pericial No. 200-PER, en las cuales Sócrates Verduga mantiene 
comunicación con el usuario Kindle, identificado como Santiago León Yambay, a 
quien proporciona instrucciones específicas para la preparación y presentación de 
su carpeta de postulación, lo cual refuerza la hipótesis de coordinación previamente 
descrita. Asimismo, de las conversaciones sostenidas con el contacto Anita, también 
extraídas del informe pericial No. 200-PER y su respectiva transcripción, se 
desprende que Sócrates Verduga Sánchez habría coordinado el envío y revisión de la 
documentación correspondiente a dicho postulante, así como la búsqueda de 
mecanismos para eliminar posibles inhabilidades, lo cual permite presumir 
actuaciones dirigidas a viabilizar su inclusión en la terna. De los precitados peritajes, 
se desprenden interacciones entre Sócrates Augusto Verduga Sánchez, MonicaErtl y 
el contacto Anita, a partir de las cuales se presume una gestión anticipada del 
desglose de la documentación correspondiente a Pablo Renato Villagómez Reinel, así 
como el seguimiento y acompañamiento de dicho trámite, el cual posteriormente se 
materializa en el Oficio No. AN-SG-2024-0867-0. De igual manera, a partir de las 
interacciones mantenidas el 30 de diciembre de 2024, extraídas del informe pericial 
No. 200-PER, en el chat grupal Jujitsu de la aplicación Wire, intervienen Betsy Yadira 
Saltos Rivas, Minerva, y Andrés David Arauz Galarza, An, se colige que los 
intervinientes tenían conocimiento anticipado de la conformación de la terna de la 
Asamblea Nacional, así como la intención de que la misma sea notificada de manera 
inmediata al CPCCS, lo cual encuentra base de corroboración en el Oficio No. AN- 
SG-2024-0868-0, adjunto al Oficio Nro. AN-SG-2025-0187-0, mediante el cual se 
comunica al presidente del Consejo de Participación la aprobación de la tema 
incluyendo a Pablo Renato Villagómez Reinel. Adicionalmente, de las conversaciones 
mantenidas entre Sócrates Verduga y Abraham Verduga Sánchez, Espartaco 87, a 
través de notas de voz transcritas en el informe pericial No. 2025-01225-PER, se 
desprende la presunta gestión de trámites específicos en favor de Pablo Renato 
Villagómez Reinel. En este contexto, Abraham Verduga Sánchez habría remitido un 
archivo en formato PDF que, conforme a lo materializado en el informe pericial No. 
2025-00200-PER, corresponde al documento AN-SG-2024-0867-O.pdf, previamente 
enviado por el contacto Anita. Frente a ello, Sócrates Verduga remite el archivo SG- 
2024-2956-EX.pdf, vinculado al Oficio No. CPCCS-SG-2024-077-OF, así como el 
documento CPCCS-2024-1110-M.pdf, de fecha 31 de diciembre de 2024, 
materializado en el informe pericial No. 200-PER, mediante el cual el presidente del 
Consejo de Participación dispone a la Comisión Técnica atender dicha solicitud, lo 
que permite presumir la materialización de gestiones administrativas vinculadas a 
las coordinaciones previamente descritas. Del informe pericial No. 200-PER, con 
fecha 06 de enero de 2025, se desprende una conversación mantenida entre Augusto 
Verduga Sánchez y Andrés David Arauz Galarza, en la cual se avizora que, posterior
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a la gestión realizada, debía procederse con la entrega de los documentos; entrega 
que, conforme a las interacciones mantenidas con Abraham Verduga Sánchez, se 
habría efectuado al Dr. César Pico, conforme consta en el Oficio CPCCS-SG-2024- 
0771-OF, lo cual permite presumir la existencia de coordinación activa para 
garantizar la recepción formal de la documentación. Del mismo peritaje se desprende 
que la solicitud de desglose de documentación a favor de Pablo Renato Villagómez 
Reinel no solo se habría dirigido a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, sino también, 
presuntamente, a Eduardo Julián Franco Loor, conforme consta en el informe 
pericial No. 2025-00536-PER, que documenta un archivo de audio del 14 de enero 
de 2025, destinado a agilizar trámites en el CPCCS y favorecer la designación del 
referido postulante. En tal virtud, del análisis integral de las interacciones descritas 
y su correlación con la documentación oficial incorporada, se presume que habrían 
desplegado acciones coordinadas no solo para dilatar el proceso de designación, sino 
también para incidir en la conformación de las ternas y favorecer a determinados 
postulantes. 6. Del chat grupal Apoyando C de Baile, constante en el informe pericial 
No. 200-PER, y su respectiva transcripción, con fecha 17 de enero de 2025 existirían 
interacciones entre Sócrates Augusto Verduga Sánchez, Betsy Yadira Saltos Rivas y 
Andrés David Arauz Galarza, en las cuales se aborda la tema de la Corte Nacional 
de Justicia. De dichas interacciones se infiere que Andrés David Arauz Galarza 
habría impartido la instrucción de devolver la tema, lo cual se colige habría sido 
acatado por Betsy Yadira Saltos Rivas, conforme se registra en el chat grupal Jujitsu, 
también constante en el informe pericial No. 200-PER, así como en el envío del 
archivo PDF correspondiente al Memorando CPCCS-CBS-2025-0016-M, de 21 de 
enero de 2025, adjunto al Oficio Nro. CPCCS-CGAJ-2025-0060-OF, lo cual permite 
presumir la materialización de dicha directriz. En esa misma interacción, se avizora 
que Eduardo Julián Franco Loor, Justiciero, habría advertido sobre el riesgo de ser 
acusados de retardar el proceso, proponiendo como alternativa solicitar al presidente 
de la Corte Nacional de Justicia el envío de los documentos faltantes; no obstante, 
Andrés David Arauz Galarza no habría compartido dicha sugerencia, insistiendo en 
la devolución de la tema, lo cual evidencia una posible divergencia interna respecto 
de la estrategia a adoptar. Posteriormente, conforme al Oficio Nro. CPCCS-CGAJ- 
2025-0060-OF, se observa que Eduardo Julián Franco Loor, Justiciero, pese a haber 
manifestado presuntamente su desacuerdo, al momento de emitir su voto habría 
apoyado las mociones adoptadas, lo cual, analizado en conjunto con los elementos 
descritos, permite presumir la existencia de una actuación coordinada en la toma de 
decisiones del órgano colegiado. 7. Sobre la base de los hechos y los elementos de 
convicción expuestos, esta juzgadora estima que Andrés David Arauz Galarza, 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, Betsy Yadira Saltos Rivas y Eduardo Julián 
Franco Loor se asociaron con la finalidad de influir en la designación de vocales y en 
la conformación de ternas para el Consejo de la Judicatura, buscando favorecer a 
determinados postulantes y asegurar la permanencia de ciertos intereses dentro del 
organismo. Se tiene que esta asociación tuvo como objetivo alterar el curso regular 
de los procedimientos de designación, por lo que se presume su intención de 
asociarse a efectos de incurrir en la infracción de tráfico de influencias, sancionada 
con una pena que no excede los cinco años de privación de la libertad. Respectp-a- 
Andrés David Arauz Galarza, supuestamente, mostró un interés directo ei 
resultado favoreciera a los miembros de la asociación. Se avizora que /QreahíZoT^J
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reuniones de coordinación, recomendó asesores expertos en procesos de selección 
de funcionarios, y supervisó las estrategias de influencia sobre los responsables de 
la designación de vocales. Asimismo, de sus interacciones se desprende que 
coordinaba las comunicaciones y los contactos necesarios para asegurar que la 
asociación alcanzara sus objetivos, dirigiendo la estrategia de manera centralizada. 
En cuanto a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, parte activa en los procesos de 
designación del CPCCS, se presume que actuó siguiendo las instrucciones de Andrés 
David Arauz Galarza, realizando acercamientos a funcionarios clave y coordinando 
reuniones para influir en las decisiones de selección de vocales. Supuestamente, 
elaboró documentos y ayudas memoria para ser utilizados por la asociación, 
participando activamente en la planificación de la estrategia de influencia. Respecto 
a Betsy Yadira Saltos Rivas, también parte activa en los procesos, se colige que 
coordinó junto con Sócrates Augusto Verduga Sánchez los acercamientos a los 
funcionarios responsables de la designación de vocales y contribuyó a la elaboración 
y difusión de los insumos estratégicos de la asociación. Supuestamente participó en 
reuniones de planificación y seguimiento, asegurando que los objetivos colectivos se 
cumplieran. Por último, respecto a Eduardo Julián Franco Loor, se evidencia que 
participó activamente en las gestiones y seguimientos de la asociación, aunque 
inicialmente se mostró reticente a intervenir directamente en algunas acciones. Sin 
embargo, una vez que se implementaron las estrategias definidas por los demás 
justiciables, supuestamente colaboró en la coordinación y contacto con los 
funcionarios clave, evidenciando conocimiento pleno de los objetivos de la asociación 
y su intención de contribuir en la obtención de beneficios indebidos. En conclusión, 
de las interacciones y coordinaciones observadas se presume que todos actuaron de 
manera conjunta y estratégica, con la finalidad de influir indebidamente en la 
selección de vocales del Consejo de la Judicatura y en la conformación de ternas del 
CPCCS cuyo propósito era obtener beneficios para sus miembros mediante la 
coordinación de acciones de influencia sobre los funcionarios responsables. 
Finalmente, corresponde que demos paso al Evento 3 - relacionado con la 
Superintendencia De Bancos. 1. Conforme a la exposición de hechos y elementos 
vertida por Fiscalía General del Estado, se tiene que entre los meses de agosto y 
diciembre del 2022 dentro del proceso signado con el No. 09333-2022-00895, en 
primera y segunda instancia se anuló la designación de Raúl Agustín González 
Carrión como Superintendente de Bancos y ordenaron al CPCCS reiniciar el proceso 
con una nueva tema enviada por el Ejecutivo, por lo que este último, con fecha 27 
de enero de 2023, propuso una acción extraordinaria de protección ante la Corte 
Constitucional, con la finalidad de revertir los mentados fallos, siendo signada esta 
acción con el No. 372-23-EP. Con fecha 12 de mayo de 2023, el Tercer Tribunal de 
la Sala de Admisión de la Corte Constitucional admitió el caso, y con fecha 22 de 
marzo de 2024, la jueza sustanciadora avocó conocimiento para notificar a las partes 
involucradas. Mientras este caso constitucional avanzaba, el CPCCS no detuvo su 
marcha y continuó ejecutando un nuevo proceso a efectos de designar a la máxima 
autoridad de la Superintendencia de Bancos, a partir de lo cual, conforme versa la 
acusación de la Fiscalía General del Estado, Andrés David Arauz Galarza, Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez, Betsy Yadira Saltos Rivas, Eduardo Julián Franco Loor, 
Nicole Stephanie Bonifaz López, Raúl Agustín González Carrión y Esther Adelina 
Cuesta Santana, se asociaron a efectos de lograr que Raúl Agustín González Carrión
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se posesione como Superintendente de Bancos. 2. A partir del informe pericial 200- 
PER de extracción y materialización de la información contenida en los dispositivos 
incautados a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, se tiene la supuesta conversación 
directa entre el propietario del dispositivo y Andrés David Arauz Galarza, a través de 
la aplicación Wire, con fecha 02 de diciembre de 2024, donde se tiene que el primero 
solicita al segundo su ayuda para formular las preguntas a los postulantes del 
proceso de elección de la primera autoridad de la Superintendencia de Bancos, para 
lo cual Andrés Arauz remitió insumos a Sócrates Verduga, los cuales fueron 
empleados por el mismo de manera incólume, conforme consta del oficio signado con 
el No. CPCCS-CGAJ-2025-0064-OF, donde se remite copia certificada de la sesión 
extraordinaria No. 51 del pleno del CPCCS, llevada a cabo el mismo día 02 de 
diciembre de 2024, que pone en evidencia que Sócrates Verduga, en su calidad de 
consejero, le formuló idénticas preguntas a las remitidas por Andrés David Arauz 
Galarza al postulante Roberto José Romero Von Buchwald, lo que hace suponer que 
estas preguntas estuvieron direccionadas únicamente a este último postulante. 
Asimismo, de estas interacciones se presume que Andrés David Arauz Galarza 
remitió un archivo pdf para ayudar a Sócrates Verduga a elaborar las preguntas, el 
cual de su materialización se tiene que es un correo electrónico sobre dos escritos 
presentados dentro del proceso de acceso a la información pública signado con el No. 
17986-2024-01115, impulsado por Luis Ernesto Torres Rodríguez en contra de la 
Superintendencia de Bancos, por supuestamente negarse a entregar información 
sobre la intervención y liquidación del Banco de Guayaquil. 3. Conforme se 
desprende del informe pericial 200-PER, de extracción y materialización de la 
información de los dispositivos incautados a Sócrates Verduga, puntualmente de la 
aplicación Wire, del chat Apoyando C de baile, de 04 de diciembre de 2024, donde 
Betsy Yadira Saltos Rivas remitió una imagen, que tras ser materializada, se tiene 
que es un documento emitido en el CPCCS, cuya existencia se obtiene a partir del 
informe pericial de reconocimiento de evidencias No. DCPIT2501092, 
determinándose que la fecha del documento es de 03 de diciembre de 2024, que fue 
suscrito electrónicamente por el presidente del CPCCS y que hace referencia a la 
convocatoria a la sesión ordinaria No. 49 prevista para el día 04 de diciembre de 
2025, donde el quinto punto es idéntico a la imagen compartida por la mencionada. 
Resultado de esta sesión, al aprobarse el quinto punto del orden del día con los votos 
favorables de los consejeros Jazmín Enriquez, Esteban Guarderas, Johanna 
Verdezoto y Andrés Fantoni, se emitió la resolución No. CPCCS-PLE-SG-049-O- 
2024-0492 constante en el oficio No. AN-SG-2025-0187-0, donde sobresale que se 
designó a Roberto José Romero Von Buchwald como primera autoridad de la 
Superintendencia de Bancos durante los próximos cinco años a partir de su posesión 
y que se ordenó notificar a la Asamblea Nacional a efectos de que proceda con su 
posesión. Es preciso señalar que en esta sesión la consejera Nicole Stephanie Bonifaz 
López estuvo ausente, y que los consejeros Sócrates Augusto Verduga Sánchez y 
Betsy Yadira Saltos Rivas votaron en abstención. En acatamiento a esta resolución, 
el CPCCS, con fecha 04 de diciembre de 2024, emitió el oficio signado con el No. 
CPCCS-SG-2024-0678-OF, dirigido a Viviana Veloz Ramírez, entonces presidenta de 
la Asamblea Nacional, a efectos de que proceda con la posesión de f
Romero Von Buchwald, siendo recibido este documento con fecha 05 < 
de 2024, conforme se acredita de la información contenida en el oficio



2025-0187-0, 4, Conforme se evidencia del oficio signado con el No. CC-SG-2025- 
1244, se tiene que el 05 de diciembre de 2024, en sesión jurisdiccional del Pleno de 
la Corte Constitucional, con voto de mayoría y voto concurrente, se emitió la 
sentencia signada con el No. 372-23-EP/24, cuyas copias certificadas constan 
aparejadas en el mentado oficio. En esta sentencia, conforme a la exposición 
realizada por la Fiscalía General, se acepta la acción extraordinaria de protección 
incoada por Raúl Agustín González Camón y se reconoce la vulneración de sus 
derechos, dejando sin efecto las sentencias emitidas dentro del proceso signado con 
el No. 09333-2022-00895, y además, se decide salvaguardar la institucionalidad y 
seguridad jurídica de las actuaciones ejercidas por el CPCCS en los nuevos procesos 
de selección de autoridades, por lo que no dispone la restitución al cargo del 
mentado. Esta sentencia, si bien fue emitida el 05 de diciembre de 2024, no fue 
notificada sino hasta el 20 de diciembre de 2024, conforme se acredita del oficio 
signado con el No. CC-SG-2025-1244. Así, del informe pericial No. 200-PER, donde 
se extrajeron y materializaron la información de los dispositivos incautados a 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, constan interacciones en la aplicación Wire, en 
el chat grupal denominado Apoyando C de baile de fecha 20 de diciembre de 2024, 
donde supuestamente el propietario del dispositivo remite un documento pdf, que 
tras ser materializado se evidencia corresponde a la sentencia constitucional No. 
372-23-EP/24, por ser corroborada con lo contentivo en el oficio signado con el No. 
CC-SG-2025-1244. De este informe, de las interacciones en la aplicación Wire, en el 
chat grupal denominado Apoyando C de baile de fecha 21 de diciembre de 2024, a 
través de las cuales se avizora que Sócrates Augusto Verduga Sánchez anticipó a los 
integrantes del grupo que Raúl Agustín González Carrión presentaría un recurso 
horizontal ante la sentencia dictada por la Corte Constitucional, y también resumió 
los puntos en los que versaría el recurso, y sugirió que la Asamblea Nacional niegue 
la posesión de Roberto José Romero Von Buchwald a pesar de que aún no se había 
concedido el recurso. Además, se tiene que Raúl Agustín González Carrión, con fecha 
23 de diciembre de 2024, interpuso los recursos de aclaración y ampliación, y el 
pedido de corrección por error en contra de la mentada sentencia constitucional, 
conforme se desprende de las copias certificadas adjuntas al oficio No. CC-SG-2025- 
2049. 5. Del informe pericial 200-PER, se extrajo y materializó una conversación a 
través de chat directo en la aplicación Wire, donde intervienen Andrés Arauz y 
Sócrates Verduga, y el primero refiere que iban a requerir cuatro de los cincuenta 
cargos de libre remoción una vez que Raúl González Carrión asuma la 
Superintendencia de Bancos, siendo los siguientes: i. Dirección de Trámites Legales 
de la Intendencia Jurídica; ii. Dirección de infraestructura y operaciones de la 
coordinación de TICS; iii. Dirección de Estudios y Gestión de la Información; y, iv. 
Subdirección de Riesgos de Lavado de Activos. Se colige que estos cargos en efecto 
existen, conforme se desprende del oficio No. SB-PJ-2025-0527-0, los cuales además 
corresponden a cargos jerárquicos superiores que tienen bajo su control el manejo 
de información privilegiada y confidencial. Según consta en el informe pericial 200- 
PER, este pedido encontró respuesta supuestamente por parte de Sócrates Augusto 
Verduga Sánchez, el día 22 de diciembre de 2024, quien manifestó que le trasladaría 
este pedido de forma personal a Raúl Agustín González Carrión, haciendo presumir 
que la ayuda a dar al último no sería gratuita, sino que debía comprometer cuatro 
cargos de libre remoción pertenecientes al nivel jerárquico superior. Y, según consta
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de esta misma interacción, se evidencia que Andrés David Arauz Galarza emitió 
indicaciones para que Raúl Agustín González Carrión pida una certificación a la 
Asamblea Nacional, acerca de la autoridad ya posesionada en el cargo. 6. A partir 
del informe pericial 200-PER, se extrajo y materializó una interacción a través de la 
aplicación Wire, de fecha 22 de diciembre de 2024, donde Sócrates Verduga Sánchez 
mantiene una conversación con el usuario El Cónsul, que presuntamente 
corresponde a Julián Garrido Ospina, quien a partir de su propia versión, dijo 
conocerlo desde el año 2021 y que con el mismo tiene una relación de amistad, y que 
en el año 2023 se desempeñó como coordinador de comunicación del CPCCS y como 
parte del equipo del entonces presidente del organismo Alembert Vera, lo que hace 
presumir la suficiente confianza entre ambos a efectos de que le comente que todo 
asunto relacionado al CPCCS ha sido delegado supuestamente a Andrés David Arauz 
Galarza. Asimismo, a partir de este informe pericial, se extrajo y materializó la 
interacción a través de chat directo de fecha 23 de diciembre de 2024, 
supuestamente mantenido entre Sócrates Augusto Verduga Sánchez y El Cónsul, 
que supuestamente corresponde a Julián Garrido Ospina, a quien este le comentó 
haber sido invitado a una reunión con el denominado Buró, por parte de Andrés 
David Arauz Galarza, para tratar sobre el asunto de Raúl Agustín González Carrión. 
7. En función del informe pericial 200-PER se extrajo y materializó una interacción 
a través de la aplicación Wire, en el chat Apoyando C de baile, 23 de diciembre de 
2024, de la que se presume que Yadira Saltos Rivas comenta al respecto del asunto 
del Superintendente de Bancos y de la sentencia de la Corte Constitucional, lo cual 
es acogido con beneplácito por parte de Sócrates Augusto Verduga Sánchez, lo que 
hace suponer que ambos tenían plena conciencia de que la sentencia No. 372-23- 
EP/24 no disponía que Raúl Agustín González Carrión asuma el cargo de 
Superintendente de Bancos. Este mismo informe pericial 200-PER, extrajo y 
materializó el chat directo en la aplicación Wire, de fecha 23 de enero de 2024, 
presuntamente mantenido entre Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Andrés David 
Arauz Galarza, donde el último invita al primero a participar de una reunión en el 
denominado Buró, que permite suponer que se trata del espacio usado por las 
principales figuras y autoridades del Movimiento Revolución Ciudadana, a efectos de 
discutir temas de su interés, a fin de tratar el asunto de Raúl G que se colige se trata 
de Raúl Agustín González Carrión. Esto tiene base de posible corroboración, pues 
supuestamente Sócrates Verduga, en las mentadas interacciones proporcionó 
información relacionada con la estancia de Raúl Agustín González Carrión en 
Argentina, conforme consta del oficio signado con el No. MDI-VSC-SDM-DSM-2025- 
10370-OF, donde se apareja el certificado de movimientos migratorios de este último, 
determinándose que salió de Ecuador el 15 de diciembre de 2024 con rumbo a 
Buenos Aires-Argentina, y su retomo, ocurrió el 09 de enero de 2025. Finalmente, 
se tiene que Sócrates Augusto Verduga Sánchez remitió un archivo de video, el cual 
fue sometido a materialización en la pericia 200-PER, así como a la pericia de 
secuencia de imágenes remitida a través del informe pericial 2025-01092-PER, de 
donde se tiene que corresponde a un video editado en formato de reportaje 
informativo relacionado al medio de comunicación Ecuavisa, respecto a Raúl A¿ 
González Carrión, aspirante a la Superintendencia de Bancos. 8. La Fiscalñ 
del Estado, expuso que la interacción de mensajes directos entre Sócrat$
Verduga Sánchez y Raúl Agustín González Carrión, fueron a través de lí



de mensajería Signal, no obstante, las mismas no fueron encontradas en las 
conversaciones del dispositivo, sino que a partir de la pericia 200-PER, se extrajeron 
y materializaron imágenes encontradas en el dispositivo E3 incautado a Sócrates 
Verduga, que permite presumir que se trata de capturas de pantalla hechas por el 
propietario del equipo como forma de respaldar sus conversaciones con el contacto 
registrado como Rgc que se corresponde a Raúl Agustín González Carrión, con fecha 
23 de diciembre de 2024, de donde se obtuvieron doce capturas de pantalla tomadas 
en este día a partir de las 19:12:34 hasta las 20:19:26. De este intercambio de 
mensajes, se evidencia que Raúl Agustín González Carrión, con el fin de retornar al 
cargo de Superintendente de Bancos, brindó las razones y documentos de mérito a 
Sócrates Verduga, quien al ser consejero del CPCCS tenía la competencia para su 
designación, e incluso lo direcciona sobre cómo debe proceder este organismo al 
respecto, advirtiéndole que si no archiva la designación de Roberto José Romero von 
Buchwald, incumpliría la sentencia constitucional No. 372-23-EP/24, por lo que 
podrían ser destituidos, pese a que se tiene que supuestamente conocían que el 
referido fallo constitucional no disponía la restitución al cargo por parte de Raúl 
Agustín González Carrión. Esto encuentra corroboración con base a informe pericial 
200-PER, donde se extrajo y materializó la información del dispositivo E2 de Sócrates 
Verduga, donde consta una conversación a través de la aplicación WhatsApp entre 
el propietario y el número +593968140453 de fecha 23 de diciembre de 2024, el cual 
no estaba guardado en ese dispositivo, pero sí en el dispositivo E3 incautado al 
mismo, con el nombre de contacto Evelyn Loor, ex asesora de Sócrates Verduga 
Sánchez en el CPCCS. De estas interacciones, se presume que Sócrates Augusto 
Verduga Sánchez transmite a su entonces asesora Evelyn Vanessa Loor Jaramillo 
gran parte de los argumentos que simultáneamente recibió por parte de Raúl Agustín 
González Carrión, indicando que este último es quien debe asumir como 
Superintendente de Bancos, y para el efecto remitió archivos de audio que fueron 
transcritos en el informe pericial 2025-01225-PER, y sometidos al cotejamiento de 
voces a partir del informe pericial 2025-00069-PER, que concluyó determinando que 
la voz analizada se corresponde auditiva y espectográficamente con la voz de Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez. 9. A partir del informe pericial 200-PER, se extrajo y 
materializó una conversación de chat directo en la aplicación Wire, de fecha 23 de 
diciembre de 2024, mantenida entre Andrés David Arauz Galarza y Sócrates Augusto 
Verduga Sánchez, donde el primero solicita que se le remita el oficio con el cual Raúl 
Agustín González Carrión solicitó certificación a la Asamblea Nacional; se tiene que 
este mensaje obtuvo respuesta supuestamente de Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez, quien remitió dos archivos. El primero de estos archivos, debidamente 
materializado a partir de la mentada pericia, corresponde al oficio dirigido por Raúl 
Agustín González Carrión a Viviana Veloz Ramírez, entonces presidenta de la 
Asamblea Nacional, donde hace conocer lo resuelto por la Corte Constitucional en 
su sentencia No. 372-23-EP/24, así como varios argumentos para que no se 
posesione a Roberto José Romero Von Buchwald, el cual fue ingresado el 23 de 
diciembre de 2024, con el número de trámite 460643. Como base de posible 
corroboración, a partir de la pericia 200-PER, dentro del dispositivo E3 incautado a 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, se verificó una captura de pantalla con una 
conversación del 24 de diciembre de 2024 en la aplicación WhatsApp, 
supuestamente mantenida entre el propietario del dispositivo y Raúl Agustín
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González Camón, donde este último remitió un archivo de cuya materialización se 
tiene que fue el mismo compartido por Sócrates Verduga a Andrés Arauz, conforme 
a las interacciones a las que hemos hecho referencia. El segundo de estos archivos, 
debidamente materializado, corresponde al oficio No. AN-SG-2023-00094-0 de 10 de 
marzo de 2023, suscrito por el secretario general de la Asamblea Nacional, dirigido 
a Raúl Agustín González Carrión, donde se confirió copia certificada de su acta de 
posesión como Superintendente de Bancos. Ambos documentos a los que se ha 
hecho referencia, se presume que existen con base a lo constante en los oficios No. 
AN-SG-2025-0142-0, y No. AN-SG-2025-0487-0. Esto permite presumir que los 
justiciables, con el fin de favorecer a Raúl Agustín González Carrión, se asociaron 
para conseguir los insumos necesarios para que Andrés David Arauz Galarza pueda 
pelear para que la asamblea lo ratifique como Superintendente de Bancos, gestión 
que se avizora fue realizada a la interna de la organización política en la reunión del 
referido Buró, misma a la cual asistió Sócrates Verduga Sánchez para exponer los 
argumentos y conseguir el apoyo necesario de la Asamblea Nacional. A más de lo 
expuesto, conforme consta del informe pericial 200-PER, de la extracción y 
materialización de la información del dispositivo E2 de Sócrates Verduga, se tiene 
una conversación a través de la aplicación WhatsApp, presuntamente mantenida 
entre el propietario del dispositivo y su asesora Evelyn Loor, de lo que se tiene que 
compartió un archivo, de cuya materialización se trata de un documento suscrito 
por Raúl Agustín González Carrión dirigido a los consejeros del CPCCS, con el que 
solicitó que se cumplan los efectos jurídicos de la sentencia constitucional 372-23- 
EP/24, el cual fue ingresado el 23 de diciembre de 2024, con el número CPCCS-SG- 
2024-2922-EX, el cual se colige como real, conforme la certificación de la secretaría 
general del CPCCS constante en oficio No. CPCCS-CGAJ-2025-0054-OF. 10. A partir 
del informe pericial 200-PER, a través de chat directo en la aplicación Wire, 
presuntamente entre Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Andrés David Arauz 
Galarza, durante el 25 y 26 de diciembre de 2024, supuestamente los mentados se 
habrían reunido en el domicilio de Sócrates Augusto Verduga Sánchez a efectos de 
discutir el asunto de Raúl Agustín González Carrión como Superintendente de 
Bancos, toda vez que de la materialización del enlace remitido por Andrés David 
Arauz Galarza, se tiene que el mismo remite a la página web de la Corte 
Constitucional, precisamente al escrito de aclaración y ampliación presentado por 
Raúl Agustín González Carrión dentro del caso 372-23-EP. Asimismo, del precitado 
informe pericial se extrajeron las conversaciones a través de la aplicación Wire, en el 
chat grupal denominado Apoyando C de baile, del 26 de diciembre de 2024, donde 
presuntamente Sócrates Augusto Verduga Sánchez invita a Betsy Yadira Saltos Rivas 
y Andrés David Arauz Galarza, a reunirse el día siguiente, esto es el 27 de diciembre 
de 2024, en su casa, a efectos de tratar los asuntos relacionados al CPCCS. Del 
precitado informe, en el chat grupal denominado Apoyando C de baile de 27 de 
diciembre de 2024, se tiene que la reunión en casa de Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez efectivamente se llevó a cabo, toda vez que Andrés David Arauz Galarza se 
encontraba en territorio ecuatoriano, conforme se desprende del oficio No. MDI-VSC- 
SDM-DSM-2015-10370-OF, que detalla sus movimientos migratorios, estableciendo, 
que su arribo a Quito-Ecuador fue el 19 de diciembre de 2024, provenierú^de^ 
Panamá, y que su salida con destino a México fue el 06 de enero de 2025. 
manera, a la luz del informe pericial 200-PER, de la extracción y materiali:



dispositivo E3 de Sócrates Augusto Verduga Sánchez, se presume la existencia del 
rastro de siete registros de llamadas salientes y entrantes el 26 de diciembre de 2024, 
al número +593986095729 registrado como Giordano Bruno que corresponde a Raúl 
Agustín González Carrión; asimismo, de esta pericia, se evidencia la existencia de un 
intercambio de mensajes entre ambos interlocutores a través de la aplicación Signal, 
en virtud de la captura de pantalla realizada por el propietario del equipo. De la 
materialización de la referida captura en el informe pericial 200-PER, se presume el 
registro de una llamada saliente al número  registrado como Nicole, 
que corresponde a Nicole Stephanie Bonifaz López, de fecha 26 de diciembre de 2024, 
lo que tiene base de posible corroboración al analizar la materialización de la 
conversación en la aplicación Signal, constante en el informe pericial 200-PER, en la 
que presuntamente la misma le manifestó que hablara directamente con su asesor 
al respecto de las gestiones a realizarse respecto al tema de la Superintendencia de 
Bancos. Del mismo informe pericial 200-PER, de las capturas de pantalla tomadas 
supuestamente por el propietario del dispositivo, que datan del 26 de diciembre del 
2024 a partir de las 22:01:54 hasta las 23:10:06, de lo que se tiene que Raúl González 
Carrión, insistió a Sócrates Augusto Verduga Sánchez con varios argumentos para 
persuadirlo y conseguir los votos para conseguir su retorno a la máxima autoridad 
de la Superintendencia de Bancos. Por otra parte, de la conversación de chat directo 
en la aplicación Wire, del 26 de diciembre de 2024, supuestamente mantenida entre 
Sócrates Verduga y Andrés Arauz, se colige la articulación del primero con los demás 
a efectos de cumplir el objetivo en este evento, esto es, que Raúl Agustín González 
Carrión regrese a la máxima autoridad de la Superintendencia de Bancos, por lo que 
reporta a Andrés David Arauz Galarza su accionar a lo largo del día tanto con Nicole 
Stephanie Bonifaz López y Raúl Agustín González Carrión, lo que hace suponer que 
existió la comunicación con ambos al respecto de los mentados temas. Tanto más 
que Sócrates Augusto Verduga Sánchez se quejó de las condiciones exigidas por 
Nicole Stephanie Bonifaz López a efectos de apoyar con su voto en el referido evento, 
especialmente aquella consistente en que se le remita un informe jurídico favorable, 
pues sabía que la necesitaban a su lado para lograr la mayoría en el Consejo de 
Participación; y que transmite la petición concreta formulada por Raúl Agustín 
González Carrión de archivar la designación de Roberto José romero Von Buchwald, 
frente al riesgo de que se pueda proponer una acción de protección en su contra. 
Además, a partir del informe pericial 200-PER, de la aplicación Wire, de fecha 28 de 
diciembre de 2024, supuestamente mantenida entre Andrés Arauz y Sócrates 
Verduga, se avizora que el primero solicitó al segundo el trabajar en el borrador del 
informe jurídico sobre el tema de la Superintendencia de Bancos, a fin de cumplir 
con el pedido de Nicole Bonifaz López y que así pueda ayudar con su voto para 
beneficiar a Raúl Agustín González Carrión. De la extracción y materialización de la 
interacción de chat directo en la aplicación Wire, del 28 de diciembre de 2024, 
supuestamente mantenida entre Sócrates Verduga Sánchez y el usuario Yacov 
Baryshnikov que supuestamente corresponde a Evelyn Vanessa Loor Jaramillo, ex 
asesora del mentado, donde el primero, acatando la solicitud formulada por Andrés 
David Arauz Galarza, le apresura para elaborar el informe jurídico, por lo que aporta 
con varios datos corroborados en el expediente, como la censura y destitución del 
ex consejero del Consejo de Participación Juan Esteban Guarderas Cisneros, lo cual 
tiene base de posible corroboración a partir de los oficios No. AN-SG-2025-0541-0 y
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No. 2025-0680-0, ante lo cual supuestamente manifiesta que se recuperaría la 
mayoría en el CPCCS, toda vez que Eduardo Julián Franco Loor era el reemplazo del 
referido Juan Esteban Guarderas Cisneros en el Consejo de Participación. Por otra 
parte, conforme se desprende del informe 200-PER, en la aplicación Wire, dentro del 
grupo denominado Apoyando C de Baile, de 28 de diciembre de 2024, donde 
supuestamente intervienen Sócrates Verduga Sánchez y Betsy Yadira Saltos, lo que 
permite presumir que el primero menciona que Vielka Marisol Párraga Maclas no 
quería principalizarse en el Consejo de Participación, conforme lo mencionado en la 
versión de esta última, y que la segunda refirió que Nicole Stephanie Bonifaz López 
se encontraba de vacaciones hasta el 31 de diciembre de 2024, lo cual consta en el 
oficio S/N suscrito por el Coordinador General de Asesoría Jurídica del Consejo de 
Participación, donde se adjunta la certificación SNTH-2025-0077, de la que se tiene 
que la mentada tuvo vacaciones desde el 23 al 30 de diciembre del 2024, y permiso 
personal el día 31 de diciembre de 2024. En función del mentado informe pericial 
200-PER, donde se extrajeron y materializaron los chats directos en la aplicación 
Wire, en la que participaron supuestamente Sócrates Verduga Sánchez y Andrés 
David Arauz Galarza, de lo que se colige que el último pide al primero que llame a 
Vielka Marisol Párraga Macías para insistir en su principalización, frente a lo cual, 
del referido informe pericial 200-PER, del dispositivo E3 incautado a Sócrates 
Verduga, se presume la existencia de una llamada saliente, ese mismo día, a través 
de la aplicación WhatsApp, del propietario del dispositivo hacia el contacto registrado 
como Dra. Vielka Párraga, que se tiene que corresponde a Vielka Marisol Párraga 
Macías, a la luz del oficio No. 2025-0062-0007833-SRT. En esta misma interacción, 
Sócrates Verduga supuestamente luego de hablar por teléfono con Vielka Marisol 
Párraga Macías, le comunicó a Andrés David Arauz que no se principalizaría por 
determinadas situaciones laborales y familiares que afronta; asimismo, hace 
presumir que a quien se refieren como RC o Mashi, que supuestamente llamó a la 
mentada ciudadana sin lograr convencerla de su participación, se trataría de Rafael 
Vicente Correa Delgado, máximo líder del Movimiento Revolución Ciudadana. De esta 
locución, se presume que Andrés Arauz y Sócrates Verduga Sánchez, planearon 
ofrecerle un cargo a Vielka Marisol Párraga Macías en el Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social para que pueda mantener a su familia, y que de esta 
manera la asociación cuente con una persona más cuya voluntad esté alineada a sus 
intereses y a las finalidades delictivas, y el último, supuestamente concluyó en que 
deberían esperar a que Nicole Stephanie Bonifaz López se reincorpore a sus 
funciones. Conforme se desprende del informe pericial 200-PER, de la aplicación 
Wire, de fecha 28 de diciembre de 2024, donde supuestamente Andrés David Arauz 
Galarza comunicó a Sócrates Augusto Verduga Sánchez que la Asamblea Nacional 
no retrasaría más la posesión de Roberto José Romero Von Buchwald, por lo que 
presuntamente, a efectos de que el Pleno del Consejo de Participación pueda sesionar 
lo más pronto y ratificar a Raúl Agustín González Carrión, se ofreció a comprar el 
pasaje aéreo a Nicole Stephanie Bonifaz López, quien se encontraba fuera del país 
conforme consta de su certificado de movimientos migratorios aparejado al oficio No. 
MDI-VSC-SDM-DSM-2025-5554-OF, ante lo cual Sócrates Verduga Sánchez refirió 
que consultaría a la mentada si accede al mentado ofrecimiento. En esta misma 
interacción, se presume que Sócrates Verduga pidió a Andrés David Arauz 
la intervención de alias Mashi, quien se tiene que corresponde a Rafae



Correa Delgado, a efectos de que ordene a V.V. quien se avizora que corresponde a 
Viviana Veloz, entonces Presidenta de la Asamblea Nacional, para que espere en 
cuanto a la posesión de Roberto José Romero Von Buchwald, ante lo cual, 
supuestamente Andrés Arauz hizo mención al apremio de la asociación de cara a 
ratificar a Raúl González debido al inicio de la vacancia legislativa, y a que la Corte 
Constitucional podría adelantarse resolviendo los recursos propuestos por el 
mentado dentro de la causa 372-23-EP/24, frente a lo cual, presuntamente Sócrates 
Verduga, tras consultar con una amistad dentro de la Corte Constitucional, pudo 
confirmar que el recurso será conocido por el Pleno apenas el 09 de enero de 2025, 
cuestión que, afirma, les daría tiempo para que la asociación cumpla con sus fines. 
Finalmente, a la luz del informe pericial 200-PER, de la extracción y materialización 
de las interacciones de la aplicación Wire, de fecha 29 de diciembre de 2024, 
supuestamente Sócrates Augusto Verduga Sánchez comunica a Andrés David Arauz 
Galarza que Nicole Stephanie Bonifaz López no aceptó su ofrecimiento para adelantar 
su viaje de regreso, cuestión que tiene base de corroboración posible conforme a su 
certificado de movimientos migratorios ya relatado. En esta misma interacción, 
presuntamente Andrés David Arauz Galarza consulta a Sócrates Verduga respecto 
al borrador del informe jurídico supuestamente solicitado por Nicole Stephanie 
Bonifaz López a efectos de sumarse a la asociación delictiva, ante lo cual Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez le manifiesta que estará listo para el día siguiente, y 
Andrés David Arauz Galarza sugiere que en las conclusiones del informe se indique 
a la Corte Constitucional las razones por las que el CPCCS cumplió con la sentencia 
dictada dentro de la causa constitucional 372-23-EP, y así supuestamente tratar de 
influir en una resolución favorable frente a la interposición de recursos horizontales 
por parte de Raúl González Carrión. Asimismo, conforme lo acredita el informe 
pericial 200-PER, en esta interacción, Andrés David Arauz Galarza envió un archivo 
de audio materializado, sometido a transcripción en el informe pericial de audio, 
video y afines No. 2025-01225-PER, y sometido al cotejamiento de voces a partir del 
informe pericial 2025-00069-PER, que concluyó determinando que la voz analizada 
se corresponde auditiva y espectográficamente con la voz de Andrés David Arauz 
Galarza, de lo que se presume que el referido sugiere la posibilidad de que los 
consejeros se auto convoquen a sesión en el pleno del Consejo de Participación. 11. 
Del dispositivo E3 incautado a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, se extrajeron y 
materializaron cuatro capturas de pantalla de presuntas conversaciones mantenidas 
en la aplicación Signa! entre el propietario del dispositivo y Raúl Agustín González 
Carrión, del 30 de diciembre de 2024, desde las 09:32:21 hasta las 11:29:50, de lo 
que se tiene que Raúl Agustín González Carrión manifestó que, a efectos de conceder 
el pedido de los cuatro cargos de libre remoción solicitados por Andrés Arauz Galarza 
para ayudarle a regresar al cargo de Superintendente de Bancos, sólo necesitaría 
recobrar su acción de personal para poner a la gente. En esta misma interacción, se 
tiene que Raúl González supuestamente manifestó a Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez, que ante su pedido dirigido ante el CPCCS, el Presidente de la entidad, 
Andrés Fantoni, sin poner en conocimiento del Pleno, habría contestado de forma 
errada que Roberto José Romero Von Buchwald tiene una situación jurídica 
consolidada, a partir del oficio No. CPCCS-2024-0689-OF de 27 de diciembre de 
2027, documento materializado en el informe pericial 200-PER; y, que a su vez habría 
comparecido ante la Corte Constitucional a efectos de solicitar la negativa de sus
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recursos propuestos en la causa constitucional 372-23-EP, conforme al escrito 
materializado en el informe pericial. De la experticia del dispositivo E3 incautado a 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, se determinó el registro de una llamada saliente 
este mismo día, supuestamente realizada por el propietario del dispositivo al contacto 
registrado como Giordano Bruno que corresponde con Raúl Agustín González 
Carrión, donde el primero le informó el plan de acción a tomarse por parte de la 
asociación en el Consejo de Participación, y le pidió que anticipe su regreso a 
Ecuador. Por último, del informe pericial No. 200-PER, en la aplicación WhatsApp, 
de fecha 30 de diciembre de 2024, supuestamente mantenida entre Sócrates Augusto 
Verduga Sánchez y su asesora Evelyn Vanessa Loor Jaramillo, donde el primero 
reenvió los archivos que le habían sido remitidos por Raúl Agustín González Carrión 
a efectos de que operen como insumos en la elaboración del referido informe 
jurídico. 12. Del precitado informe pericial No. 200-PER, en el chat grupa! Apoyando 
C de baile de fecha 30 de diciembre de 2024, Sócrates Augusto Verduga Sánchez 
informó a los demás miembros de la asociación, que aseguró el cuarto voto en el 
Pleno del Consejo de Participación efectos de ratificar a Raúl Agustín González 
Carrión, pues supuestamente habría hablado con el asesor de Nicole Stephanie 
Bonifaz López de nombre Wilson para tal fin, quien se colige se trata de Wilson Stalin 
Gallardo Hidrobo, quien a la fecha fungía como asesor 4 de la mentada, a la luz del 
oficio No. CPCCS-CGAJ-2025-0014-OF y de su propia versión. Asimismo, se tiene 
que Sócrates Verduga comentó la premura de la asociación a efectos de que Eduardo 
Julián Franco Loor se principalice como consejero y así logren la mayoría en el Pleno 
del Consejo de Participación para cumplir con las finalidades de la asociación. De 
igual manera, en esta misma interacción se presume que la información que Sócrates 
Verduga recibió ese mismo día por parte de Raúl Agustín González Carrión, fue 
transmitida a Betsy Yadira Saltos Rivas y Andrés David Arauz Galarza, a través de 
los cuales se sugería presionar al presidente del Consejo de Participación, Andrés 
Fantoni, por haber enviado un escrito a la Corte Constitucional sin consultarlo al 
Pleno del Consejo de Participación; y, se tiene que Yadira Saltos Rivas 
supuestamente solicita que el plan armado para favorecer a Raúl Agustín González 
Carrión sea explicado a Eduardo Julián Franco Loor, para que entienda y apoye la 
estrategia. En esta misma interacción, Sócrates Verduga manifiesta que Eduardo 
Julián Franco Loor estaría fuera del país del 04 de enero al 10 de enero de 2025, lo 
cual tiene base de corroboración a partir de su certificado de movimiento migratorio 
incorporado al oficio No. MDI-VSC-SDMN-DSM-2025-5554-OF, frente a lo cual, 
buscaron adelantar la sesión, por no contar en la primera semana de enero con la 
mayoría deseada, por lo que tras determinar la inviabilidad para autoconvocarse, 
coordinaron realizar un pedido formal a Andrés Fantoni, Presidente del CPCCS, a 
efectos de que convoque a la respectiva sesión para el día 03 de enero de 2025, y que 
el mismo sería firmado por Sócrates Verduga, Betsy Yadira Saltos, Eduardo Franco 
y Nicole Bonifaz, respecto a quien supuestamente Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez manifestó que estaba alineada con los intereses de la asociación, con base 
al procedimiento para realizar la autoconvocatoria conforme al documento 
compartido por Yadira Saltos debidamente materializado en el informe pericial 200- 
PER, pues para el efecto se ameritaba que la solicitud sea suscrita al 
cuatro consejeros principales. 13. Por otra parte, del informe pericial 20^gEKj\qu#; 
extrajo y materializó las interacciones de chat directo de la aplicación W¡ ÍS¡/áe



30 de diciembre de 2024, donde supuestamente interactuaron Sócrates Verduga 
Sánchez con Yacov Baryshnikov que corresponde a Evelyn Vanessa Loor Jaramillo, 
ex asesora del referido, donde esta última remite un documento titulado informe 
jurídico sobre la aplicación de la sentencia de la Corte Constitucional 372-23-EP, 
que tras haber sido materializado, se evidencia que en este se incorporaron los 
insumos suministrados por Raúl González Carrión a efectos de ser favorecido con la 
ratificación del cargo de Superintendente de Bancos. En el chat grupal denominado 
Apoyando C de baile, de fecha 30 de diciembre de 2024, se tiene que Sócrates 
Verduga Sánchez, supuestamente habría compartido el referido documento 
conforme consta de su materialización, y, además, presuntamente refirió que este 
documento fue compartido con el asesor de Nicole Stephanie Bonifaz López, Wilson 
Stalin Gallardo Hidrobo, frente a la solicitud realizada por la mentada en la llamada 
del 26 de diciembre de 2024. 14. Del informe pericial 200-PER, se extrajeron las 
interacciones en la aplicación Wire, dentro del chat grupal denominado Jujitsu, de 
30 de diciembre de 2024, donde presuntamente Sócrates Verduga remitió un 
documento contentivo del pedido de convocatoria a una sesión extraordinaria para 
el 03 de enero, a efectos de tratar el oficio S/N, ingresado mediante trámite externo 
No. CPCCS-SG-2024-2922-EX, de fecha 23 de diciembre de 2024, suscrito por Raúl 
González Carrión, donde se observa el pie de firma de los consejeros Nicole Bonifaz, 
Yadira Saltos, Eduardo Franco y Sócrates Augusto Verduga. De esta interacción, se 
tiene que supuestamente Yadira Saltos sugirió realizar correcciones de forma, 
mientras que Andrés David Arauz sugirió incorporar la hora de la sesión, por lo que 
una vez incluidos estos cambios, Yadira Saltos remitió un nuevo documento en 
formato pdf, que acorde a su materialización se encuentra con su firma electrónica, 
y el pie de firma de los demás, con la particularidad que Eduardo Julián Franco Loor 
solicitó que se haga mención a más de que es abogado, que es PHD, lo cual fue 
acogido por Yadira Saltos Rivas, quien remitió un documento pdf, de cuya 
materialización se presume que está incorporada su firma, y que el mismo, con 
posterioridad, fue firmado por Eduardo Julián Franco Loor, denotando ambos que 
conocían la estrategia planificada para ratificar en el cargo de Superintendente de 
Bancos a Raúl Agustín González Carrión. De la experticia del dispositivo E3 de 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, se extrajeron y materializaron dos capturas de 
pantalla de presuntas conversaciones mantenidas en la aplicación Signal entre el 
propietario del dispositivo y Raúl González Carrión, del 30 de diciembre de 2024, 
desde las 17:36:56 hasta las 18:30:41, así como cuatro registros de llamadas 
salientes entre ambos, en la misma fecha, lo que permite presumir que hablan al 
respecto del escrito presentado por Andrés Fantoni ante la Corte Constitucional 
solicitando que rechacen sus recursos en la causa 372-23-EP. Se tiene que de la 
extracción y materialización de las interacciones a través de la aplicación Wire, en el 
chat grupal denominado Apoyando C de baile, de 30 de diciembre de 2024, Sócrates 
Verduga Sánchez mostró su inconformidad con el hecho de que Andrés Fantoni haya 
presentado el mentado escrito a la Corte Constitucional, frente a lo cual, Andrés 
Arauz consultó sobre la fecha de ingreso de este escrito a la Corte, ante lo que 
Sócrates Verduga Sánchez remite una imagen, de cuya materialización se tiene que 
hace referencia a la fe de presentación del escrito en la Corte constitucional con fecha 
27 de diciembre de 2024, lo cual tiene base de corroboración posible conforme al 
oficio No. CC-SG-2025-2240. En esta misma interacción, se avizora que Sócrates
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Verduga transmitió la petición de Nicole Bonifaz López respecto a que se realice una 
reunión con Andrés David Arauz Galarza y la madre de la consejera, Letty López 
Tufiño; además, supuestamente le manifestó que la referida señora querría puestos 
en la Superintendencia de Bancos y que además suele grabar las conversaciones, 
ante lo cual Andrés Arauz Galarza accedió y autorizó que se remita su contacto en 
la aplicación Signal. Del informe pericial 200-PER, de las interacciones a través de 
la aplicación Wire, en el chat grupal Apoyando C de baile, se colige que Sócrates 
Verduga manifestó que Nicole Bonifaz no firmaría el documento para la auto 
convocatoria para ratificar a Raúl González Carrión como máxima autoridad de la 
Superintendencia de Bancos, debido a que la misma sentía preocupación de que la 
Corte Constitucional la destituya, de lo que se tiene que supuestamente conocía que 
su conducta implicaba el posible incumplimiento al mandato del máximo órgano de 
justicia constitucional, lo cual fue trasmitido por su asesor Wilson Stalin Gallardo 
Hidrobo a través de llamada electrónica por vía Signal mantenida con Sócrates 
Verduga en horas de la madrugada del 31 de diciembre de 2024, conforme consta 
del informe pericial 200-PER de la extracción y materialización del equipo E2 
incautado al mencionado ciudadano. Frente a esto, en la misma interacción a la que 
se ha hecho referencia en la aplicación Wire, en el chat grupal Apoyando C de baile, 
se tiene que Andrés David Arauz Galarza, luego de haber mantenido una reunión 
con Nicole Bonifaz López y su madre, manifestó que se le debía aplicar la ley del hielo 
por parte de los demás, y que sería ella mismo quien los busque, por lo que dispuso 
pausar el pedido de convocatoria hasta obtener la mayoría deseada de cuatro 
consejeros del Consejo de Participación, y desalentó a Sócrates Verduga Sánchez de 
que comunique directamente a la Corte Constitucional la postura, para no revelar 
su estrategia y así arriesgar el cumplimiento de los fines de la asociación. 15. 
Conforme a la exposición de hechos y elementos vertida por la Fiscalía General del 
Estado, del informe pericial 200-PER, a través de la aplicación Wire, del chat grupal 
denominado Jujitsu, se tiene que el 31 de diciembre de 2024, Andrés Arauz remitió 
un archivo pdf, de cuya materialización se tiene que se trata de la convocatoria 
realizada por el Secretario de la Comisión Especializada Permanente de Fiscalización 
y Control Político de la Asamblea Nacional, para la sesión No. 098-CEPFCP2023- 
2025, a realizarse el 02 de enero de 2025, con el objeto de tramitar la solicitud de 
juicio político presentada por la asambleísta Ana Cecilia Herrera Gómez en contra de 
Johanna Ivonne Verdezoto del Salto, consejera del Consejo de Participación, lo cual 
tiene base de corroboración posible en las copias certificadas de este proceso de 
fiscalización en el oficio No. AN-SG-2025-0549-0, por lo que se avizora que la 
asociación pretendía censurar a la mencionada consejera a efectos de obtener la 
mayoría deseada en el Pleno del Consejo de Participación, lo cual no ocurrió. 16. A 
la luz del informe pericial 200-PER, de la aplicación Wire, de fecha 01 de enero de 
2025, supuestamente de interacciones mantenidas entre Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez y el usuario Yayita, que corresponde a Suad Manssur, y de las interacciones 
en la aplicación Wire, a través del chat grupal denominado Buró 2.0, de la misma 
fecha, presuntamente mantenidas entre Andrés Arauz y Sócrates Verduga Sánchez, 
y los usuarios El Cónsul, que supuestamente se corresponde a Julián Garrido, y 
QUEENB. A partir de estos elementos, se presume que Augusto Verduga, quteir 
supuestamente consta como vocal de la Secretaría Nacional de Abamos* 
Internacionales de la organización política RC5, tras manifestar que el usuqri^ya^^.



se corresponde con Suad Manssur, indica que fue quien lo convocó a la reunión del 
Buró para tratar el asunto de la Superintendencia de Bancos con los miembros del 
referido movimiento, entre estos alias Mashi, que se tiene que corresponde a Rafael 
Vicente Correa Delgado; y además, se tiene que supuestamente quedó en evidencia 
el interés de la asociación delictiva respecto al tema de la Superintendencia de 
Bancos, por lo que se convocó a una reunión en el llamado Buró a efectos de 
conseguir que Viviana Veloz, entonces Presidenta de la Asamblea Nacional, no 
posesione a Roberto José Romero Von Buchwald como Superintendente de Bancos, 
sino que espere a que el CPCCS pueda ratificar en ese cargo a Raúl Agustín González 
Carrión. De las interacciones en la aplicación Wire, de 02 de enero de 2025, 
supuestamente mantenidas entre Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Yayita, es 
decir Suad Manssur, se tiene que el último se disculpó con el primero ya que no se 
le permitió el ingreso a la reunión virtual del Buró que debía hacerlo Andrés David 
Arauz Galarza. Acto seguido, conforme consta del informe pericial, de las 
interacciones de chat individual en la aplicación Wire, de la misma fecha, entre 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Andrés David Arauz Galarza, este último se 
disculpa con el primero por no haber facultado su ingreso a la reunión virtual del 
Buró y afirma que ya se logró el objetivo de hacer que se dilate la posesión de Roberto 
José Romero Von Buchwald en la Asamblea Nacional, mientras que el primero refiere 
haber remitido a otro grupo la ayuda memoria al respecto de lo que iba a explicar en 
esa reunión. De la extracción y materialización de las interacciones en la aplicación 
Wire, en el chat grupal Rutinas crossfit, y de las interacciones de chat directo en la 
aplicación Wire, de fecha 02 de enero de 2025, supuestamente mantenidas entre 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez y el usuario Ají con Mote, quien corresponde a 
Rafael Vicente Correa Delgado, se tiene que supuestamente compartió imágenes en 
los referidos chats, de cuya materialización constante en el informe pericial 200-PER, 
se tratan de un texto titulado Ayuda Memoria: Situación jurídica de Raúl González 
Carrión, donde presuntamente se expone acerca de los recursos horizontales 
incoados por Raúl Agustín González Carrión en la sentencia constitucional No. 372- 
23-EP/24, los argumentos acerca de la situación consolidada y las recomendaciones 
para que el mentado culmine su periodo como Superintendente de Bancos hasta 
2027, y que Roberto José Romero Von Buchwald ejerza el cargo para el periodo 2027- 
2032. Asimismo, con base a la extracción y materialización de la aplicación Wire, de 
fecha 02 de enero de 2025, de las interacciones entre Andrés David Arauz Galarza y 
Sócrates Augusto Verduga, donde se da cuenta que en la reunión del Buró se logró 
que Viviana Veloz, entonces Presidenta de la Asamblea Nacional, siga retrasando la 
posesión de Roberto José Romero Von Buchwald, y donde se le sugirió que devuelva 
la resolución al Consejo de Participación simulando una consulta a efectos de 
provocar un pronunciamiento al respecto de la sentencia constitucional 372-23- 
EP/24, redactando Andrés David Arauz Galarza este documento a efectos de que 
Viviana Veloz lo firme, por lo que solicitó como insumos el informe jurídico elaborado 
por la asesora de Sócrates Verduga, Evelyn Loor, así como el oficio No. CPCCS-SG- 
2024-0678-0, a través del cual el Consejo de Participación notificó a la Asamblea 
Nacional la posesión de Roberto José Romero Von Buchwald, mismos que se 
encuentran materializados en el informe pericial 200-PER, para ulteriormente remitir 
el documento que se trata de un oficio dirigido a Andrés Fantoni, Presidente del 
CPCCS, donde consta el pie de firma donde constan las iniciales RW que
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presuntamente responde a Rebeca Vivana Veloz, Presidenta de la Asamblea Nacional 
en esa época. 17. Del informe pericial 200-PER, de las interacciones de chat 
individual en la aplicación Wire, de fecha 04 de enero de 2025, mantenidas entre 
Andrés Arauz y Sócrates Verduga, donde ambos coordinan en que Esther Adelina 
Cuesta Santana, al estar encargada de la presidencia de la Asamblea Nacional, se le 
debe decir que envíe el oficio redactado por Andrés David Arauz Galarza, cuestión 
que tiene base de corroboración en el oficio No. AN-SG-2025-0312-0 y en la versión 
rendida Rebeca Viviana Veloz Ramírez, donde se da cuenta que la referida estaría 
encargada de la Presidencia de la Asamblea Nacional en el periodo comprendido entre 
el 05 de enero al 09 de febrero de 2025, debido a la licencia sin sueldo concedida a 
la mencionada Rebeca Viviana Veloz Ramírez. A partir del informe pericial 200-PER, 
sobre las interacciones de chat individuales en la aplicación Wire, de 07 de enero de 
2025, mantenidas entre Andrés David Arauz Galarza y Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez, se presume que ambos coinciden en que era necesario que Esther Adelina 
Cuesta Santana envíe el oficio preparado por Andrés David Arauz Galarza antes de 
que comience el receso legislativo, el cual conforme lo prevé la Resolución CAL-RWR- 
2023-2025-0180 aparejado al oficio No. AN-SG-2025-0507-0, iba a llevarse a cabo 
del 08 al 22 de enero del 2025. Así, de la aplicación WhatsApp, el 08 de enero de 
2025, se colige que el contacto registrado como Jorge Sosa, quien supuestamente se 
corresponde a Jorge Washington Sosa Meza, compartió un archivo denominado hoja 
de vida 2024, en este contexto en el que supuestamente pretendían colocar en la 
dirección jurídica del Consejo de Participación a una persona allegada a los 
miembros de la asociación, siendo esta Jorge Washington Sosa Meza. En esta misma 
fecha, de las interacciones en la aplicación Wire, en el chat grupal denominado 
Apoyando C de baile, se tiene que Betsy Yadira Saltos Rivas manifestó que el 
ciudadano Jorge Washington Sosa Meza informó del acercamiento directo entre Raúl 
Agustín González Carrión y Nicole Stephanie Bonifaz López, respecto a que para votar 
alineada a los intereses de la asociación impondría condiciones. De las interacciones 
en la aplicación SIGNAL, de fecha 09 de enero de 2025, se tiene que Sócrates Verduga 
y Julián Garrido Ospina, determinaron que Jorge Washington Sosa Meza debía 
ocupar el cargo de coordinador jurídico, y que en ese día se remitiría el currículum 
del mencionado ciudadano al señor Alfredo Serrano. Así, de las interacciones de chat 
individuales en la aplicación Wire, de 09 de enero de 2025, se tiene que Sócrates 
Verduga remitió un archivo a Andrés Arauz, de cuya materialización se determinó 
que se trataba de la hoja de vida de Jorge Washington Sosa Meza, de donde se 
desprende que el autor es este último, donde se tiene que el mismo supuestamente 
habría sido asesor 1 de la Asambleísta Esther Adelina Cuesta Santana. De las 
interacciones en la aplicación Wire, a través del chat grupal denominado Apoyando 
C de baile, de 10 de enero de 2025, donde supuestamente Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez y Betsy Yadira Saltos Rivas, concordaron en que si Andrés Fantoni, 
Presidente del Consejo de Participación, no cedía ante la presión a efectos de cambiar 
al director jurídico y nombrar en ese puesto a Jorge Washington Sosa Meza, habría 
que removerlo de la presidencia del cuerpo colegiado, para captar ese cargo y tener 
control de las sesiones a fin de beneficiar el cumplimiento de las finalidades del 
grupo. De las interacciones de chat individual en la aplicación Wire, de 11 de^xíft&n 
de 2025, Sócrates Verduga le manifestó a Andrés Arauz, le manifestó que 
reuniría en horas de la tarde con Raúl Agustín González Carrión, y para tp^L



pidió que le recuerde los cuatro cargos que necesita la asociación en la 
Superintendencia de Bancos, reunión que se presume ocurrió, toda vez que Raúl 
Agustín González Camón se encontraba en territorio ecuatoriano a esa fecha, lo que 
permite presumir que el referido ciudadano, a efectos de ser ratificado como 
Superintendente de Bancos, accedió a entregar los cuatro cargos de libre remoción 
en direcciones clave del organismo, solicitados por Andrés David Arauz Galarza, y 
además insistió en que se le permita quedarse en el cargo en el periodo completo de 
cinco años. De la extracción y materialización de las interacciones a través de la 
aplicación WhatsApp, de fecha 14 de enero de 2025, mantenidas entre Sócrates 
Verduga y el contacto Jorge Sosa, correspondiente a Jorge Washington Sosa Meza, 
este último manifiesta que ese día se mantendría una reunión entre Nicole Stephanie 
Bonifaz López, su madre Letty López Tufiño, y el abogado José Garibaldi Párraga, 
defensor particular de confianza de Raúl Agustín González Carrión, por haber sido 
su defensa técnica en el caso constitucional 372-23-EP, conforme se acredita de las 
copias certificadas del expediente aparejadas al oficio No. CC-SG-2025-1026; esto 
encuentra base de corroboración también en el informe pericial 200-PER, donde se 
extrajeron y materializaron las interacciones a través de la aplicación Signal, 
consistentes en chats y en un registro de dos llamadas, donde supuestamente Jorge 
Washington Sosa Meza manifiesta que la mentada reunión se llevaría a cabo el día 
15 de enero de 2025. Ese mismo día, conforme detalla el informe pericial 200-PER, 
se registra una llamada entrante al propietario del dispositivo E3, supuestamente 
por parte de Jorge Washington Sosa Meza, y de la materialización de las 
interacciones de chat directo a través de la aplicación Wire presuntamente 
mantenidas entre Sócrates Verduga y Andrés David Arauz, respecto a las gestiones 
a tomar para lograr la designación de Jorge Washington Sosa Meza como director 
jurídico en el Consejo de Participación, el último explica que esto no debía canalizarse 
a través del asambleísta Alfredo Serrano, sino a través de una persona de apellido 
Nebot, que se supone corresponde al líder de la organización política social cristiana, 
Jaime Nebot, sin que esta gestión avance, pues se tiene que Andrés David Arauz 
Galarza se encontraba hospitalizado, conforme a los elementos antes expuestos. De 
las interacciones a través de la aplicación Signal, del 15 de enero de 2025, 
mantenidas entre Jorge Washington Sosa Meza y Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez, hace presumir que el primero asegura haber conversado con Nicole 
Stephanie Bonifaz López y con su madre, así como con Esther Adelina Cuesta 
Santana, con quien laboró en calidad de asesor en el año 2023 en la Asamblea 
Nacional, y que el segundo había llamado vía WhatsApp a Nicole Stephanie Bonifaz 
López, en esa misma fecha, de donde además se colige que durante los días 14 y 15 
de enero de 2025, se registraron nueve llamadas entrantes y salientes entre Sócrates 
Verduga y Wilson Stalin Gallardo Hidrobo, ex asesor de Nicole Stephanie Bonifaz 
López. De las interacciones de chat individuales en la aplicación Wire, de 17 de enero 
de 2025, mantenidas entre Andrés David Arauz Galarza y Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez, se avizora que el primero manifestó haber retomado las conversaciones con 
NB, que se supone es Nicole Stephanie Bonifaz López, a través de la persona cercana 
a la justiciable, Jorge Washington Sosa Meza. En ese mismo día, de las interacciones 
en la aplicación Wire, dentro del grupo denominado Apoyando C de baile, Betsy 
Yadira Saltos Rivas indicó que Nicole Stephanie Bonifaz López si apoyará el plan de 
la asociación, lo cual a su vez tiene base de corroboración posible a partir de los
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cuatro registros de llamadas entrantes y una saliente con Andrés David Arauz 
Galarza, y de dos registros de llamadas salientes del contacto que supuestamente se 
corresponde con Wilson Stalin Gallardo Hidrobo. Ahora bien, considerando que 
conforme se detalla en el memorando No. CPCCS-SG-2025-0113-M, incorporado al 
oficio No. CPCCS-CGAJ-2025-00060-OF, de 21 de enero de 2025, el Presidente del 
Consejo de Participación, emitió formalmente la convocatoria para la sesión ordinaria 
No. 003 prevista para el 22 de enero de 2025, a las lOhOO, de cuyo texto se presume 
que no se haría referencia alguna al conocimiento de la sentencia constitucional 372- 
23-EP/24, ni tampoco a la situación de Raúl Agustín González Carrión. Frente a 
esto, de las interacciones a través de la aplicación WhatsApp, de 21 de enero de 2025, 
supuestamente Evelyn Vanessa Loor Jaramillo remitió dos documentos a Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez, ambos materializados en la mentada pericia 200, y que, 
en su orden, hacen referencia a la moción para incluir en el orden del día de la 
mentada sesión, el conocimiento de la sentencia constitucional 372-23-EP/24, y al 
borrador de la referida resolución, donde se ratifica a Raúl Agustín González Carrión 
como Superintendente de Bancos. Conforme a la exposición de hechos y elementos 
de la Fiscalía General del Estado, se colige que pusieron en marcha las gestiones 
coordinadas en este evento, pues conforme al informe pericial No. 200-PER, de la 
extracción y materialización de las interacciones a través de la aplicación Wire, en el 
chat grupal Apoyando C de baile, se presume que a pedido de Nicole Stephanie 
Bonifaz López, se organizó una reunión presencial en el domicilio de Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez, a efectos de coordinar cómo se produciría el cambio en el 
orden del día en la sesión extraordinaria 003 del Consejo de Participación, frente a 
lo cual este último compartió los documentos que le fueren enviados por Evelyn 
Vanessa Loor Jaramillo. En esta interacción se tiene que Yadira Saltos Rivas envió 
una captura de pantalla, que el informe pericial se avizora una conversación en la 
aplicación Signal mantenida con Nicole Stephanie Bonifaz López, donde hacen 
referencia a la mentada reunión presencial, y donde esta última refirió que llegaría 
tarde. De esta interacción se evidencia que Andrés Arauz confirmó la asistencia a la 
reunión presencial de Nicole Bonifaz, y que la coordinación con Esther Cuesta 
Santana es positiva, tanto así que supuestamente en la noche del 21 de enero de 
2025, remitiría el oficio a efectos de consultar sobre la posesión de la máxima 
autoridad de la Superintendencia de Bancos, que se presume fue elaborado por 
Andrés David Arauz Galarza el 02 de enero de 2025. En esta misma interacción, de 
las 18h44 a las 18h49, se tiene que Andrés Arauz Galarza hizo mención al oficio 
coordinado previamente con Esther Adelina Cuesta Santana, Presidenta de la 
Asamblea Nacional a la fecha, sobre la consulta al CPCCS sobre el asunto del 
Superintendente de Bancos, ante lo cual Sócrates Verduga manifiesta que realizó 
modificaciones al oficio en el último párrafo, y de su materialización se evidencian 
modificaciones en el encabezado pues en este nuevo documento se lo dirigía a los 
seis consejeros del Consejo de Participación, en cuanto al orden de los párrafos. Del 
contexto de estas conversaciones, se presume que Andrés David Arauz Galarza, 
Betsy Yadira Saltos Rivas, Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Nicole Stephanie 
Bonifaz López, estaban reunidos en el domicilio de Sócrates Verduga Sánchez 
ultimando los detalles de la estrategia a llevar a cabo por parte de la asociacióp-H^e- 
las conversaciones mantenidas a través de la aplicación WhatsApp, del 21d\;&rL££G- 
de 2025, a partir de las 20:57 a las 23:12, se colige que Sócrates Augus^^éiító^



Sánchez remitió a su ex asesora, Evelyn Vanessa Loor Jaramillo, determinados 
documentos, a partir de cuya materialización se tiene que supuestamente responden 
a la versión final de la moción de la resolución para la sesión 003 del día 22 de enero 
de 2025, remitido a las 20:57; del oficio borrador con control de cambios, preparado 
para la firma de Esther Adelina Cuesta Santana, Presidenta encargada de la 
Asamblea Nacional, con el que solicita a los consejeros precisar la situación jurídica 
de los nuevos procesos de selección de la Superintendencia de Bancos, remitido a 
las 20:59; y el documento oficial signado con el No. AN-PR-2025-0005-0, firmado 
electrónicamente, a las 21:53:30, por Esther Adelina Cuesta Santana en calidad de 
Presidenta (E) de la Asamblea Nacional, que se presume como real por tener base de 
corroboración posible a partir de la copia certificada incorporada al oficio No. AN- 
SG-2025-0064, y de la certificación de la hoja de ruta del oficio incorporado al oficio 
No. AN-SG-2025-0488-0, de lo que se tiene que Esther Adelina Cuesta Santana 
participó directamente en el proceso de elaboración del documento con fecha 21 de 
enero de 2025, desde las 20:38:18 hasta las 21:55:23. Tras el cotejamiento entre el 
documento en formato Word con control de cambios remitido por Sócrates Augusto 
Verduga Sánchez, con el documento oficial remitido por Esther Adelina Cuesta 
Santana, se avizora que el contenido de ambos documentos es idéntico, lo que hace 
suponer que la gestión realizada por Andrés Arauz dio frutos con Esther Adelina 
Cuesta Santana, a partir de cuya gestión la asociación logró retrasar la posesión de 
la autoridad ya designada para el cargo de la máxima autoridad de la 
Superintendencia de Bancos, Roberto José Romero Von Buchwald, tanto más que 
insertó su firma en el oficio No. AN-PR-2025-0005-0 preparado por Andrés David 
Arauz Galarza y corregido por Sócrates Augusto Verduga Sánchez, cuestión que 
además se presume este último emplearía como insumo en la sesión 003 del pleno 
del Consejo de Participación previsto para el día siguiente. Del informe pericial 200- 
PER, de la experticia efectuada en el dispositivo E3, se tiene que a través de la 
aplicación Signal entre propietario del dispositivo y el usuario Andrés, esto es, Andrés 
David Arauz Galarza, constan siete registros entre llamadas entrantes y perdidas 
entre ambos, el 21 de enero de 2025, desde las 18:37 hasta las 22:51. De las 
interacciones de chat individuales en la aplicación Wire, de fecha 21 de enero de 
2025 a las 23:03, hasta el 22 de enero de 2025, las 00:02, entre Sócrates Verduga 
Sánchez, este manifiesta a Raúl Agustín González Carrión que había humo blanco 
respecto a la obtención de la mayoría deseada en la sesión 003 del CPCCS a 
desarrollarse el 22 de enero de 2025. 18. A partir de los hechos expuestos y 
elementos obtenidos por la Fiscalía General del Estado, del informe pericial 200-PER, 
de la extracción y materialización de las interacciones a través de la aplicación Wire, 
de 22 de enero de 2025, dentro del chat grupal Apoyando C de baile, se tiene que 
Andrés David Arauz Galarza informó haber hablado con Eduardo FL, refiriéndose 
supuestamente a Eduardo Julián Franco Loor, frente a lo cual asegura que todo está 
perfecto y favorable por estar este último alineado a las finalidades de la asociación, 
considerando que este último no había participado en la reunión presencial en la 
casa de Sócrates Verduga con Andrés Arauz, Betsy Saltos y Nicole Bonifaz, 
desarrollada el día 21 de enero de 2025. De las interacciones a través de la aplicación 
WhatsApp, de 22 de enero de 2025, se tiene que Evelyn Vanessa Loor Jaramillo 
remitió a Sócrates Verduga un archivo, de cuya materialización se trata del borrador 
de la moción resolución para el tema del Superintendente de Bancos incorporado al
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mentado oficio AN-PR-2025-0005-0; que Sócrates Augusto Verduga Sánchez remitió 
tres archivos de audio, y que Evelyn Vanessa Loor Jaramillo remitió dos archivos de 
audio, los cuales fueron sometidos en su orden a la transcripción correspondiente 
en el informe pericial 01225-PER, y al cotejamiento de voces a partir del informe 
pericial 2025-00069-PER, que concluyó determinando que la voz masculina 
analizada se corresponde auditiva y espectográficamente a la voz de Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez, y que la voz femenina analizada se corresponde auditiva 
y espectográficamente con la voz de Evelyn Vanessa Loor Jaramillo. A partir de estas 
interacciones, Sócrates Augusto Verduga Sánchez alistó los últimos insumos previos 
al inicio de la sesión 003 del Pleno del CPCCS, transmitiendo a su asesora que en 
las mociones de inclusión y resolución sobre el Superintendente de Bancos se haga 
mención al oficio remitido la noche anterior por Esther Adelina Cuesta Santana, 
otorgando además instrucciones para la suscripción de la moción a efectos de que 
se solicite al Pleno la declaración de permanente de dicha sesión, ante lo cual Evelyn 
Vanessa Loor Jaramillo afirma tener todos los documentos listos, y sugiere hacer el 
quipux con el nombre de permiso médico para que no se filtre la información y en 
consecuencia la coordinación de gestiones de la asociación. De las interacciones en 
la aplicación Wire, dentro del grupo Jujitsu, de 22 de enero de 2025, Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez refirió tener listo el documento referente a la moción para 
declarar la sesión como permanente, y solicitó a los consejeros que vayan a su 
despacho en las oficinas del Consejo de Participación a firmarlo, lo que se tiene que 
ocurrió, conforme a la base de corroboración obtenida a través de la copia certificada 
de este documento, aparejada al oficio No. CPCCS-CGAJ-2025-00060-OF, donde 
constan las firmas autógrafas de Sócrates Verduga, Nicole Bonifaz, Yadira Saltos y 
Eduardo Franco Loor. Por otra parte, de la interacción a través de WhatsApp, del 
mismo día, se presume que Evelyn Vanessa Loor Jaramillo remitió a Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez dos archivos de audio, los cuales fueron sometidos en su 
orden a la transcripción en el informe pericial 01225-PER, de lo que se colige que se 
explicaba que la documentación de la moción para el tema de la Superintendencia 
de Bancos se encuentra en el sistema quipux con el asunto permiso médico, un 
supuesto nombre distractor para evitar que otros funcionarios revisen el documento 
en el sistema, y así asegurar su reserva hasta el momento en que se lo emplee en la 
sesión 003 del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana, conforme además lo 
que expresa la mencionada ciudadana en su propia versión. Previo a que se 
desarrolle la mentada sesión a las lOhOO del 22 de enero de 2025, del informe pericial 
200-PER, de la extracción y materialización de la interacción a través de la aplicación 
Signal, mantenida entre Sócrates Verduga y Andrés Arauz, el primero compartió un 
mensaje de voz remitido por Raúl Agustín González Carrión a efectos de que lo 
escuche el segundo para que confirme si disimuladamente Raúl Agustín González 
Carrión amenaza con denunciarlos penalmente si dejan abierta la posibilidad de que 
Roberto José Romero Von Buchwald se posesione en el año 2027, ante lo cual, 
Andrés David Arauz Galarza dice que no lo interpreta de esa manera. En esta misma 
interacción, se avizora que Andrés Arauz plantea que si la situación de Raúl González 
fuera simple, no hubiese existido la necesidad de coordinar en la Asamblea Nacional 
y en el CPCCS, ni de presentar los recursos horizontales en la causa constitución 
No. 372-23-EP, lo que hace suponer que tenían pleno conocimiento de la ifidr 
sus conductas. Una vez llegadas las 10:00 del 22 de enero de 2025, a pyá^ly
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información aparejada al oficio signado con el No. 2025-0060-OF, consta la copia 
certificada del registro de asistencia presencial suscrito por los siete consejeros del 
Pleno del Consejo de Participación, así como la certificación emitida por la secretaría 
del organismo respecto al quorum de la sesión ordinaria 003, donde se determina 
que su hora de instalación no fue a las lOhOO, sino a las 1 lh35, y que su clausura 
fue a las 13h34. Conforme a los hechos expuestos y elementos obtenidos por la 
Fiscalía General del Estado, se presume la existencia de conversaciones que 
ocurrieron antes, durante y después del desarrollo de la mentada sesión 003 del 
Pleno del Consejo de Participación. Así, del informe pericial 200-PER, del extracto y 
materialización de interacciones en la aplicación Signal, del día 22 de enero de 2025, 
a las 11:09 hasta las 11:25, se tiene que la interacción entre Sócrates Verduga 
Sánchez y el contacto registrado como jwilliamcooke que supuestamente 
corresponde a Julián Garrido Ospina, el primero manifestó que la sesión a 
desarrollarse es polémica e intensa, refiriéndose que tratarían como hitos la remoción 
de Johana Verdezoto, y el asunto de la Superintendencia de Bancos. El día 22 de 
enero de 2025, siendo las 11:35, se instaló la sesión ordinaria 003 del Pleno del 
Consejo de Participación Ciudadana, conforme consta de la copia certificada del Acta 
Resolutiva de la sesión, donde entre otros asuntos, se discutió el primer punto del 
orden del día relacionado con la remoción de la consejera Johana Verdezoto como 
Vicepresidenta del Consejo de Participación Ciudadana. Frente a esto, de las 
interacciones a través de la aplicación Wire, en el chat grupal Apoyando C de Baile, 
del 22 de enero de 2025, a partir de las 11:43 a las 12:02, se tiene que ante la 
pregunta de Andrés Arauz respecto a cómo avanza la sesión, Yadira Saltos Rivas 
manifestó que se estaba tratando el punto de la vicepresidenta, esto es, la discusión 
sobre la remoción de la consejera Johana Verdezoto de tal cargo. De las copias 
certificadas incorporadas al oficio signado con el No. 2025-0060-OF, se tiene que se 
dio lectura al memorando No. CPCCS-2025-0016-M de 22 de enero de 2025, suscrito 
por la consejera Nicole Stephanie Bonifaz López, documento contentivo de la moción 
resolución del primer punto del orden del día para remover del cargo a la 
vicepresidenta Johana Verdezoto, y designar en su lugar a Betsy Yadira Saltos Rivas, 
la cual fue apoyada por Julián Franco Loor y Sócrates Augusto Verduga Sánchez, 
por lo que pasó a votación y fue aprobada con los votos favorables de Nicole 
Stephanie Bonifaz López, Eduardo Julián Franco Loor, Betsy Yadira Saltos Rivas y 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, por lo que se emitió la resolución No. CPCCS- 
PLE-SG-003-0-2025-0021, donde se resolvió remover de la vicepresidencia del 
CPCCS a Johana Verdezoto, y designar en su lugar a Betsy Yadira Saltos Rivas. De 
las interacciones a través de la plataforma Wire, en el chat grupal Jujitsu, se tiene 
que Eduardo Julián Franco Loor comentó a Andrés David Arauz Galarza que se 
aprobó la moción con cuatro votos favorables, por lo que, desde ese momento, Betsy 
Yadira Saltos Rivas es Vicepresidenta del Consejo de Participación. De la información 
incorporada al oficio signado con el No. 0060-OF, se tiene que en la mentada sesión 
se discutió el cuarto punto del orden del día, relacionado a la Superintendencia de 
Bancos, por lo que se dio lectura al memorando CPCCS-CSV-2025-0031-M, de 22 
de enero de 2025, suscrito por Sócrates Augusto Verduga Sánchez, documento 
contentivo de la moción resolución del cuarto punto del orden del día para conocer 
la sentencia constitucional 372-23-EP/24 y el oficio AN-PR-2025-0005-0 remitido 
por Esther Adelina Cuesta Santana en calidad de Presidenta (E) de la Asamblea
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Nacional donde se ratifica la designación de Raúl González Carrión como 
Superintendente de Bancos desde el 11 de agosto de 2022 hasta el 11 de agosto de 
2027, y donde se ratifica el nombramiento de Roberto José Romero Von Buchwald 
para que asuma este cargo a partir del 2027, moción que fue apoyada por Nicole 
Bonifaz López y Eduardo Julián Franco Loor, por lo que pasó a votación, siendo 
aprobada con los votos favorables de Nicole Bonifaz, Eduardo Franco, Yadira Saltos 
y Sócrates Verduga, y con los votos en contra de los consejeros Jazmín Enríquez, 
Johana Verdezoto y Andrés Fantoni, por lo que se emitió la resolución No. CPCCS- 
PLE-SG-003-0-2025-0024, donde se ratificó la designación de Raúl Agustín 
González Carrión como Superintendente de Bancos para desempeñar funciones por 
cinco años desde su posesión el 11 de agosto de 2022. Además, la grabación de video 
íntegra de la mentada sesión fue sometida a la pericia de secuencia de imágenes y 
transcripción de emisiones lingüísticas en el informe pericial No. DINITEC-2025- 
00206-PER, lo cual ostenta base de corroboración posible a partir de las versiones 
rendidas por Johana Verdezoto, Andrés Fantoni y Jazmín Enríquez. Una vez que el 
cuarto punto del orden del día fue aprobado, de las interacciones en la aplicación 
Wire, del 22 de enero de 2025 desde las 12:50 hasta las 13:00, del chat grupal 
denominado Jujitsu, se colige que Betsy Yadira Saltos Rivas y Nicole Stephanie 
Bonifaz López estaban en contacto telefónico durante la sesión, pues la primera 
buscó explicar las razones por las que la segunda hizo mención a la notificación de 
la Contraloria General del Estado como una medida de presión al momento de 
sustentar su voto. De las interacciones a través de la aplicación Wire, dentro del chat 
grupal Jujitsu, el 22 de enero de 2025, a las 13:05 hasta las 17:30, Betsy Yadira 
Saltos Rivas agradece a Andrés Arauz Galarza por su liderazgo y compromiso para 
que la asociación alcance sus fines; que Sócrates Augusto Verduga Sánchez remitió 
un enlace que fue preservado y materializado en el informe pericial No. 2025-0551- 
PER, que hace suponer que la publicación a la que se hace referencia fue realizada 
por el usuario @VerdugaAugusto, que se avizora corresponde a Sócrates Augusto 
Verduga Sánchez, con fecha 22 de enero de 2025, a las 13h44, con el fin de defender 
la ratificación de Raúl Agustín González Carrión a partir de la estrategia 
comunicacional de la asociación, y asimismo, remitió un archivo pdf de cuya 
materialización se tiene que se trata del memorando a partir del cual ingresó la 
moción de resolución del cuarto punto en el orden del día; y, que Andrés David Arauz 
Galarza solicitó la resolución de este cuarto punto, a efectos de comunicarle a Esther 
Adelina Cuesta Santana, insistió en que se gestione con la secretaría del Consejo de 
Participación Ciudadana, y se ejerza la presión necesaria para que se notifique de 
forma urgente la resolución a la Asamblea Nacional, a efectos de que se logren los 
fines de la asociación. De las interacciones de chat directo en la aplicación Wire, de 
fecha 22 de enero de 2025, desde las 18:05 hasta las 18:55, Andrés David Arauz 
Galarza dispuso a Sócrates Verduga Sánchez lo que debía incluir la estrategia de 
comunicación para respaldar lo resuelto al sesionar en el Pleno del Consejo de 
Participación Ciudadana, cuestión que hace presumir que la asociación consideró 
necesario obtener el apoyo de la opinión pública, frente a la polémica generada, lo 
cual guarda base de corroboración conforme a la materialización de las interacciones 
en la aplicación Wire, dentro del chat grupal Jujitsu donde Andrés David Artyp 
Galarza envió dos enlaces desde su supuesta cuenta @ecuarauz de la red s 
los cuales fueron preservados y materializados en el peritaje 2025-0055 l-PER^Jp qua;



hace presumir que ejerció gestiones acorde a la estrategia de comunicación que él 
mismo propuso. 19. Del informe pericial 200-PER, de las interacciones de chat en la 
aplicación Wire, de fecha 22 de enero de 2025 a las 23:14 al 23 de enero de 2025 a 
las 08:31, donde Andrés Arauz expresa a Sócrates Augusto Verduga Sánchez sobre 
la importancia y necesidad de que desista de la acción de queja propuesta por este 
último en contra de la jueza Nubia Vera, proceso disciplinario que existió conforme 
al oficio signado con el No. CJ-DP17-DPCD-094-EC-OF. Asimismo, de las 
interacciones en la aplicación Wire, en el chat grupal denominado Jujitsu, de 23 de 
enero de 2025 desde las 00:15 hasta las 16:40, Andrés Arauz reiteró su pedido a que 
presionen a la secretaría del Consejo de Participación Ciudadana para la notificación 
y publicación de la resolución referente a la Superintendencia de Bancos, ante lo 
cual se le manifestó de los problemas del canal institucional del Consejo de 
Participación en la plataforma YouTube, frente a lo que pidió que se presente un 
reclamo formal al respecto, lo cual fue cumplido por Betsy Yadira Saltos Rivas, 
conforme a la imagen remitida por la misma que fue materializada dando cuenta que 
se trata del memorando No. CPCCS-CBS-2025-0019-M de 23 de enero de 2025 
suscrito por su persona, quien además compartió el comunicado oficial del CPCCS 
sobre un presunto ataque a su canal de YouTube; y por Sócrates Verduga Sánchez, 
conforme al documento pdf compartido por el mismo que fue materializado dando 
cuenta que se trata del memorando CPCCS-CSV-2025-0032-M de 23 de enero de 
2025 suscrito por su persona. De esta interacción se colige que Andrés David Arauz 
Galarza solicitó el respaldo de todas las sesiones desde el año 2022, por ser el año 
de designación de Raúl González Carrión, ante lo cual Betsy Yadira Saltos Rivas 
refirió que eso lo haría Nicol Stephanie Bonifaz López, para que todos actúen de 
forma alineada a los intereses de la asociación. Por último, en esta misma interacción 
se tiene que Sócrates Augusto Verduga Sánchez, supuestamente cumpliendo la 
estrategia de comunicación de la asociación, compartió un enlace de una publicación 
realizada por el usuario @VerdugaAugusto el 23 de enero de 2025, el cual fue 
preservado y materializado en el informe pericial No. 2025-0551-PER. Del extracto y 
materialización de la conversación simultánea a través de la aplicación WhatsApp, 
del 23 de enero de 2025, se presume la interacción de Sócrates Verduga Sánchez, 
Nicole Bonifaz López, administradora del grupo, y Betsy Yadira Saltos Rivas, donde 
las últimas acuerdan pedir los respaldos correspondientes, Betsy Yadira Saltos Rivas 
de la sesión 003 y Nicole Stephanie Bonifaz López de las actuaciones anteriores a 
partir del año 2022. Finalmente, de la información incorporada al oficio No. 2025- 
0060-OF, consta el memorando CPCCS-CGAJ-2025-0033-M, suscrito 
electrónicamente por el coordinador general de asesoría jurídica del CPCCS, donde 
comunica el informe jurídico para atender el pedido remitido por Esther Adelina 
Cuesta Santana signado con el No. AN-PR-2025-0005-0, de lo que se tiene que fue 
enviado el 24 de enero de 2025 al Presidente del Consejo de Participación Ciudadana, 
concluyendo que la sentencia constitucional 372-23-EP/24 no declara un derecho a 
favor de Raúl Agustín González Carrión, y que no afecta la designación de Roberto 
José Romero Von Buchwald como Superintendente de Bancos, al constituir una 
situación jurídica consolidada, por lo que corresponde su posesión en la Asamblea 
Nacional, por lo que se recomienda que se corra traslado al órgano legislativo.
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Siendo las veinte y un horas con quince minutos la doctora Daniella Camacho Herold, 
Jueza Nacional de Garantías Penales decide dar un receso, para reinstalarse a las 
veinte y un horas con treinta minutos Verificada la presencia de los sujetos procesales 
necesarios para la realización de esta audiencia, se reinstala la misma.

RESOLUCIÓN ORAL POR PARTE DE LA DOCTORA DANIELLA CAMACHO 
HEROLD JUEZA DE GARANTÍAS PENALES.

20. Del informe pericial 200-PER, del extracto y materialización de las interacciones 
en la aplicación Wire, en el chat grupal denominado Rutinas crossfít, de 24 de enero 
de 2025, Betsy Yadira Saltos Rivas comunicó que estaban allanando las oficinas del 
CPCCS y su deseo de que su asesora se logre deshacer de todas las evidencias que 
la incriminen de la comisión de algún delito, cuestión que tiene base de corroboración 
posible conforme al informe pericial 200-PER, del extracto y materialización de las 
interacciones en la aplicación Wire, en el chat grupal denominado Jujitsu, con la 
misma fecha, Eduardo Julián Franco Loor comunicó que estaban allanando las 
oficinas del CPCCS, manifestando además que más que nunca, los miembros de la 
asociación deben mantenerse firmes. 21. Conforme a los hechos expuestos y 
elementos aportados por la Fiscalía General del Estado, conforme las copias 
certificadas del proceso constitucional 372-23-EP se tiene que el Pleno de la Corte 
Constitucional, con fecha 24 de enero de 2025, emitió el auto negando los recursos 
de aclaración y ampliación por parte de Raúl Agustín González Carrión, recordando 
que la sentencia constitucional 372-23-EP/24 es definitiva, inapelable y de 
inmediato cumplimiento, por lo que dispusieron aperturar la fase de seguimiento del 
fallo, notificando al Presidente y a otros funcionarios del Consejo de Participación, a 
través del oficio signado con el No. CC-STJ-2025-9, de 24 de enero de 2025,
aparejado al oficio signado con el No. CC-SG-2025-1244. Frente a esto, se colige que 
Betsy Yadira Saltos Rivas y Nicole Stephanie Bonifaz López suscribieron un 
documento dirigido al presidente del Consejo de Participación Ciudadana, a efectos 
de que convoque a la sesión extraordinaria para el día 26 de enero de 2025, las 
09h00, a efectos de tratar el auto de negativa de aclaración y ampliación antes 
explicado, el cual se hizo conocer mediante el memorando No. CPCCS-CBS-2025- 
0022-M, aparejado al oficio No. CPCCS-CGAJ-2025-0060-OF. A partir de lo 
constante en el mentado elemento de convicción, se tiene que Eduardo Julián Franco 
Loor y Sócrates Verduga Sánchez, a través de los respectivos memorandos 0025-M 
y 0035-M del COCCS, se adhirieron al pedido de convocatoria a la mentada sesión 
extraordinaria; y, además, que Betsy Yadira Saltos Rivas insistió en tal pedido. 
Conforme a lo constante en el oficio No. CPCCS-CGAJ-2025-0060-OF, se tiene que 
se requirió de un criterio jurídico, que fue puesto en su conocimiento a partir del 
memorando No. 2025-0038-M de 26 de enero de 2025, suscrito electrónicamente por 
el coordinador general de asesoría jurídica del Consejo de Participación, donde 
concluye que la designación de Roberto José Romero Von Buchwald como 
Superintendente de Bancos es una situación jurídica consolidada, por lo que no 
correspondía hacer una interpretación extensiva de las sentencias constitucionales, 
tanto más que el CPCCS tiene competencias administrativas y no jurisdicción 
por lo que recomienda que la resolución CPCCS-PLE-SG-003-0-2025-0024 
enero de 2025, debe extinguirse por ser contraria a derecho, o a tra
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declaratoria de nulidad procesal, y que debe convocarse a sesión para poner en 
conocimiento del pleno del Consejo de Participación Ciudadana este criterio jurídico. 
En función de lo manifestado, conforme a lo constante en el oficio No. -0060-OF, del 
Consejo de Participación Ciudadana, se tiene que el presidente del CPCCS convocó 
vía telemática a la sesión extraordinaria para el 27 de enero de 2025, a las 14h30, 
debidamente notificada a los consejeros mediante el memorando No. CPCCS-SG- 
2025-0150-M; y además, consta el memorando CPCCS-VIC-2025-0027-M de 26 de 
enero de 2025, suscrito por Betsy Yadira Saltos Rivas, quien en calidad de 
vicepresidenta del Consejo de Participación Ciudadana, comunica que se 
autoconvocan a la sesión extraordinaria No. 004 para el 27 de enero de 2025, las 
16h00, a efectos de tratar el oficio No. CPCCS-2025-0050-OF, de 25 de enero de 
2025, remitido a la Asamblea Nacional acerca del auto de negativa de aclaración y 
ampliación dentro de la causa constitucional 372-23-EP. Así mismo, conforme 
consta en el oficio No. 0060-OF, ya referido, se tiene que se desarrolló la sesión 
extraordinaria de 27 de enero de 2025, donde se verificó la asistencia de los siete 
consejeros, y que su instalación fue a las 14h37; además, previo a la lectura del 
orden del día, a pedido de Nicole Stephanie Bonifaz López la sesión fue declarada 
como permanente y la presidencia fue apelada con el voto favorable de la mentada 
consejera, de Betsy Yadira Saltos Rivas, de Eduardo Julián Franco Loor y de Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez, recayendo la dirección de la sesión en la vicepresidenta 
del Consejo de Participación, Betsy Yadira Saltos Rivas. Una vez que se dio lectura 
al orden del día, se lee la primera moción resolución informada con el memorando 
No. CPCCS-2025-0056-M de 26 de enero de 2025, suscrito por Andrés Fantoni, 
donde propone conocer y aprobar los informes jurídicos, y declarar la nulidad de la 
resolución No. CPCCS-PLE-SG-003-0-2025-0024 de 22 de enero de 2025, a efectos 
de que se retrotraiga a su estado anterior a los efectos ocasionados por esta 
resolución, y si bien la moción fue apoyada, en su votación no fue aprobada debido 
a los votos en contra de Nicole Stephanie Bonifaz López, Eduardo Julián Franco Loor, 
Betsy Yadira Saltos Rivas y Sócrates Augusto Verduga Sánchez. Luego, se dispuso 
la lectura de la segunda moción resolución informada mediante el memorando No. 
CPCCS-CNF-2025-0023-M de 27 de enero de 2025, suscrita por Nicole Stephanie 
Bonifaz López, donde plantea reconsiderar la mentada resolución, para que la misma 
quede como no aprobada por el Pleno, y por tanto, no surta efecto jurídico alguno, 
moción que tuvo el apoyo de Sócrates Verduga, Yadira Saltos y Eduardo Julián 
Franco Loor, pero que no fue aprobada, pues si bien contó con los votos favorables 
de los mentados cuatro justiciables, para efectos de aprobar una reconsideración se 
ameritaban de cinco votos. Finalmente, se dispuso la lectura de la tercera moción 
resolución informada mediante el memorando CPCCS-CEF-2025-0029-M de 27 de 
enero de 2025, suscrito por Eduardo Julián Franco Loor, donde plantea declarar la 
ineficacia de la resolución No. CPCCS-PLE-SG-003-0-2025-0024 de 22 de enero de 
2025, y declarar la nulidad de las actuaciones del presidente del Consejo de 
Participación Ciudadana, pues su firma electrónica impuesta en la mentada 
resolución no pudo validarse, moción que fue apoyada por Sócrates Verduga, y 
aprobada mediante el voto favorable en conjunto con Nicole Stephanie Bonifaz López 
y Betsy Yadira Saltos Rivas, por lo que se adoptó la resolución No. CPCCS-PLE-SG- 
003-E-2025-0033. Lo ocurrido en esta sesión, a su vez se respalda en la versión 
rendida por el doctor Andrés Santiago Peñaherrera Navas, coordinador jurídico del

70



Consejo de Participación Ciudadana. Por último, conforme a la versión rendida por 
Roberto José Romero Von Buchwald, en calidad de máxima autoridad de la 
Superintendencia de Bancos, y de los oficios No. AN-SG-2025-0541-0 y No. AN-SG- 
2025-0187-0, se tiene que Esther Adelina Cuesta Santana procedió con la posesión 
inmediata de Roberto José Romero Von Buchwald como Superintendente de Bancos 
el 27 de enero de 2025. 22. En virtud de los hechos y elementos de convicción 
expuestos, esta juzgadora presume que Andrés David Arauz Galarza, Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez, Betsy Yadira Saltos Rivas, Eduardo Julián Franco Loor, 
Raúl Agustín González Carrión y Esther Adelina Cuesta Santana, se asociaron a 
efectos de hacer caso omiso por lo resuelto por la justicia constitucional mediante 
sentencia 372-23-EP/24, y a partir de la plataforma del Consejo de Participación 
Ciudadana y de la Asamblea Nacional, pretendieron que Raúl Agustín González 
Carrión sea posesionado como Superintendente de Bancos a cambio de otorgar 
cuatro cargos de libre remoción para los fines de la asociación, para lo cual 
coordinaron y gestionaron conductas afines a estos objetivos, por lo que se presume 
su intención de asociarse a efectos de incurrir en las infracciones penales de 
incumplimiento de orden de autoridad competente y de tráfico de influencias, ambas 
sancionadas -a la fecha de los hechos- con una pena que no sobrepasa los cinco 
años de privación de la libertad. Respecto a Andrés David Arauz Galarza, quien 
supuestamente dirigió y coordinó en conjunto con Sócrates Verduga las acciones a 
seguir por parte de la asociación a efectos de lograr el objetivo de la misma, esto es, 
que Raúl González ejerza como máxima autoridad de la Superintendencia de Bancos. 
Se tiene que supuestamente fue la persona delegada por su organización política 
para todos los asuntos relacionados con el Consejo de Participación Ciudadana, 
quien facilitó las preguntas a Sócrates Augusto Verduga Sánchez para que éste las 
formule a Roberto José Romero Von Buchwald en la presentación de su plan de 
trabajo en el proceso de selección impulsado en el Consejo de Participación 
Ciudadana, con el fin de perjudicarle, y quien, a cambio de otorgar ayuda a Raúl 
Agustín González Carrión para que ejerza como Superintendente de Bancos, le exigió 
y comprometió la entrega de cuatro cargos de libre remoción en esta institución, y 
emitió indicaciones al mismo para que obtenga certificaciones en la Asamblea 
Nacional y anticipe su regreso al país. Se avizora que a partir de su pertenencia al 
movimiento Revolución Ciudadana, pudo coordinar a través de reuniones 
telemáticas con los miembros del movimiento y autoridades de la Asamblea Nacional, 
en primer lugar para convencer a Viviana Veloz de dilatar la posesión de Roberto 
José Romero Von Buchwald, y en segundo lugar para coordinar con Esther Adelina 
Cuesta Santana que se active un mecanismo de consulta al Consejo de Participación 
Ciudadana, acerca del periodo de posesión de la máxima autoridad de la 
Superintendencia de Bancos, elaborando un primer borrador del oficio para cumplir 
con esta gestión coordinada. Se tiene que presuntamente acudió al domicilio de 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez a efectos de planificar las acciones a seguir para 
lograr la ratificación de Raúl Agustín González Carrión como Superintendente de 
Bancos. Presuntamente emitió disposiciones a los ex consejeros del Consejo de 
Participación Ciudadana, Sócrates Augusto Verduga Sánchez, Betsy Yadira 
Rivas y Eduardo Julián Franco Loor, a efectos de que cursen pedidos dj 
sugiriendo fechas y horas de convocatoria, e incidiendo en los argumei 
mociones, resoluciones y las ulteriores votaciones. Fue el encargado de nj



la consejera del Consejo de Participación Ciudadana, Nicole Stephanie Bonifaz López 
y con su madre, las condiciones para que su voto sea favorable en la ratificación de 
Raúl Agustín González Carrión como Superintendente de Bancos. Y, solicitó a 
Sócrates Verduga Sánchez la elaboración de insumos jurídicos a efectos de conseguir 
el apoyo de Nicole Stephanie Bonifaz López, emitió las directrices para la estrategia 
comunicaciones con la que la asociación pretendía defender lo ocurrido en la sesión 
del 22 de enero de 2025. En cuanto a Sócrates Augusto Verduga Sánchez, se 
presume que mantuvo comunicación directa con Raúl Agustín González Carrión, 
quien a su vez le remitió documentos y argumentos a efectos de ser favorecido con 
la ratificación como máxima autoridad en la Superintendencia de Bancos, y que a 
pesar de conocer las circunstancias que impedían consolidar esta situación, en su 
calidad de consejero del CPCCS encabezó un plan al interior de la institución para 
lograr este objetivo, tanto más que trasladó a Raúl Agustín González Carrión el 
requerimiento de Andrés David Arauz Galarza respecto a que se otorguen cuatro 
cargos de libre remoción una vez retome el cargo de Superintendente de Bancos, a 
cambio de ayudarle a conseguir este fin. Se tiene que supuestamente participa de 
forma activa en la obtención de documentos, argumentos e insumos favorables para 
la ratificación de Raúl Agustín González Carrión, conectándose a una reunión virtual 
en el denominado Buró de la organización política Revolución Ciudadana, donde 
ocupó el rol de apoyar a Andrés Arauz Galarza a que se logre dilatar la posesión de 
Roberto José Romero Von Buchwald en la Asamblea Nacional. Que facilitó su 
domicilio para realizar las reuniones con los demás justiciables, a efectos de 
coordinar las acciones para cumplir con la finalidad de la asociación delictiva. Utilizó 
los insumos que le fueren entregados por Raúl Agustín González Carrión, 
disponiendo a su asesora Evelyn Loor Jaramillo que elabore el informe jurídico para 
sustentar su ratificación como Superintendente de Bancos, y que además fueron 
utilizados en la moción resolución presentada en la sesión ordinaria del 22 de enero 
del 2025 en el Pleno del Consejo de Participación. Se evidencia que insistió a Andrés 
David Arauz Galarza para gestionar la designación de Jorge Washington Sosa Meza 
en el cargo de coordinador jurídico del Consejo de Participación Ciudadana, al ser 
un cargo clave para que la asociación pueda cumplir sus fines. Se tiene que 
supuestamente es quien comparte el borrador del oficio con control de cambios que 
fue firmado por Esther Adelina Cuesta Santana como Presidenta (E) de la Asamblea 
Nacional, a efectos de activar la consulta al Consejo de Participación Ciudadana 
sobre la posesión de la máxima autoridad en la Superintendencia de Bancos. Se 
colige que en la sesión ordinaria del Pleno del CPPCS del 22 de enero de 2025, actuó 
conforme a los acuerdos pactados con la asociación, al presentar moción es de 
inclusión y resolución del cuarto punto del orden del día, y supuestamente 
incumpliendo la sentencia constitucional No. 372-23-EP/24, aprobó junto a la 
mayoría conformada por su persona, Nicole Stephanie Bonifaz López, Betsy Yadira 
Saltos Rivas y Eduardo Julián Franco Loor, la ratificación de Raúl Agustín González 
Carrión como Superintendente de Bancos. Con relación a Betsy Yadira Saltos Rivas, 
se presume que acudió a las reuniones de coordinación realizadas en el domicilio de 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, a efectos de coordinar las gestiones a realizar 
para la ratificación de Raúl Agustín González Carrión como Superintendente de 
Bancos, y solicitó a Sócrates Augusto Verduga Sánchez explicar a Eduardo Julián 
Franco Loor el plan trazado, para asegurar el voto favorable del mencionado. Que
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supuestamente, en coordinación con los demás consejeros asociados, consintió con 
su firma el solicitar la convocatoria para la sesión del Pleno del CPCCS para el 03 de 
enero de 2025, a efectos de que se trate la ratificación de Raúl Agustín González 
Carrión. Además, cabe presumir que en la sesión del Pleno del CPCCS del 22 de 
enero de 2025, actúa de manera alineada a los acuerdos llegados con la asociación, 
presentando su moción y votando según lo pactado con la mayoría conformada por 
Nicole Stephanie Bonifaz López, Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Eduardo 
Julián Franco Loor, y con posterioridad a la sesión, coordinó junto con Nicole 
Stephanie Bonifaz López que se obtengan los respaldos de las actuaciones del CPCCS 
relacionadas con la designación de Raúl Agustín González Carrión. Y, se tiene que 
como vicepresidenta del CPCCS, informó que junto con Nicole Stephanie Bonifaz 
López, Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Eduardo Julián Franco Loor, se 
autoconvocaron a la sesión extraordinaria No. 004 para el 27 de enero de 2025, a fin 
de que se remedien las acciones tomadas con antelación sobre la ratificación de Raúl 
Agustín González Carrión como Superintendente de Bancos, a pesar de que la sesión 
para tal fin había sido convocada por el presidente del CPCCS para llevarse a cabo 
ese mismo día unas horas antes. Con respecto a Eduardo Julián Franco Loor, se 
tiene que una vez prestó su voluntad para alinearse a los intereses de la organización, 
suscribe con su firma electrónica la solicitud de la convocatoria a la sesión para el 
03 de enero de 2025, para que el Pleno del CPCCS trate el tema de Raúl Agustín 
González Carrión. Que supuestamente en la sesión del Pleno del CPCCS del 22 de 
enero de 2025, actúa de manera directa alineado a las gestiones acordadas por la 
asociación, por lo que apoyó las mociones de sus compañeros y votó según lo pactado 
junto con la mayoría conformada por Sócrates Augusto Verduga Sánchez, Nicole 
Stephanie Bonifaz López y Betsy Yadira Saltos Rivas. Y, se evidencia que, en la sesión 
extraordinaria del 27 de enero de 2025, es el proponente de la moción a partir de la 
cual se aprobó la ineficacia del acto administrativo del 22 de enero de 2025, la cual 
supuestamente es una figura inexistente en el Derecho Administrativo, y que a pesar 
de ello fue aprobada por la mayoría conformada por los demás consejeros. Con 
relación a Nicole Stephanie Bonifaz López, se presume que a efectos de coordinar las 
gestiones a realizar para alcanzar el fin ilícito de la asociación, mantuvo contacto 
directo con Sócrates Augusto Verduga Sánchez los días 26 de diciembre de 2024 y 
15 de enero de 2025; que con el mismo objetivo, coordinó acciones a través de su ex 
asesor Wilson Gallardo, quien se reunió con Sócrates Augusto Verduga Sánchez de 
forma presencial, y con quien mantuvo varias llamadas telefónicas los días 26 y 31 
de diciembre de 2024, y 14 y 15 de enero de 2025, y que en la llamada telefónica del 
26 de diciembre de 2024, éste solicitó la elaboración de un informe jurídico para 
apoyar con su voto favorable a la ratificación de Raúl Agustín González Carrión como 
Superintendente de Bancos, el cual fue compartido por Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez a su ex asesor. De las comunicaciones mantenidas a través de su ex asesor, 
se tiene que supuestamente solicitó una reunión con su madre y Andrés David Arauz 
Galarza, a efectos de tratar las condiciones de su apoyo con el voto favorable, y que 
además existió un acercamiento directo con Raúl Agustín González Carrión a través 
de su abogado Jorge Garibaldi y de Jorge Sosa, último quien reveló que Nicole 
Stephanie Bonifaz López no vota de gratis y que cada voto será una negociación. Se
colige que solicitó y participó en la reunión presencial del 21 de ene 
domicilio de Augusto Verduga Sánchez a efectos de ultimar la sesi



día 22 de fitíCTTíf de 2Ü25r donde actuó apegada a los acuerdos pactados por los demás 
miembros de la asociación, siendo quien propuso la remoción de Johana Verdezoto, 
Vicepresidenta del Consejo de Participación, y la designación de Betsy Yadira Saltos 
Rivas, y donde apoyó las mociones y votó junto con la mayoría conformada por los 
demás consejeros. Supuestamente es la administradora de un chat grupal en la 
aplicación WhatsApp, a través del cual mantuvo comunicación directa con Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez y Betsy Yadira Saltos Rivas, intercambiando mensajes que 
guardan relación con las gestiones que la asociación buscaba realizar para recabar 
los respaldos de las sesiones del Consejo de Participación, relacionadas a Raúl 
Agustín González Carrión ante el daño en la plataforma de YouTube del CPCCS. Y, 
se evidencia que, en un intento de remediar las acciones respecto a la ratificación de 
Raúl Agustín González Carrión, se sumó a la autoconvocatoria a la sesión 
extraordinaria del 27 de enero de 2025. En cuanto a Raúl Agustín González Carrión, 
se tiene que supuestamente tuvo comunicación directa a través de conversaciones 
de chat y llamadas telefónicas con Sócrates Augusto Verduga Sánchez, entonces 
consejero del CPCCS, a quien convence para ser favorecido por la asociación en su 
ímpetu de retomar su cargo como Superintendente de Bancos, por lo que proporcionó 
argumentos para defender su designación y posesión por encima de Roberto José 
Romero Von Buchwald, por lo que compartió documentos y decisiones de la Corte 
Constitucional para respaldar su pedido, constituyéndose en los insumos plasmados 
en el informe jurídico elaborado por Evelyn Loor Jaramillo, y considerados en la 
moción presentada en la sesión No. 003 del 22 de enero de 2025, donde mediante 
voto de mayoría de los consejeros, se resolvió su ratificación. Se avizora que se reunió 
de forma presencial con Sócrates Augusto Verduga Sánchez, a efectos de coordinar 
las gestiones a realizar para alcanzar los fines de la asociación, y aceptó entregar los 
cuatro puestos solicitados por Andrés David Arauz Galarza a cambio de que se le 
ayude a retornar al cargo de Superintendente de Bancos, afirmando que para poner 
la gente sólo necesitaría la acción de personal. Finalmente, con referencia a Esther 
Adelina Cuesta Santana, se presume que al asumir como Presidenta encargada de 
la Asamblea Nacional en lugar de Viviana Veloz, coordinó directamente con Andrés 
David Arauz Galarza, y facilitando el cumplimiento del fin delictivo de la asociación, 
aceptó enviar el oficio con la aparente consulta al CPCCS, a efectos de evitar la 
posesión de Roberto José Romero Von Buchwald y generar la discusión jurídica que 
permita al pleno del Consejo de Participación Ciudadana resolver sobre la ratificación 
de Raúl Agustín González Carrión. Se tiene que supuestamente conversó al respecto 
de las gestiones a realizar con Jorge Wahsington Sosa Meza, persona allegada con la 
asociación, quien fue su asesor en la Asamblea Nacional en el año 2023. Y, se colige 
que luego de que Sócrates Augusto Verduga Sánchez perfeccionó la redacción del 
mentado oficio y la compartió con control de cambios, Andrés David Arauz Galarza 
se la remitió para que la firme, lo cual efectivamente ocurre, tanto más que este 
documento tiene el mismo contenido del oficio enviado al Consejo de Participación 
Ciudadana. Una vez que se han determinado los hechos y elementos expuestos por 
la Fiscalía General del Estado a efectos de sustentar su acusación en contra de Nicole 
Stephanie Bonifaz López, Eduardo Julián Franco Loor, Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez, Betsy Yadira Saltos Rivas, Andrés David Arauz Galarza, Raúl Agustín 
González Carrión y Esther Adelina Cuesta Santana, por presumirlos autores del 
delito de asociación ilícita, tipificado y sancionado en el articulo 370 del COIP,
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corresponde analizar de forma individualizada las alegaciones formuladas por las 
personas procesadas. 1. Nicole Stephanie Bonifaz López, por intermedio de su 
defensora técnica, en respuesta a la exposición de hechos y elementos realizada por 
la Fiscalía General del Estado, solicitó que a su favor se dicte el sobreseimiento, en 
los términos del artículo 605 numeral 2 del COIP, pues a su entender, los elementos 
de la acusación son insuficientes para presumir su participación en la supuesta 
infracción, a partir de los siguientes argumentos: a. Que debe considerarse el 
contexto institucional del Consejo de Participación Ciudadana, la recomposición del 
pleno y la incidencia en los diferentes procesos de designación, entre estos, el de la 
máxima autoridad de la Superintendencia de Bancos, pues en febrero de 2022 
cambió la presidencia y vicepresidencia del organismo tras apelarse la presidencia; 
en enero de 2023 la Corte Constitucional destituyó a siete de los consejeros; entre 
febrero y mayo de 2023 asumen los consejeros suplentes y se instala un nuevo Pleno 
transitorio; en mayo de 2023 Alembert Vera asume la presidencia y ella la 
vicepresidencia; en octubre de 2023 se produce la remoción de Alembert Vera y ella 
asume la presidencia; en abril de 2024 es relevada de la presidencia y asume Andrés 
Fantoni; en agosto de 2024 renuncia una consejera, se posesiona un reemplazo y 
hay una nueva vicepresidenta; en enero de 2025 se produce la destitución de varios 
consejeros por decisión del Tribunal Contencioso Electoral, b. Que debe verificarse 
el memorando No. CPCCS-SG-2025-0677-M del 26 de mayo de 2025, incorporado al 
oficio signado con el No. CPCCS-CGAJ-2025-0045 del 27 de mayo de 2025, donde 
se adjunta una dirección de link donde se desprende toda la información de las 
sesiones, c. Que debe tomarse en cuenta que Raúl González fue posesionado por la 
Asamblea Nacional el 11 de agosto de 2022, e incluso se desempeñó como 
Superintendente de Bancos entre el 11 y el 15 de agosto de 2022, designación que 
fue anulada por la justicia ordinaria; que a partir de esto, el Consejo de Participación 
Ciudadana impulsó un nuevo proceso, ratificando en mayo de 2024 la designación 
de Roberto Romero, quien en julio de 2024 renunció a esta designación; que frente 
a esto, el Consejo de Participación Ciudadana abrió un nuevo proceso, solicitó una 
nueva terna al ejecutivo, conformó la comisión técnica y finalmente designó el 04 
diciembre de 2024 a Roberto Romero, sin embargo, el 05 de diciembre de 2024, la 
Corte Constitucional emitió la sentencia 372-23-EP/24, donde se dejó sin efecto la 
acción de protección que había anulado la designación de Raúl González, por lo que 
el 22 de enero de 2025, el Consejo de Participación Ciudadana reconoce la 
designación de Raúl González hasta agosto de 2027, y ubicaron a Roberto Romero 
para el periodo posterior, y si bien el criterio puede parecer desacertado, esto no se 
consolida en un elemento del tipo penal; que el 24 de enero de 2025 la Corte 
Constitucional emitió la negativa de aclaración y ampliación, y el 27 de enero de 
2025, el Consejo de Participación Ciudadana declara ineficaz la resolución del 22 de 
enero de 2025, adoptando nuevas decisiones, d. Que con relación al informe pericial 
No. DINITEC-Z9-JCRIM-IFO-2025-00200-PER, donde se extraen y materializan 
interacciones de chat, constan dos grupos de conversaciones, aquellas donde 
terceras personas hacen alusión, y aquellas en las cuales mantiene conversaciones 
protocolarias de forma directa, así, en las interacciones dentro del grupo JujjXsu^. 
rutinas crossfit y Buró 2.0, no interviene al no formar parte de los mismosygrn¡f£(%}£b 
tan sólo se hace referencia a la misma por parte de los integrantes^ 
interacciones individuales presuntamente mantenidas entre otros



tampoco interviene, sino que en las mentadas interacciones tan sólo se toma su 
nombre y se muestra animadversión hacia su persona, cuestión que no permite 
atribuirle términos de participación, algún tipo de dirección o coordinación en la 
asociación, e. Que con relación al informe pericial No. DINITEC-Z9-JCRIM-AVA- 
2025-00427-PER, del conjunto de conversaciones que se encuentran materializadas 
no existe una sola que se le pueda atribuir, más allá de que otros se hayan tomado 
su nombre para referirse a ella en interacciones de trabajo, f. Que en cuanto al 
informe pericial No. DINITEC-Z9-JCRIM-IFO-2025-00536-PER, se determinó que era 
un contacto telefónico, lo cual por sí mismo no se configura como un elemento para 
la infracción, tanto más que en esta pericia consta una conversación vaga con el 
propietario del dispositivo incautado, pues no hace referencia en lo absoluto a los 
hechos tratados, y en lo demás no existen interacciones relevantes, g. Que con 
respecto al informe pericial No. DINITEC-Z9-JCRIM-AVA-2025-01225-PER, más allá 
de las alusiones vulgares que se vierten en su contra, no existe ninguna interacción 
a partir de la cual se entienda que haya pretendido tomarse la institución para 
distorsionar o mal encaminar los procesos de designación, h. Que las interacciones 
de chat a través de las cuales terceras personas hacen referencia, así como su 
conversación mantenida de forma directa, no acreditan la integración coordinación 
o pertenencia a una estructura común, ni tampoco que haya dirigido, coordinado, 
planificado o que se haya adherido de forma estratégica a una asociación, pues no 
ha manifestado dominio, conducción, reparto de funciones, ejecución de 
instrucciones , ni tampoco la apropiación de un plan común; asimismo, se acredita 
que haya formado parte del círculo de confianza de alguna mayoría, ni que haya sido 
operadora interna de decisiones, sino que al contrario, su nombre es mencionado 
por terceros a través de una dinámica propia de espacios políticos o institucionales, 
lo que incluso generó animadversión y expresiones adversas en su contra, cuestión 
que difícilmente equivale a formar parte de una asociación delictiva, por lo que no se 
desprende su conocimiento, aceptación ni asunción consciente de ninguna estrategia 
presuntamente delictiva, i. Que el formulario de la denuncia propuesta por Roberto 
Romero data del 23 de enero de 2025, y que los hechos denunciados corresponden 
a la resolución del 22 de enero de 2025, lo que se analiza en contraste con que el 21 
de enero de 2025, Roberto Romero fue designado mediante decreto del Presidente de 
la República, como delegado del ejecutivo en el directorio de la Corporación Nacional 
de Finanzas Populares y Solidarias, y con que el 27 de enero de 2025, cuando rindió 
la versión en Fiscalía por este caso, hizo caso omiso de la mentada designación como 
delegado, la cual quedó sin efecto apenas el 29 de enero de 2025, por lo que ejerció 
de forma simultánea dos cargos al mismo tiempo, cuestión que se corrobora con la 
versión rendida por el referido Roberto Romero, j. Que del oficio signado con el No. 
CC-SG-2025-1026, donde constan las copias certificadas de la causa constitucional 
372-23-EP, donde no se hizo constar el auto de seguimiento sobre el cumplimiento 
de la precitada sentencia, siendo este un factor a considerar, pues estaba en juego 
la implementación de una interpretación institucional de la sentencia, más no el 
desacato de un auto de seguimiento que no existía, tanto más que la misma 
resolución del Pleno del Consejo de Participación, muestra que el debate giró en tomo 
al auto de negativa de aclaración y ampliación, de la eficacia de la resolución de 22 
de enero de 2025 del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana, de los problemas 
de notificación y de la firma que se presentaron, k. Que de las versiones que constan
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en el expediente fiscal, se tiene que ninguna de las personas aportó un solo indicio 
que permita acercamos a la presunción de que colaboraba con la presunta 
asociación, y lo propio ocurre en los demás informes periciales, donde no se hace 
alusión a la existencia de alguna participación inusual o delictiva. 1. Que la 
investigación no demuestra cuál fue su aporte específico o rol funcional que cumplió 
dentro de una supuesta asociación verificable y contrastable, ni cuál sería el nexo 
real entre su conducta y el ñn delictivo, pues no se demuestra que haya realizado un 
acto propio, concreto, y verificable de adhesión consciente a una asociación ilícita, 
por lo que se la ha vinculado por un contexto de cercanía institucional, m. Que 
conforme se desprende del oficio No. CNE-SG-2025-2668-OF, no pertenece, ni está 
afiliada, ni es adherente a ninguna organización política, lo cual es relevante 
considerando el contexto de la acusación. 2. Eduardo Julián Franco Loor, por 
intermedio de su defensor técnico, en respuesta a la exposición de hechos y 
elementos realizada por la Fiscalía General del Estado, solicitó que a su favor se dicte 
el sobreseimiento, en los términos del artículo 605 numeral 2 del COIP, pues a su 
entender, los hechos no constituyen delito, y los elementos en los que se funda la 
acusación son insuficientes para presumir su participación en la supuesta 
infracción, a partir de los siguientes argumentos: a. Que la Fiscalía no ha presentado 
elementos de convicción de la existencia del supuesto delito de asociación ilícita que 
haga presumir que haya participado, pues a partir de una alegación de contenido 
político, refirió que intervinieron en la planificación de una estrategia para controlar 
las instituciones del Estado tales como la Superintendencia de Bancos, el Consejo 
de la Judicatura y el Tribunal Contencioso Electoral, a través de una asociación que 
pretendía incurrir en los delitos de tráfico de influencias e incumplimiento de orden 
de autoridad competente, b. Que la Fiscalía no dijo cuándo, cómo y dónde se produjo 
la asociación, ni tampoco mencionó las razones por las que presume la 
responsabilidad, pues al ser una teoría política, no se circunscribe al principio de 
legalidad, pues no ha denotado una conducta penalmente relevante supuestamente 
desplegada, c. Que el delito de asociación ilícita es una infracción de peligro 
abstracto, por lo que a más de exponer cuándo, cómo y dónde se produjo la 
infracción, debía determinarse la existencia del peligro para la realización del tipo 
penal, por lo que al no describirse su participación, la teoría de Fiscalía carece de 
fundamentación, tanto más que en nuestro Estado Constitucional de Derechos y de 
Justicia, las instituciones públicas y los partidos y movimientos políticos actúan en 
el marco de sus potestades constitucionales e infraconstitucionales, en estricto 
cumplimiento del principio de legalidad en el marco del derecho público, a través del 
cual toda institución y personero público motivan sus acciones y decisiones en 
normas jurídicas contempladas con antelación de forma taxativa en el orden 
constitucional y legal, cuestión que ha ocurrido en la presente causa, pues ha 
actuado conforme a su cargo de consejero del CPCCS y a la normativa pertinente, d. 
Que la Fiscalía, en la exposición de sus eventos, respecto al primero manifestó que 
en conjunto con Sócrates Verduga y Yadira Saltos, se articularon para dilatar la 
decisión de la justicia electoral y conseguir impunidad y mantenerse en sus cargos, 
planificando la comisión de los delitos de tráfico de influencias, de oferta de tráfico 
de influencias, y novedosamente, de fraude procesal, con lo cual angustia su derecho 
a la defensa, pues a ningún momento previo de la causa había imputado
comisión del delito fin de fraude



técnica al respecto, cuando el último inciso del artículo 603 del COIP prevé que la 
acusación sólo podrá referirse a los hechos y personas constantes en la formulación 
de cargos, lo cual debe servir para sustentar su sobreseimiento, e. Que, de los 
elementos de descargo aportados, se verifica que se exime de la responsabilidad, 
pues su actuación no se adecúa a los presupuestos dogmáticos del tipo penal, y 
porque llevó a cabo acciones legítimas de conformidad con las funciones de consejero 
del CPCCS, lo cual se corrobora a partir de su versión, que no ha sido considerada 
por la Fiscalía en vulneración al principio de objetividad, tanto más que no se ha 
singularizado su conducta, f. Que en el evento 3, se imputa que remitió con su firma 
electrónica la solicitud para que el Pleno del CPCCS tratara la situación de Raúl 
González el 03 de enero de 2025; que actuó de manera alineada a los pactos de la 
asociación en la sesión de 22 de enero de 2025, apoyando las mociones de la mayoría, 
lo que por sí mismo no constituye un delito; y, que presentó la moción para declarar 
la ineficacia del acto administrativo de la ratificación dada en la sesión del 27 de 
enero de 2025, de lo que se ha dicho que esta figura no existe, cuando se trata de 
una institución dogmática cuya naturaleza no corresponde discutirse en un proceso 
penal, g. Que, según lo manifestado por la Fiscalía, la época de la perpetración del 
supuesto delito de asociación ilícita, ocurrió desde noviembre de 2024 hasta el 22 de 
enero de 2025, ante lo que debe tomarse en cuenta que actuó sólo nueve días como 
consejero del CPCCS durante los días 30 de diciembre de 2024 al 31 de enero de 
2025. h. Que conforme se acredita de la denuncia presentada por Roberto Romero, 
fue denunciado en calidad de consejero del CPCCS, como integrante del Pleno, lo 
cual constituye un absurdo, pues conforme lo prevé el artículo 229 del Código 
Orgánico Administrativo, en el ejercicio de las resoluciones mayoritarias que 
producen una resolución administrativa, no puede haber dolo, tanto más que no 
existe dolo en su accionar, pues sus actos estuvieron motivados por normas 
constitucionales e infraconstitucionales, por lo que las resoluciones del Pleno en las 
que participó a través de su voto favorable, no traen indicios de dolo, pues se 
erigieron con base al artículo 173 de la CRE, y si existía alguna duda, debió 
impugnarse estos actos a través de la vía administrativa, i. Que, de la denuncia 
presentada por Roberto Romero, se tiene que se denuncia al Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social, mas no a sí mismo a título personal, j. Que en lo 
concerniente al delito de incumplimiento de decisiones legítimas de autoridad 
competente, se tiene que esta figura no es aplicable al caso, ya que su actuación 
estuvo revestida de autoridad estatal y llevada a cabo en el marco institucional de 
un cuerpo plenario, por lo que a partir de la aplicación literal del tipo penal conforme 
al artículo 13 del COIP, se tiene que sólo una persona natural puede incurrir en esta 
infracción, más no una persona de derecho público como lo es el Consejo de 
Participación, tanto más que el incumplimiento de una sentencia no es delito, tanto 
más que el fallo constitucional 372-23-EP/24 no otorgó una obligación específica a 
su persona, k. Que no ha incurrido en la comisión de los delitos de oferta de tráfico 
de influencias y tráfico de influencias, pues se expusieron argumentos generales, sin 
especificar qué delitos habrían perpetrado o querido perpetrar los supuestos 
miembros de la asociación. 1. Que de la materialización de las interacciones de chat, 
se atribuye que actuaba a partir del alias de El Justiciero en el grupo denominado 
Jujitsu de la aplicación Wire, y de las mismas no se infiere conversación alguna que 
de cuenta de la comisión de los delitos que se le imputa, sino que sólo emitió
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expresiones en el marco del ejercicio del debido proceso dentro de la causa electoral 
No. 123-2024-TCE Acumulada, pero nada dice sobre la sentencia constitucional 
372-23-EP/24, que dicho sea de paso se encuentra en fase de seguimiento, por lo 
que es incorrecto imputar su incumplimiento, cuando aún la Corte Constitucional 
no se ha pronunciado al respecto, lo cual no constituye un delito. 3. Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez, en ejercicio de su propia defensa y a través de su defensor 
técnico, en respuesta a la exposición de hechos y elementos realizada por la Fiscalía 
General del Estado, solicitó que a su favor se dicte el sobreseimiento, en los términos 
del artículo 605 numeral 2 del COIP, pues a su entender, los hechos no constituyen 
delito, y los elementos en los que se funda la acusación son insuficientes para 
presumir su participación en la supuesta infracción, a partir de los siguientes 
argumentos: a. Que del evento tres, concerniente a la ratificación de Raúl González 
como Superintendente de Bancos, lo que hicieron es ratificar la decisión hecha en 
su momento en el año 2022 por parte del Consejo de Participación Ciudadana, la 
posesión en la Asamblea Nacional de fecha 11 de agosto del mismo año y la acción 
de personal emitida por la Superintendencia con fecha 11 de agosto del mismo año, 
por lo que no se creó una situación jurídica nueva, sino que se ratificó una decisión 
ya existente, respaldada en hechos públicos y notorios, conforme consta de la 
sentencia constitucional 372-23-EP/24, que al resolver una acción extraordinaria de 
protección dejó sin efecto las decisiones de la justicia ordinaria que nulitaron su 
designación, ante lo cual se tiene que cuando un fallo constitucional declara la 
vulneración de derechos constitucionales, debe retrotraerse al estado de las cosas 
antes de la vulneración, conforme lo prevé el artículo 18 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, b. Que la sentencia 
constitucional que da luces sobre cómo aplicar el mentado fallo constitucional, es la 
signada con el No. 184- 14-SEP-CC de 22 de octubre de 2014, que establece con 
claridad lo que implica una situación jurídica consolidada y una legítima expectativa 
de derecho, de donde se desprende que los derechos adquiridos son aquellos 
entendidos como válidos y definitivos, pertenecientes al patrimonio de una persona, 
mientras que las expectativas legítimas son situaciones no consolidadas, siendo este 
el insumo para sustentar su moción que fue aprobada por el órgano colegiado, 
determinando que la situación jurídica consolidada no correspondía a Roberto 
Romero, sino a Raúl González, quien tuvo designación ante el Consejo de 
Participación, posesión ante la Asamblea Nacional y acción de personal de la 
Superintendencia, c. Que conforme consta en la versión rendida por el juzgador 
ponente de lamentada sentencia constitucional, Antonio Gaviria, el mismo manifestó 
que cuando una persona tiene designación, posesión y acción de personal, se trata 
de una situación jurídica consolidada, lo que pone en evidencia que no se ha 
demostrado la infracción de incumplimiento de decisiones emitidas por autoridad 
competente, d. Que respecto a que se ha incurrido en la infracción de usurpación de 
funciones por supuestamente extralimitarse al ratificar a Raúl González, cabe tomar 
en cuenta un proceso idéntico ocurrido en el año 2018, por parte del Consejo de 
Participación Ciudadana de ese entonces, donde se determinó que había caducado 
la posibilidad de que se posesione a la máxima autoridad de la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria, lo que ocurrió con la situación jurídica de 
Romero, pues su posesión fue extemporánea y no tiene validez jurídica, e. 
a la acusación de incumplir la mentada sentencia constitucional, debe



cuenta que la Corte Constitucional aún no se ha pronunciado al respecto de la fase 
de seguimiento del mentado fallo, tanto más que no puede convalidar 
retroactivamente una posición caducada, pues vulnerarían el principio de legalidad 
administrativa, tanto más que la Corte Constitucional tardó casi dos años en resolver 
la acción extraordinaria de protección propuesta por Raúl González, por lo que a 
partir de la fecha de la emisión de la sentencia, se tiene que la Corte Constitucional 
respondió a un cálculo político, f. Que Raúl González interpuso recursos horizontales 
de aclaración y ampliación del fallo constitucional y la Corte Constitucional resolvió 
negarlos más de un mes después, coincidencialmente, el día en que se produjo el 
allanamiento en las oficinas del CPCCS, donde además se deja una redacción jurídica 
ambigua al únicamente hablar de nuevos procesos de selección, alterando su propia 
sentencia, esto para librarse del criterio constante en la sentencia constitucional No. 
184-14-SEP-CC de 22 de octubre de 2014, por lo que a la luz del principio de mínima 
intervención penal no existe incumplimiento de orden de autoridad competente, g. 
Que no debe criminalizarse la ideología ni coincidencia política, ni tampoco 
judicializar el pensamiento político, h. Que el pedido realizado por Raúl González no 
fue dirigido a su persona a título personal, sino a todos los consejeros del CPCCS a 
través de Quipux, cuando los pedidos formales deben ser absueltos, lo cual ocurrió 
por su parte y de Nicole Bonifaz. i. Que respecto al delito de tráfico de influencias 
alegado a partir de los elementos típicos se amerita que existan dos funcionarios 
públicos, uno que influya y otro influenciado, cuando a la fecha de los hechos Raúl 
González ni Andrés Arauz eran funcionarios públicos, tanto más que los consejeros 
actuaron como miembros de un cuerpo colegiado, tomando decisiones sobre la base 
de sus atribuciones constitucionales y legales, por lo que ceder posturas para 
alcanzar un consenso no es un delito, j. Que jamás mantuvo algún tipo de interacción 
con Esther Cuesta, k. Que en buena hora existió afinidad programática con Raúl 
González, pero porque lo conocía con antelación del tiempo en que fungía como 
defensor, y que no es una infracción que haya encontrado coincidencia con el mismo, 
más aún porque en su plan de trabajo hablaba de combatir el lavado de activos, lo 
cual es una de las competencias de la Superintendencia de Bancos conforme lo prevé 
el Código Orgánico Monetario Financiero. 1. Que del evento dos, la Fiscalía sostuvo 
que existieron conversaciones orientadas a garantizar su presencia en decisiones 
internas al CPCCS, lo cual no es irregular ni reprochable, pues renunció a su licencia 
de paternidad sólo para estar presente en la reconsideración de la moción, que a su 
parecer sigue siendo arbitraria, respecto a la designación de la presidenta del Consejo 
de la Judicatura, sin haberse consignado el voto vertido por Nicole Bonifaz. m. Que 
en tomo a su supuesta intención de influir en las temas para las vocalías del Consejo 
de la Judicatura, la Fiscalía hace menciones vagas de conversaciones informales, sin 
contexto ni precisión, sin respaldo objetivo y sin claridad, cuando de la versión 
rendida por Ricardo Morales Vela, se tiene que el mismo nunca interactuó con 
ninguno de los consejeros, que su terna fue elaborada en conjunto con su equipo 
técnico y jurídico, tanto más que votó en contra de su designación como máxima 
autoridad de la Defensoría Pública por sostener que era jurídicamente insostenible 
y políticamente cuestionable, por lo que mal podría existir un ánimo de injerencia 
sobre decisiones provenientes de una persona cuya designación nunca se apoyó, n. 
Que es una falsedad que haya contribuido en la elaboración de la carpeta de Pablo 
Renato Villagómez, sino que ante el pedido formulado por esta persona a través del
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sistema Quipux donde solicitaba el desglose de sus documentos insertos en el 
contexto de un concurso, cumplió con su función administrativa y facilitó que se 
conceda este desglose de documentos, o. Que el pretender calificar como actitud 
delictiva el que haya votado para devolver la tema de la Asamblea Nacional, fue con 
base a la ley y no a partir de una interpretación caprichosa, pues conforme consta 
del informe técnico de calificación de requisitos de Carlos David Salmo Alvear, se 
determinó que el postulante incurría en una causal expresa de inhabilidad al 
adeudar pensiones alimenticias, por lo que el Pleno del CPCCS debía notificar a la 
Asamblea Nacional para que remita una nueva tema. p. Que en cuanto a la supuesta 
coordinación para retardar el concurso de vocales definitivos del Consejo de la 
Judicatura, esto es falso, pues de forma concurrente insistió en la conclusión 
oportuna de los procesos de méritos y oposición, y de manera reiterada advirtió que 
el periodo de los vocales concluía el 29 de enero de 2025, por lo que insistió una y 
otra vez a que las distintas funciones del Estado remitan sus temas, q. Que del 
evento uno, donde supuestamente se entorpeció el desarrollo de la causa electoral 
123-2024-TCE Acumulada, se imputa haber presentado recusaciones 
jurisdiccionales, administrativas, una denuncia y una acción de queja, lo cual no se 
articula en la infracción de obstrucción a la justicia, tanto más que era un 
funcionario público que tenía el deber de denunciar cuando presuma la comisión de 
un delito. 4. Betsy Yadira Saltos Rivas, por intermedio de su defensor técnico, en 
respuesta a la exposición de hechos y elementos realizada por la Fiscalía General del 
Estado, solicitó que a su favor se dicte el sobreseimiento, en los términos del artículo 
605 numeral 2 del COIP, pues a su entender, los hechos no constituyen delito, y los 
elementos en los que se funda la acusación son insuficientes para presumir su 
participación en la supuesta infracción, a partir de los siguientes argumentos: a. La 
defensa técnica de Betsy Yadira Saltos Rivas sostiene que para la configuración del 
delito de asociación ilícita es indispensable un acuerdo de voluntades orientado al 
cometimiento de infracciones, elemento que, a su criterio, no se ha verificado. Al 
respecto, alega que del contenido del oficio No. DINITEC-Z9-JCRIM-AVA-2025- 
00830-OF, que contiene la extracción de mensajes de audio del dispositivo de 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, se desprendería que no mantenía un concierto 
delictivo ni acuerdos con los demás investigados, lo que descartaría una finalidad 
delictiva común exigida por el tipo penal, b. Que debe verificarse la vulneración al 
principio de congruencia, pues la Fiscalía General del Estado acusó inicialmente por 
delitos como usurpación de funciones y tráfico de influencias, pero en la audiencia 
de evaluación y preparatoria introdujo la figura de fraude procesal desnaturalizando 
el sistema de garantías y el derecho a la defensa, c. Que con relación al elemento de 
permanencia, debe tomarse en cuenta que los hechos imputados se limitan a un 
periodo de apenas dos meses, entre noviembre de 2024 y enero de 2025, tiempo en 
el cual solo ocurrieron eventos coyunturales relativos a la causa del TCE y para la 
restitución del Superintendente de Bancos en el 2022, eventos relacionados a las 
funciones propias como consejera, lo que impide configurar una asociación que 
buscaba durar en el tiempo conforme exige el artículo 370 del COIP. d. Que Betsy 
Yadira Saltos Rivas no interviene frecuentemente en los informes de chats, sino que 
sus comunicaciones se limitan a la remisión de información, consultas jurjdica&o 
comentarios de carácter coloquial que carecen de relación con la planificá^Jjlgiífu: 
ilícito; que tales interacciones han sido tergiversadas por la Fiscalía,



©sumo Ba presentación de mociones, la solicitud de sesiones y el ejercicio 
deí votoy corresponden estrictamente al cumplimiento de las funciones y facultades 
legales otorgadas por la ley y los reglamentos para el cargo de consejera para el cual 
fue electa, e. Que respecto al primer evento relativo al Tribunal Contencioso 
Electoral, en el marco de la causa No. 123-2024-acumulada, las tres reuniones 
referidas por la Fiscalía General del Estado demuestran que no contaba con 
información privilegiada; que sus intervenciones se limitaron a coordinar su defensa 
técnica mediante la contratación de un profesional del derecho para la interposición 
de recursos legales, como la recusación, lo cual constituye un ejercicio legítimo de 
su derecho a la defensa y no un acto de naturaleza delictiva, f. Que respecto al 
supuesto acercamiento al juez Roosevelt Cedeño, la alegación de Fiscalía carece de 
sustento, toda vez que el magistrado ratificó en su versión no conocerla ni haber 
recibido comunicaciones de su parte; por lo cual, al no existir contacto alguno, la 
conducta es penalmente irrelevante y no alcanza siquiera la fase inicial del iter 
criminis. g. Que la recusación presentada por Vielka Párraga dentro de la causa 123- 
2024 TCE fue una decisión autónoma de dicha ciudadana, asistida por su abogado 
Vinicio Tapia, sin que exista evidencia de intervención o solicitud de su parte, 
tratándose de un acto propio del derecho a la defensa, h. Que no participó en 
denuncias penales contra la conjueza Ana Abril, pues, según los propios registros de 
la Fiscalía, esta declinó expresamente dicha posibilidad por falta de asesoría 
especializada; de igual forma, la acción extraordinaria de protección interpuesta 
contra la sentencia del TCE, ya admitida por la Corte Constitucional, constituye un 
uso legítimo de garantías jurisdiccionales y no una maniobra dilatoria, i. Que 
respecto a la supuesta estrategia de dilación en el concurso del Consejo de la 
Judicatura, consta en el Oficio No. CPCCS-CGAJ-2025-0045-OF, en la cual constan 
las Actas Resolutivas 001 y 002 de enero de 2025, demuestran que mocionó para 
dar cumplimiento estricto de los plazos reglamentarios para la acreditación de 
veedores y solicitó exhortar a la Corte Nacional de Justicia y a la Función Ejecutiva 
para el envío inmediato de las temas faltantes. j. Que la devolución de las temas 
para la Defensoría Pública y la Corte Nacional de Justicia no obedeció a directrices 
externas, sino al cumplimiento de obligaciones legales; en el primer caso, por 
detectarse deudas de pensiones alimenticias en un postulante por lo que no podía 
ser admitido y era obligación de parte del Consejo devolver la terna; y, en el segundo, 
debido a que la terna remitida por el Dr. José Suing llegó incompleta y sin los anexos 
requeridos, situación que fue subsanada por el remitente tras el requerimiento 
formal del Pleno, k. Que constan en el memorando No. CPCCCS-SG-2025-0844M, 
desvirtúa la existencia de una asociación ilícita y el elemento de permanencia, toda 
vez que conforme el Acta extraordinaria 001 del Pleno del CPCCS, las votaciones de 
Betsy Yadira Saltos Rivas fueron independientes y basadas en convicciones propias; 
prueba de ello es que no votó por la presidencia de Alembert Vera, apeló su gestión 
en sesiones posteriores por lo que sus votos no se encontraban alineados con la 
supuesta asociación. 1. Que respecto a la designación en la Superintendencia de 
Bancos, la defensa sostiene que su actuación se fundamentó estrictamente en la 
sentencia No. 372-23-EP-2024 de la Corte Constitucional, la cual dispone el respeto 
a las situaciones jurídicas consolidadas; bajo este precepto, alega que el señor Raúl 
Agustín González Camión poseía un derecho adquirido al haber sido posesionado por 
el entonces presidente de la Asamblea Nacional, Virgilio Saquicela Espinoza, y contar
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con la acción de personal número 609 del 11 de agosto de 2022, a diferencia del 
señor Roberto Romero Von Buchwald. m. Que tras la emisión del auto de aclaración 
de la Corte Constitucional del 24 de enero de 2025, en ejercicio de sus facultades y 
amparada en el artículo 19 del Reglamento de Sesiones del CPCCS, solicitó la 
reconsideración que derivó en la resolución CPMEG-003-2025 emitida por el pleno 
bajo la presidencia de Andrés Fantoni Baldeón, mediante la cual se declaró la 
ineficacia de la resolución número CPL-2025, del 22 de enero de 2025, antes de que 
surtiera efectos jurídicos, lo que a su criterio desvirtúa cualquier intención de 
desacato o planificación delictiva, n. Que la facultad de autoconvocatoria y la 
presentación de mociones en el Pleno constituyen actos administrativos lícitos, por 
lo que no pueden ser interpretados como indicios de una asociación ilícita; recalca, 
además, que las interacciones de chat referentes al día del allanamiento son 
comunicaciones de carácter coloquial y humorístico que han sido tergiversadas por 
la Fiscalía General del Estado, careciendo de la suficiencia para presumir una 
conducta criminal, o. Que bajo un análisis de imputación objetiva, la conducta de 
Betsy Yadira Saltos Rivas se mantuvo dentro del riesgo permitido y el principio de 
confianza al actuar como parte de un cuerpo colegiado cuyas decisiones gozan de 
presunción de legitimidad. 5. Andrés David Arauz Galarza, por intermedio de sus 
defensores técnicos, solicitó que a su favor se dicte el sobreseimiento, en los términos 
del artículo 605 numeral 2 del COIP, pues a su entender, los elementos en los que 
se funda la acusación son insuficientes para presumir su participación en la 
supuesta infracción, a partir de los siguientes argumentos: a. Sostiene la falta 
absoluta de tipicidad en la conducta imputada, argumentando que no se cumplen 
los elementos del artículo 370 del COIP. Alega que para la existencia de una 
asociación ilícita deben concurrir de forma simultánea cuatro requisitos: pluralidad 
de sujetos, acuerdo voluntario para delinquir, permanencia estructural y la 
indeterminación de delitos. Afirma que la Fiscalía no ha logrado demostrar la 
permanencia, ni ha precisado la fecha de conformación de la supuesta asociación, 
limitándose a presentar hechos coyunturales y aislados que no constituyen una 
sociedad delictiva, b. Sostiene que la Fiscalía ha circunscrito su acusación a tres 
eventos, lo cual considera que contradice la naturaleza del tipo penal que exige un 
fin delictivo para delitos futuros e inciertos. Además, argumenta que existe una 
fragmentación de actores en dichos escenarios, pues Sócrates Augusto Verduga 
Sánchez, Betsy Yadira Saltos Rivas y Nicole Stephanie Bonifaz López no participan 
simultáneamente en todos los hechos, lo que desvirtúa la tesis de una organización, 
c. En cuanto a la participación de Andrés David Arauz Galarza, se argumenta que 
su conducta es atípica. Basándose en los artículos 85, 386 y 387 del Código de la 
Democracia, la defensa alega que tiene el derecho y la obligación de incidir en los 
asuntos públicos y en la formación de la política estatal. Sostiene que proporcionar 
insumos, estrategias o directrices no es un acto delictivo, sino una actividad de 
asesoría política protegida por la ley. d. La defensa técnica también denuncia la 
aplicación de un derecho penal de autor, afirmando que la Fiscalía persigue la 
identidad política de Andrés David Arauz Galarza y su pertenencia a la Revolución 
Ciudadana en lugar de actos delictivos concretos. Sostiene que la narrativa fiscal es 
una conspiración política que busca judicializar disputas de poder. Adepré¡^-s»- 
enfatiza la ausencia de dolo criminal, señalando que las comui 
presentadas, como aquellas referentes a evitar el lavado de activos ejftjnjr



demuestran una preocupación por el fortalecimiento democrático y no una voluntad 
de delinquir, e. Finalmente, se alega la violación al principio de legalidad y al debido 
proceso, señalando que la Fiscalía introdujo acusaciones nuevas como el fraude 
procesal, que no fueron parte de la imputación inicial bajo el artículo 595 numeral 2 
del COIP. 6. Raúl Agustín González Carrión, por intermedio de sus defensores 
técnicos, en respuesta a la exposición de hechos y elementos realizada por la Fiscalía 
General del Estado, solicitó que a su favor se dicte el sobreseimiento, en los términos 
del artículo 605 numeral 2 del COIP, pues a su entender, los elementos de la 
acusación son insuficientes para presumir su participación en la supuesta 
infracción, a partir de los siguientes argumentos: a. Que el origen del caso se 
encuentra en la acción de protección No. 09333-2022-00895, presentada por 
Michelle Dominique Guerra de Andrés el 26 de julio de 2022, la cual, conforme la 
sentencia del caso No. 372-23-EP de la Corte Constitucional, fue desnaturalizada 
como mecanismo para dejar sin efecto su designación como Superintendente de 
Bancos. En ese contexto, sostiene que sus actuaciones posteriores constituyen el 
ejercicio legítimo de su derecho a la defensa, b. Que, conforme el proceso de 
designación remitido por el Consejo de Participación Ciudadana y la Resolución de 
la Asamblea Nacional No. RL-2021-2023-082, fue designado, posesionado y ejerció 
funciones como Superintendente de Bancos, configurándose una situación jurídica 
consolidada que no fue desvirtuada por la sentencia del caso No. 372-23-EP. Añade 
que existen denuncias previas sobre los mismos hechos presentadas por Ferdinand 
Arturo Álvarez Zambrano el 15 de agosto de 2022 y por sí mismo el 3 de agosto de 
2022 sin impulso investigativo, lo que evidencia falta de objetividad fiscal, c. Que no 
se configuran los elementos del delito de asociación ilícita, conforme la 
jurisprudencia de la Corte Nacional de Justicia contenida en las sentencias No. 
09285-2018-00323 y No. 06282-2017-02030, al no existir acuerdo de voluntades, 
organización, permanencia ni participación en los demás eventos investigados. En 
particular, respecto del informe pericial No. DINITEC-Z9-JCRIM-IFO-2025-00200- 
PER, sostiene que los supuestos chats carecen de fiabilidad al tratarse de capturas 
de pantalla sin metadatos verificables; y que, aun considerándolos, contienen 
únicamente criterios jurídicos sobre la sentencia del caso No. 372-23-EP, sin 
evidenciar concertación delictiva. 7. Esther Adelina Cuesta Santana, por intermedio 
de su defensor técnico, en respuesta a la exposición de hechos y elementos realizada 
por la Fiscalía General del Estado, solicitó que a su favor se dicte el sobreseimiento, 
en los términos del artículo 605 numeral 2 del COIP, pues a su entender, los hechos 
no constituyen delito, y los elementos en los que se funda la acusación son 
insuficientes para presumir su participación en la supuesta infracción, a partir de 
los siguientes argumentos: a. Que los hechos que le han sido imputados no 
constituyen una conducta penalmente relevante, pues incumple lo mencionado en 
el artículo 22 del COIP, pues nadie puede ser sancionado por cuestiones de 
identidad, peligrosidad o características personales, b. Que la posesión de Roberto 
Romero habría sido demorada a través del presunto incumplimiento de la sentencia 
constitucional 372-23-EP/24, siendo crucial el oficio AN-PR-2025-0005-0 suscrito 
en calidad de presidenta (E) de la Asamblea Nacional, y que a partir de ello habría 
facilitado el envío de consultas al Consejo de Participación Ciudadana para incidir 
en la posesión de Raúl González y generar la discusión necesaria en el pleno del 
Consejo de Participación, c. Que las supuestas interacciones mantenidas con otro de
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los actores vinculado al evento tres, pero que no fue vinculado en la causa, señor 
Jorge Sosa Meza, quien supuestamente laboró con ella en la Asamblea Nacional, y 
que habría elaborado oficios sometidos a control de cambio por otros presuntos 
miembros de la asociación, no pudo acreditarse, pues no existe un solo elemento de 
convicción que demuestre interacción entre estas dos personas, d. Que estos hechos 
deben tamizarse a partir de la teoría de la imputación objetiva para determinar la 
existencia de una conducta penalmente relevante y si la misma es capaz de crear el 
riesgo desaprobado por la norma, por lo que al analizar los artículos 25 y 370 del 
COIP, se tiene que los elementos de esta infracción son asociarse para cometer delitos 
sancionados con menos de cinco años de privación de la libertad, se tiene que la 
Fiscalía no ha aportado elemento alguno que dé cuenta que haya participado de 
manera directa o indirecta, tanto más que no se determina el momento de su 
participación, o si otras personas involucradas en la trama se comunicaron con ella, 
e. Que se ha violado el principio de congruencia, pues la Fiscalía señaló como una 
conducta adicional a la oferta de tráfico de influencias como delito fin de esta 
asociación criminal, f. Que el oficio suscrito por su persona, fue emitido dada la 
controversia jurídica ocasionada por los pedidos de Roberto Romero, Raúl González 
y el CPCCS, esto es, con la finalidad de dar cumplimiento a la sentencia 
constitucional 372-23-EP/24, sin embargo, considerando el receso legislativo del 08 
al 22 de enero de 2025, que Roberto Romero se encontraba ejerciendo otro cargo 
público hasta el 26 de enero de 2025, se tiene que, el 27 de enero de 2025, posesionó 
a Roberto Romero en el Pleno de la Asamblea Nacional, como Superintendente de 
Bancos, por lo que al aplicar las categorías doctrinarias de la imputación objetiva, 
de la supresión mental de su conducta consistente en remitir el oficio No. 005, se 
tiene que el resultado igual se habría producido, toda vez que el mencionado 
ciudadano Roberto Romero sólo podía ser posesionado a partir del 27 de enero de 
2025, cuestión que se corrobora con la versión rendida por Alejandro Muñoz, 
Secretario General de la Asamblea Nacional, por lo que su accionar no generó el 
riesgo prohibido en la norma del artículo 370 del COIP, ya que la demora en la 
posesión de Roberto Romero no puede imputársele, g. Que la naturaleza jurídica del 
oficio 005 suscrito y remitido, implica que no está prohibido por la ley, sino que a 
partir del artículo 120.9 de la CRE, se enmarca como una de las atribuciones legales 
que tiene la Presidenta de la Asamblea Nacional, por lo que no se salió de su rol, 
pues no le era exigióle actuar de manera diferente, h. Que ninguno de los elementos 
aportados ha determinado que buscó integrar de forma permanente una estructura 
organizativa, ni tampoco para determinar que había obtenido algún beneficio al 
respecto, pues no se asoció con nadie, actuó con ausencia total de conocimiento y 
voluntad de inscribirse a los fines de la asociación, i. Que en cuanto al delito de 
tráfico de influencias, no se acreditó el beneficio para ninguna persona, tanto más 
que si el supuesto plan era demorar la posesión de Roberto Romero, se fue en contra 
de esta gestión de la asociación, pues fue ella quien lo nombró apenas tuvo la 
oportunidad, esto es el 27 de enero de 2025.

Siendo las veinte y dos horas con cuarenta y nueve minutos la doctora Daniella 
Camacho Herold, Jueza Nacional de Garantías Penales decide dar un recesa 
reinstalarse a las veinte y tres horas. Verificada la presencia de los sujetos p/o§fy 
necesarios para la. realización de esta audiencia, se reinstala la misma. í^



RESOLUCIÓN ORAL POR PARTE DE LA DOCTORA DANIELLA CAMACHO 
HEROLD JUEZA DE GARANTÍAS PENALES.

A partir de lo alegado por los sujetos procesales, esta juzgadora ha podido extraer 
los siguientes argumentos relevantes expuestos por los justiciables, los cuales 
ameritan respuesta individualizada, así: 1. Respecto a la alegación de violación al 
debido proceso y su afectación al derecho a la defensa, pues a su entender, la Fiscalía 
General del Estado ha alterado la base fáctica de acusación al incluir nuevos delitos 
ñnes para los que supuestamente se erigió la asociación ilícita, lo cual afirman ha 
vulnerado su derecho a la defensa. Frente a esto, debe tomarse en consideración que 
a la luz del artículo 603 inciso final del COIP, la acusación realizada por la Fiscalía 
debe referirse a los mismos hechos y personas incluidos en la formulación de cargos, 
y consecuentemente, en la reformulación de cargos y vinculación a la instrucción 
fiscal, caso contrario se verificaría una franca vulneración al principio de 
congruencia, el cual exige que la base fáctica de la acusación fiscal no mute en las 
etapas y fases del proceso penal, justamente para asegurar que las personas que se 
someten a la intervención del poder penal puedan ejercer su derecho a la defensa. 
La base fáctica de acusación implica que se trate de los mismos hechos subsumidos 
en una misma calificación jurídica, y conforme a la revisión de los argumentos 
vertidos y judicializados en la audiencia de formulación de cargos y de vinculación a 
la instrucción fiscal, la Fiscalía General del Estado, acusó a Andrés David Arauz 
Galarza, Sócrates Augusto Verduga Sánchez, Eduardo Julián Franco Loor, Betsy 
Yadira Saltos Rivas, Nicole Stephanie Bonifaz López, Raúl Agustín González Carrión 
y Esther Adelina Cuesta Santana, por presuntamente asociarse con el propósito de 
incurrir en delitos sancionados con una pena menor de cinco años de privación de 
la libertad. Es decir, se les acusa de supuestamente adecuar su accionar al 
presupuesto de hecho de la norma prescriptiva de conducta contenida en el artículo 
370 del COIP, y esta base fáctica de acusación no se alteró a lo largo de la etapa de 
instrucción fiscal, ni mucho menos en la sustanciación de esta etapa de evaluación 
y preparatoria de juicio, toda vez que, desde que fueron instruidos a la causa, sea en 
la formulación o en la vinculación a la instrucción, han podido ejercer su derecho a 
la defensa contradiciendo los argumentos y elementos de cargo aportados por la 
Fiscalía en su acusación, y asimismo, han podido obtener los elementos de descargo 
a efectos de sustentar su teoría de defensa, por lo que no se evidencia la afectación 
al principio de congruencia, por respetarse el contenido del inciso final del artículo 
603 del COIP. Además, debe ponerse en consideración que la supuesta afectación al 
principio de congruencia no ostenta como consecuencia jurídica que se faculte un 
sobreseimiento en los términos del artículo 605 numeral 2 del COIP, ya que este 
supuesto no permitiría concluir que los hechos acusados no constituyen delito y/o 
que los elementos en los que la Fiscalía apoyó su acusación son insuficientes para 
presumir la existencia de la infracción o la responsabilidad de la persona procesada. 
2. En cuanto a que los elementos aportados por la Fiscalía General del Estado no 
han demostrado la existencia material de la infracción, su responsabilidad y el nexo 
causal entre ambas instituciones, a partir de lo cual pretenden que se dicte a su 
favor el sobreseimiento en los términos del artículo 605 numeral 2 del COIP. Frente 
a esto, es imperativo recordar a los sujetos procesales que el sistema procesal se 
encuentra compuesto por determinadas fases y etapas, y en la fase procesal, a la luz
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del artículo 589 del COIP, se integran las etapas de instrucción fiscal, evaluación y 
preparatoria de juicio, y de juicio. A la luz del artículo 601 del COIP, la presente etapa 
de evaluación y preparatoria de juicio, que se desarrolla en el único momento 
procesal de la audiencia que lleva el mismo nombre, tiene por finalidad establecer la 
validez procesal de la causa, lo que ocurrió en la primera parte de esta audiencia, 
anunciar los elementos que serán eventualmente practicados como pruebas, aprobar 
los acuerdos probatorios a los que lleguen los sujetos procesales, valorar y evaluar 
los elementos de convicción excluyendo aquellos ilegales y delimitar los temas a 
debatirse en el juicio oral, ergo, no corresponde a esta etapa procesal la práctica de 
las pruebas, ni mucho menos su valoración para determinar la probanza de la 
existencia material de la infracción, de la responsabilidad de la persona procesada, 
y del nexo causal entre ambas instituciones. La práctica de pruebas, a la luz de lo 
que prevé el artículo 615 del COIP, corresponde realizarse en la etapa de juicio, una 
vez sorteado el Tribunal que sustanciará esta etapa, y luego esto se somete a su 
valoración conforme a los artículos 453, 454, 455, 456 y 457 del COIP. En 
consecuencia, se rechazan estos argumentos, toda vez que no correspondía en esta 
etapa que la Fiscalía General del Estado demuestre la materialidad y 
responsabilidad, ni tampoco que la infrascrita juzgadora entre a la valoración de 
pruebas, que empero, aún no han sido practicadas en la causa. 3. Respecto a que la 
Fiscalía General del Estado ha expuesto su acusación sin determinar la existencia 
de una conducta penalmente relevante en los términos del artículo 22 del COIP, sino 
que, imperando la percepción dogmática de derecho penal de autor o de persona, se 
ha criminalizado a los mismos por su ideología política, intereses personales y/o por 
el ejercicio de sus cargos públicos. Frente a esto, del análisis de la acusación 
desarrollada por la Fiscalía, esta juzgadora evidencia que la misma no ha sido 
formulada por cuestiones de identidad, de peligrosidad o de características 
personales, sino porque presuntamente se asociaron de forma ilícita con el propósito 
de incurrir en infracciones penales sancionadas con una pena privativa de libertad 
menor de cinco años, por lo que se ha respetado la percepción dogmática de derecho 
penal de acto que rige en nuestro sistema con base a la mentada norma jurídica. 4. 
Con relación a que, de los hechos expuestos por la Fiscalía General del Estado, y de 
los elementos aportados por el ente de acusación, no existiría base de corroboración 
posible para acreditar la existencia de los que, a su entender, conforman el desvalor 
de asociación ilícita, tipificado y sancionado en el artículo 370 del COIP, siendo estos: 
i. Una estructura organizativa; ii. Actuar con ánimo de permanencia; y, iii. Perseguir 
un beneficio económico u otro de orden material. Frente a esto, a partir del análisis 
de los elementos típicos que configuran la infracción de asociación ilícita que se 
realizó al principio, tenemos que esta figura delictiva se encuentra compuesta por los 
siguientes elementos: i. Asociación de dos o más personas; y, ii. Con el propósito de 
cometer infracciones penales sancionadas con una pena privativa de libertad menor 
de cinco años. Así, constatamos que los elementos a los cuales han hecho referencia, 
esto es, que no se presume la existencia de una supuesta estructura organizativa, el 
ánimo de permanencia de sus miembros y el propósito de obtener un beneficio 
económico u otro de orden material, no hacen parte de la descripción típica del delito 
de asociación ilícita, sino que más bien parecen referirse al delito de delir^elíffigi^i 
organizada, tipificado y sancionado en el artículo 369 del COIP, el cual iníqg^^^^ 
elementos como parte integrante de su desvalor típico. En tal virtud, cqflg



estos argumentos no atacan la labor de la Fiscalía General del Estado, pues se han 
basado en una figura delictiva que no ha sido acusada por el titular del poder 
punitivo del Estado. 5. Con respecto a la alegación vertida a efectos de sustentar su 
pretensión de sobreseimiento, se llevó a cabo el análisis de los elementos típicos de 
los delitos fines de la supuesta asociación ilícita, y a partir de esto, se determinó que 
no se presumía que los mismos hubieran adecuado su accionar al presupuesto de 
hecho de estas normas prescriptivas de conducta. Frente a esto, es imperativo 
recordar a los sujetos procesales que el delito que ha sido acusado por la Fiscalía 
General del Estado, esto es la infracción de asociación ilícita, tipificada y sancionada 
en el artículo 370 del COIP, es una infracción de mero peligro, es decir, con base al 
estándar de relevancia penal previsto en lo relevante del inciso primero del artículo 
22 del COIP, amerita la tutela penal por ponerse en peligro a un bien jurídico 
protegido, ergo, por su propia naturaleza, no amerita que se demuestre la 
consumación o perpetración de los delitos fines -sancionados con una pena privativa 
de libertad menor a cinco años-, sino que debe acreditarse la mera asociación ilícita 
de dos o más personas, y que su actuación se erigió con el propósito de incurrir en 
los mentados desvalores. Así, es equívoco que se argumente que no se ha acreditado 
la presunta comisión de los delitos fines de cara a pretender un sobreseimiento, pues 
en esta etapa no se judicializa este particular, sino la presunta existencia de una 
asociación ilícita de dos o más personas para la comisión de delitos sancionados con 
una pena privativa de libertad menor de cinco años. 6. Respecto a las alegaciones de 
que debe analizarse a partir del tamiz de la teoría de la imputación objetiva, a efectos 
de determinar que su conducta no ha creado el riesgo jurídicamente desaprobado en 
la norma de conducta del artículo 370 del COIP, y que por tanto, no corresponde 
imputarse el resultado típico a su conducta erigida como causa; asimismo, que no 
se ha acreditado el actuar consciente y voluntario para que se considere un accionar 
doloso, en los términos exigidos por el citado cuerpo penal. Frente a esto, debemos 
tomar en cuenta que la imputación objetiva, si bien no se encuentra recogida 
legalmente en nuestro sistema jurídico, debe analizarse dentro de la categoría 
dogmática de la tipicidad, tras identificar el resto de sus elementos objetivos, bajo el 
contexto del juicio de valoración del injusto, pues es aquella que permite determinar 
si la conducta llevada a cabo se erige como causa a la cual se le pueda imputar el 
resultado criminoso; y, además, el dolo que implica el conocimiento de los elementos 
objetivos de la tipicidad y la voluntad de lesionar o poner en peligro un bien jurídico 
protegido, debe analizarse dentro de la categoría dogmática de la tipicidad, como su 
elemento subjetivo. Así, es preciso recordar a los sujetos procesales que, a la luz del 
artículo 601 del COIP, no corresponde que en esta etapa la juzgadora someta a una 
conducta penalmente relevante a los juicios de valoración del injusto, a la luz de las 
categorías dogmáticas de la tipicidad y la antijuridicidad, y de determinación del 
reproche, en función de la categoría dogmática de la culpabilidad, pues este ejercicio 
intelectivo le corresponde estrictamente al Tribunal de juicio, conforme lo prevén los 
artículos 619 y 621 del COIP, ya que es en esta etapa donde corresponderá analizar, 
a partir de los hechos sometidos a conocimiento y de la práctica de pruebas, si 
efectivamente la conducta es penalmente relevante, típica, ergo, objetivamente 
imputable y dolosa, antijurídica y culpable. A la luz del artículo 601 del COIP, la 
presente etapa de evaluación y preparatoria de juicio, que se desarrolla en el único 
momento procesal de la audiencia que lleva el mismo nombre, tiene por finalidad
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establecer la validez procesal de la causa -lo que ocurrió en la primera parte de esta 
audiencia-, anunciar los elementos que serán eventualmente practicados como 
pruebas, aprobar los acuerdos probatorios a los que lleguen los sujetos procesales, 
valorar y evaluar los elementos de convicción excluyendo aquellos ilegales, y 
delimitar los temas a debatirse en el juicio oral, ergo, no corresponde a esta etapa 
procesal la práctica de las pruebas, ni mucho menos su valoración para determinar 
la probanza de la existencia material de la infracción, de la responsabilidad, y del 
nexo causal entre ambas instituciones. 7. En cuanto a las alegaciones formuladas 
respecto de una supuesta falta de objetividad por parte de la Fiscalía, esta juzgadora 
advierte que dichos argumentos se orientan, en lo sustancial, a cuestionar la forma 
en que se ha conducido la investigación, así como a resaltar la existencia de 
actuaciones previas o paralelas que, a criterio su criterio, evidenciarían un sesgo. No 
obstante, tales afirmaciones no desvirtúan, en esta etapa procesal, la existencia de 
los elementos de convicción presentados por Fiscalía. En efecto, la etapa de 
evaluación y preparatoria de juicio no constituye un espacio para realizar un juicio 
de valor definitivo sobre la actuación del órgano acusador, sino para determinar si 
los elementos recabados permiten sustentar, de manera suficiente, una presunción 
de existencia del hecho y de participación de los procesados. Por consiguiente, las 
alegaciones relativas a la supuesta falta de objetividad fiscal no resultan idóneas 
para desvirtuar los elementos que sustentan la tesis fiscal. 8. Por otra parte, en 
relación con los argumentos de las defensas que sostienen que las conductas 
atribuidas corresponderían exclusivamente al ejercicio legítimo de funciones 
públicas o al derecho a la defensa, se observa que tales planteamientos implican una 
valoración de fondo sobre la licitud o ilicitud de las actuaciones, así como sobre la 
existencia o no de un elemento subjetivo orientado a la comisión de infracciones. Sin 
embargo, este tipo de análisis excede el ámbito propio de la presente etapa procesal, 
en la cual corresponde verificar si los elementos de convicción, apreciados de manera 
conjunta, permiten presumir la existencia de una posible asociación orientada a 
coordinar fines distintos de los estrictamente institucionales. 9. Así, constatamos 
que las alegaciones vertidas por los sujetos procesales no han puesto en evidencia el 
artículo 605 numeral 2 del COIP, esto es, que los hechos acusados por la Fiscalía 
General del Estado no hacen presumir la existencia material del delito, ni tampoco 
que los elementos de convicción aportados sean insuficientes para este fin o para 
acreditar eventualmente la responsabilidad de las personas procesadas, por lo que 
no corresponde emitir a su favor un auto de sobreseimiento y que surtan los efectos 
jurídicos del artículo 607 del COIP. Por todo lo expuesto, de los elementos referidos 
en relación con las circunstancias de los hechos acusados, se puede determinar con 
facilidad, que existen elementos suficientes, graves y fundados que permiten 
presumir a esta juzgadora el presunto cometimiento de la infracción penal contenida 
en el artículo 370 del Código Orgánico Integral Penal, así como de la posible 
participación de los siguientes encausados, conforme el relato de la Fiscalía General 
del Estado: 1.- Sócrates Augusto Verduga Sánchez, participa en su calidad de ex 
Consejero principal del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, cargo 
que ostentó en virtud de la credencial otorgada por el CNE el 24 de abril de 2023 y 
que consta a fojas 170, y de su acción de personal Nro. 2023-427, de 15 de mayo dgQ 
2023, constante a fojas 200. 2.- Nicole Stephanie Bonifaz López, particip^^xau 
calidad de Consejera principal del Consejo de Participación Ciudadan \vna



Social, cargo que ostenta en virtud de la credencial otorgada por el CNE el 24 de abril 
de 2023 constante a fojas 167, y de su acción de personal Nro. 2023-430, de 15 de 
mayo de 2023, constante a fojas 196. 3.- Betsy Yadira Saltos Rivas, participa en su 
calidad de ex Consejera Principal del Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social, cargo que ostenta en virtud de la credencial otorgada por el CNE el 24 de abril 
de 2023 constante a fojas 168 y de la acción de personal Nro. 2023-431, de 15 de 
mayo de 2023, constante a fojas 202. 4.- Eduardo Julián Franco Loor, participa en 
su calidad de ex Consejero Suplente del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social, cargo que ostenta en virtud de la credencial otorgada por el CNE el 
24 de abril de 2023 constante a fojas 169 y de la acción de personal Nro. 2024-0574, 
de 30 de diciembre de 2024, constante a fojas 201. 5.- Esther Adelina Cuesta 
Santana, participa en su calidad de Presidenta de la Asamblea Nacional encargada, 
designada mediante Resolución Nro. RL-2023-2025-161, emitida por el Pleno de la 
Asamblea Nacional el 04 de enero de 2025, constante a fojas 15.865 a 15.867. 6.- 
Andrés David Arauz Galarza y Raúl Agustín González Carrión, participan en sus 
calidades de personas naturales, ya que no ostentan cargo público en el periodo 
investigado, esto según se desprende del oficio Nro. MDT-DGDA-2025-1127-0, 
suscrito por el Director de Gestión Documental y Archivo del Ministerio de Trabajo, 
que obra a fojas 17.124 y 17.125. Por todas las consideraciones que anteceden: 
Respecto de las causales de SOBRESEIMIENTO: no se encuentra en el expediente 
fiscal que se haya establecido causa alguna de exclusión de la antijuridicidad. Por 
otro lado, considero que los hechos relatados en la acusación posiblemente se 
pueden adecuar a un delito, y que los elementos de sustento de la acusación sí son 
suficientes para presumir la existencia del delito o la participación de varias de las 
personas en contra de quienes se dicta auto de llamamiento a juicio. En 
consecuencia, dicto AUTO DE LLAMAMIENTO A JUICIO de conformidad con el 
artículo 608 del Código Orgánico Integral Penal, el mismo que se contiene en los 
siguientes términos: 1. La identificación de los procesados: Los procesados en la 
presente causa son: 1.- SÓCRATES AUGUSTO VERDUGA SÁNCHEZ, de 
nacionalidad ecuatoriana, con cédula de ciudadanía Nro. 0 , de 37 años 
de edad, de estado civil casado, domiciliado en la ciudad de México D.F., de los 
Estados Unidos Mexicanos. 2.- EDUARDO JULIÁN FRANCO LOOR, de nacionalidad 
ecuatoriana, con cédula de ciudadanía Nro.  de 71 años de edad, 
casado, domiciliado en la ciudad de Guayaquil, provincia del Guayas. 3.- BETSY 
YADIRA SALTOS RIVAS, de nacionalidad ecuatoriana, con cédula de ciudadanía Nro. 

provincia de Pichincha. 4.- NICOLE STEPHANIE BONIFAZ LÓPEZ, con cédula de 
ciudadanía ecuatoriana Nro. , de 36 años de edad, soltera, domiciliada 
en la ciudad de Quito, provincia de Pichincha. 5.- ANDRÉS DAVID ARAUZ GALARZA, 
de nacionalidad ecuatoriana, con cédula de ciudadanía Nro.  de 41 años 
de edad, casado, domiciliado en la ciudad de México D.F., de los Estados Unidos 
Mexicanos. 6.- RAÚL AGUSTÍN GONZÁLEZ CARRIÓN, de nacionalidad ecuatoriana, 
con cédula de ciudadanía Nro. 0 de 38 años de edad, soltero, domiciliado 
en la ciudad de Samborondón, provincia del Guayas. 7.- ESTHER ADELINA CUESTA 
SANTANA, de nacionalidad ecuatoriana, con cédula de ciudadanía Nro.  
de 50 años de edad, casada, domiciliada en la Ciudad de Génova-Italia. 2.1. La 
determinación de los hechos acusados por la Fiscalía General del Estado. Los hechos



que han acusado tanto Fiscalía General del Estado, como por el Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social, se pueden describir en lo principal, en lo 
siguiente: que se estructuro una presunta asociación delictiva, compuesta por 
Consejeros del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social y personas 
particulares, con el objetivo común de perpetrar delitos cuyas penas sean inferiores 
a los cinco años, como: tráfico de influencias, ofertas de tráficos de influencias, 
fraude procesal e incumplimientos de decisiones legítimas de autoridad competente, 
esto con la finalidad de, por un lado asegurar la permanencia de los Consejeros de 
Participación Ciudadana y Control Social dentro de esta función del Estado, y por 
otro, captar espacios de poder a través de los procesos de selección y designación de 
las máximas autoridades de control del Estado, seleccionando personas que 
compartan sus objetivos e ideología. Para el efecto y según el relato de la Fiscalía 
General del Estado, esta presunta asociación ilícita habría actuado en tres eventos, 
a los cuales se los ha denominado como Tribunal Contencioso Electoral, que hace 
alusión a las estrategias y acciones que encaminaron los Consejeros de Participación 
Ciudadana y Control Social, para asegurar su permanencia dentro de esta función 
del Estado. Así, se colige que la asociación actuó con el propósito de incurrir en los 
delitos fines de oferta de tráfico de influencias y fraude procesal. El segundo evento 
denominado como Vocales del Consejo De La Judicatura, en el cual, los miembros 
de la asociación unieron voluntades con la finalidad de lograr el control del Sistema 
de Justicia del Ecuador por medio del Concurso de Vocales del Consejo de la 
Judicatura, el cual busco materializarse a través de gestiones con personal de la 
Asamblea Nacional e incluso con funcionarios de la Defensoría Pública, pretendiendo 
inclusive retrasar el concurso del Consejo de la Judicatura. Así, se tiene que la 
asociación actuó con el propósito de incurrir en el delito fin de tráfico de influencias. 
El tercer evento denominado como Superintendencia de Bancos, la asociación 
pretendió controlar el Sistema Financiero Nacional, a través del incumplimiento de 
la sentencia Nro. 372-23-EP/24 de la Corte Constitucional del Ecuador buscando 
nombrar a un Superintendente de Bancos afín a sus intereses, para el efecto, acorde 
a lo relatado por la Fiscalía General del Estado, realizaron acciones y estructuraron 
planes a fin de incumplir la referida sentencia de la Corte Constitucional, el ex 
Consejero Augusto Verduga fue quien mocionó durante la sesión ordinaria Nro. 003 
del 22 de enero del 2025 del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social que se tome en cuenta la referida resolución Constitucional en la cual se 
declaró la vulneración de derechos en favor del ciudadano Raúl Agustín González 
Cardón, al no haberle permitido desempeñar las funciones de Superintendente de 
Bancos en el año 2022, recalcando que la sentencia en cuestión establece que su 
decisión no tiene la potencialidad de afectar ninguna situación jurídica consolidada 
sobre los nuevos procesos de selección impulsados con posterioridad. No obstante, 
sin perjuicio de que la votación forme parte de sus funciones, y a pesar de la claridad 
de la disposición de la Corte Constitucional, utilizaron esta atribución para incumplir 
una decisión judicial, de tal forma que la moción fue aprobada con los votos 
favorables, previamente coordinados de Nicole Stephanie Bonifaz López, Eduardo 
Julián Franco Loor, Betsy Yadira Saltos Rivas y el mismo Sócrates Augusto Verruga. 
Sánchez, procediendo a postergar la posesión del ciudadano Roberto Rpñ^óí^J^ójJ 
Buchwald, y en su lugar solicitar a la Asamblea Nacional la posesión i^ieuttí^a^ae'i 
Raúl Gonzáles Carrión, este último teniendo una participación aptú/a ü&íJque,



conversó previamente con Sócrates Augusto Verduga Sánchez y estructuró una línea 
argumentativa para defender el evidente incumplimiento de lo dispuesto por la Corte 
Constitucional, llegando incluso, a prometer cargos de alto nivel e importancia dentro 
de la Superintendencia de Bancos a pedido de Andrés Arauz Galarza, como 
contraprestación de su nombramiento, siempre y cuando el periodo de ejercicio de 
su cargo dure cinco años. Así, este incumplimiento fue fruto de los planes y 
coordinaciones realizadas por parte de los miembros del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social, Augusto Verduga, Yadira Saltos, Eduardo Franco Loor 
y Nicole Bonifaz con Andrés Arauz Galarza, en donde existieron direccionamientos 
para cumplir con su finalidad y hacerse del control del ente rector del Sistema 
Financiero Nacional del Ecuador, a más de las gestiones que se desarrollaron desde 
la Asamblea Nacional, en donde la ciudadana Esther Cuesta Santana tuvo un papel 
indispensable en el manejo de este espacio de vital importancia, toda vez que, cuando 
asumió la presidencia de la Asamblea Nacional envió un oficio al CPCCS en el cual 
preguntaba quién debería asumir la titularidad de la Superintendencia de Bancos, 
documento que, según lo señalado por el titular del ejercicio público de la acción 
habría sido previamente coordinado con Andrés Arauz, requerimiento que permitió 
que los Consejeros de Participación Ciudadana y Control Social, sometidos al poder 
penal, hagan posible el nombramiento de Raúl González Carrión en lugar de quien 
debía ser posesionado legítimamente, el ciudadano Roberto Romero. Así, se colige 
que la asociación actuó con el propósito de incurrir en las infracciones de 
incumplimiento de decisiones legítimas emitidas por autoridad competente, y de 
tráfico de influencias. 2.2. Determinación del delito propuesto por la Fiscalía General 
del Estado: los hechos relatados según la Fiscalía General del Estado, presuntamente 
corresponden al delito de asociación ilícita, tipificado y sancionado en el artículo 370 
del Código Orgánico Integral Penal. 2.3. Determinación del grado de participación 
establecido en la acusación fiscal: según la acusación de la Fiscalía General del 
Estado, los procesados habrían incurrido en los hechos acusados, en los siguientes 
grados de participación: 1.- SÓCRATES AUGUSTO VERDUGA SÁNCHEZ, a quien lo 
acusa la Fiscalía General del Estado en calidad de autor del delito de asociación 
ilícita de conformidad con lo establecido en el artículo 370 del COIP, en concordancia 
con el artículo 42 numeral 1), literal a) del mismo cuerpo normativo. 2.- EDUARDO 
JULIÁN FRANCO LOOR, a quien lo acusa la Fiscalía General del Estado en calidad 
de autor del delito de asociación ilícita de conformidad con lo establecido en el 
artículo 370 del COIP, en concordancia con el artículo 42 numeral 1), literal a) del 
mismo cuerpo normativo. 3.- BETSY YADIRA SALTOS RIVAS, a quien la acusa la 
Fiscalía General del Estado en calidad de autora del delito de asociación ilícita de 
conformidad con lo establecido en el artículo 370 del COIP, en concordancia con el 
artículo 42 numeral 1), literal a) del mismo cuerpo normativo. 4.- NICOLE 
STEPHANIE BONIFAZ LÓPEZ, a quien la acusa la Fiscalía General del Estado en 
calidad de autora del delito de asociación ilícita de conformidad con lo establecido en 
el artículo 370 del COIP, en concordancia con el artículo 42 numeral 1), literal a) del 
mismo cuerpo normativo. 5.- ANDRÉS DAVID ARAUZ GALARZA, a quien lo acusa la 
Fiscalía General del Estado en calidad de autor del delito de asociación ilícita de 
conformidad con lo establecido en el artículo 370 del COIP, en concordancia con el 
artículo 42 numeral 1), literal a) del mismo cuerpo normativo. 6.- RAÚL AGUSTÍN 
GONZÁLEZ CARRIÓN, a quien lo acusa la Fiscalía General del Estado en calidad de
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autor del delito de asociación ilícita de conformidad con lo establecido en el artículo 
370 del COIP, en concordancia con el artículo 42 numeral 1), literal a) del mismo 
cuerpo normativo. 7.- ESTHER ADELINA CUESTA SANTANA, a quien la acusa la 
Fiscalía General del Estado en calidad de autora del delito de asociación ilícita de 
conformidad con lo establecido en el artículo 370 del COIP, en concordancia con el 
artículo 42 numeral 1), literal a) del mismo cuerpo normativo. 2.4. Especificación de 
las evidencias que sustentan la decisión: los elementos que llevan a la Juez de 
Garantías Penales a dar esta decisión, son los que se han analizado en la parte 
considerativa de esta decisión en la que se realizó el análisis de la evaluación y que 
ya fueron referidos anteriormente. A los que me remito y constan en esta misma 
diligencia y en la correspondiente acta. 2.5. Sobre las normas legales y 
constitucionales aplicables a la causa. Las normas constitucionales aplicables a todo 
proceso penal, y por tanto a este, son los siguientes: Como ya se expresó en esta 
misma diligencia, en cuanto al régimen legal aplicable a la causa, por el principio de 
legalidad, en cuanto a lo sustantivo corresponde la aplicación del Código Orgánico 
Integral Penal; y, en cuanto a lo procesal, en virtud del principio tempus regit actum, 
que es expresión del principio de legalidad, corresponde, por la fecha en que inició el 
proceso con la formulación de cargos, esto es el 15 de marzo de 2025, el Código 
Orgánico Integral Penal. Además de las garantías y derechos reconocidos en la 
Constitución, los tratados e instrumentos internacionales sobre derechos Humanos 
3. Sobre las medidas cautelares y de protección: en relación a los procesados en 
contra de quienes se dicta auto de llamamiento a juicio y que están bajo medida 
cautelar de presentación periódica: Las defensas técnicas de los ciudadanos Eduardo 
Julián Franco Loor, Betsy Yadira Saltos Rivas, Nicole Stephanie Bonifaz López, 
Andrés David Arauz Galarza; y, Raúl Agustín González Carrión, han solicitado que 
se permita cumplir esta medida de carácter personal una vez al mes. Una vez se ha 
revisado las constancias procesales se tiene que, en la audiencia de formulación de 
cargos de fecha 15 de marzo de 2025, se dispuso en contra de los ciudadanos 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez, Eduardo Julián Franco Loor, Betsy Yadira 
Saltos Rivas y Nicole Stephanie Bonifaz López, las medidas cautelares contenidas en 
los numerales 1 y 2 del artículo 522 del COIP, esto es, la prohibición de salida del 
país y la presentación periódica cada quince días, a partir del 31 de marzo de 2025. 
Mientras que, en audiencia de fecha 04 de junio de 2025, se llevó a cabo la audiencia 
de vinculación a la etapa de instrucción fiscal de los ciudadanos Andrés David Arauz 
Galarza; Esther Adelina Cuesta Santana y Raúl Agustín González Carrión, en contra 
de los cuales, se dictó: a) respecto de Andrés David Arauz Galarza y Esther Adelina 
Cuesta Santana la medida cautelar contenida en el numeral 2 del artículo 522 del 
COIP, esto es, la presentación periódica 1 vez al mes, a partir del 13 de junio de 
2025. B) Respecto del ciudadano Raúl Agustín González Carrión, se dictó las medidas 
personales contenidas en los numerales 1 y 2 del artículo 522 del COIP, esto es, la 
prohibición de salida del país y la presentación periódica cada 15 días, desde el día 
lunes 09 de junio de 2025. Posteriormente, por circunstancias inherentes a Sócrates 
Augusto Verduga Sánchez y Esther Adelina Cuesta SantanA, por pedido de la 
Fiscalía General del Estado debidamente fundamentado, y ante el incumplimiento 
de la medida cautelar de presentación periódica, se dejó sin efecto esta^ 
personal y en su lugar se dictó la prisión preventiva. Ahora bien, 
realizado por las defensas de los ciudadanos Eduardo Julián Franco,
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Yadira Saltos Rivas, Nicole Stephanie Bonifaz López y Raúl Agustín González Carrión, 
la Fiscalía General del Estado y el Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social, no han mostrado ningún tipo de oposición, por lo que la suscrita juzgadora, 
en función del principio de igualdad, contenido en los artículos 5.5 del COIP y 11.2 
de la Constitución de la República del Ecuador, con la finalidad de no afectar los 
derechos constitucionalmente garantizados, y al haber verificado el fiel cumplimiento 
de las medidas cautelares de carácter personal dispuestas en su contra, acepta el 
pedido formulado y en función de lo dispuesto en el artículo 608.3 del COIP, resuelve:
1. Respecto de las ciudadanas Betsy Yadira Saltos Rivas y Nicole Stephanie Bonifaz 
López, cumplirán la medida cautelar de carácter personal contenida en el numeral 2 
del artículo 522 del COIP, esto es, la presentación periódica en la Secretaría de la 
Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, Tránsito, Corrupción y 
Crimen Organizado de la Corte Nacional de Justicia, una vez al mes, a partir del día 
miércoles 29 de abril de 2026. 2. En cuanto a los ciudadanos Eduardo Julián Franco 
Loor y Raúl Agustín González Carrión, cumplirán la medida cautelar de carácter 
personal contenida en el numeral 2 del artículo 522 del COIP, esto es, la presentación 
periódica ante la Presidencia de la Corte Provincial de Justicia del Guayas, una vez 
al mes, a partir del día miércoles 29 de abril de 2026. 3. En cuanto a la medida 
cautelar contenida en el numeral 1 del artículo 522 del COIP, esto es, la prohibición 
de salida del país, dispuesta en contra de los ciudadanos Eduardo Julián Franco 
Loor, Betsy Yadira Saltos Rivas, Nicole Stephanie Bonifaz López y Raúl Agustín 
González Carrión, al no existir motivo alguno por el que la misma deba ser revisada 
o modificada, la misma se mantiene incólume y en firme. 4. En cuanto a la medida 
cautelar contenida en el numeral 2 del artículo 522 del COIP, esto es, la presentación 
periódica dispuesta en contra del ciudadano Andrés David Arauz Galarza, al no 
existir motivos por los que la misma deba ser modificada o revocada, se mantiene 
incólume en los términos previstos con anterioridad. Respecto a las personas en 
contra de quienes se ha ordenado la medida de prisión preventiva, por haber 
incumplido otra medida cautelar no privativa de la libertad, esto es los ciudadanos 
Sócrates Augusto Verduga Sánchez y Esther Adelina Cuesta Santana, la misma se 
mantiene incólume al no haber variado los fundamentos que en su momento la 
motivaron. En cuanto a las medidas cautelares de carácter real se ratifican las 
mismas al no verificarse circunstancia alguna que sustente su modificación, revisión 
o sustitución. A fin de que se de cumplimiento a lo dispuesto por la suscrita 
Juzgadora, por Secretaría de la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal 
Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen Organizado de la Corte Nacional de Justicia, 
líbrense los correspondientes oficios. 4. Acuerdos probatorios: de la revisión de los 
argumentos planteados por los sujetos procesales, los mismos han señalado a viva 
voz que no existen acuerdos probatorios, por ende, la suscrita juzgadora nada tiene 
que manifestar respecto de este punto. Conforme lo dispuesto en el artículo 605.5 
del COIP, las declaraciones contenidas en este auto de llamamiento a juicio no 
surtirán efectos irrevocables en la correspondiente etapa de juicio. Hasta aquí el auto 
de llamamiento a juicio. De conformidad con el artículo 652.1 y 653 del Código 
Orgánico Integral Penal no cabe recurso alguno en contra de este auto, por lo que en 
virtud del artículo 99.1 del Código Orgánico General de Procesos, en cumplimiento 
con el numeral 6 del artículo 608 del Código Orgánico Integral Penal, de manera 
inmediata remítase el acta de la audiencia conjuntamente con los anuncios
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probatorios realizados por los sujetos procesales a la Presidencia de la Sala 
Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen 
Organizado de la Corte Nacional de Justicia, para que de conformidad a los artículos
160.1, 192.3 y 196 del Código Orgánico de la Función Judicial, designe por sorteo a 
un Tribunal a quien se hará llegar estas piezas procesales, para que conozca y 
resuelva la etapa de juicio en esta causa. Devuélvase el expediente Fiscal a la Fiscalía 
General del Estado. Según el Código Orgánico Integral Penal, en sus artículos 575.4 
y 604.5. Este auto queda notificado a los sujetos procesales en esta misma audiencia 
con el solo pronunciamiento de la decisión de la Juez.

En caso de haberse deslizado algún error u omisión en la transcripción de la 
presente acta, se estará a lo que consta en la grabación magnetofónica.-

El contenido de la audiencia reposa en archivo de la judicatura. La presente acta 
queda debidamente suscrita conforme lo dispone la ley por la abogada Andrea Rosas 
Juma, Secretaria Relatora (E) de la Sala Especializada Penal, Penal Militar, Penal 
Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen Organizado de la Corte Nacional de Justicia, 
la misma que da fe de su contenido. Las partes quedan notificadas con las decisiones 
adoptadas en la audiencia, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley respecto a su 
notificación escrita en las casillas que las partes procesales han señalado para tal 
efecto.

Ab. Andrea Rosas Juma

SECRETARIA RELATORA (E) DE LA SALA ESPECIALIZADA PENAL, PENAL 
MILITAR, PENAL POLICIAL, TRÁNSITO, CORRUPCIÓN Y CRIMEN 

ORGANIZADO DE LA CORTE NACIONAL.

RAZON; de conformidad con el Aq 13 numeral 
5 de la Ley Notarial, doy fe que el documento que
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RAZÓN: De conformidad al Art. 18 numeral 5 de la Ley Notarial doy fe que el documento que antecede en 48 foja(s) útil(es) 

fue materializado a petición del señor (a) PATRICIA ALEXANDRA SEGOVIA CADENA, de la página web y/o soporte 

electrónico, https://procesosjudiciales.funcionjudicial.gob.ec/actuaciones el día de hoy 24 DE JULIO DEL 2026, a las 16:55, 

todo lo cual certifico amparado en las atribuciones que me otorga la Ley Notarial. Para constancia, copia física del documento 

materializado queda archivado en el libro de Certificaciones. EN CUMPLIMIENTO DE LA LEY NOTARIAL Y LA LEY 

ORGÁNICA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, EL/LA SOLICITANTE AUTORIZA EXPRESAMENTE A LA 

NOTARIA PARA EL USO, VERIFICACIÓN, TRATAMIENTO Y ARCHIVO DE LOS DATOS PROPORCIONADOS EN LA 

PRESENTE CERTIFICACIÓN. ASIMISMO, EL/LA SOLICITANTE OTORGA SU CONSENTIMIENTO PARA LA EXPEDICIÓN 

DE COPIAS O TESTIMONIOS DE ARCHIVO DEBIDAMENTE CERTIFICADAS, EN FAVOR DE SUS TITULARES O DE 

TERCEROS QUE ACREDITEN UN INTERÉS LEGÍTIMO. La veracidad de su contenido y el uso adecuado del(los) documento 

(s) certificado(s) es (son) de responsabilidad exclusiva de la(s) persona(s) que lo(s) utiliza(n).
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RESOLUCIÓN No. CCS-FGE-SA-0035-2026 26-03-2026

COMISIÓN CIUDADANA DE SELECCIÓN PARA EL CONCURSO DE 
MÉRITOS Y OPOSICIÓN PARA LA SELECCIÓN DE LA PRIMERA 

AUTORIDAD DE LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO

CONSIDERANDO:

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 61 contempla entre los 
derechos de participación: “(...) 2. Participar en los asuntos de interés público (...)

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en el artículo 64 dispone que: “El goce de 
los derechos políticos se suspenderá, además de los casos que determine la ley, por 
las razones siguientes: 1. Interdicción judicial, mientras ésta subsista, salvo en caso 
de insolvencia o quiebra que no haya sido declarada fraudulenta. 2. Sentencia 
ejecutoriada que condene a pena privativa de libertad, mientras ésta subsista

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 76 establece que: “En todo 
proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso (...)

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 82 establece que: “El 
derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la 
existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competentes

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en el artículo 95 dispone que: “Las 
ciudadanas y ciudadanos, en forma individual y colectiva, participarán de manera 
protagónica en la toma de decisiones, planificación y gestión de los asuntos públicos, 
y en el control popular de las instituciones del Estado y la sociedad, y de sus 
representantes, en un proceso permanente de construcción del poder ciudadano. La 
participación se orientará por los principios de igualdad, autonomía, deliberación 
pública, respeto a la diferencia, control popular, solidaridad e Ínterculturalidad. La 
participación de la ciudadanía en todos los asuntos de interés público es un derecho, 
que se ejercerá a través de los mecanismos de la democracia representativa, directa y 
comunitaria

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en el artículo 196 prescribe que: “La 
Fiscal o el Fiscal General del Estado reunirá los siguientes requisitos: 1. Ser 
ecuatoriana o ecuatoriano y estar en goce de los derechos políticos. 2. Tener título de 
tercer nivel en Derecho legalmente reconocido en el país y conocimientos en gestión 
administrativa. 3. Haber ejercido con idoneidad y probidad notorias la profesión de 
abogada o abogado, la judicatura o la docencia universitaria en materia penal por un 
lapso mínimo de diez años. La Fiscal o el Fiscal General del Estado desempeñará sus 
funciones durante seis años y no podrá ser reelegido: rendirá un info,
Asamblea Nacional. La designación se realizará de acuerdo con el 
establecido en la Constitución y en la ley":
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Que, la Constitución de la República del Ecuador, en el artículo 207 prescribe que: "El 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social promoverá e incentivará el 
ejercicio de los derechos relativos a la participación ciudadana, impulsará y 
establecerá mecanismos de control social en los asuntos de interés público, y 
designará a las autoridades que le corresponda de acuerdo con la Constitución y la 
ley (...)

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en el artículo 208 dispone entre los 
deberes y atribuciones del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, los 
siguientes: “(...) 11. Designar a la primera autoridad de la (...) Fiscalía General del 
Estado (...) luego de agotar el proceso de selección correspondiente (...)

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en el artículo 209. prevé: "Para cumplir 
sus funciones de designación el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
organizará comisiones ciudadanas de selección, que serán las encargadas de llevar a 
cabo, en los casos que corresponda, el concurso público de oposición y méritos con 
postulación, veeduría y derecho a impugnación ciudadana. Las comisiones 
ciudadanas de selección se integrarán por una delegada o delegado por cada Función 
del Estado e igual número de representantes por las organizaciones sociales y la 
ciudadanía, escogidos en sorteo público de entre quienes se postulen y cumplan con 
los requisitos que determinen el Consejo y la ley. Las candidatos y candidatos serán 
sometidos a escrutinio público e impugnación ciudadana. Las comisiones serán 
dirigidas por uno de los representantes de la ciudadanía, que tendrá voto dirimente, y 
sus sesiones serán públicas ”/

Que, la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en el 
artículo 5 determina como atribuciones del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social, entre otras, las siguientes: "(...) 6. Designar a la primera autoridad de 
la (...) Fiscalía General del Estado (...) luego de agotar el proceso de selección 
correspondiente. (...) 10. Las demás atribuciones señaladas en la Constitución y ley";

Queja Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en el 
segundo inciso del artículo 55 dispone que: “Todas las designaciones tanto de 
autoridades como de representantes ciudadanos que se deleguen al Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social se harán a través de los procesos de 
selección por medio de las comisiones ciudadanas que deberán conformarse para el 
efecto, excepto para designar a las autoridades que provienen de ternas presentadas 
por la Presidenta o Presidente de la República

Que, la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en el 
artículo 56 señala que: "Las comisiones estarán integradas por una delegada o 
delegado del Ejecutivo, uno/a del Legislativo, uno/a de la Función Judicial, uno/a de 
la Función Electoral y uno/a de la Función de Transparencia y Control Social y por 
cinco representantes de las organizaciones sociales y la ciudadanía, escogidos en 
sorteo público de entre los treinta mejor calificados que se postulen y cumplan con los 
requisitos que determine la ley. Las Comisiones se conformarán de manera paritaria 
entre mujeres y hombres a través de sorteos previos y diferenciados para 
representantes de las organizaciones sociales y la ciudadanía. Las y los delegados 
deberán pertenecer a las Funciones del Estado que les delega y serán designados por 
el máximo organismo de decisión de cada una de ellas. Las Funciones del Estado
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para designar a su delegado o delegada, tendrán el plazo de treinta días que correrá 
desde que sean notificadas con tal requerimiento, vencido el cual, si no han procedido 
a la designación, el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social los 
designará directamente, bajo prevenciones legales. Las Comisiones serán dirigidas 
por uno de las o los representantes de la ciudadanía, quien tendrá voto dirimente y 
sus sesiones serán públicas. En ¡a elección de quien dirija la comisión, participarán 
todos los comisionados”;

Que, la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en el 
artículo 69 prevé que: “El Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
designará a las máximas autoridades de la (...) Fiscalía General del Estado (...) de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 208, numerales 11 y 12 de la Constitución 
de la República del Ecuador y la ley (...).

Que, la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en su 
artículo 72, referente a la reglamentación, determina que: “Las Comisiones 
Ciudadanas de Selección llevarán a cabo el concurso público de oposición y méritos y 
los procesos de veeduría e impugnación para designar a las autoridades y demás 
representantes de acuerdo con la Constitución, la ley y el reglamento establecido para 
el efecto

Que, el Código Orgánico de la Función Judicial, en su artículo 77, establece: “(...) 
INHABILIDADES.- No puede ser nombrado ni desempeñar un puesto o cargo en la 
Función Judicial: I. Quien se hallare en interdicción judicial, incluido el que haya 
realizado cesión de bienes o contra quien se haya iniciado juicio de concurso de 
acreedores o de quiebra, mientras no se rehabilite; 2. Quien hubiese sido condenado 
por sentencia ejecutoriada a pena privativa de libertad, mientras ésta subsista; en el 
caso de sentencias condenatorias por concusión, cohecho, extorsión, peculado, 
defraudación al Estado y demás entidades y organismos del sector público o 
prevaricato, la inhabilidad será definitiva; 3. Quien hubiese sido llamado a juicio por 
delito reprimido con prisión o reclusión, por providencia ejecutoriada, mientras no 
haya sido absuelto; 4. Quien se encuentre suspendido en el ejercicio de la profesión;
5. Quien desempeñare un cargo en el sector público o una representación por 
elección popular, con excepción de la docencia universitaria que podrá realizarse 
únicamente fuera de horario de trabajo; 6. Quien hubiere sido sancionado 
disciplinariamente con destitución del cargo, con resolución firme; 7. Quien fuere 
ministro de cualquier culto mientras se halle en ejercicio de su ministerio; 8. Quien se 
hallare incurso en alguna de las inhabilidades generales para el ingreso al servicio 
civil en el sector público; 9. Quien se hallare comprendido dentro de las 
incompatibilidades por relación familiar; 10. Quien tuviere bienes o capitales en 
paraísos fiscales ”;

Que, el Código Orgánico de la Función Judicial, en su artículo 283 determina: “ELECCIÓN 
DEL FISCAL GENERAL DEL ESTADO.- El Fiscal General del Estado es la máxima 
autoridad y la representación legal de la Fiscalía General del Estado corresponderá a 
quien sea designado como tal en el ámbito de sus competencias. Para ejercer la 
máxima autoridad se deben cumplir los siguientes requisitos: 1. Ser ecuatoriana o 
ecuatoriano y estar en goce de los derechos de participación política; 2. Tener 
de abogado, legalmente reconocido en el país, y conocimientos en 
administrativa; y, 3. Haber ejercido con idoneidad y probidad notorias la proi
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abogada o abogado, la judicatura o la docencia universitaria por un lapso mínimo de 
diez años. - La designación de esta autoridad corresponde al Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social y se hará de conformidad al procedimiento que 
establecen los artículos 209 y 210 de la Constitución de la República. La persona 
designada se posesionará ante la Asamblea Nacional. El período de funciones será de 
seis años, sin posibilidad de reelección. Cumplido el período, la máxima autoridad 
podrá mantenerse en funciones prorrogadas hasta la designación de su reemplazo. No 
podrá ejercer su profesión ni ocupar otra función pública o privada, salvo la docencia 
universitaria que la ejercerá fuera de horario de trabajo";

Que, el Código Orgánico Integral Penal, C01P, en el artículo 5 establece: “Principios 
procesales.- El derecho al debido proceso penal, sin perjuicio de otros establecidos en 
la Constitución de la República, los instrumentos internacionales ratificados por el 
Estado u otras normas jurídicas, se regirá por los siguientes principios: (...) 4. 
Inocencia: toda persona mantiene su estatus jurídico de inocencia y debe ser tratada 
como tal, mientras no se ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario (...)

Que, el Código Orgánico Administrativo, COA, en el artículo 18 establece: ‘‘Principio de 
interdicción de la arbitrariedad. Los organismos que conforman el sector público, 
deberán emitir sus actos conforme a los principios de juridicidad e igualdad y no 
podrán realizar interpretaciones arbitrarias. El ejercicio de las 
potestades discrecionales, observará los derechos individuales, el deber de 
motivación y la debida razonabilidad";

Que, el Código de la Democracia, en el artículo 5 establece: "Las personas en goce de los 
derechos políticos y de participación, en su calidad de electores estarán habilitados: 1. 
Para elegir, a quienes deban ejercer las funciones del poder público, de acuerdo con 
la Constitución de la República y esta ley; y, 2. Para pronunciarse a través de los 
mecanismos de democracia directa previstos en esta ley ";

Que, el Código de la Democracia, en el artículo 14 establece que: "El goce de los derechos 
políticos o de participación se suspenderá, por las razones siguientes: 1. Interdicción 
judicial, mientras ésta subsista, salvo en caso de insolvencia o quiebra que no haya 
sido declarada fraudulenta; 2. Sentencia ejecutoriada que sancione con pena 
privativa de libertad, mientras ésta subsista; y 3. Cuando el Tribunal Contencioso 
Electoral haya declarado en sentencia ejecutoriada la responsabilidad por el 
cometimiento de alguna infracción de las tipificadas en esta ley con esa sanción

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 3 establece: "Principios rectores.- La selección y designación de la 
primera autoridad de ¡a Fiscalía General del Estado mediante concurso público de 
méritos y oposición, con veeduría e impugnación ciudadana, garantizará la selección 
de la persona que reafirme la confianza de los ciudadanos en la integridad de la 
Fiscalía General del Estado en la cual se constituirá como primera autoridad, para lo 
cual el proceso se regirá obligatoriamente por los siguientes principios: 1. 
Independencia; 2. Transparencia; 3. Meritocracia; 4. Especialidad; 5. Probidad e 
integridad; 6. Idoneidad; 7. Publicidad; 8. Juridicidad; 9. Motivación; ¡0. 
Oportunidad; y, 11. Proporcionalidad”;
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Que, el Reglamento para la Selección, Conformación, y Funcionamiento de las Comisiones 
Ciudadanas de Selección encargadas de llevar a cabo los Concursos de Méritos y 
Oposición de Designación de Autoridades - Reglamento de Comisiones Ciudadanas 
de Selección, en su artículo 72, establece que: “Atribuciones de la Comisión 
Ciudadana de Selección. - Son atribuciones de la Comisión Ciudadana de Selección en 
la sustanciación de los concursos de méritos y oposición para la selección de 
autoridades estatales, adicional a las establecidas en los reglamentos específicos, las 
siguientes: (...) 4. Organizar y dirigir en todas sus fases el concurso de méritos y 
oposición con postulación, veeduría y derecho a impugnación ciudadana, de la 
autoridad pública que le corresponda seleccionar: (...) 6. Sustanciar las fases del 
concurso de méritos y oposición con postulación, veeduría y derecho a impugnación 
ciudadana, de la autoridad pública que le corresponda seleccionar; (...) 8. Elaborar 
los informes respectivos, correspondientes a cada una de las fases del concurso (...)";

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 4, establece: "Notificaciones y publicaciones.- Todas las notificaciones y 
publicaciones que se deban realizar en el presente concurso de méritos y oposición, se 
efectuarán dentro del término de tres días contados a partir de la resolución del 
órgano competente, y dentro de los términos establecidos en cada fase del concurso, a 
las notificaciones se acompañarán todos los informes y demás documentos pertinentes 
que deban ser conocidos por los postulantes, veedores y demás intervinientes en el 
proceso. Las notificaciones se realizarán por medio del correo electrónico 
institucional a las direcciones señaladas en la hoja de vida del postulante o en los 
formularios de postulación: de la misma forma, por medio del Sistema de Gestión 
Documental Quipux, a las autoridades y servidores públicos intervinientes. Los 
responsables de las notificaciones, en el caso de las actuaciones efectuadas por la 
Comisión Ciudadana de Selección será el secretario de esta, y en el caso de las 
actuaciones efectuadas por el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social será el secretario general. Las publicaciones se realizarán en la 
página web institucional, en las cuentas de redes sociales institucionales, en los 
canales de difusión de audio y video previstos para el efecto y en las instalaciones 
físicas del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social a nivel nacional, 
para el conocimiento de la ciudadanía

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 5, establece: Publicidad de la información.- Con el fin de transparentar 
el proceso de selección y designación previsto en este reglamento y para garantizar el 
control social, toda información relacionada con la aplicación del presente 
reglamento será pública y constará en el portal web institucional del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social, en un apartado único diseñado para el 
almacenamiento de esta información, garantizando su acceso y conservación. Todas 
las publicaciones realizadas en cumplimiento del presente reglamento respetarán el 
derecho a la protección de los datos personales de los intervinientes en el proceso, 
para ello, los postulantes otorgarán su consentimiento al Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social para el tratamiento y uso de dichos datos (...) ":

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del
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su artículo 6 establece que: "La veeduría ciudadana tendrá por objeto vigilar y 
fiscalizar la transparencia en las siguientes fases del proceso: La conformación de la 
Comisión Ciudadana de Selección; y El desarrollo del concurso público de méritos y 
oposición. El ejercicio de la veeduría se activa una vez convocadas las fases 
específicas en las que debe intervenir";

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 21, establece que: "Para postular en el concurso para la selección y 
designación de la primera autoridad de la Fiscalía General del Estado, los 
interesados cumplirán al menos los siguientes requisitos: 1. Ser ecuatoriana o 
ecuatoriano y estar en goce de los derechos políticos; 2. Tener título de tercer nivel en 
Derecho legalmente reconocido en el país y conocimientos en gestión administrativa; 
y, 3. Haber ejercido con idoneidad y probidad notoria la profesión de abogada o 
abogado, la judicatura o la docencia universitaria en materia penal por un lapso 
mínimo de diez años ”;

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 22, establece que: "Además de las prohibiciones determinadas en la 
Constitución de la República del Ecuador, el Código Orgánico de la Función Judicial 
y la Ley Orgánica del Servicio Público con su Reglamento General, no podrá 
postularse para ejercer el cargo de primera autoridad de la Fiscalía General del 
Estado quien: I. Se hallare incurso en las inhabilidades establecidas en el artículo 77 
del Código Orgánico de la Función Judicial; 2. Posea, a título personal o a través de 
su cónyuge, bienes, capitales, inversiones, fondos, acciones, participaciones de 
cualquier naturaleza en paraísos fiscales; 3. Sea cónyuge, tenga unión de hecho o sea 
familiar hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo grado de afinidad del 
presidente o vicepresidente de la República, ministros de Estado, de los asambleístas, 
vocales del Consejo de la Judicatura, Fiscal General del Estado saliente, defensor 
público, consejeros del Consejo Nacional Electoral, jueces del Tribunal Contencioso 
Electoral, jueces de la Corte Constitucional, jueces de la Corte Nacional de Justicia, y 
exmiembros de la Función de Transparencia; 4. Hubiese sido condenado o condenada 
por sentencia ejecutoriada a pena privativa de libertad, por delitos de violencia 
contra la mujer y otros, mientras ésta subsista; 5. Tenga contrato con el Estado, como 
persona natural, socio o soda, representante, apoderado o apoderada de personas 
jurídicas, nacionales o extranjeras, celebrado para la adquisición de bienes, 
ejecución de obras públicas, prestación de servicios públicos sin relación de 
dependencia o explotación de recursos naturales, mediante concesión, asociación o 
cualquier otra modalidad contractual; 6. Se hallare en interdicción judicial, mientras 
esta subsista, salvo el caso de insolvencia o quiebra que no haya sido declarada 
fraudulenta; 7. Tenga sentencia ejecutoriada del Tribunal Contencioso Electoral por 
alguna infracción tipificada en la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones 
Políticas de la República de Ecuador -Código de la Democracia-, sancionada con la 
suspensión de los derechos políticos y de participación, mientras ésta subsista; 8. No 
haya cumplido las medidas de rehabilitación resueltas por autoridad competente, en 
caso de haber sido sancionado o sancionada por violencia intrafamiliar o de género; 
9. Haya ejercido autoridad ejecutiva en gobiernos de facto; 10. Haya sido sancionado 
o sancionada por delitos de lesa humanidad; 11. Tenga obligaciones en mora con el 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) como empleador o prestatario; 12.
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Tenga obligaciones tributarias con deuda en firme con el Servicio de Rentas Internas 
(SRI); 13. Tenga obligaciones pendientes de pago con el sector público, sin fórmula 
de arreglo o compensación y que no esté pendiente de resolución judicial; 14. Sea 
miembro de las Fuerzas Armadas, de la Policial Nacional en servicio activo, o 
representante de cultos religiosos; 15. Tengan dos o más de dos pensiones 
alimenticias vencidas y que se reflejen en el Sistema Único de Pensiones Alimenticias 
(SUPA); 16. Sea cónyuge, tenga unión de hecho, o sea pariente dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o segundo de afinidad de las Consejeras o Consejeros del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social y/o de las y los miembros de la 
Comisión Ciudadana de Selección; 17. Haya sido sancionado o sancionada con 
destitución por responsabilidad administrativa en firme o tenga sanción en firme por 
responsabilidad civil o penal en el ejercicio de funciones públicas, sin que se 
encuentre rehabilitado o rehabilitada; 18. Incurra en alguna de las inhabilidades, 
impedimentos o prohibiciones para el ingreso o reingreso al sector público; 19. Se 
encontrare en condición de procesado, llamado a juicio o condenado por los 
siguientes tipos penales: peculado, cohecho, concusión, enriquecimiento ilícito, 
terrorismo genocidio etnocidio, exterminio, esclavitud, deportación o traslado forzoso 
de población, desaparición forzada, ejecución extrajudicial, persecución, apartheid, 
delitos de lesa humanidad, trata de personas, tráfico de órganos, turismo para la 
extracción, tratamiento ilegal o comercio de órganos, explotación sexual de personas, 
prostitución forzada, turismo sexual, pornografía con utilización de niñas, niños o 
adolescentes; comercialización de pornografía con utilización de niñas, niños o 
adolescentes; sicariato, secuestro, secuestro extorsivo. extorsión, tráfico ilícito de 
migrantes, producción ilícita de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, tráfico 
ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización (alta escala), tráfico ilícito de 
sustancias catalogadas sujetas a fiscalización (gran escala), organización o 
financiamiento para la producción o tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a 
fiscalización, actividad ilícita de recursos mineros, almacenamiento, transporte, 
envasado, comercialización o distribución ilegal de hidrocarburos en las provincias 
fronterizas, puertos marítimos o fluviales o mar territorial, sustracción de 
hidrocarburos, espionaje, tráfico ilícito de armas de fuego, armas químicas, nucleares 
o biológicas; terrorismo, financiación del terrorismo, delincuencia organizada. Se 
incorporarán los delitos contra la administración pública y los relacionados con 
corrupción y crimen organizado que, posterior a la entrada en vigencia del presente 
reglamento y durante su ejecución, se tipifiquen en la legislación ecuatoriana; 20. 
Haber sido sancionado con sentencia condenatoria ejecutoriada por cualquier tipo 
penal de los tipificados en el Código Orgánico Integral Penal; y, 21. Las demás 
prescritas en la Constitución y la ley. El postulante acreditará no estar incurso en 
ninguna de las prohibiciones señaladas mediante una declaración juramentada 
otorgada ante Notario Público en un formato único aprobado por el Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social ”;

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 23, establece: ‘ Fases de! concurso de méritos y oposición.- El concurso 
público de méritos y oposición, con postulación, veeduría e impugnación ciudadana 
para la selección y designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del 
Estado se ejecutará en cinco fases que serán las siguientes: 1. Fase de convocatoria yy 
postulación; 2. Fase de admisibilidad y reconsideración; 3. Fase de calificación 
méritos y recalificación; 4. Fase de escrutinio público e impugnación ciudadana;
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Fase de oposición y recalificación. En el concurso público se calificará a las y los 
postulantes sobre un total de 100 puntos posibles, 50 puntos de los cuales 
corresponderán a la cali ficación de méritos y 50 puntos a la fase de oposición que se 
dividirá en 30 puntos la prueba escrita y 20 puntos la prueba oral ";

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 24, establece: ‘ Preclusión.- La finalización de una fase del concurso 
público constituye la preclusión de esta, previo la reconsideración o recalificación 
respectiva dentro del término previsto en la fase. No se admitirá reconsideración o 
re calificación alguna por parte de las y los postulantes respecto de una etapa que 
hubiere precluido. La finalización de la fase será conocida por el Pleno del Consejo 
de Participación Ciudadana y Control Social con base al informe emitido por la 
Comisión Ciudadana de Selección en el que constará las actividades realizadas en el 
desarrollo de la fase y los resultados de esta con las correspondientes evidencias. 
Para la emisión de este informe la Comisión Ciudadana de Selección dispondrá de 
tres días término a partir de la emisión de la resolución de reconsideración, 
recalificación y en el caso de impugnación a partir de la notificación de la resolución 
sobre las apelaciones. El Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social conocerá sobre el in forme y la finalización de la fase, dentro del término de tres 
días a partir de la recepción del informe

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 25, establece: “Convocatoria.- El Pleno del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social con base al proyecto de convocatoria, formulario de 
declaración juramentada, y formulario único de postulación remitidos por la 
Comisión Ciudadana de Selección realizará la convocatoria en los idiomas de 
relación intercultural en la página web institucional, en las carteleras de la oficina 
principal y delegaciones provinciales del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social y mediante difusión en cadena nacional de radio y televisión. Los 
representantes diplomáticos y las oficinas consulares del Ecuador serán responsables 
de la difusión y promoción de la convocatoria en el exterior. Una vez transcurrido el 
término de diez días, contado a partir de la fecha de publicación de la convocatoria, 
concluirá el periodo para recibir postulaciones. En ningún caso se recibirán 
postulaciones fuera del término y hora previstos o en un lugar distinto a los 
indicados

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 26, establece: “Contenido de la convocatoria.- La convocatoria será 
aprobada por el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social y 
contendrá al menos: 1. La autoridad por designarse; 2. Requisitos y prohibiciones; 3. 
Documentos por entregar y forma de presentación; y, 4. Lugar, fecha y horario de 
recepción de postulaciones y la dirección de correo electrónico del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social";

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 27, establece: “Formulario único de postulaciones.- El formulario único
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de postulación será publicado en el portal web institucional del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social será llenado íntegramente por el 
postulante y suscrito con firma electrónica o manuscrita, luego de lo cual se lo 
entregará en un medio magnético de almacenamiento y deforma impresa juntamente 
con los documentos que conforman el expediente. Las y los postulantes son 
responsables de la información que ingresen al sistema de inscripciones; así como de 
revisar permanentemente el correo electrónico consignado en el formulario único de 
postulación para recibir sus notificaciones, y revisar constantemente la web 
institucional del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social";

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 28, establece: “Declaración de las y los postulantesAl momento de 
presentar sus postulaciones, las y los postulantes aceptarán expresamente cumplir 
todas las normas aplicables al concurso

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 29, establece que: “El postulante presentará el expediente físico 
adjuntando la documentación de respaldo en original o debidamente certificada o 
notariada. En el caso de certificaciones que se generen en línea con firma electrónica 
no requerirán autenticación, de la misma forma presentarán un medio magnético de 
almacenamiento en donde adjuntarán la documentación con firmas físicas 
debidamente escaneadas, y los documentos con firmas electrónicas o que contengan 
códigos de verificación. Serán documentos de presentación obligatoria: 1. Formulario 
único de postulación; 2. Hoja de vida, de acuerdo con el formato único establecido 
por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social y publicado en el portal 
web institucional; 3. Declaración de consentimiento de tratamiento de los datos 
personales del postulante; el formato único establecido por el Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social y publicado en el portal web institucional;
4. Formulario de declaración de conflicto de intereses; el formato único establecido 
por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social y publicado en el portal 
web institucional; 5. Copia notariada a color de la cédula de identidad y certificado 
de votación del último proceso electoral; 6. Copia notariada del título de tercer y/o 
cuarto nivel y el certificado de registro emitido por la SENESCYT; 7. Certificado de 
no tener deudas tributarias en firme pendientes con el Servicio de Rentas Internas 
(SRI); emitido con un tiempo no mayor a quince días antes de la postulación; 8. 
Certificados de no tener obligaciones en mora con el Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social (IESS) como empleador o prestatario, emitido con un tiempo no 
mayor a quince días antes de la postulación; 9. Certificado de responsabilidades y/o 
cauciones, otorgado por la Contraloría General del Estado; emitido con un tiempo no 
mayor a quince días antes de la postulación; 10. Certificado de no estar impedido 
para ocupar cargo público, emitido por el Ministerio del Trabajo, con un tiempo no 
mayor a veinte y cuatro horas antes de la postulación; 11. Certificado de no haber 
ejercido una dignidad de elección popular o haber sido miembro de la directiva de un 
partido o movimiento político en los cinco años anteriores a la convocatoria al 
presente concurso otorgado por el Consejo Nacional Electoral (CNE); 12. Certificado 
de no mantener contratos vigentes con el Estado otorgado por el Servicio Nacional 
Contratación Pública (SERCOP); emitido con un tiempo no mayor a quince días 
de la postulación; 13. Certificado conferido por el Tribunal Contencioso Electof-qj
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no tener senteneia ejecutoriada por alguna infracción tipificada en la Ley Orgánica 
Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador -Código de la 
Democraciasancionada con la suspensión de derechos políticos y de participación 
mientras esta subsista; emitido con un tiempo no mayor a quince días antes de la 
postulación; 14. Certificado de apoliticismo conferido por el Consejo Nacional 
Electoral de su ciudad de residencia; emitido con un tiempo no mayor a quince días 
antes de la postulación; 15. Certificado de no estar registrado en la Base de Datos de 
la UAFE; Certificado de homónimo con personas registradas en la Base de Datos de 
la UAFE; 16. Certificado de información judicial individual emitido por el Consejo de 
la Judicatura; 17. Certificaciones que acrediten su experiencia laboral o profesional 
con o sin relación de dependencia; 18. Certificado de tiempo de servicio por 
empleador e historial laboral emitido por el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
(IESS); 19. Certificados de capacitación recibida o impartida de los últimos cinco 
años; 20. Certificado de no haber sido sancionado disciplinariamente por el Consejo 
de la Judicatura por una de las infracciones administrativas que merecen la sanción 
de destitución y de no encontrarse suspendido en el ejercicio de la profesión, de 
conformidad con el artículo 77, numerales 4 y 7 del Código Orgánico de la Función 
Judicial. El certificado será emitido con un tiempo no mayor a quince días antes de la 
postulación; 21. Declaración juramentada otorgada ante un Notario Público respecto 
a no estar incurso en ninguna de las prohibiciones e inhabilidades establecidas en la 
Constitución, la ley y el presente reglamento, con base al formato único establecido 
por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social; y, 22. La demás 
documentación que el postulante considere necesario para justificar el cumplimiento 
de requisitos, justificación de méritos y acciones afirmativas. El postulante será 
responsable por cualquier falsedad o adulteración en la documentación presentada, 
de comprobarse las mismas, se procederá a su descalificación previo el cumplimiento 
del procedimiento para el ejercicio de la facultad de verificación establecido en el 
presente reglamento, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas, civiles y 
penales a que hubiere lugar. Los requisitos constantes en el presente artículo son 
indivisibles, salvo los que se puedan verificar en las bases de datos de acceso público. 
Con la finalidad de garantizar la transparencia, a través de la difusión y facilitar la 
impugnación ciudadana, el expediente será escaneado por completo y será subido a la 
página web institucional del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, 
protegiendo los datos personales de los postulantes. La publicación del expediente 
deberá hacerse en el término de tres días después de aprobarse la admisibilidad del 
postulante al concurso ";

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 30, establece que: “Las postulaciones serán presentadas en las oficinas del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social o en las oficinas autorizadas 
que consten en la convocatoria y en el correo electrónico señalado para el efecto, en 
el horario especificado en la convocatoria. Las y los ciudadanos domiciliados en el 
exterior presentarán sus postulaciones en las representaciones diplomáticas y o ficinas 
consulares del Ecuador. Las y los postulantes entregarán el expediente de la siguiente 
forma: un ejemplar que contenga la documentación en original o copia notariada que 
será para el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, un ejemplar en 
copia simple para el postulante y un medio magnético de almacenamiento en el que 
consten el respaldo electrónico de todos los documentos que conforman el expediente 
del postulante, adjuntando los documentos con firma electrónica y con códigos de
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verificación presentados en la postulación. Una vez presentada la documentación se 
entregará al postulante un certificado con la fecha y hora de recepción y el número 
total de fojas del expediente. La recepción de los expedientes concluirá a las 24h00 
horas del último día establecido en la convocatoria para el territorio nacional y en la 
misma hora dentro del huso horario correspondiente en el exterior y la provincia de 
Galápagos. En el caso de las postulaciones presentadas en el exterior, una vez 
concluido el término para recibirlas, el cónsul o funcionario responsable remitirá los 
expedientes, de manera escaneada vía electrónica y los físicos a la sede del Consejo 
de Participación Ciudadana y Control Social en Quito, de forma inmediata. 
Concluida la recepción de las postulaciones, la Secretaría General del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social remitirá los expedientes a la Secretaría de 
la Comisión Ciudadana de Selección, en el término de un día. Toda la documentación 
entregada por los postulantes fuera del término correspondiente se considera como no 
presentada

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 31, establece que: “Una vez terminada la fase de presentación de 
postulaciones, la Comisión Ciudadana de Selección con el apoyo del equipo técnico, 
dentro del término de diez días, a partir de la entrega de los expedientes por parte de 
la Secretaría General; se verificará el cumplimiento de requisitos y la inexistencia de 
prohibiciones e inhabilidades establecidas para el cargo. En el término de tres días, 
la Comisión Ciudadana de Selección emitirá la resolución con el listado de las y los 
postulantes admitidos, y aprobará el informe de verificación en el que se motivará 
individualmente la verificación efectuada a cada postulante, la resolución y el informe 
serán notificados de conformidad con el presente reglamento

Que, el Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 31, establece que: “Una vez terminada la fase de presentación de 
postulaciones, la Comisión Ciudadana de Selección con el apoyo del equipo técnico, 
dentro del término de diez días, a partir de la entrega de los expedientes por parte de 
la Secretaría General; se verificará el cumplimiento de requisitos y la inexistencia de 
prohibiciones e inhabilidades establecidas para el cargo. En el término de tres días, 
la Comisión Ciudadana de Selección emitirá la resolución con el listado de las y los 
postulantes admitidos, y aprobará el informe de verificación en el que se motivará 
individualmente la verificación efectuada a cada postulante, la resolución y el informe 
serán notificados de conformidad con el presente reglamento

Comisión I W*
Ciudadana I
Selección I eaMgiaEBga

Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social

Que, la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en 
su artículo 33, establece que: “El postulante que se considere afectado por la 
resolución que adopte la Comisión Ciudadana de Selección, dentro el término de tres 
días contados a partir del día siguiente de la notificación, podrán solicitar la 
reconsideración a la Comisión Ciudadana de Selección, la que resolverá de forma 
motivada e individual dentro del término de cinco días contado desde la entrega de 
las reconsideraciones por parte de la Secretaría General. Las solicitudes de 
reconsideración se receptarán en físico en la Secretaría General del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social, en las Delegaciones Provinciales 
CPCCS o en las oficinas consulares del Ecuador. No se aceptarán solicitudes fmXh.
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del tiempo y lugar señalados. También podrán ser remitidas en digital con firma 
electrónica mediante el correo electrónico señalado para el efecto. Las oficinas 
consulares escanearán las solicitudes de reconsideración y las remitirán 
inmediatamente al correo electrónico señalado para el efecto por la Secretaría 
General del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. Las solicitudes de 
reconsideración originales serán remitidas en el término de un día. Las resoluciones 
de reconsideración de admisibilidad de la Comisión Ciudadana de Selección se 
publicarán en el portal web institucional y en las instalaciones del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social y se notificará a las y los postulantes en el 
correo electrónico señalado en el formulario de postulación. Las y los postulantes 
cuya solicitud de reconsideración haya merecido resolución favorable, pasarán a la 
etapa de calificación de méritos. No se admitirá apelación respecto a la resolución de 
reconsideración desfavorable

Que, mediante resolución No. CPCCS-PLE-SG-003-E-2026-0024 de 22 de enero de 2026, 
el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social resolvió proceder a 
la posesión de las y los Comisionados Ciudadanos de selección, principales y 
suplentes, que integrarán la Comisión Ciudadana de Selección del proceso de 
selección y designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, 
conforme a los resultados del sorteo público aprobados mediante Resolución No. 
CPCCS PLE-SG-002-0-2026-0012, de 14 de enero de 2026;

Que, mediante resolución No. CPCCS-PLE-SG-004-E-2026-0025 de 27 de enero de 2026, 
el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social resolvió disponer la 
principalización inmediata de: a) Silvana Mariuxi Ramírez Verdesoto, como delegada 
principal de la Función Legislativa; b) David Eduardo Flores Brandt, como delegado 
principal de la Función Ejecutiva, para integrar la Comisión Ciudadana de Selección 
del proceso de designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado;

Que, mediante Resolución No. CPCCS-PLE-SG-009-0-2026-0068 de fecha 04 de marzo 
de 2026, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, resolvió 
disponer la principalización inmediata de Ericka Katherine Aguagüiña Moposita, para 
que asuma las funciones de Comisionada Principal No. 1, dentro de la Comisión 
Ciudadana de Selección encargada del concurso público de méritos y oposición para la 
designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, hasta la 
culminación del referido proceso;

Que, mediante resolución No. CCS-PLE-SG-006-E-2026-0049 de fecha 12 de febrero 
de 2026, aprobada por el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social (CPCCS), se dispuso: Artículo 2.- Aprobar el Plan de Trabajo y
Cronograma para el Desarrollo del Concurso Público de Méritos y Oposición, 
con Postulación, Veeduría, para la Selección y Designación de la Primera 
Autoridad de la Fiscalía General del Estado. (...) Artículo 5.- Disponer a las 
Unidades Administrativas del Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social, den atención a los requerimientos necesarios para la ejecución del Plan de 
Trabajo y Cronograma efectuado por la Comisión Ciudadana, aprobado por 
efectos de la presente resolución (...)

Que, mediante resolución No. CPCCS-PLE-SG-006-E-2026-0050 de fecha 12 de febrero 
del 2026 el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social
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resolvió: “(...) Artículo L- Dar por conocidas las Resoluciones: Nro. CCS-FGE-SA- 
014-2026, CCSFGE-SA-015-2026, CCS-FGE-SA-016-2026, CCS-FGE-SA-017-2026 
y CCS-FGE-SAO18-2026, aprobadas por la Comisión Ciudadana de Selección dentro 
del concurso público de méritos y oposición para la selección y designación de la 
Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, remitidas mediante 
memorandos: Nro. CPCCS-CCSFGE-2026-0075-M, CPCCS-CCS-FGE-2026-0076- 
M, CPCCS-CCS-FGE-2026-0077- M, CPCCS-CCS-FGE-2026-0078-M y CPCCS- 
CCS-FGE-2026-0079-M, que contienen los formatos de declaración juramentada; 
formulario de declaración de consentimiento de tratamiento de datos personales; 
formulario de declaración de conflicto de intereses; formato de hoja de vida; proyecto 
de convocatoria; suscritos por el secretario del concurso público de méritos y 
oposición para la selección y designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía 
General del Estado. Artículo 2.- Aprobar parcialmente el proyecto de convocatoria 
pública al Concurso de Méritos y Oposición para la selección y designación de la 
Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado; y aprobar en su totalidad: a) el 
Formato único de hoja de vida: b) el Formato único de declaración juramentada: c) 
el Formulario de declaración sobre conflicto de intereses, y d) formulario de 
declaración de consentimiento de tratamiento de datos personales. Artículo 3.- 
Habilitar y publicar de conformidad a lo establecido en el artículo 27 de la 
Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, 
el formulario único de postulaciones en la página web del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social mientras dure la convocatoria al concurso de méritos y 
oposición para la selección y designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía 
General del Estado. Artículo 4.- Convocar a la ciudadanía en general al Concurso 
Público de Méritos y Oposición para la Selección y Designación de la Primera 
Autoridad de la Fiscalía General del Estado al tenor del formato aprobado en el 
artículo 2, y que consta como ANEXO 1 de la presente resolución, determinando 
como término para la presentación de las postulaciones será desde del miércoles 18 
de febrero de 2026, hasta el martes 03 de marzo de 2026, desde las 08h30 a 17h00; y 
hasta las 24h00 el último día, a nivel nacional. Artículo 5.- Autorizar y requerir a las 
representaciones diplomáticas y las o ficinas consulares del Ecuador en el Exterior, al 
amparo del artículo 25 de la Codificación del Reglamento para el Concurso de 
Méritos y Oposición para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Fiscalía General del Estado, la recepción de postulaciones al Concurso Público de 
Méritos y Oposición para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Fiscalía General del Estado de los Ecuatorianos domiciliados en el exterior durante 
el termino previsto en el artículo 4 de la presente resolución. Debiendo informar 
sobre la recepción de postulaciones al finalizar el término establecido (...)

Que, con fecha 13 de febrero de 2026 se publicó en la página web del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social, así como en los medios de comunicación y 
en cadena nacional de televisión, la convocatoria pública al Concurso de Méritos y 
Oposición para la Selección de Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía 
General del Estado;

Que, el 18 de febrero de 2026 a las 08h30 se abrió el sistema de postulaciones al Concurso 
de Méritos y Oposición para la Selección de Designación de la Primera Autoridad 
la Fiscalía General del Estado;
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Que, el 03 de marzo de 2026 a las 24h00 se cerró el sistema de postulaciones del Concurso 
de Méritos y Oposición para la Selección de Designación de la Primera Autoridad de 
la Fiscalía General del Estado;

Que, mediante memorando No. CPCCS-SG-2026-0334-M de fecha 08 de marzo del 2026, 
la magister María Gabriela Granizo. Secretaria General - Encargada, convocó a la 
Comisión Ciudadana de Selección para las 16h00 del día 09 de marzo del 2026, al 
“(...) acto de entrega-recepción de postulaciones referente a la convocatoria pública 
al concurso de Méritos y Oposición para la designación de la Primera Autoridad de 
la Fiscalía General del Estado

Que, a través de memorando No. CPCCS-CCS-FGE-2026-0142-M, de fecha 09 de marzo 
de 2026. la abogada Cynthia Jacho Tipán, Presidenta de esta Comisión Ciudadana de 
Selección, solicitó al Secretario de la Comisión, convoque a los Comisionados, por lo 
que, a través de memorando No. CPCCS-CCS-FGE.2026-0143-M, realizó la 
convocatoria a la Reunión de Trabajo No. 004-CCS-FGE-2026, para las 09h30 del día 
martes 10 de marzo de 2026, a fin de tratar los siguientes puntos del orden del día; 
“1.- Sorteo de los expedientes de las y los postulantes entre los miembros de la 
Comisión Ciudadana de Selección FGE para dar inicio a la fase de admisibilidad y 
reconsideración (Sala del Pleno del CPCCS, piso 10). 2.- Revisión de expedientes de 
las y los postulantes por los Miembros de la Comisión Ciudadana de Selección FGE 
(Sala de Sesiones CCS-FGE, piso 9)

Que, mediante memorando No. CPCCS-CCS-FGE-2026-0146-M, de fecha 10 de marzo de 
2026, la abogada Cynthia Jacho Tipán, Presidenta de esta Comisión Ciudadana de 
Selección, solicitó al Secretario de la Comisión, convoque a los Comisionados, por lo 
que, a través de memorando No. CPCCS-CCS-FGE.2026-0147-M, realizó la 
convocatoria a la Reinstalación N-°l de la Reunión de Trabajo No. 004-CCS-FGE- 
2026 para las 09h30 del día miércoles 11 de marzo de 2026, de manera presencial;

Que, mediante memorando No. CPCCS-CCS-FGE-2026-0149-M, de fecha 11 de marzo de 
2026, la abogada Cynthia Jacho Tipán, Presidenta de esta Comisión Ciudadana de 
Selección, solicitó al Secretario de la Comisión, convoque a los Comisionados, por lo 
que, a través de memorando No. CPCCS-CCS-FGE.2026-0150-M, realizó la 
convocatoria a la Reinstalación N-°2 de la Reunión de Trabajo No. 004-CCS-FGE- 
2026 para las 08h30 del día jueves 12 de marzo de 2026, de manera presencial;

Que, mediante memorando No. CPCCS-CCS-FGE-2026-0154-M, de fecha 12 de marzo de 
2026, la abogada Cynthia Jacho Tipán, Presidenta de esta Comisión Ciudadana de 
Selección, solicitó al Secretario de la Comisión, convoque a los Comisionados, por lo 
que, a través de memorando No. CPCCS-CCS-FGE.2026-0156-M, realizó la 
convocatoria a la Reinstalación N-°3 de la Reunión de Trabajo No. 004-CCS-FGE- 
2026 para las lOhOO del día viernes 13 de marzo de 2026, de manera presencial;

Que, mediante memorando No. CPCCS-CCS-FGE-2026-0161-M, de fecha 15 de marzo de 
2026, la abogada Cynthia Jacho Tipán, Presidenta de esta Comisión Ciudadana de 
Selección, solicitó al Secretario de la Comisión, convoque a los Comisionados, por lo 
que, a través de memorando No. CPCCS-CCS-FGE.2026-0162-M, realizó la 
convocatoria a la Reinstalación N-°4 de la Reunión de Trabajo No. 004-CCS-FGE- 
2026 para las 1 Ih30 del día lunes 16 de marzo de 2026, de manera presencial;
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Que, mediante memorando No. CPCCS-CCS-FGE-2026-0164-M, de fecha 16 de marzo de 
2026, la abogada Cynthia Jacho Tipán, Presidenta de esta Comisión Ciudadana de 
Selección, solicitó al Secretario de la Comisión, convoque a los Comisionados, por lo 
que, a través de memorando No. CPCCS-CCS-FGE.2026-0165-M, realizó la 
convocatoria a la Reinstalación N-° 5 de la Reunión de Trabajo No. 004-CCS-FGE- 
2026 para las 09h00 del día martes 17 de marzo de 2026, de manera presencial;

Que, mediante memorando No. CPCCS-CCS-FGE-2026-0177-M, de fecha 18 de marzo de 
2026, la abogada Cynthia Jacho Tipán, Presidenta de esta Comisión Ciudadana de 
Selección, solicitó al Secretario de la Comisión, convoque a los Comisionados, por lo 
que, a través de memorando No. CPCCS-CCS-FGE.2026-0179-M, realizó la 
convocatoria a la Reinstalación N-° 6 de la Reunión de Trabajo No. 004-CCS-FGE- 
2026 para las 09h00 del día jueves 19 de marzo de 2026, de manera presencial;

Que, mediante memorando No. CPCCS-CCS-FGE-2026-0180-M, de fecha 19 de marzo de 
2026, la abogada Cynthia Jacho Tipán, Presidenta de esta Comisión Ciudadana de 
Selección, solicitó al Secretario de la Comisión, convoque a los Comisionados, por lo 
que, a través de memorando No. CPCCS-CCS-FGE.2026-0181-M, realizó la 
convocatoria a la Reinstalación N-°7 de la Reunión de Trabajo No. 004-CCS-FGE- 
2026 para las 09h00 del día viernes 20 de marzo de 2026, de manera presencial;

Que, mediante memorando No. CPCCS-CCS-FGE-2026-0185-M, de fecha 22 de marzo de 
2026, la abogada Cynthia Jacho Tipán, Presidenta de esta Comisión Ciudadana de 
Selección, solicitó al Secretario de la Comisión, convoque a los Comisionados, por lo 
que, a través de memorando No. CPCCS-CCS-FGE.2026-0186-M, realizó la
convocatoria a la Reinstalación N-° 8 de la Reunión de Trabajo No. 004-CCS-FGE- 
2026 para las 09h00 del día lunes 23 de marzo de 2026, de manera presencial;

Que, mediante memorando No. CPCCS-CCS-FGE-2026-0187-M de fecha 23 de marzo de 
2026, la abogada Cynthia Jacho Tipán, Presidenta de esta Comisión Ciudadana de 
Selección, solicitó al Secretario de la Comisión, convoque a los Comisionados, por lo 
que, a través de memorando No. CPCCS-CCS-FGE.2026-0188-M, realizó la
convocatoria a la Reunión de Trabajo No. 005-CCS-FGE-2026 para las lOhOO del día 
martes 24 de marzo de 2026, de manera presencial;

Que, mediante memorando No. CPCCS-CCS-FGE-2026-0189-M de fecha 25 de marzo de 
2026, la abogada Cynthia Jacho Tipán, Presidenta de esta Comisión Ciudadana de 
Selección, solicitó al Secretario de la Comisión, convoque a los Comisionados, por lo 
que, a través de memorando No. CPCCS-CCS-FGE-2026-0190-M, realizó la
convocatoria a la Sesión Administrativa No. 0017-CCS-FGE-2026 para las 20h00 del 
día jueves 26 de marzo de 2026. de manera telemática.

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales, legales y reglamentarias.

RESUELVE:

Artículo 1.- Aprobar el “Informe de Verificación de Admisibilidad" de los postulant; 
para el Concurso de Méritos y Oposición para la Selección y Designación de la Pri 
Autoridad de la Fiscalía General del Estado.
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Artículo 2.- Establecer, de conformidad con el artículo 31 de la Codificación del 
Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la Selección y Designación de 
la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, el listado de las y los postulantes 
admitidos.

ADMITIDOS 1
HOMBRES

Número de 
Postulantes

Número de 
Expediente

Nombres y Apellidos Cédula

1 27 Mario David Fonseca Vallejo
2 31 Salomón Alejandro Montecé Giler
3 43 Gabriel Santiago Pereira Gómez
4 48 Walter Samno Macías Fernández

5 59 Bolívar Augusto Espinoza
Astudillo

6 74 Rubén Darío Balda Zambrano
7 76 Christian Ramón Rodríguez Torres
8 82 Juan Vicente Guano Costales
9 89 Patricio Gerardo Haro Aldean
10 93 Mauricio Javier Aguirre López
11 97 Luis Augusto Rosero Méndez
12 99 Franklin Ernesto Rea Toapanta
13 114 José Aníbal Cevallos Alvarez

14 128 José Javier De La Gasea 
LópezDomínguez

15 134 Carlos Leonardo Alarcón Argudo
16 138 Luíggi Rigoberto Miranda Peralta
17 140 José Luis Robalino Villafuerte
18 142 Gustavo Adolfo Benítez Alvarez

MUJERES

Número de 
Postulantes

Número de 
Expediente Nombres y Apellidos Cédula

1 18 Inés Maritza Romero Estévez
2 28 Andrea Elizabeth Cazar Villacís
3 51 Gina Fernanda Mora Dávalos
4 57 Julia Maritza Villalta García
5 58 Sandra Patricia Morejón Llanos
6 98 Bella Edit Castillo Hidalgo
7 100 Tirsa Salomé Gómez Proaño
8 110 Daniel la Lisette Camacho Herold
9 120 Karen Julissa Duque Jironza
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DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA.- Disponer al Secretario de esta Comisión Ciudadana de Selección que 
proceda con la notificación de la presente Resolución junto con el Informe de 
Verificación de Admisibilidad a cada uno de las/los postulantes, a los correos 
electrónicos señalados en las hojas de vida o en los formularios únicos de postulación.

SEGUNDA.- Disponer al Secretario de esta Comisión Ciudadana de Selección que 
proceda con la notificación de la presente Resolución junto con el Informe de 
Verificación de Admisibilidad al Presidente, a las Consejeras y Consejeros del Consejo 
de Participación Ciudadana y Control Social (CPCCS), y a la veeduría ciudadana.

TERCERA.- Disponer a la Coordinación General de Comunicación Social, 
Comunicación Participativa y Atención al Ciudadano del CPCCS que, en cumplimiento 
a lo que dispone el último inciso del artículo 29 de la Codificación del Reglamento para 
el Concurso de Méritos y Oposición para la Selección y Designación de la Primera 
Autoridad de la Fiscalía General del Estado, publique, en la página web institucional del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, el expediente escaneado por 
completo, protegiendo los datos personales, de todos los postulantes, a excepción de los 
expedientes números: 53, 123, 141 que no presentaron o no suscribieron la 
“Declaración de Consentimiento de Tratamiento de Datos Personales - CPCCS”. De 
igual forma, no se publicará el “Formulario de Declaración de Conflictos de Intereses” 
de los expedientes números: 54, 55, 103, 118, 124, 125, 135, 136, por cuanto no fue 
suscrita la “Declaración de Voluntad y Consentimiento Informado para Completar el 
Formulario de Conflicto de Intereses”.

CUARTA.- Disponer a la Secretaría de la Comisión Ciudadana de Selección, remita a 
la Coordinación General de Comunicación Social, Comunicación Participativa y 
Atención al Ciudadano del CPCCS, la presente resolución para que se proceda con su 
difusión a través de los canales institucionales del CPCCS, y realice la publicación 
oficial de la presente resolución en la página web del CPCCS en el micrositio previsto 
para el efecto.

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA.- La presente resolución entrará en vigencia a partir de su aprobación por la 
Comisión Ciudadana de Selección, sin perjuicio de su publicación oficial.

Dado y aprobado por la COMISIÓN CIUDADANA DE SELECCIÓN PARA EL 
CONCURSO DE MÉRITOS Y OPOSICIÓN PARA LA SELECCIÓN DE LA 
PRIMERA AUTORIDAD DE LA FISCALIA GENERAL DEL ESTADO en la Sesión
Administrativa No. 0017-CCS-FGE-2026, celebrada de forma telemática, el veintiséis 
de marzo de dos mil veintiséis.  
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COMISIÓN CIUDADANA DE SELECCIÓN PARA EL CONCURSO DE 
MÉRITOS Y OPOSICIÓN PARA LA SELECCIÓN DE LA PRIMERA 
AUTORIDAD DE LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO, SECRETARÍA.-
Quito D.M., viernes 27 de marzo de 2026. Razón.- Certifico que la presente resolución 
fue adoptada por la Comisión Ciudadana de Selección para el Concurso de Méritos y 
Oposición para la Selección de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, 
con la siguiente votación de los comisionados y comisionadas: Ericka Katherine 
Aguaguiña Moposita, Comisionada Ciudadanía 1 (A FAVOR), Cynthia Alexandra Jacho 
Tipán, Comisionada Ciudadanía 2 (APOYO A LA MOCIÓN - A FAVOR), Hugo 
Vicente Ludeña Eras. Comisionado Ciudadanía 3 (APOYO A LA MOCIÓN - A 
FAVOR), Zoila Amada Echeverría Zambrano, Comisionada Ciudadanía 4 (APOYO A 
LA MOCIÓN - A FAVOR), Cristian Santiago Arpi Tapia, Comisionado Ciudadanía 5 
(A FAVOR), Pamela Teresa Garay Mateo, Comisionada Función de Transparencia y 
Control Social (A FAVOR), Silvana Mariuxi Ramírez Verdezoto, Comisionada Función 
Legislativa (A FAVOR), David Eduardo Flores Brandt, Comisionado Función Ejecutiva 
(A FAVOR), Tayron Michael Valarezo Eras, Comisionado Función Electoral (A 
FAVOR), de conformidad con los archivos físicos, así también de audio y video 
correspondientes, a los cuales me remito.- LO CERTIFICO. -

¡DAVID EDUARDO SORIA 
TAMAYO

Mgs. David Eduardo Soria Tamayo
SECRETARIO 
CCS -FGE
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RESOLUCIÓN 072-2025

EL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA

CONSIDERANDO:

Que el artículo 177 de la Constitución de la República del Ecuador prevé: “La Función 
Judicial se compone de órganos jurisdiccionales, órganos administrativos, órganos 
auxiliares y órganos autónomos. La ley determinará su estructura, funciones, 
atribuciones, competencias y todo lo necesario para la adecuada administración 
de justicia.'']

Que el artículo 178, párrafo segundo de la Constitución de la República del Ecuador; 
así como el artículo 254 del Código Orgánico de la Función Judicial, establecen 
que el Consejo de la Judicatura es el órgano de gobierno, administración, 
vigilancia y disciplina de la Función Judicial;

Que el artículo 181 números 1 y 5 de la Norma Suprema, contempla: “Serán funciones 
del Consejo de la Judicatura, además de las que determine la ley: I 1. Definir y 
ejecutar las políticas para el mejoramiento y modernización del sistema judicial. 
(...) 5. Velar por la transparencia y eficiencia de la Función Judicial."]

Que los artículos 194 de la Constitución de la República del Ecuador y 282, número 1 
del Código Orgánico de la Función Judicial, definen a la Fiscalía General del 
Estado como un órgano autónomo de la Función Judicial, único e indivisible, que 
funciona de forma desconcentrada y tiene autonomía administrativa, económica y 
financiera, al cual le corresponde dirigir y promover, de oficio o, a petición de 
parte, la investigación pre procesal y procesal penal en casos de acción penal 
pública; y, de hallar mérito, acusar a los presuntos infractores ante el juez 
competente e impulsar la acusación en la sustanciación del juicio penal;

Que el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, indica: “La 
administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los 
principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, 
descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y 
evaluación."]

Que el artículo 326, número 15 de la Carta Magna, establece: “El derecho al trabajo se 
sustenta en los siguientes principios: (...) 15. Se prohíbe la paralización de los 
servicios públicos de (...) justicia (...). La ley establecerá límites que aseguren el 
funcionamiento de dichos servicios.”]

Que el artículo 3 del Código Orgánico de la Función Judicial, manda: “Políticas de 
justicia.- (...) Con el fin de garantizar el acceso a la justicia, el debido proceso, la 
independencia judicial y los demás principios establecidos en la Constitución y 
este Código, dentro de los grandes lineamientos del Plan Nacional de Desarrollo, 
los órganos de la Función Judicial, en el ámbito de sus competencias, deberán
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usuarios; (...) 3. Políticas de talento humano que consoliden la carrera judicial, 
fiscal (...)";

Que el artículo 14 del Código Orgánico de la Función Judicial, señala: "Principio de 
autonomía económica, financiera y administrativaLa Función Judicial goza 
de autonomía económica, financiera y administrativa. Administrativamente se rige 
por su propia ley, reglamentos y resoluciones, bajo los criterios de 
descentralización y desconcentración. / El Estado tendrá la obligación de entregar 
los recursos suficientes para satisfacer las necesidades del servicio judicial que 
garantice la seguridad jurídica. (...)”;

Que el artículo 16 del Código Orgánico de la Función Judicial, señala que: “(...) Todo 
encargo será temporal, salvo los casos determinados porta Constitución y la ley."]

Que el artículo 38, número 4 del Código Orgánico de la Función Judicial, dispone: 
“Conformación de la Función Judicial.- Integran la Función Judicial y se 
denominan, en general, servidores de la Función Judicial: (...) 4. La Fiscal o el 
Fiscal General del Estado, la Defensora o Defensor Público General, y los demás 
servidoras y servidores de la Función Judicial que prestan sus servicios en la 
Fiscalía General del Estado y en la Defensoría Pública (...)”;

Que el artículo 40, número 2 del Código Orgánico de la Función Judicial, dispone: “(...) 
Las servidoras y los servidores de la Función Judicial se clasifican en: (...) 2. 
Temporales: Aquellos que han sido designados para prestar servicios 
provisionales en un puesto vacante; para reemplazar a una servidora o a un 
servidor de la Función Judicial que se halle suspenso en sus funciones mientras 
no se dicte resolución en firme sobre su situación; para sustituir a una servidora o 
a un servidor durante el tiempo que estuviere de vacaciones, con licencia o 
asistiendo a programas de formación o capacitación; en caso de que se hubiese 
declarado con lugar la excusa o recusación de la jueza o juez; o si se requiera 
atender necesidades extraordinarias o emergentes del servicio de justicia."]

Que el artículo 41 del Código Orgánico de la Función Judicial, prevé: “(...) Desde el 
inicio del proceso de ingreso y durante todo el tiempo que dure su desempeño se 
verificará que las servidoras y los servidores de la Función Judicial no se hallen 
incursas o incursos en las inhabilidades o incapacidades que establece este 
Código. La verificación se realizará, obligatoriamente, al inicio del proceso de 
ingreso al servicio y posteriormente se lo hará en forma periódica o aleatoria o a 
petición de parte interesada siempre que, en este último caso, se acompañen 
pruebas pertinentes."]

Que el artículo 94 Código Orgánico de la Función Judicial, señala: “Subrogación.- 
Cuando una servidora o un servidor de la Función Judicial sustituyere 
temporalmente en sus funciones a un superior jerárquico, a más de las propias 
remuneraciones, tendrá derecho al pago de la diferencia de la remuneración que 
correspondiere a la servidora o servidor subrogado. El plazo de esta subrogación 
no excederá de noventa días."]
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Que el artículo 254 del Código Orgánico de la Función Judicial, prevé: “Órgano 
administrativo.- El Consejo de la Judicatura es el órgano único de gobierno, 
administración, vigilancia y disciplina de la Función Judicial, que comprende: 
órganos jurisdiccionales, órganos administrativos, órganos auxiliares y órganos 
autónomos. / El Consejo de la Judicatura es un órgano instrumental para asegurar 
el correcto, eficiente y coordinado funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, 
autónomos y auxiliares. En ningún caso, el Consejo de la Judicatura se 
considerará jerárquicamente superior ni podrá atentar contra la independencia 
para ejercer las funciones específicas de las juezas y jueces, de las y los fiscales y 
de las defensoras y defensores públicos."]

Que el artículo 281 del Código Orgánico de la Función Judicial, menciona: “Naturaleza 
jurídica.- La Fiscalía General del Estado es un organismo autónomo de la 
Función Judicial, con autonomía económica, financiera y administrativa. Tiene su 
sede en la capital de la República.”]

Que en el artículo 83 de la Ley Orgánica del Servicio Público, dispone: “Servidoras y 
servidores públicos excluidos de la carrera del servicio público.- Exclúyase 
del sistema de la carrera del servicio público, a: (...) b) Las o los que ejerzan 
funciones con nombramiento a período fijo por mandato legal; (...) d) Las o los 
servidores en todas sus clasificaciones que pertenecen a la Carrera Judicial, los 
Fiscales que pertenecen a la Carrera Fiscal, los Defensores Públicos que 
pertenecen a la Carrera de la Defensoría, las vocales y los vocales del Consejo de 
la Judicatura y sus suplentes, las Juezas y Jueces de la Corte Nacional de 
Justicia, la Fiscal o el Fiscal General del Estado (...) I Las servidoras y servidores 
comprendidos en los literales de este artículo, no estarán sujetos a los procesos 
de evaluación de desempeño determinados en esta Ley, respecto de lo cual 
aplicarán sus propias leyes, en donde se contemplarán sus procesos de 
evaluación. / La servidora o servidor de carrera que de cualquier modo o 
circunstancia ocupare uno de los puestos previstos en los literales a) y b) de este 
artículo, perderá su condición de carrera y podrá ser libremente removido, salvo 
que se desempeñe por encargo, subrogación o nombramiento provisional. / Lo 
establecido en los capítulos 2 y 3 del Título II de esta ley será de observancia 
obligatoria bajo todos los regímenes previstos en la misma.

Que mediante Oficio Nro. 1062, del 28 de febrero de 2025, la Procuraduría General del 
Estado, indica lo siguiente: “(...) la Fiscal General del Estado en su calidad de 
servidora de la Función Judicial nombrada para un determinado período, puede 
desempeñar funciones prorrogadas hasta ser legalmente reemplazada, a fin de 
garantizar la representación institucional; asimismo, el Fiscal General del Estado 
Subrogante durará en tales funciones, el mismo tiempo y hasta que su titular sea 
legalmente reemplazada”]

Que mediante Oficio Nro. 13372, de 02 de octubre de 2025, la Procuraduría General 
del Estado, establece: “(...) la subrogación constituye la figura aplicable ante la 
ausencia - temporal o definitiva - del Fiscal General del Estado (titular), cuyas 
funciones son asumidas por el Fiscal General del Estado Subrogante, 
garantizando la continuidad institucional, sin que pueda confundirse esta 
subrogación especial con aquella prevista de forma general en el artículo 94
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mismo Código ni con la regulación de la LOSEP '(...) en caso de ausencia 
temporal del Fiscal General del Estado Subrogante, no aplica la forma especial de 
subrogación prevista en el artículo 47 del Código Orgánico de la Función Judicial, 
en virtud de que la subrogación ahí contemplada no se refiere al caso de ausencia 
del Fiscal General del Estado Subrogante que está ejerciendo las funciones del 
titular por su ausencia, sino solo cuando media ausencia definitiva del titular de la 
entidad(...) es aplicable la figura de subrogación en los términos generales 
previstos en los artículos 94 del COFJ v 126 de la LOSEP (...) en caso de 
ausencia definitiva úq ¡ Fiscal General del Estado Subrogante, quq  2Q...Qücuentra
ejerciendo las funciones del titular en virtud de su ausencia definitiva, resulta
aplicable la figura del encargo, según los términos previstos en el artículo 127 de 
la Ley Orgánica de Servicio Público y 271 de su Reglamento, para designar a un 
servidor que asuma las funciones hasta que el Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social designe, mediante concurso público de méritos y 
oposición, a la autoridad titular’. / En ambos casos - ausencia definitiva o temporal 
- le corresponde al Pleno del Consejo de la Judicatura, de acuerdo con el numeral 
1 del artículo 264 del Código Orgánico de la Función Judicial, designar 
temporalmente a la autoridad antes indicada (hasta que se culmine el proceso de 
designación del nuevo titular, a cargo del CPCCS) (...)”;

el artículo 13 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado, prescribe: 
“De la absolución de consultas.- Sin perjuicio de las facultades de la Función 
Legislativa, de la Corte Constitucional y de la Función Judicial, determinadas en la 
Constitución Política de la República y en la ley, el Procurador General del Estado 
asesorará y absolverá las consultas jurídicas con carácter de vinculantes (...)”;

mediante Resolución Nro. PLE-CPCCS-T-0353, de 01 de abril de 2019, el Pleno 
del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, resolvió: “Art 1. Designar 
como Fiscal General del Estado a la Dra. Lady Diana Salazar Méndez, ganadora 
del concurso público de méritos y oposición, para el período determinado en el 
último inciso del artículo 195 de la Constitución de la República del Ecuador."]

mediante Resolución Nro. RL-2025-2029-001, de 21 de mayo de 2025, el Pleno 
de la Asamblea Nacional, resolvió: “Artículo 1. Aceptar la renuncia al cargo de 
Fiscal General del Estado, presentada a la Asamblea Nacional del Ecuador, por la 
doctora Diana Salazar Méndez, quien ejercerá sus funciones hasta el 21 de mayo 
del año 2025']

en Sesión Extraordinaria Nro. 009, celebrada el 23 de mayo de 2025, el Pleno del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, trató como primer punto del 
orden del día, conocimiento de la renuncia presentada por la doctora Diana 
Salazar Méndez, al cargo de Fiscal General del Estado, de 20 de mayo de 2025; 
así como, del Oficio Nro. AN-SG-2025-0307 O, de 21 de mayo de 2025, mediante 
el cual el Secretario General de la Asamblea Nacional, remite la Resolución Nro. 
RL-2025-2029-001, que formaliza la aceptación de dicha renuncia;

mediante Resolución Nro. CPCCS-PLE-SG-009-E-2025-01-45, de 23 de mayo de 
2025, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, resolvió: 
“Artículo 1. Conocer la renuncia presentada por la doctora Diana Salazar Méndez

Que

Que

Que

Que

Que
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al cargo de Fiscal General del Estado, de fecha 20 de mayo de 2025; así como el 
Oficio Nro. AN SG 2025 0307 O, de 21 de mayo de 2025, mediante el cual el 
Secretario General de la Asamblea Nacional remite la Resolución N ro. RL 2025 
2029 00 1, que formaliza la aceptación de dicha renuncia

Que mediante Resolución Nro. PLE-COCCS-T-E-356-02-04-2019, de 02 de abril de 
2019, el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, resolvió: “Artículo 
único: Designar al agente fiscal de la categoría tres de la carrera fiscal al doctor 
Wilson Mentor Toainga Toainga como Fiscal Subrogante”. Actualmente, quien 
ejerce la representación de Fiscal General del Estado, (s), es el doctor Wilson 
Mentor Toainga Toainga, en cumplimiento a la precitada Resolución Nro. 
PLE-COCCS-T-E-356-02-04-2019, de 02 de abril de 2019;

Que mediante Memorando circular Nro. CJ-DNTH-2025-1019-MC, de 03 de octubre de 
2025 (Trámite: CJ-EXT-2025-22447), la Dirección Nacional de Talento Humano, 
remitió a la Dirección General; y. a la Dirección Nacional de Asesoría Jurídica, el 
Informe Técnico: “EXPOSICIÓN DE CASOS POR SUBRROGACIÓN O 
ENCARGO DE LA MÁXIMA AUTORIDAD DE LA FISCALÍA GENERAL DEL 
ESTADO DE ACUERDO AL PRONUNCIAMIENTO DE LA PROCURADURÍA 
GENERAL DEL ESTADO” (sic) Nro. CJ-DNTH-SA-2025-717, ambos de 03 de 
octubre de 2025;

Que el Pleno del Consejo de la Judicatura conoció el Memorando Nro. 
CJ-DG-2025-5227-M, de 03 de octubre de 2025, suscrito por el Director General, 
quien remitió el Memorando circular Nro. CJ-DNTH-2025-1019-MC, que contiene 
el Informe Técnico Nro. CJ-DNTH-SA-2025-717, ambos de 03 de octubre de 2025, 
suscritos por la Dirección Nacional de Talento Humano; así como, el Memorando 
Nro. CJ-DNJ-2025-1326-M, de 03 de octubre de 2025, de la Dirección Nacional de 
Asesoría Jurídica, que contiene el informe jurídico y proyecto de resolución 
respectivo; y,

En ejercicio de sus atribuciones legales contenidas en el artículo 264, números 1 y 10 del
Código Orgánico de la Función Judicial,

RESUELVE:

DESIGNAR A LA AUTORIDAD QUE REEMPLAZARÁ AL FISCAL GENERAL DEL 
ESTADO SUBROGANTE, EN CASO DE AUSENCIA TEMPORAL O DEFINITIVA

Artículo 1.- En caso de ausencia temporal del doctor Wlson Mentor Toainga Toainga, 
como Fiscal General del Estado, subrogante, se designa al magíster Carlos Leonardo 
Alarcón Argudo como Fiscal General del Estado, subrogante.

Artículo 2.- En caso de ausencia definitiva del doctor Wlson Mentor Toainga Toainga, 
como Fiscal General del Estado, subrogante, se designa al magíster Carlos Leonardo 
Alarcón Argudo como Fiscal General del Estado, encargado.
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ÚNICA.- La Fiscalía General del Estado, adoptará las acciones administrativas y 
financieras necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente Resolución, 
considerando la existencia de ausencia temporal o definitiva del actual Fiscal General del 
Estado, subrogante.

DISPOSICIONES FINALES

PRIMERA.- La ejecución de la presente Resolución estará en el ámbito de sus 
competencias, a cargo de la Dirección General, Dirección Nacional de Talento Humano 
del Consejo de la Judicatura; y, de la Dirección de Talento Humano de la Fiscalía General 
del Estado.

SEGUNDA.- Esta Resolución entrará en vigencia a partir de su aprobación, sin perjuicio 
de su publicación en el Registro Oficial.

Notifíquese, publíquese y cúmplase.

Dada en el Distrito Metropolitano de Quito, a los tres días del mes de octubre de dos mil 
veinticinco.

MARIO FABRICIO F¡""ad° digitalmente por
MARIO FABRICIO GODOY 

GODOY NARANJO
MAP.AM ./-» Fecha: 2025.10.03 22:41:44NARANJO 0500'

Mgs. Mario Fabricio Godoy Naranjo
Presidente del Consejo de la Judicatura

O
Nixntiie; MAÜALY CAMUA RUI/ CAJAS 
Molrvo Firma Diyrljl 
Facha. 03/10/207& 23 02

Mgs. Magaly Camila Ruiz Cajas
Vocal del Consejo de la Judicatura

O
Nwnbfa ALMUD© JUVENAL CUADROS ANAZCO 
Motvo ftnna Divla 
Ficha. 03/10/2020 22 4S

Ms. Alfredo Juvenal Cuadros Anazco
Vocal del Consejo de la Judicatura

DAMIAN ALBERTO Firmado digitalmente por DAMIAN
ALBERTO LARCOGUAMAN

LARCO GUAMAN Fecha:2025.10.03 22:57:59-05W

FARIAN Pl INIO Firmado digitalmente por 
FABIAN PUNIO EFRAIN

EFRAIN FABARAFABARA GALLARDO

GALLARDO
Fecha: 2025.10.03 23:42:25 -OS'OO'

Mgs. Damián Alberto Larco Guamán
Vocal del Consejo de la Judicatura

Dr. Fabián Plinio Fabara Gallardo
Vocal del Consejo de la Judicatura

CERTIFICO: que, el Pleno del Consejo de la Judicatura, aprobó esta resolución por 
unanimidad, el tres de octubre de dos mil veinticinco.

Firmado digitalmente por

MARCO ANTONIO marc o  Ant onio
CARDENAS CHUM

CARDENAS CHUM Fecha:2025.10.03 23:50:04-05'00'
Mgs. Marco Antonio Cárdenas Chum

Secretario General 
del Consejo de la Judicatura

PROCESADO POR: JB
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Sentencia 29-26-IN/26
Jueza ponente: Karla Andrade Quevedo

Corte
Constitucional

DEL ECUADOR

Quito, D.M., 14 de mayo de 2026

CASO 29-26-IN

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 
EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y 

LEGALES, EMITE LA SIGUIENTE

SENTENCIA 29-26-IN/26

Resumen: La Corte Constitucional analiza la constitucionalidad de la reforma efectuada por el 
artículo 5 de la resolución CPCCS-PLE-SG-010-E-2025-0179 al numeral 21 del artículo 22 del 
“Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la Selección y Designación de la 
Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado”. A la luz de la seguridad jurídica y del 
requisito constitucional de probidad notoria en el ejercicio profesional, previsto en el numeral 3 
del artículo 196 de la Constitución, se descartan los cargos de inconstitucionalidad.

1. Antecedentes procesales

1. El 24 de febrero de 2026, Luis Femando Molina Onofa y otros,1 en calidad de 
asambleístas de la Asamblea Nacional, presentaron esta acción de inconstitucionalidad 
contra el artículo 5 de la resolución CPCCS-PLE-SG-010-E-2025-01792 (“resolución 
CPCCS-2025-0179”), emitida por el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social (“CPCCS”) el 20 de junio de 20253 y vigente desde el mismo día.4

2. Por sorteo electrónico automatizado del 24 de febrero de 2026, el conocimiento de la

1 Jahircn Elizabeth Noriega Donoso, Christian Alberto Hernández Yunda, César Gustavo Palacios 

Alejandro, Silvia Patricia Núñez Ramos, Franklin Omar Samaniego Maigua, Liliana Elizabeth Duran 
Aguilar, Hermel Andrés Campos Tobar. Lizardo Manuel Casanova Montesino, Femando Enrique Cedeño 
Rivadeneira, Comps Pascacio Córdova Díaz, Eliana Katherine Correa González, Héctor Eduardo 
Rodríguez Chávez, José Luis Vallejo Ayala, Guido Andrés Mendoza Andrade. Ricardo Armando Patiño 
Aroca, Annie Christina Muñoz Aroca, Nuria Susana Butiña Martínez, María Verónica Iñiguez Gallardo, 
Héctor Guillermo Valladarez González, Janeth Paola Cabezas Castillo, Juan Kleiner Guzmán Cruz, 
Arisdely Paola Parrales Yagual, Ana Belén Yela Duarte, Gerardo Eugenio Machado Clavijo. Bertha 
Betsabé Vélez Vélez, Guillermo Vicente Báez Mera. Gustavo Enrique Mateus Acosta. Roque Martin 
Ordoñez Quezada, Fernanda Mabel Méndez Rojas, Ana María Raffo Guevara, Segundo Eustaquio Tuala 
Muntza, Katherine Amaya Pucha Cofrep.
2 Disponible en: «httgs: esacc.corteconstitucional.üob.ec/storaue/api/v 1 10 DVVL 1 1 ./c2NhenBKl( ij

NvcnRIhvcsIl IV1 a\VQ6J/l 14M2Q171)Y4LIA5N2LtNDe4/S1 iM/MOLWYw N¡MvvMzM2YiM5QS5\v/
GYnlQ- ».
3 En sesión extraordinaria 010 del Pleno del CPCCS, «https:/ \\\\ \\ \ outuhe.com/live/l JhkMV4hll ,RY?si 

\ opP8I6K\ I ()JiiN(i».
4 Resolución CPCCS-2025-0179, “Disposiciones finales [...] Cuarta.- La presente resolución entrarír'^ríy 
vigencia a partir de su aprobación, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial'’. Pese a que'eC 
último párrafo de la referida resolución se señala que el acto fue “Dado y aprobado [...] el veinte d/fif;vvo 

de dos mil veinticinco”, de la revisión a los documentos públicos y aquellos que constan en el ex 
de la presente causa, se verifica que la sesión del Pleno del CPCCS en la cual fue aprobada la resol 
efectuó el 20 de junio de 2025.

Quito: José lamayo H10-25 > Lizardo García. Tel. u U-O G i-j&po
www.corteconstitucional.gob.ee Guayaquil: Calle Pichincha y \\. 9 de octubre. F,dif. Banco Pichincha 6to Piso.

email: comunicación a ccc.gob.ec

http://www.corteconstitucional.gob.ee


Sentencia 29-26-IN/26
Jueza ponente: Karla Andrade Quevedo

Corte
Const ituci onal
DEL ECUADOR

presente causa le correspondió a la jueza constitucional Karla Andrade Quevedo.

3. Con auto del 13 de marzo de 2026,5 la Sala de Admisión de la Corte Constitucional 
del Ecuador6 admitió a trámite la acción; negó la solicitud de suspensión provisional 
de la normativa impugnada; corrió traslado al CPCCS, a la Fiscalía General del Estado 
(“FGE”) y a la Procuraduría General del Estado (“PGE”), para que intervengan 
defendiendo o impugnando la constitucionalidad de las disposiciones acusadas como 
inconstitucionales; requirió al CPCCS que remitan a esta Corte el expediente con los 
informes y demás documentos que dieron origen a la normativa impugnada; y, puso 
en conocimiento público la existencia de este proceso con la publicación de un 
resumen completo y fidedigno de la demanda en el Registro Oficial7 y en el portal 
electrónico de la Corte Constitucional del Ecuador.

4. El 07 de abril de 2026, Julio Leonardo Aguilar Moreno y Liliana Agosta González 
presentaron un escrito en calidad de amici curiae.

5. El 23 de abril de 2026, el Pleno de la Corte Constitucional aprobó la excepción al orden 
cronológico,8 a fin de dar tratamiento prioritario a la presente causad

6. Con auto del 27 de abril de 2026, la jueza ponente avocó conocimiento de esta causa.

7. Mediante escritos de 28 y 29 de abril de 2026, el CPCCS y la FGE comparecieron con 
pronunciamientos independientes. El 12 de mayo de 2026, el CPCCS solicitó 
audiencia.

2. Competencia

8. En los numerales 2 y 3 del artículo 436 de la Constitución y en los artículos 75 y 98 
de la LOGJCC, se establece la competencia de la Corte Constitucional para decidir 
sobre las acciones públicas de inconstitucionalidad contra actos normativos.

5 Notificado el 06 y 08 de abril de 2026.
6 Tribunal conformado por las juezas constitucionales Karla Andrade Quevedo y Claudia Salgado Levy y 
el juez constitucional Alí Lozada Prado.
7 Edición constitucional del Registro Oficial 220, 14 de abril de 2026, «https: csacc.corteconstitucional.a 
ob.ec/.storaae/api/v 1/10 DWL I I ./c\.liYXJ\vZXRhlioicm8il CJ ldWIklioiYiüOOTFlYTYl/.mRiYSOOZi
Mvl Tli/iEtY2LINz/kY TI kY/L\vl,nfík/iJ9».
8 Codificación del Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional 
(“CRSPCCC”), “Art. 7.- Sorteo de causas y remisión a la jueza o juez sustanciadora.- [...] Los casos 
[presentados ante la Corte Constitucional del Ecuador] se tramitarán y resolverán en orden cronológico 
salvo situaciones excepcionales debidamente fundamentadas”.
9 La solicitud fue presentada por la jueza ponente (memorando CC-JKA-2026-81, 17 de abril de 2026) y 
fundamentada en los siguientes criterios del artículo 5 (“Situaciones excepcionales [al orden cronológico] 
debidamente justificadas”) de la Resolución 003-CCE-PLE-2021 (21 de abril de 2021): “2. Las 
particularidades del caso hacen que el transcurso del tiempo prive a la decisión de su efecto útil [...]. [...] 
7. El asunto a resolver tiene trascendencia nacional”.
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3. Normativa impugnada

9. Se identifica como normativa impugnada aquella contenida en el artículo 5 de la 
resolución CPCCS-2025-0179, que prescribe:

Artículo 5.- Derogúese el numeral 21 del artículo 22 (del “Reglamento para el Concurso 
de Méritos y Oposición para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Fiscalía General del Estado” (“Reglamento para el Concurso”), expedido por el Pleno 
del CPCCS mediante resolución CPCCS-PLE-SG-044-E-2024-0409 (“resolución 
CPCCS-2024-0409"), vigente desde el 30 de septiembre del 2024, y publicado en el 
Registro Oficial 675 del 30 de octubre de 202410].

10. A manera de contexto, el referido numeral 21 del artículo 22 de Reglamento para el 
Concurso, antes de su derogatoria, prescribía:

Artículo 22.- Prohibiciones e inhabilidades. - Además de las prohibiciones 
determinadas en la Constitución de la República del Ecuador, el Código Orgánico de la 
Función Judicial y la Ley Orgánica del Servicio Público con su Reglamento General, no 
podrá postularse para ejercer el cargo de primera autoridad de la Fiscalía General del 
Estado quien:
[...]

21. Haya ejercido el patrocinio judicial como defensor técnico particular de personas 
vinculadas a estructuras criminales, llamadas a juicio o condenadas por delitos de 
crimen organizado: terrorismo: genocidio; etnocidio; exterminio; esclavitud: 
deportación o traslado forzoso de población; desaparición forzada; ejecución 
extrajudicial; persecución; apartheid; delitos de lesa humanidad; trata de personas; tráfico 
de órganos; turismo para la extracción, tratamiento ilegal o comercio de órganos; 
explotación sexual de personas; prostitución forzada; turismo sexual; pornografía con 
utilización de niñas, niños o adolescentes; comercialización de pornografía con 
utilización de niñas, niños o adolescentes; sicariato; secuestro; secuestro extorsivo; 
extorsión; tráfico ilícito de migrantes; producción ilícita de sustancias catalogadas 
sujetas a fiscalización: tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización 
(alta escala); tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización (gran 
escala): organización o financiamiento para la producción o tráfico ilícito de 
sustancias catalogadas sujetas a fiscalización; actividad ilícita de recursos mineros; 
almacenamiento, transporte, envasado, comercialización o distribución ilegal de 
hidrocarburos en las provincias fronterizas, puertos marítimos o fluviales o mar territorial; 
sustracción de hidrocarburos; espionaje; tráfico ilícito de armas de fuego, armas químicas, 
nucleares o biológicas; terrorismo; financiación del terrorismo; delincuencia 
organizada, dentro de los diez últimos años; y, [énfasis añadido]

11. Adicionalmente, se verifica que en la más reciente codificación del Reglamento para 
el Concurso — que refleja las reformas efectuadas por la resolución CPCCS-2025- 
017911— no consta el contenido del antiguo numeral 21 del artículo 22. En tal senti

10 «https://csacc.cortcconstitucionaLuoh.cc/storai.te/api/v  1/10 DWI, I I.'c\J¡YXJw/XRhlioicm

Wlklioi/iliYTIiMGElMGUvYSOONDRil TliY2UiN21/V I cvN I NhNzl mLnBkZiJ9».
Aprobada por 

(“resolución

\v\w\. corteconstitucional.goh.ee

el Pleno del CPCCS, 
CPCCS-2025-0189”),

mediante resolución CPCCS-PLE-SG-011-E- 
27 de junio de
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el CPCCS ha señalado que la normativa impugnada “se encuentra vigente hasta la 
presente fecha”.

4. Argumentos de los sujetos procesales

4.1. Argumentos de la parte accionante

12. La parte accionante alega que la normativa impugnada contraviene los preceptos 
constitucionales referentes a la seguridad jurídica (CRE, art. 82) y al “principio de 
probidad notoria” (CRE, ait. 196, num. 3).

13. Sostiene que el artículo impugnado transgrede la seguridad jurídica, por un lado, 
porque con anterioridad a su emisión (el 11 de septiembre de 2024), el Pleno del 
CPCCS ya aprobó el “Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado” 
—como “normativa para el inicio del proceso de méritos y oposición”, que resulta ser 
“un conjunto de fases que culminan con la selección de la o el Fiscal General del 
Estado”— y, pese a ello, posteriormente, el mismo órgano realizó modificación a estas 
disposiciones a través de la normativa impugnada. A criterio de la parte accionante, 
esto no era dable porque la seguridad jurídica garantizaría que “al inicio del concurso, 
en todas sus fases, debían estar aprobados todos los reglamentos que implican el 
Concurso [... y], por lo tanto, las reglas, no podían ser modificadas en el desarrollo 
del mismo”. En tal sentido, “se rompió el principio de norma previa [que resguarda la 
seguridad jurídica], toda vez, que al momento en que se realizó la modificación [del 
Reglamento...] se habían agotado ya las etapas de postulación, impugnación, 
conformación y posesión, de la veeduría ciudadana en el Concurso [... y], por lo tanto, 
no era posible modificar un reglamento, una vez iniciadas las etapas del concurso”. En 
definitiva, producto de la modificación que conllevó la normativa impugnada, “se 
modificó la situación jurídica de las y los participantes y del concurso en general”.12

14. Por otro lado, estima que también se vulneraría la seguridad jurídica porque, aun 
cuando la normativa impugnada fue difundida “a través de la página web del CPCCS 
y el Registro Oficial”, “la existencia de un reglamento y de su correspondiente 
modificación, implicó la existencia de dos cuerpos normativos”, “lo que generó 
incertidumbre en la sociedad”, “al no saber cuál era la normativa aplicable, dada la 
irregularidad de su modificación, una vez iniciadas las etapas del concurso”. A decir 
de la parte accionante, a “tal punto, llegó la incertidumbre, que el propio CPCCS, el 2 
de julio de 2025, [...] tuvo que emitir una Codificación al Reglamento, para publicarlo

«linps://csacc.cortcc(>nstitucional.üoh.cc/storauc/api/v i/10 DWL 1 L c\Ji YXJ\\/XRhlioicm8il C'J 1JW1
kljoiMGRjZ 1 u/NiciVTL/Z.S0()N2Jkl. WlvZDUM WUwZTMvV/hjNmlxl ,nBkZ.iJ9».
12 En la demanda, este primer cargo sobre seguridad jurídica es replicado también como cargo “iii) Las 
reglas no deben ser modificadas, aún cuando pueda sonar reiterativo” (sic).
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en el Registro Oficial”.

15. Con relación al “principio de probidad notoria”, la parte accionante asevera que ha 
sido transgredido porque, pese a que el numeral 3 del artículo 196 de la Constitución13 
establece a la probidad notoria como requisito para ser fiscal general del Estado,14 la 
normativa impugnada “eliminó la prohibición de que las y los profesionales de derecho 
que hayan defendido delitos de narcotráfico y/o crimen organizado, no puedan postular 
para el cargo de Fiscal [General] del Estado”, lo cual, “lejos de garantizar la 
participación de las y los profesionales de derecho, vulnera el principio de probidad 
notoria, reconocido en la Constitución, y que garantiza que las y los mejores, lleguen 
a ocupar este alto cargo”. En tal sentido, la normativa impugnada, en tanto es “una 
norma reglamentaria, no puede modificar ni la ley, ni la Constitución”.

16. Tiene como pretensión, esencialmente, que se declare la inconstitucionalidad de la 
normativa impugnada.

4.2. Argumentos del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social

17. El CPCCS argumenta que, contrario a lo sostenido por la parte accionante, no se ha 
vulnerado la seguridad jurídica, en tanto, con relación a la normativa impugnada, “no 
aplicó la norma de forma retroactiva a etapas ya cerradas, sino que adecuó la normativa 
para las etapas subsiguientes”. En dicha línea, “la reforma al reglamento en mención 
se aprobó con antelación al proceso para la conformación de la comisión ciudadana de 
selección y en consecuencia, previo a la convocatoria para las postulaciones al 
concurso para la selección y designación de la máxima autoridad de la Fiscalía General 
del Estado”.

18. En cuanto al cargo sobre infracción a la probidad notoria requerida por la Constitución, 
señala que la normativa impugnada “no solo busca garantizar un proceso transparente, 
sino también asegurar que el futuro titular de la fiscalía general cumpla con un perfil 
de alta integridad”. Por esta razón, “el articulo 22 [del Reglamento] prohíbe 
explícitamente la participación de personas con procesos judiciales o condenadas por 
corrupción y crimen organizado”.15 En cuanto a la participación en calidad de 
defensores técnico-jurídicos, resalta que “resultaría difícil a un profesional determinar

13 CRE, “Art. 196.- La Fiscal o el Fiscal General del Estado reunirá los siguientes requisitos: [...] 3. Haber 

ejercido con idoneidad y probidad notorias la profesión de abogada o abogado, la judicatura o la docencia 
universitaria en materia penal por un lapso mínimo de diez años”.
14 A decir de la parte accionante, el alcance de estas disposiciones constitucionales se 
desarrollado en las sentencias 11-18-IN/24 (párrs. 82-83) y “10-09-IN y acumulados/22” (párr. 260).
15 El CPCCS aclara que “la prohibición de participar se activa únicamente cuando existe una 
fiscal (audiencia de formulación de cargos), momento en el cual una persona adquiere 
calidad de ‘procesado’. No sería viable incluir a quienes están en fase de investigación previa, ya 
etapa se basa en elementos preliminares o denuncias que podrían ser infundadas, y restringir la 
en ese punto vulneraria injustamente el derecho de los ciudadanos a postularse”.
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a priori si su cliente se encuentra o no vinculado a estructuras criminales; en segundo 
lugar, si la defensa fue ejercida con estricto apego al ordenamiento jurídico y a la ética 
no debería generar su patrocinio un impedimento para [que] participaren el concurso, 
pues esto podría ser considerado una afectación injustificada a su derecho a la 
participación y al trabajo”. Este planteamiento “guarda armonía adicionalmente con el 
ejercicio del derecho a una defensa de calidad y a la presunción de inocencia”. En tal 
sentido, “si el profesional del derecho forma parte de las estructuras criminales, o 
ejerce su patrocinio sin apego a la ley y a la ética, existiendo sanciones del Consejo de 
Judicatura o el ejercicio de la potestad correctiva de los jueces, son elementos que 
deben ser considerados en la fase de impugnación”.

19. En vista de lo anterior, el CPCCS alega que la modificación reglamentaria efectuada 
con la normativa impugnada no contraviene el numeral 3 del artículo 196 de la 
Constitución, en tanto se fundamenta en “la presunción de inocencia y derecho a la 
defensa”, “el ejercicio legítimo de la profesión de abogado no puede constituir, per se, 
una tacha a la probidad”. Por lo que, “impedir la postulación por el simple hecho de 
haber ejercido el patrocinio técnico vulneraría el derecho constitucional a la defensa y 
el principio de que nadie puede ser discriminado por su trabajo legal”. Además, la 
‘“probidad notoria’ es un concepto jurídico indeterminado que se evalúa de forma 
integral durante las fases de impugnación ciudadana y méritos”. Así, el “eliminar una 
prohibición reglamentaria restrictiva no elimina el requisito constitucional”, pues “el 
fiscal general sigue estando obligado a demostrar su idoneidad penal por un lapso de 
diez años”.

20. Por lo expuesto, el CPCCS solicita que se desestime la causa.

4.3. Argumentos de la FGE

21. Carlos Leonardo Alarcón Argudo, en calidad de fiscal general del Estado (encargado), 
como máxima autoridad de la FGE, ha manifestado que se encuentra “participando en 
los actuales momentos en el Concurso para la Designación de la Primera Autoridad de 
la [... FGE], cuyo desarrollo y procedimientos se ciñen a la reglamentación emitida 
para el efecto” y, por tanto, “ante la existencia de un potencial conflicto de intereses 
en [el presente] caso [...]; por estimarlo pertinente y jurídicamente procedente, toda 
vez que es mi deber actuar con absoluta objetividad, no sería procedente emitir algún 
pronunciamiento sobre la constitucionalidad de las respectivas disposiciones 
demandadas a través de [... esta] acción”.

4.4. Argumentos de la PGE

22. Pese a haber sido debidamente notificada, la PGE no presentó argumentos.
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5. Planteamiento de problemas jurídicos

23. El control abstracto de constitucional idad vela por la supremacía constitucional 
mediante la preservación de la armonía formal y material entre el bloque de 
constitucionalidad y el resto del ordenamiento jurídico. En tal sentido, el control que 
la Corte Constitucional ejerce a través de la acción pública de inconstitucionalidad 
tiene como finalidad garantizar, en abstracto, la unidad y coherencia del sistema 
jurídico, en lo que concierne a la compatibilidad entre lo prescrito en las normas 
jurídicas y aquello amparado por los preceptos constitucionales. Bajo esta lógica, su 
competencia para este examen no abarca la potestad de conocer, analizar, o resolver 
cuestionamientos basados en una inconveniencia nonnativa o en incompatibilidades, 
conflictos, o antinomias relativas exclusivamente a normas infraconstitucionales.16

24. Adicionalmente, se debe mencionar que, en principio, la acción de 
inconstitucionalidad de actos normativos (IN) se circunscribe al análisis y contraste de 
los enunciados normativos acusados respecto a las normas constitucionales y no sobre 
la ausencia de una regulación que se considera constitucionalmente exigióle. Para este 
último caso, el examen correspondería a través de la acción de inconstitucionalidad 
por omisión (IO). Por este motivo, se considera necesario precisar que, en la presente 
causa al tratarse de un control referente a una norma que deroga a otra, el objeto del 
análisis se centrará en verificar si la regulación actual riñe con la Constitución.

25. En esa línea, a partir de los argumentos presentados por la parte accionante se formulan 
los siguientes problemas jurídicos:

25.1. Sobre una presunta transgresión a la seguridad jurídica, respecto a la cual los dos 
cargos presentados comparten una misma base fáctica, relacionada con la 
incertidumbre que habría generado la modificación al Reglamento del Concurso, 
al haberse efectuado cuando este ya se encontraba en desarrollo, se los atenderá 
con el problema jurídico: ¿La modificación efectuada por la normativa 
impugnada al Reglamento del Concurso transgrede la seguridad jurídica 
por haber generado incertidumbre al haberse realizado cuando el concurso 
ya se encontraba en desarrollo?

25.2. Sobre una presunta contravención al requisito constitucional de “probidad 
notoria” —en el ejercicio de la abogacía en materia penal— para la designación

16 LOGJCC, art. 74. CCE, sentencias 74-21-IN/25. 06 de febrero de 2025. párrs. 83-84; 50-19-IN/24, 08 de 
fehrero do 2074 nárr 22: 14-1 8-IN/74. 7.4 de enero de 7.07.4. nárr. 21: 54-19-IN/24. I 1 de enero de 2024.
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del cargo de fiscal general del Estado (CRE, art. 196, num. 3), por cuanto, como 
consecuencia de la normativa impugnada, se habría dejado de prohibir que 
quienes hayan “defendido delitos de narcotráfico y/o crimen organizado, no 
puedan postular para el cargo de fiscal general del Estado”, se lo atenderá con el 
problema jurídico: ¿La derogatoria del numeral 21 del artículo 22 del 
Reglamento para el Concurso contraviene el requisito constitucional 
establecido en numeral 3 del artículo 196 de la Constitución, de probidad 
notoria en el ejercicio profesional para acceder al cargo de fiscal general del 
Estado?

6. Resolución de problemas jurídicos

6.1. ¿La modificación efectuada por la normativa impugnada al Reglamento del 
Concurso transgrede la seguridad jurídica por haber generado 
incertidumbre al haberse realizado cuando el concurso ya se encontraba en 
desarrollo?

26. Como se estableció, la parte accionante sostiene que se transgrediría la seguridad 
jurídica por la incertidumbre que causaría la resolución CPCCS-2025-0179 al haber 
modificado el Reglamento para el Concurso cuando este ya se habría encontrado en 
desarrollo.

27. Al respecto, el artículo 82 de la Constitución reconoce el precepto constitucional de la 
seguridad jurídica, que “se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la 
existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades 
competentes”.

28. Tal como esta Corte ha razonado anteriormente, la seguridad jurídica comprende, 
entonces, tanto un ámbito de estabilidad como de previsibilidad en las relaciones 
jurídicas, en sometimiento a la Constitución y demás normas que integran el 
ordenamiento jurídico, para impedir la arbitrariedad en las actuaciones de quienes 
ejercen el poder público. Estos elementos se expresan en todo ámbito en el que este 
derecho es ejercido. Así, se genera estabilidad, garantizando un grado de certidumbre 
respecto a la situación jurídica, por ejemplo, de los hechos ocurridos en el pasado. 
También, se produce previsibilidad, permitiendo expectativas legítimas sobre cómo el 
derecho deberá ser aplicado e interpretado, en el futuro, por parte de las autoridades 
para determinar las consecuencias de los actos. De este modo, la seguridad jurídica 
permite a las personas contar con un ordenamiento jurídico determinado, claro, 
coherente, estable, y previsible, que brinde una noción razonable de las reglas que 
serán aplicadas. El ordenamiento jurídico debe ser estrictamente observado por los 
poderes públicos para brindar certeza al individuo de que su situación jurídica no será 
modificada sino por procedimientos regulares establecidos previamente por autoridad
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competente, para evitar arbitrariedad.17

29. Adicionalmente, estrechamente ligado a este derecho, se encuentra también el 
principio de confianza legítima,18 el cual, según ha desarrollado esta Corte en su 
jurisprudencia, implica, por un lado, que Estado no debe adoptar normativa 
(expedición, modificación, interpretación, etc.) de fonna súbita, brusca, o imprevisible 
que vulnere las expectativas razonables y calificadas19 que sus actuaciones previas han 
generado en las personas. Y, por otro lado, impone al Estado el deber de proporcionar 
un periodo prudente de transición normativa cuando el interés público exige modificar 
una situación jurídica en la cual el ciudadano confiaba de buena fe, basándose en la 
estabilidad, y coherencia histórica de la actuación estatal. En consecuencia, aun cuando 
este principio no otorga un derecho inamovible al mantenimiento de la normativa 
vigente, pues asume la existencia de una potestad modificatoria {potestas variandi) en 
manos del Estado, busca garantizar un grado razonable de previsibilidad sobre el 
ordenamiento jurídico y su aplicación.

30. En el caso bajo análisis, la Constitución2" prescribe que el fiscal general del Estado es 
la máxima autoridad y representante legal de la Fiscalía General del Estado,21 cargo 
que se ejerce por un periodo de seis años. Conforme el numeral 11 del artículo 208 de 
la Constitución, es deber y atribución del CPCCS designar al fiscal general del Estado, 
después de la realización de un proceso de selección.22 En dicha línea, los artículos 
209 y 210 del texto constitucional establecen que el referido proceso de selección se 
compone por un concurso público de oposición y méritos (con postulación, veeduría 
y derecho a impugnación ciudadana) llevado a cabo por una “comisión ciudadana”23

17 CCE, dictamen 1-24-RC/24. 24 de enero de 2024. párr. 51; y. sentencias 361-17-EP/22, 14 de septiembre 
de 2022, párr. 27; 1831-17-EP/22, 13 de abril de 2022. párr. 20; 161-12-EP/20.22dejuliode2020, párr. 39; 
1593-14-EP/20, 29 de enero de 2020, párr. 18; 989-1 l-EP/19, 10 de septiembre de 2019, párr. 20; 081-17- 
SEP-CC, caso 1598-11 -EP, 29 de marzo de 2017 p. 8-9.
18 Ver, por ejemplo: CCE, sentencia 221-12-SEP-CC, caso 1515-10-EP, 21 de junio del 2012, p. 36.
19 La expectativa debe nacer de signos estatales, externos, concluyentes y uniformes, filtrando expectativas 
subjetivas o infundadas.
20 Arts. 194, 196.
21 Que. conforme los arts. 194 y 195 de la CRE, “es un órgano autónomo de la Función Judicial, único e 
indivisible, funcionará de forma desconcentrada y tendrá autonomía administrativa, económica y 
financiera”; y, dirige “de oficio o a petición de parte, la investigación preprocesal y procesal penal; durante 
el proceso ejercerá la acción pública con sujeción a los principios de oportunidad y mínima intervención 
penal, con especial atención al interés público y a los derechos de las víctimas. De hallar mérito acusará a 
los presuntos infractores ante el juez competente, e impulsará la acusación en la sustanciación del juicio 
penal”.
22 En concordancia: LOCPCCS, art. 69.
23 En concordancia: LOCPCCS, arts. 5 (num. 4), 55, 69, 72. También: Reglamento de Comí 
Ciudadanas de Selección (2015), arts. 1, 36 (“Atribuciones de la Comisión Ciudadana de Selecciyi 
atribuciones de la Comisión Ciudadana de Selección las siguientes: [...] 3. Organizar y dirigir e 
fases el concurso de oposición y méritos con postulación, veeduría y derecho a impugnación ciu/l^.i 

la autoridad pública que le corresponda seleccionar").
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—organizada por el CPCCS24 con veeduría ciudadana2'—. Tras este concurso 
efectuado por la comisión ciudadana, el CPCCS designa como ganadora a la persona 
que haya obtenido la mejor puntuación e informa a la Asamblea Nacional para su 
respectiva posesión al cargo de fiscal general del Estado.26 Para cumplir con estos 
mandatos, la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
(“LOCPCCS”)27 atribuye al CPCCS la competencia para expedir la regulación (e.g., 
reglamentos) para el proceso de selección y designación del fiscal general del Estado. 
Esta normativa comprende, al menos: (a) la organización (entiéndase, creación y 
funcionamiento) de la comisión ciudadana — como órgano encargado de la ejecución 
del concurso—; (b) el proceso del concurso per se; y, (c) la organización de las 
veedurías para ambos casos.28

31. En este caso, se encuentra que los dos reglamentos sobre las comisiones ciudadanas 
de selección expedidos por el CPCCS (el 09 de diciembre de 201529 y el 09 de mayo 
de 202530) y el Reglamento para el Concurso (expedido el 30 de septiembre de 2024), 
inclusive con su modificación (del 20 de junio de 2025), han establecido que las 
Comisiones Ciudadanas de Selección, una vez conformada y en funciones, son las 
encargadas de llevar a cabo — organizar, sustanciar, realizar, dirigir, etc.— los 
concursos públicos de méritos y oposición, en todas sus fases, para la selección de, 
entre otras, el fiscal general del Estado, hasta la remisión al CPCCS del informe final 
vinculante con los resultados de dicho proceso, para su consecuente designación y 
eventual posesión ante la Asamblea Nacional.31 En tal medida, se requiere primero la 
conformación de la comisión ciudadana —que inicia funciones con su posesión32— 
para que esta pueda dar inicio al concurso. Luego, el Reglamento para el Concurso33

24 En concordancia: LOCPCCS. arts. 5 (num. 4). 38 (num. 4), 55. También: Reglamento de Comisiones 
Ciudadanas de Selección (2015), arts. 2, 7; Reglamento de Comisiones Ciudadanas de Selección (2025), 
art. 3.
25 LOCPCCS, art. 63.
26 En concordancia: LOCPCCS, arts. 5 (num. 6), 38 (num. 5), 55, 69, 73.
27 Art. 38, nums. 4, 9, 16.
28 En la presente sentencia no se ahonda respecto a las veedurías, por no ser objeto de controversia.
29 Mediante acto PLE-CPCCS-026-08-12-2015, que derogó al “Reglamento de Comisiones Ciudadanas de 

Selección expedido mediante Resolución No. 015-023-2010-CPCCS, publicado en el Suplemento del 
Registro Oficial No. 247 de 30 de julio de 2010”. El CPCCS lo reformó con la resolución CPCCS-PLE- 
SG-052-E-2021 -660 (20 de agosto de 2021).
30 Cuyo nombre completo es “Reglamento para la selección, conformación y funcionamiento de las 

comisiones ciudadanas de selección encargadas de llevar a cabo los concursos de méritos y oposición de 
designación de autoridades - Reglamento de Comisiones Ciudadanas de Selección el cual derogó al 
reglamento del 09 de diciembre de 2025, disponible en:
«https://esaec.coiteconstitueional ■gob.ee/storage/api/vl/IO DWI. I L/evJiVXJ\vZXRhlioicm8iLCJ U1WI 
kljoiYUÍY2M0MWI tN2JiMvOOMDOzI WJiOGItZDJkMzl INWZkNTZkl nBkZiJ9».
31 Reglamento de Comisiones Ciudadanas de Selección (2015), arts. 1, 36 (nums. 3, 8); Reglamento de 

Comisiones Ciudadanas de Selección (2025), arts. 2,3,5, 18,72 (nums. 4,6); Reglamento para el Concurso, 
arts. 8 (nums. 20, 21), 10 (nums. 3, 12), 75, 77.
32 Reglamento de Comisiones Ciudadanas de Selección (2015), arts. 35, 39; Reglamento de Comisiones 
Ciudadanas de Selección (2025), arts. 63, 75, 86.
33 Arts. 23, 25.
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establece que este proceso está compuesto por cinco fases34 que inician con la 
convocatoria para las postulaciones35. De modo que, para el inicio del concurso se 
requiere, formalmente, la existencia de la normativa a aplicarse y, materialmente, la 
existencia de su órgano ejecutor (comisión ciudadana); después, el concurso inicia 
formal y materialmente cuando se emite la convocatoria a las postulaciones para el 
concurso.

32. De todo este marco normativo, se desprende que, si bien el CPCCS ostenta la 
competencia de designar a la persona que ejercerá el cargo de fiscal general del Estado 
(tras su posesión ante la Asamblea Nacional), la determinación de dicha persona no se 
encuentra directamente en manos del CPCCS. La mentada persona es seleccionada 
como resultado de un concurso36 que es llevado a cabo por una comisión ciudadana. 
Es decir, previo a la existencia de dicha comisión ciudadana, el concurso está previsto 
únicamente en abstracto, como un proceso que se debe llegar a materializar y cumplir 
en manos del órgano ejecutor determinado por la Constitución y la ley.

33. La parte accionante alega que la regulación normativa relativa al proceso del concurso 
per se fue modificada, el 20 de junio de 2025, presuntamente, una vez ya iniciado el 
concurso, teniendo como consecuencia una incertidumbre que agobió a “las y los 
participantes y del concurso en general”, porque se habría “modificado su situación 
jurídica”.

34. No obstante, revisado el proceso actualmente en ejecución para la selección y 
designación de fiscal general del Estado, se identifica que, contrario a lo sostenido por 
la parte accionante, la modificación normativa al Reglamento para el Concurso se 
expidió el 20 de junio de 2025 y fue publicada en el Registro Oficial el 02 de julio de 
2025’7, es decir, antes del comienzo del concurso, que inició con la convocatoria a 
postulaciones, realizada el 12 de febrero de 202638. De hecho, se efectuó inclusive

34 “1. Fase de convocatoria y postulación; 2. Fase de admisibilidad y reconsideración; 3. Fase de calificación 
de méritos y recalificación; 4. Fase de escrutinio público e impugnación ciudadana; y, 5. Fase de oposición 
y recalificación”.
33 Que lo realiza el CPCCS “con base al modelo de convocatoria remitido por la Comisión Ciudadana de 
Selección” (Reglamento del Concurso, arts. 8. num. 5; 10, num. 2; 25).
36 Público, de oposición y méritos, con postulación, veeduría y derecho a impugnación ciudadana.
37 El 27 de junio de 2025, el CPCCS aprobó la resolución CPCCS-PLE-SG-011 -H-2025-0189, con la cual 
expidió una codificación del Reglamento del Concurso, con la finalidad de reflejar de forma consolidada 
las reformas efectuadas con la resolución CPCCS-2025-0179, la cual fue publicada en el Cuarto 
Suplemento del Registro Oficial 72, 02 de julio de 2025, disponible en:
«https://esacc.corteconstitucional.gob.ec sin ruge, api/vl/10 PWI, Pl./evJiYX.IwZ,XRhlio¡em8il.CJ IdWI
k l i o i M G Ri ZTg/N i c t YT1. /.Z S00N 2.1 k I. \\ IvZDItMWl wZ I MvYzhiNmlxI nBkZiJ9».
38 El 09 de febrero de 2026. la Comisión Ciudadana aprobó su “Plan de Trabajo y Cronograma 
Desarrollo del Concurso Público de Méritos y Oposición, con Postulación. Veeduría e Impugn 
Ciudadana, para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del 
(resolución CCS-FGE-SA-012-2026). El 10 de febrero de 2026, la Comisión Ciudadana a 
“proyecto de convocatoria al concurso público de méritos y oposición para la selección y designa 
primera autoridad de la Fiscalía General del Estado” (resolución CCS-FGE-SA-014-2026) y 1
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antes de la existencia del órgano ejecutor del concurso — la comisión ciudadana, 
posesionada el 22 de enero de 202639—. Por consiguiente, al momento de la reforma 
reglamentaria no existían participantes o postulantes, pues no había todavía una 
convocatoria. Las inscripciones para el concurso público de méritos y oposición para 
designar al nuevo fiscal general del Estado iniciaron el 18 de febrero de 2026, y 
culminaron el 03 de marzo de 2026 a la medianoche.40 Por lo que, no se encuentra que 
la norma impugnada haya modificado o afectado situación jurídica alguna.

35. Se observa, además, que la modificación normativa al Reglamento para el Concurso 
se publicó en el Registro Oficial 225 días antes de la convocatoria a postulaciones. De 
tal manera que, en vista de su momento expedición y de aplicación, no se evidencia 
tampoco una afectación al principio de confianza legítima respecto de la previsibilidad 
del ordenamiento jurídico y su aplicación.

36. Por todo lo antes analizado, se constata que la modificación normativa impugnada, por 
su momento de expedición, vigencia y publicación, no provocó incertidumbre, falta de 
previsibilidad entre las y los participantes del concurso para el cargo de fiscal general 
del Estado, ni modificó su situación jurídica. Por lo que, se descarta que el artículo 5 
de la resolución CPCCS-2025-0179 haya provocado una transgresión a la seguridad 
jurídica por los fundamentos argumentados por la parte accionante.

6.2. ¿La derogatoria del numeral 21 del artículo 22 del Reglamento para el 
Concurso, efectuada por la normativa impugnada, contraviene el requisito 
constitucional establecido en numeral 3 del artículo 196 de la Constitución, 
de probidad notoria en el ejercicio profesional para acceder al cargo de fiscal 
general del Estado?

37. Conforme el numeral 3 del artículo 196 de la Constitución, el fiscal general del Estado 
debe cumplir, entre otros, el requisito de “[hjaber ejercido con [...] probidad notorias

conocimiento del CPCCS. El 12 de febrero de 2026, el CPCCS aprobó el plan de trabajo y cronograma 
establecido y propuesto por la Comisión Ciudadana para el desarrollo del concurso a su cargo; y, estableció 
ante dicha comisión que “el plazo determinado para la ejecución del concurso regulado en el artículo 75 
del Reglamento de Comisiones Ciudadanas de Selección, deberá computarse a partir de la publicación 
de la Convocatoria al Concurso Público de Méritos y Oposición en la Cadena Nacional de Radio y 
Televisión” (resolución CPCCS-PLE-SG-006-E-2026-0049; énfasis añadido). El mismo 12 de febrero de 
2026, el CPCCS conoció el proyecto de convocatoria al concurso, aprobado por la Comisión Ciudadana, y, 
en virtud de aquel, el CPCCS convocó “a la ciudadanía en general al Concurso público de méritos y 
oposición para la selección y designación de la primera autoridad de la Fiscalía General del Estado”, 
estableciendo la forma y el “término para la presentación de las postulaciones” (resolución CPCCS-PLE- 
SG-006-E-2026-0050; énfasis añadido). A partir de aquello, el concurso ha continuado ejecutándose en 
manos de la comisión referida.
39 El 22 de enero de 2026, el CPCCS posesionó a los miembros de la “Comisión Ciudadana de Selección 

del proceso de selección y designación de la primera autoridad de la Fiscalía General del Estado” 
(resolución CPCCS-PLE-SG-003-E-2026-0024).
40 Resolución CPCCS-PLE-SG-006-E-2026-0Ü50, expedida por el CPCCS el 12 de febrero de 2026. 
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la profesión de abogada o abogado, la judicatura o la docencia universitaria en materia 
penal”. Con rango infraconstitucional, este requisito se replica en el artículo 283 del 
Código Orgánico de la Función Judicial (“COFJ”) y en el artículo 21 del Reglamento 
para el Concurso, como uno de los requisitos que deben cumplir los interesados para 
la postulación al concurso para la selección y designación de fiscal general del Estado.

38. Paralelamente, el Reglamento para el Concurso prevé en su artículo 22 las 
“prohibiciones e inhabilidades”41 que se imponen a los interesados a postular para el 
concurso de selección y designación como fiscal general del Estado. Entre ellas, la 
versión original de dicho artículo42 preveía como numeral 21 la prohibición de que el 
interesado:

21. Haya ejercido el patrocinio judicial como defensor técnico particular de personas 
vinculadas a estructuras criminales, llamadas a juicio o condenadas por delitos de 
crimen organizado; terrorismo; genocidio; etnocidio; extenninio; esclavitud; 
deportación o traslado forzoso de población; desaparición forzada; ejecución 
extrajudicial; persecución; apartheid; delitos de lesa humanidad; trata de personas; tráfico 
de órganos; turismo para la extracción, tratamiento ilegal o comercio de órganos; 
explotación sexual de personas; prostitución forzada; turismo sexual; pornografía con 
utilización de niñas, niños o adolescentes; comercialización de pornografía con 
utilización de niñas, niños o adolescentes; sicariato; secuestro; secuestro extorsivo; 
extorsión; tráfico ilícito de migrantes; producción ilícita de sustancias catalogadas 
sujetas a fiscalización; tráfico ¡lícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización 
(alta escala); tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización (gran 
escala); organización o (mandamiento para la producción o tráfico ilícito de 
sustancias catalogadas sujetas a fiscalización; actividad ilícita de recursos mineros; 
almacenamiento, transporte, envasado, comercialización o distribución ilegal de 
hidrocarburos en las provincias fronterizas, puertos marítimos o fluviales o mar territorial; 
sustracción de hidrocarburos; espionaje; tráfico ilícito de armas de fuego, armas químicas, 
nucleares o biológicas; terrorismo; financiación del terrorismo; delincuencia organizada, 
dentro de los diez últimos años; y, |énfasis añadido]

39. Posteriormente, la normativa impugnada dispuso la eliminación de este numeral.

40. Frente a esto, la parte accionante alega que esta modificación resulta inconstitucional 
porque habría eliminado del ordenamiento jurídico “la prohibición de que las y los 
profesionales de derecho que hayan defendido delitos de narcotráfico y/o crimen 
organizado, no puedan postular para el cargo de Fiscal [General] del Estado” y, 
consecuentemente, pese a tener rango reglamentario, habría dejado sin efecto el 
requisito del numeral 3 del artículo 196 de la Constitución — “probidad notoria” en el 
ejercicio profesional—.

41. Ante tal consideración, se aprecia que el argumento de la parte accionante

41 “Adicionales” a las determinadas en la Constitución, COFJ, y Ley Orgánica del Servicio 
Reglamento General.
42 Codificación expedida el 09 de diciembre de 2025.
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asunción de que la “probidad notoria” en el ejercicio de profesional de los postulantes 
para el cargo de fiscal general del Estado dependería, principalmente, de no haber 
ejercido el patrocinio judicial como defensa técnica de personas acusadas y procesadas 
por determinados delitos. Es decir, asume que, por su naturaleza de mecanismo 
reglamentario específico, la prohibición particular, que ha sido suprimida por la 
normativa impugnada en el Reglamento para el Concurso, habría sido —en la 
práctica— la única prescripción del ordenamiento jurídico con la capacidad de reflejar 
y garantizar la “probidad notoria” requerida constitucionalmente para este cargo, 
descuidando que la protección de dicho estándar puede ser garantizada mediante otros 
medios, en tanto la Constitución no exige, necesariamente, aquella prescripción 
reglamentaria específica como mecanismo único, válido, o concreto de garantía.

42. La probidad notoria constituye un estándar cualificado de integridad pública, 
verificable socialmente, que exige que la trayectoria de una persona refleje, de manera 
consistente y reconocible, una conducta ética, transparente, y orientada al interés 
general.43 Este estándar constitucional busca, entonces, asegurar que quienes acceden 
a altas funciones del Estado encamen un compromiso real con los valores 
democráticos y la defensa del interés público. Así, cuando la Constitución exige un 
ejercicio profesional con probidad notoria, demanda una trayectoria profesional 
íntegra, coherente, y públicamente reconocida, en la que el ejercicio del derecho haya 
estado guiado por la honestidad, la lealtad procesal, la independencia frente a intereses 
indebidos, y la responsabilidad social de la función jurídica.

43. En términos materiales, la probidad notoria no se trata de un requisito vacío, arbitrario, 
o de mera moralidad subjetiva, sino que compone un estándar que articula lo jurídico 
con lo ético y lo político, y es sometible a mecanismos objetivos de verificación. En el 
plano jurídico, la probidad se traduce en la aptitud legal del postulante para acceder al 
cargo, acreditable a través, por ejemplo, de la inexistencia de sanciones disciplinarias, 
glosas, deudas alimenticias, o procesos judiciales que cuestionen su conducta externa 
frente al Estado. En el plano ético, el estándar se desplaza de la esfera privada hacia la 
deontología profesional, evaluando la conducta sostenida en el tiempo, respecto a la 
lealtad procesal, la transparencia, la ausencia de actos que, de forma documentada, 
evidencien un ejercicio abusivo o fraudulento del derecho, entre otros. Y, finalmente, 
en lo político, la probidad asegura la confianza ciudadana y legitimidad institucional 
mediante la verificación de la independencia del candidato frente a intereses fácticos 
o partidistas.

44. Adicionalmente, la probidad dentro de la función judicial —a la cual pertenece el fiscal 
general del Estado— hace parte de sus principios rectores, tal como lo prescribe el

43 Respecto a otras consideraciones de esta Corte sobre la probidad notoria, por ejemplo, ver en su 
integralidad: CCE, sentencias 10-09-IN y acumulados/22, 12 de enero de 2022; 11-18-TN/24. 29 de agosto 
de 2024.
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artículo 21 del COFJ. Conforme dicha disposición, la función judicial “tiene la misión 
sustancial de conservar y recuperar la paz social; garantizar la ética laica y social como 
sustento del quehacer público y el ordenamiento jurídico; y, lograr la plena eficacia y 
acatamiento del ordenamiento jurídico vigente”. En tal sentido, la probidad se 
materializa cuando toda “servidora y servidor de la Función Judicial en el desempeño 
de sus funciones observará una conducta diligente, recta, honrada e imparcial”. De 
modo que, cuando un abogado falta a este principio, no solo compromete su 
reputación, sino que vulnera la confianza en el mismo sistema de justicia.44

45. En esa línea, el hecho de haber ejercido la defensa técnica de personas procesadas, 
incluso por delitos graves —como narcotráfico o criminalidad organizada— no 
constituye, por sí solo, un quebrantamiento de la probidad notoria. En un Estado 
constitucional de derechos y justicia, la defensa es una función legítima, necesaria, y 
constitucionalmente garantizada. Por lo que, el patrocinio judicial y la defensa jurídica 
que un profesional del derecho realiza guardan armonía con el rol constitucional de la 
abogacía. Así, la defensa técnica resulta inseparable de la consecución del derecho al 
debido proceso y de su garantía de presunción de inocencia. Es así, pues, el sistema 
penal solo es compatible con la Constitución cuando asegura la igualdad de armas 
entre la acusación y la defensa, lo que implica reconocer que la defensa técnica del 
procesado es un pilar estructural de la justicia, mas no una actividad que contamine 
éticamente a quien la ejerce. Sostener lo contrario implicaría desnaturalizar el rol del 
abogado defensor y erosionar garantías constitucionales fundamentales, pues 
equivaldría a sancionar indirectamente el ejercicio del derecho a la defensa.

44 A modo ejemplificativo, algunas situaciones en las cuales se podría ver afectada la probidad serían: el 
uso de la mentira y el engaño para obtener un resultado favorable, incluyendo la falsedad ideológica o 
material, la presentación de documentos falsos, alterar pruebas o inducir a error a los jueces mediante 
hechos inexistentes; promesas de resultados, como asegurar al cliente un éxito garantizado en un proceso 
judicial (especialmente si se insinúa que se tiene “influencia” sobre el juzgador), lo cual es éticamente 
inaceptable dado que el derecho es una ciencia de medios, no de resultados; los conflicto de intereses, al 
representar o asesorar a partes con intereses contrapuestos en un mismo asunto es una falla grave a la lealtad 
y la honradez; el doble patrocinio, como asistir a la vez al demandante y al demandado, o usar información 
confidencial de un antiguo cliente para favorecer a uno nuevo en el mismo contexto; el abuso del derecho, 
pues la probidad no solo implica no mentir, sino también no utilizar la ley con fines puramente dilatorios o 
maliciosos; la litigiosidad temeraria, al interponer recursos manifiestamente infundados solo para retrasar 
el cumplimiento de una sentencia o para desesperar a la contraparte; el fraude procesal, como maniobras 
destinadas a desviar el curso normal del proceso, aprovechando vacíos legales para fines ilícitos; la falta de 
transparencia económica, pues la relación con el cliente debe ser clara en cuanto a los honorarios y el 
manejo de recursos; la apropiación de fondos, como no entregar al cliente dinero recuperado en un juicio o 
cobrar honorarios excesivos que no fueron pactados; el pacto de cuotalitis abusivo, pues, aunque es legal 
en muchas jurisdicciones, se vuelve un problema de probidad si el abogado se aprovecha de la 
vulnerabilidad o ignorancia del cliente para obtener beneficios desproporcionados; la corrupción y soborno, 
como afectación más severa a la probidad, pues cualquier intento de cohecho hacia juecc 
peritos para inclinar la balanza de la justicia destruye la esencia de la profesión. De modo 
probidad puede conllevar sanciones administrativas, como amonestaciones, multas o 
temporal del ejercicio profesional. Además, sanciones penales, si la conducta encaja en 
prevaricato, el fraude procesal o la falsificación de documentos. Así como, 
obligación de indemnizar al cliente por los daños y perjuicios causados por una mala 
conducta desleal.
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46. Sin perjuicio de todo lo anterior, si bien la probidad notoria no se evalúa solo a partir 
del de cliente defendido o de la gravedad del delito imputado, sí exige paralelamente 
una valoración integral, contextual, y material de la trayectoria profesional de la 
persona y sus actuaciones como defensa técnica. Por lo que, la probidad sí podría verse 
comprometida cuando la defensa penal de determinadas causas afecte la ética 
profesional, el compromiso con el Estado de derecho o el interés general. Así, resulta 
inadmisible que, bajo el pretexto de la defensa técnica, el profesional incurra en 
conductas ilícitas, colabore con estructuras criminales, instrumentalice el proceso para 
fines contrarios al orden jurídico o se beneficie o construya su trayectoria a partir de 
dineros mal habidos.

47. Además, es preciso reconocer que, para cargos como el de fiscal general del Estado, 
por su relevancia, trascendencia y sensibilidad, el estándar de probidad notoria incluye 
una discusión pública sobre si determinadas trayectorias profesionales pueden generar 
cuestionamientos legítimos respecto de la apariencia de independencia, imparcialidad, 
y confianza pública. Por la naturaleza propia del cargo, el análisis de probidad —sin 
deslegitimar el ejercicio del derecho a la defensa— requiere también un estándar 
integral sobre toda su trayectoria profesional para verificar que no existan potenciales 
conflictos de interés ni afectaciones a la confianza pública, al interés general y al estado 
de derecho.

48. En tal medida, esta Corte considera que la “probidad notoria” en el ejercicio 
profesional no se encuentra reducida solo a la prohibición eliminada por la normativa 
impugnada, como sostiene la parte accionante. Por el contrario, se puede identificar en 
el ordenamiento jurídico mecanismos normativos con idoneidad y eficacia para 
garantizar la esencia de este estándar constitucionalmente exigido para el cargo de 
fiscal general del Estado y la verificación, de modo profundo y detallado, de su 
cumplimiento en cada caso concreto y particular, tal como se explicará a continuación.

49. Ahora, analizada la normativa correspondiente, se constata, por un lado, que el 
requisito de probidad notoria permanece expresamente previsto en el numeral 3 del 
artículo 21 del Reglamento para el Concurso, en línea con el numeral 3 del artículo 
196 de la Constitución, así como en el artículo 283 del COFJ. Para su materialización, 
el requisito igualmente se mantiene desarrollado a través de otras exigencias previstas 
en el mismo Reglamento para el Concurso, que se imponen a los postulantes y que se 
relacionan con la “probidad notoria” en el ejercicio profesional, las cuales evalúan la 
probidad del postulante con base en la (in)existencia de sanciones disciplinarias, 
antecedentes éticos, y conducta profesional. Por ejemplo:

49.1. Art. 22, num. 1: No hallarse incurso en las inhabilidades para ser nombrado y 
desempeñar un cargo en la Función Judicial, conforme el artículo 77 del COFJ, 
entre las cuales se encuentran:

w ww.cortecon'Mucional.goh.ee
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Num. 2: El estar sometido a ejecución de sentencia condenatoria ejecutoriada 
con pena privativa de libertad (inhabilidad temporal).
Num. 2: El haber sido “condenado por sentencia ejecutoriada [...] por 
prevaricato, [...] concusión, cohecho, extorsión, peculado, defraudación al 
Estado y demás entidades y organismos del sector público” (inhabilidad 
definitiva).
Num. 3: El estar sometido a un llamamiento ajuicio por delito reprimido con 
prisión o reclusión.
Num. 4: El encontrarse suspendido en el ejercicio de la profesión.
Num. 6: El haber sido sancionado disciplinariamente con destitución de cargo.

49.2. Art. 22, num. 17: Encontrarse rehabilitado en caso de haber sido sujeto de 
sanción con destitución por responsabilidad administrativa, civil, o penal en el 
ejercicio de funciones públicas.

49.3. Art. 22, num. 19: No encontrarse en condición de procesado, llamado ajuicio, 
o condenado, entre otros, por tipos penales que podrían estar relacionados con el 
ejercicio profesional, como “delitos contra la administración pública y los 
relacionados con corrupción y crimen organizado”.

49.4. Art. 22, num. 20: No haber sido sancionado con sentencia condenatoria 
ejecutoriada por cualquier tipo penal de los tipificados en el Código Orgánico 
Integral Penal, lo cual incluye los delitos relacionados con el ejercicio 
profesional.

50. En paralelo, el artículo 29 del Reglamento para el Concurso pennite el examen de la 
probidad de los postulantes al exigirles la presentación de la documentación, entre otra, 
que permita verificar expresamente su “probidad notoria” en el ejercicio profesional, 
a través del cumplimiento de los requisitos de postulación relacionados y la no 
incurrencia en las prohibiciones e inhabilidades. Entre esta documentación que debe 
ser aportada y posteriormente evaluada por la comisión ciudadana de selección para 
calificar la probidad de los postulantes, como manda la disposición referida, se 
encuentra: hoja de vida del postulante, certificado de responsabilidades y/o cauciones, 
otorgado por la Contraloría General del Estado; certificado de no estar impedido para 
ocupar cargo público, emitido por el Ministerio del Trabajo; certificado de no estar 
registrado en la base de datos de la UAFE; certificado de información judicial 
individual, emitido por el Consejo de la Judicatura; certificaciones que acrediten su 
experiencia laboral o profesional con o sin relación de dependencia; certificado de no 
haber sido sancionado disciplinariamente por el Consejo de la Judicatura por una de 
las infracciones administrativas que merecen la sanción de destitución y de 
encontrarse suspendido en el ejercicio de la profesión, de conformidad coj 
numerales 4 y 7 del artículo 77 del COFJ; y, declaración juramentada otorgada 
notario público respecto a no estar incurso en ninguna de las prohibicif 
inhabilidades establecidas en la Constitución, la ley, y el Reglamento para el

V/,
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Esta documentación permite una comprobación sobre la probidad notoria en el 
ejercicio profesional de los postulantes, en tanto considera, por ejemplo, antecedentes 
disciplinarios y sanciones previas relevantes, constituyéndose en un indicador objetivo 
de probidad.

51. Frente a ello, el artículo 19 del Reglamento para el Concurso preserva la “facultad de 
verificación” de la comisión ciudadana de selección y del Pleno del CPCCS para, en 
cualquier fase del concurso, “pronunciarse motivadamente1451 sobre la probidad de las 
y los postulantes”. En esta línea, se prescribe “la descalificación del postulante en 
cualquier fase del proceso, y la remisión de los hallazgos a la Contraloría General del 
Estado y/o la Fiscalía General del Estado”,45 46 en caso de verificarse el incumplimiento 
a los requisitos de postulación previstos en la Constitución, la ley, y el reglamento; la 
incurrencia en alguna de las prohibiciones o inhabilidades; o, la presentación de 
documentos falsos o adulterados. Todo lo cual, según las propias disposiciones 
referidas, está orientado expresamente a verificar la “probidad notoria” en el ejercicio 
profesional.

52. Después, la fase de control social (escrutinio público e impugnación ciudadana) del 
concurso conlleva asimismo una confirmación de la probidad notoria de los 
postulantes en cuanto a su ejercicio profesional. El artículo 43 del Reglamento para el 
Concurso habilita la presentación de objeciones públicas respecto de los postulantes.47 
Estas impugnaciones pueden referirse, entre otras, justamente a la falta de probidad en 
cualquiera de sus concepciones. Puede sustentarse, por ejemplo, en evidencia sobre 
falta de ética, actuaciones indebidas, antecedentes incompatibles, trayectoria 
profesional cuestionable o falta de confianza pública. De modo que, esta fase entraña, 
también, un mecanismo directo para evaluar la probidad notoria, porque permite 
incorporar información no visible en los documentos formales aportados previamente 
a los expedientes de los postulantes, evaluar su reputación pública, y contrastar la 
notoriedad que estos han alegado frente a aquella aseverada por el público con relación 
a aquellos.

53. Con este contexto, se puede concluir que el numeral 3 del artículo 196 no prevé el 
requisito de la probidad como una serie de reglas taxativas ni establece algún tipo de 
mecanismo para su verificación. Por lo que, el solo hecho de eliminar del Reglamento 
del Concurso la prohibición de patrocinio de determinados delitos, no implica per se 
una afectación al requisito constitucional de probidad. La evaluación de la probidad 
notoria es posible a través de los demás mecanismos previstos en el reglamento bajo 
análisis y también, de forma concordante, a través de todos aquellos presupuestos

45 Con base en “información acerca del postulante [solicitada! a cualquier entidad pública o privada, con el 
fin de verificar información, declaraciones o documentos recibidos dentro del proceso”.
46 Con base en el debido proceso, el art. 20 del Reglamento para el Concurso prescribe el procedimiento 
para el ejercicio de esta facultad de verificación.
47 Con base en el debido proceso, a partir del art. 43 del Reglamento para el Concurso se prescribe el 
procedimiento para el escrutinio público e impugnación ciudadana.
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normativos previstos en el ordenamiento jurídico. En consecuencia, dado que no se 
evidencia que la norma impugnada hubiese eliminado la probidad -como requisito para 
acceder al cargo- o las condiciones o etapas del concurso que permiten verificarlo, esta 
Corte estima que el Reglamento del Concurso, si permite garantizar y controlar la 
probidad notoria de los postulantes al cargo de Fiscal General del Estado.

54. A partir de lo anterior, se determina que la derogatoria del numeral 21 del artículo 22 
del Reglamento para el Concurso no eliminó el requisito de probidad notoria para 
acceder al cargo de fiscal general del Estado. Por consiguiente, esta Corte descarta una 
transgresión del numeral 3 del artículo 196 de la Constitución por los motivos alegados 
por la parte accionante de esta causa.

7. Decisión

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional resuelve:

1. Desestimar la acción de inconstitucionalidad de actos normativos 29-26-IN.

2. Notifíquese, publíquese y archívese.

JHOEL MARLIN 
ESCUDERO SOLIZ

Jhoel Escudero
PRESIDENTE

Razón: La sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional 
con seis votos a favor de los jueces constitucionales Karla Andrade Quevedo, Jorge 
Benavides Ordóñez, Alejandra Cárdenas Reyes, Jhoel Escudero Soliz, Claudia Salgado 
Levy y José Luis Terán Suárez, en sesión jurisdiccional ordinaria de jueves 14 de mayo 
de 2026. Sin contar con la presencia de los jueces constitucionales Alí Lozada Prado y 
Raúl Llasag Fernández por licencias de vacaciones, y del juez constitucional Richard 
Ortiz Ortiz por encontrarse en comisión de servicios.- Lo certifico.

Firmado electrónicamente 
Cristian Caiza Asitimbay

SECRETARIO GENERAL

Firmado «'.eetr6nic--Am«nte por:

CRISTIAN RAUL 
CAIZA 
ASITIMBAY

RAZON: de conformidad co^ el Art 13 numeral 
5 de la Ley Notarial, doy fe que el cocumento que
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Factura: 001-002-000171356 20261701020C04686

CERTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS MATERIALIZADOS DESDE PÁGINA WEB O DE CUALQUIER SOPORTE
ELECTRÓNICO N° 20261701020C04686

RAZÓN: De conformidad al Art. 18 numeral 5 de la Ley Notarial doy fe que el documento que antecede en 10 foja(s) útil(es) 

fue materializado a petición del señor (a) PATRICIA ALEXANDRA SEGOVIA CADENA, de la página web y/o soporte 

electrónico, chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1

/10_DWL_FL

/eyJjYXJwZXRhljoidHJhbWIOZSIslnV1aWQiOil5YTY2NGRINy05ZTJmLTQ4NTgtYTc2NCOxNmVIOTBjZGMyZWUucGRmlnO= 

el día de hoy 24 DE JULIO DEL 2026, a las 16:55, todo lo cual certifico amparado en las atribuciones que me otorga la Ley 

Notarial. Para constancia, copia física del documento materializado queda archivado en el libro de Certificaciones. EN 

CUMPLIMIENTO DE LA LEY NOTARIAL Y LA LEY ORGÁNICA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, EL/LA 

SOLICITANTE AUTORIZA EXPRESAMENTE A LA NOTARIA PARA EL USO, VERIFICACIÓN, TRATAMIENTO Y ARCHIVO 

DE LOS DATOS PROPORCIONADOS EN LA PRESENTE CERTIFICACIÓN. ASIMISMO, EL/LA SOLICITANTE OTORGA SU 

CONSENTIMIENTO PARA LA EXPEDICIÓN DE COPIAS O TESTIMONIOS DE ARCHIVO DEBIDAMENTE CERTIFICADAS, 

EN FAVOR DE SUS TITULARES O DE TERCEROS QUE ACREDITEN UN INTERÉS LEGÍTIMO. La veracidad de su 

contenido y el uso adecuado del(los) documento(s) certificado(s) es (son) de responsabilidad exclusiva de la(s) persona(s) que 

lo(s) utiliza(n).
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Consejo de Participación
Ciudadana y Control Socia!

RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-032-E-2024-0263
26-06-2024

EL PLENO DEL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA
Y CONTROL SOCIAL

CONSIDERANDO:

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 61 establece que “El 
ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: (...) 2. Todas las 
personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 61, contempla entre 
los derechos de participación “2. Participar en los asuntos de interés público. (...)
5. Fiscalizar los actos del poder público (...) 7. Desempeñar empleos y funciones 
públicas con base en méritos y capacidades, y en un sistema de selección y 
designación transparente, incluyente, equitativo, pluralista y democrático, que 
garantice su participación, con criterios de equidad y paridad de género, 
igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad y participación 
intergeneracional (...)”;

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 76 señala que: “En todo 
proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 
básicas: (...) 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes 
garantías: (...) I) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. 
No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios 
jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los 
antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se 
encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o 
servidores responsables serán sancionados (...)“;

Que, el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador especifica que: “El 
derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y 
en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competentes

Quito: Santa Prisca 425, entre Vargas y Pasaje Ibarra. Edificio Centenario. PBX (5C3-2) '';95 77. ¡0
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1. Ser ecuatoriana o ecuatoriano y estar en goce de los derechos políticos. 2. 
Tener título de tercer nivel en Derecho, legalmente reconocido en el país, y 
conocimientos en gestión administrativa. 3. Haber ejercido con idoneidad y 
probidad notorias la profesión de abogada o abogado, la judicatura o la docencia 
universitaria por un lapso mínimo de diez años.
La Defensora Pública o Defensor Público desempeñará sus funciones durante 
seis años y no podrá ser reelegido, y rendirá informe anual a la Asamblea 
Nacional

Que, la Constitución de la República del Ecuador en el artículo 204 dispone que “La 
Función de Transparencia y Control Social promoverá e impulsará el control de 
las entidades y organismos del sector público, y de las personas naturales o 
jurídicas del sector privado que prestan servicios o desarrollan actividades de 
interés público, para que los realicen con responsabilidad, transparencia y 
equidad; fomentará e incentivará la participación ciudadana, protegerá el 
ejercicio y cumplimiento de los derechos; y prevendrá y combatirá la corrupción. 
La Función de Transparencia y Control Social estará formada por el Consejo de 
Participacicm Ciudadana y Control Social, la Defensoría del Pueblo, la 
Contraloría General del Estado y las superintendencias. Estas entidades tendrán 
personalidad jurídica y autonomía administrativa, financiera presupuestaria y 
organizativa

Que, la Constitución de la República del Ecuador en el artículo 207 prescribe que “El 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social promoverá e incentivará el 
ejercicio de los derechos relativos a la participación ciudadana, impulsará y 
establecerá mecanismos de control social en los asuntos de interés público, y 
designará a las autoridades que le corresponda de acuerdo con la Constitución y 
la Ley

Que, la Constitución de la República del Ecuador en el artículo 208 prescribe que 
“Serán deberes y atribuciones del Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social, además de los previstos en la ley: (...) 11. Designar a la primera
autoridad de la Defensoría del Pueblo, Defensoría Pública, Fiscalía General del 
Estado y Contraloría General del Estado, luego de agotar el proceso de selección 
correspondiente

Que, el primer inciso del artículo 209 de la Constitución de la República del Ecuador, 
señala que: “Para cumplir sus funciones de designación el Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social organizará comisiones ciudadanas de 
selección, que serán las encargadas de llevar a cabo, en los casos que 
corresponda, el concurso público de oposición y méritos con postulación.
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veeduría y derecho a impugnación ciudadanaen concordancia con el artículo 
55 de la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social;

Que, el artículo 210 de la Constitución de la República del Ecuador señala: “En los 
casos de selección por concurso de oposición y méritos de una autoridad, el 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social escogerá a quien obtenga 
la mejor puntuación en el respectivo concurso e informará a la Asamblea 
Nacional para la posesión respectiva. Cuando se trate de la selección de cuerpos 
colegiados que dirigen entidades del Estado, el Consejo designará a los miembros 
principales y suplentes, en orden de prelación, entre quienes obtengan las mejores 
puntuaciones en el concurso. Los miembros suplentes sustituirán a los principales 
cuando corresponda, con apego al orden de su calificación y designación

Que, el artículo 225 de la Constitución de la República del Ecuador determina: “El 
sector público comprende:
1. Los organismos y dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, 
Judicial, Electoral y de Transparencia y Control Social.
2. Las entidades que integran el régimen autónomo descentralizado.
3. Los organismos y entidades creados por la Constitución o la ley para el 
ejercicio de la potestad estatal, para la prestación de servicios públicos o para 
desarrollar actividades económicas asumidas por el Estado.
4. Las personas jurídicas creadas por acto normativo de los gobiernos autónomos 
descentralizados para la prestación de servicios públicos.

Que, el articulo 237 de la Constitución de la República del Ecuador determina que “ 
Corresponderá a la Procuradora o Procurador General del Estado, además de 
las otras funciones que determine la ley: ” (,..)3. El asesoramiento legal y la 
absolución de las consultas jurídicas a los organismos y entidades del sector 
público con carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, en 
aquellos temas en que la Constitución o la ley no otorguen competencias a otras 
autoridades u organismos. (...) ”

Que, el artículo 42 del Código Orgánico de la Función Judicial determina: “CARRERAS 
DE LA FUNCIÓN JUDICIAL.- Las servidoras y servidores de la Función Judicial 
pertenecen a la carrera judicial, de acuerdo a la siguiente clasificación: 1. 
Quienes prestan sus servicios como juezas y jueces pertenecen a la carrera 
judicial jurisdiccional; 2. Las demás servidoras y servidores judiciales 
pertenecen a la carrera judicial administrativa; 3. Quienes prestan sus servicios 
como fiscales pertenecen a la carrera fiscal; 4. Las demás servidoras y servidores 
de la Fiscalía pertenecen a la carrera fiscal administrativa; 5. Quienes prestan 
sus servicios como defensores públicos pertenecen a la carrera de la defensorio^ 
y, 6. Las demás servidoras y servidores de la Defensorio Pública pertenece 
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carrera defensorial administrativa (...) Las vocales y los vocales del Consejo de 
la Judicatura y sus suplentes, las juezas y los jueces de la Corte Nacional de 
Justicia y las conjuezas y conjueces, la Fiscal o el Fiscal General del Estado, la 
Defensora Pública o el Defensor Público General, las notarías y notarios y 
quienes prestan sus servicios en las notarías, así como las servidoras y servidores 
que desempeñan labores en que prima el esfuerzo físico sobre el intelectual, no 
pertenecen a ninguna de estas carreras

Que, el artículo 43 del Código Orgánico de la Función Judicial determina: “RÉGIMEN 
LEGAL DE LAS DIVERSAS CARRERAS.- Quienes pertenecen a las carreras 
judicial fiscal o de la defensorio pública se rigen por las normas que establecen 
este Código, el Estatuto Orgánico Administrativo de la Función Judicial y los 
reglamentos. La Carrera Administrativa que comprende a todas las servidoras y 
servidores que colaboran con los diversos órganos de la Función Judicial y que 
no desempeñan funciones como jueces, fiscales o defensores públicos, están 
sujetos a este Código y subsidiariamente a la Ley Orgánica de Servicio Civil y 
Carrera Administrativa. A estas servidoras y servidores les está prohibido, aún 
por delegación, ejecutar funciones de carácter jurisdiccional, o aquellas 
exclusivas de fiscales y defensores

Que, el artículo 287 del Código Orgánico de la Función Judicial determina: “ELECCION 
DE LA DEFENSORA O DEFENSOR PÚBLICO GENERAL- El Defensor 
Público es la máxima autoridad y la representación legal de la Defensoría 
Pública corresponderá a quien sea designado como tal en el ámbito de sus 
competencias Para ejercer la máxima autoridad se deben cumplir los siguientes 
requisitos: 1. Ser ecuatoriana o ecuatoriano y estar en goce de los derechos de 
participación política: 2. Tener título de abogada o abogado, legalmente 
reconocido en el país, y conocimientos en gestión administrativa; y, 3. Haber 
ejercido con idoneidad y probidad notorias la profesum de abogada o abogado, 
la judicatura o la docencia universitaria por un lapso mínimo de diez años. La 
designación de esta autoridad corresponde al Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social y se hará de conformidad al procedimiento que 
establecen los artículos 209 y 210 de la Constitución de la República. La persona 
designada se posesionará ante la Asamblea Nacional. El período de funciones 
será de seis años, sin posibilidad de reelección. Cumplido el período, la máxima 
autoridad podrá mantenerse en funciones prorrogadas hasta la designación de su 
reemplazo. No podrá ejercer su profesión ni ocupar otra función pública o 
privada, salvo la docencia universitaria que la ejercerá fuera de horario de 
trabajo

Que, el artículo 3 de la Ley Orgánica del Servicio Público determina: “De conformidad 
con lo establecido en los artículos 430, 168 (1 y 2), 160, 170 y 181 numeral 3 de 
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Consejo de Participación
Ciudadara y Control Socia^

la Constitución de la República, las personas servidoras de la Corte 
Constitucional, los miembros activos de las Fuerzas Armadas y la Policía 
Nacional y el personal de carrera judicial se regirán en lo previsto en dichas 
disposiciones por sus leyes específicas y subsidiariamente por esta ley en lo que 
fuere aplicable

Que, el artículo 65 del Código Orgánico Administrativo determina: “Competencia. La 
competencia es la medida en la que la Constitución y la ley habilitan a un órgano 
para obrar y cumplir sus fines, en razón de la materia, el territorio, el tiempo y el 
grado.

Que, el Código Orgánico Administrativo en su articulo 67 dispone “Alcance de las 
competencias atribuidas. El ejercicio de las competencias asignadas a los 
órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo expresamente definido en 
la ley, sino todo aquello que sea necesario para el cumplimiento de sus funciones 
(■■■)”;

Que, el artículo 100 del Código Orgánico Administrativo determina: “Motivación del 
acto administrativo. En la motivación del acto administrativo se observará: 1. El 
señalamiento de la norma jurídica o principios jurídicos aplicables y la 
determinación de su alcance. 2. La calificación de los hechos relevantes para la 
adopción de la decisión, sobre la base de la evidencia que conste en el expediente 
administrativo. 3. La explicación de la pertinencia del régimen jurídico invocado 
en relación con los hechos determinados. Se puede hacer remisión a otros 
documentos, siempre que la referencia se incorpore al texto del acto 
administrativo y conste en el expediente al que haya tenido acceso la persona 
interesada. Si la decisión que contiene el acto administrativo no se deriva del 
procedimiento o no se desprende lógicamente de los fundamentos expuestos, se 
entenderá que no ha sido motivado

Que, el artículo 105 del Código Orgánico Administrativo señal: “Causales de nulidad del 
acto administrativo. Es nulo el acto administrativo que: 1. Sea contrario a la 
Constitución y a la ley”;

Que, la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social en el 
numeral 6 del artículo 5 establece que este Organismo le compete designar a la 
primera autoridad de la Defensoría Pública, esto en concordancia con el artículo 
69 de la misma ley;

Que, el artículo 55 de la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Contro} 
Social establece que: “£/ Consejo de Participación Ciudadana y Control Sofí¿ 
para cumplir sus funciones de designación, organizará comisiones dudada 
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selección que estarán encargadas de realizar el concurso público de oposición y 
méritos, con postulación, veeduría y derecho a la impugnación ciudadana para 
la designación de las siguientes autoridades: (...) Defensor Público, (...) y las 
demás necesarias para designar a las y los miembros de otros cuerpos colegiados 
de las entidades del Estado de conformidad con la Constitución y la ley. Todas 
las designaciones tanto de autoridades como de representantes ciudadanos que 
se deleguen al Consejo de Participación Ciudadana y Control Social se harán a 
través de los procesos de selección por medio de las comisiones ciudadanas que 
deberán conformarse para el efecto, excepto para designar a las autoridades que 
provienen de ternas presentadas por la Presidenta o Presidente de la República

Que, mediante oficio No. 00405, de 19 de diciembre de 2022 la Procuraduría General 
del Estado, emitió en el marco de una consulta realizada por la Secretaría Técnica 
de la Función de Transparencia y Control Social, que en lo principal concluyó: 
“(...) las resoluciones aprobadas por el Pleno del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social en los procedimiento de designación de autoridades, 
temporales o definitivas, se encuentran reguladas por los artículos 55, 72 y 73 de 
la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, sin 
que exista habilitación expresa que le atribuya a ese órgano colegiado 
competencia para revisar las designaciones efectuadas al amparo del artículo 
132 del Código Orgánico Administrativo, en observancia de los principios de 
seguridad jurídica, juridicidad e interdicción de la arbitrariedad previstos en los 
artículos 13 y 18 ibídem. ”

Que, mediante oficio No. 00405, de 19 de diciembre de 2022 la Procuraduría General 
del Estado, referente de la revisión de oficio de los actos administrativos, debido 
a la materia, por parte del CPCCS, señaló “De igual manera se concluye que la 
potestad revisora de oficio de los actos administrativos por nulidad de pleno 
derecho está atribuida en forma genérica a la administración pública, pero, en 
razón de la materia, el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
carece de competencia, de acuerdo a los artículos 55, 72y 73 de la Ley Orgánica 
del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, cuando se trata de los 
actos de designación de autoridades que fueron realizados a través de un 
proceso en que la ciudadanía ejerció su derecho de participación del cual el 
CPCCS fue el garante... ” (Énfasis añadido).

Que, el Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
Impugnación Ciudadana, en su artículo 3 establece los principios rectores: “a) 
Independencia: las normas del presente Reglamento se deberán aplicar 
partiendo de la valoración objetiva de hechos y libres de cualquier influencia
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ajena, b) Transparencia: durante todas las etapas del proceso se garantizará el 
acceso a la información a través de la publicación en la página web institucional 
y el acceso a la documentación del proceso de los ciudadanos interesados, c) 
Meritocracia: la autoridad será elegida por la acreditación de sus méritos 
profesionales, los que serán valorados en función de las facultades relacionadas 
al cargo a desempeñarse, d) Probidad e integridad: la autoridad será elegida 
valorando su honorabilidad, conducta intachable y ausencia de conflicto de 
intereses, de forma que. la conducta de los postulantes esté por encima de 
cualquier reproche a los ojos de un observador imparcial, imparcial, e) Igualdad 
y no discriminación: todos los postulantes serán valorados como iguales y 
gozarán los mismos derechos, deberes y oportunidades, f Idoneidad: ¡a 
autoridad será elegida tomando en cuenta las aptitudes necesarias para 
desempeñar el cargo de Defensorio Pública.

Que, el Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
Impugnación Ciudadana, en su artículo 8 establece como Atribuciones del Pleno 
del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social: “Son atribuciones en el 
proceso de selección y designación de la Primera Autoridad de la Defensoría 
Pública, las siguientes: (...) b) Vigilar la transparencia de los actos de la 
Comisión Ciudadana de Selección dentro del proceso; e) Absolver consultas 
propuestas por la Comisión Ciudadana de Selección sobre la aplicación de las 
normas contenidas en el presente Reglamento y resolver sobre situaciones no 
previstas en el mismo. Sus resoluciones serán de cumplimiento obligatorio; c) 
Aprobar la convocatoria presentada por la Comisión Ciudadana de Selección y 
convocar al concurso público de oposición y méritos con postulación, veeduría e 
impugnación ciudadana, para la selección y designación de la Primera Autoridad 
de la Defensoría Pública; (...), g) Conocer y aprobar el informe final de la 
Comisión Ciudadana de Selección y designar a la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública, j) Las demás facultades y competencias que la Constitución, 
la ley y el presente Reglamento le otorguen para el cumplimiento de sus 
obligaciones. ”/

Que,

MM/GG

el Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
Impugnación Ciudadana, en su artículo 10 establece como Atribuciones de la 
Comisión Ciudadana de Selección las siguientes: “Las atribuciones del cuerpo 
colegiado antes referido son las siguientes: a) Realizar el concurso público 
de oposición y méritos para la selección y designación de la Primera Autoridad 
de la Defensoría Pública; b) Conocer y resolver las reconsideraciones sobre el 
cumplimiento de requisitos y las solicitudes de recaíificación de méritos y acción 
afirmativa presentadas por los postulantes, así como en primera instanci 
impugnaciones interpuestas por la ciudadanía; c) Remitir al Pleno del 
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de Participación Ciudadana y Control Social los recursos de apelación 
presentados sobre las resoluciones de las impugnaciones admitidas a trámite; d) 
Remitir al Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social el 
informe final del concurso de oposición y méritos de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública, adjuntando toda la documentación e información generada 
y recibida en el presente concurso; e) Consultar al Pleno del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social sobre la aplicación de la Ley, este 
Reglamento y demás normativa referente al presente proceso; f) Designar al 
Secretario o Secretaria de la Comisión Ciudadana de Selección de entre sus 
miembros; g) Emitir los Informes correspondientes a cada una de las etapas del 
presente concurso, así como el Informe Final de Trabajo. Los Informes serán 
motivados de forma individual. Se prohíbe que los informes contengan razones 
genéricas para la descalificación de postulantes. En todos los casos, los Informes 
contendrán la justificación anunciando los hechos de cada caso concreto, la 
norma y la relevancia de la norma con los hechos anunciados; h) Solicitar a 
través de la Presidencia de la Comisión Ciudadana de Selección, a cualquier 
entidad pública o privada, la información o documentación que considere 
necesaria en el presente proceso de selección; i) Elaborar la convocatoria para 
los postulantes al concurso y ponerla en conocimiento del Pleno del Consejo de 
Participación Ciudadana para su aprobación; j) Elaborar el formato único de 
declaración juramentada para los postulantes residentes en el Ecuador y en el 
exterior, el formulario único de postulación y, el formato único de la hoja de vida 
para los postulantes al concurso. Estos documentos deberán constar publicados 
en la página web del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social desde 
el momento de la convocatoria; k) Notificar a los miembros del Pleno del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social con el detalle de la hora, 
fecha y lugar de la instalación de las audiencias públicas de impugnación 
ciudadana en cada concurso público de méritos y oposición a través del 
Secretario o Secretaria de la Comisión Ciudadana de Selección, para su 
asistencia; y, l) Las demás atribuciones establecidas en la Constitución, la ley y 
el presente Reglamento "

Que, el Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
Impugnación Ciudadana en su artículo 17 especifica las etapas del concurso de 
méritos y oposición de la siguiente manera: ua) Etapa de convocatoria y 
postulación; b) Etapa de admisibilidad; c) Etapa de calificación de méritos; d) 
Etapa de oposición; y, e) Etapa de impugnación ciudadana. Se calificará a las y 
los postulantes sobre un total de 100 puntos:50 puntos de los cuales 
corresponderán a los méritos y 50 puntos a la oposición

Que, el Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
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Impugnación Ciudadana en su artículo 24 dispone: “Preclusión. - La finalización 
de una etapa del concurso público constituye la preclusión de esta, previo la 
reconsideración o recalificación respectiva dentro del término previsto para ello 
y permite el inicio de la siguiente etapa. No se admitirá reconsideración o 
recalificación alguna por parte de las y los postulantes respecto de una etapa que 
hubiere precluido

Que, el Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
Impugnación Ciudadana en su artículo 50 dispone: “Notificación y publicación 
de los resultados del examen Práctico. - En el término de un (1) día de finalizado 
el examen práctico, la Comisión Ciudadana de Selección publicará los resultados 
de los exámenes prácticos en el portal web del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social y notificará a las y los postulantes. No cabrá recurso 
de recalificación respecto del examen práctico.

Que, el Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
Impugnación Ciudadana en su artículo 51 establece: “Escrutinio público e 
impugnación ciudadana. - La etapa de escrutinio público e impugnación 
ciudadana tiene como finalidad permitir a la ciudadanía y a las organizaciones 
sociales que presenten sus objeciones respecto de los postulantes y las 
postulantes, y, que estas sean resueltas de forma motivada y con objetividad'’;

Que, el Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
Impugnación Ciudadana en su artículo 53 determina que: “los ciudadanos y 
organizaciones sociales podrán presentar impugnaciones en contra de los 
postulantes, dentro del término de cinco (5) días contados de la última 
publicación de la convocatoria

Que, el Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
Impugnación Ciudadana en su artículo 53 determina: “Causales de impugnación. 
- cuando se considere que los o las postulantes incurran en una o más de las 
siguientes causales:

a) Falta de cumplimiento de requisitos legales;
b) Falta de probidad o idoneidad;
c) Estar incursos en alguna de las prohibiciones e inhabilidades;
d) Haber omitido información relevante para postular al cargo; y,
e) Haber falsificado o alterado documentos para postular al cargo
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Que, el Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
Impugnación Ciudadana en su artículo 60 determina que: "Apelación a la 
resolución de impugnación ciudadana. - Dentro del término de tres (3) días 
contados a partir de la notificación señalada en el artículo anterior, las partes 
podrán presentar la solicitud de apelación ante el Pleno del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social.

Las apelaciones se presentarán en la Secretaría General, Delegaciones 
Provinciales del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social o en las 
oficinas consulares del Ecuador, mismas que escanearán la documentación y la 
remitirán inmediatamente al correo electrónico señalado por la Secretaría 
General del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. Las 
apelaciones y su documentación original serán enviadas en el término de un (1) 
día a la Secretaría General, la que remitirá a la Coordinación General de 
Asesoría Jurídica en el término de un (1) día.

La Coordinación General de Asesoría Jurídica, dentro del término de tres (3) 
días, elaborará un informe no vinculante respecto de las solicitudes de apelación 
para que el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, 
dentro del término de dos (2) días contados desde la entrega del informe a 
Secretaría General, resuelva en mérito de los expedientes. La decisión del Pleno 
será de única y definitiva instancia.

Esta resolución se notificará a la Comisión Ciudadana de Selección y a las partes 
de conformidad a lo dispuesto en el presente Reglamento.

En caso de ser aceptada la impugnación, la o el postulante será descalificado y 
no podrá continuar en el proceso

Que, el Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
Impugnación Ciudadana en su artículo 61 determina que: "Informe final y 
designación. - Concluida la etapa de impugnación la Comisión Ciudadana de 
Selección en el término de dos (2) días remitirá al Pleno del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social el Informe Final que contendrá los 
nombres y apellidos de las y los postulantes admitidos que superaron etapa de 
impugnación, con Ia calificación respectiva. El Informe Final es vinculante, por 
lo que no se podrá alterar las valoraciones resultantes del concurso. El Pleno del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, dentro del término de dos 
(2) días, procederá a la designación de la primera autoridad de la Defensoría 
Pública a la o el postulante que haya obtenido la más alta calificación. El Pleno
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del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social procederá a dicha 
designación respetando el orden de calificación, paridad, equidad, alternancia 
de género e interculturalidad";

Que, la disposición final primera del Reglamento para la Selección y Designación de la 
Primera Autoridad de la Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y 
Méritos con Veeduría e Impugnación Ciudadana determina que: “PRIMERA. - 
En todo lo no previsto en el presente Reglamento o en el caso de duda en su 
aplicación, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social la 
absolverá y su cumplimiento será obligatorio e inapelable. Las cuestiones de 
simple trámite administrativo del proceso de selección y designación serán 
conocidas y resueltas por la Presidencia del Consejo de Participación Ciudadana 
y Control Sociar;

Que, el Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
Impugnación Ciudadana en su artículo 63 dispone: “Proclamados los resultados 
definitivos del concurso de Oposición y Méritos para la selección y designación 
de la primera autoridad de la Defensoría Pública, el Pleno del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social remitirá en forma inmediata el nombre 
de la autoridad seleccionada a la Asamblea Nacional para su posesión

Que; el Reglamento de Comisiones Ciudadanas de Selección en su artículo 9 establece: 
“Declaración de las y los postulantes. Al momento de presentar sus 

postulaciones, las y los ciudadanos, aceptarán expresamente cumplir con todas 
las normas aplicables a cada concurso, así como a las resoluciones y 
disposiciones impartidas por el Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social. ”

Que, a fin de llevar a cabo el concurso de méritos y oposición para la selección y 
designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, el Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social conformó la Comisión Ciudadana de 
Selección mediante Resolución No. CPCCS-PLE-SG-039-E-2022-1112 del 14 de 
octubre de 2022, cesando en funciones a sus miembros mediante Resolución No. 
CPCCS-PLE-SG-012-E-2023-0081 del 11 de abril de 2024, determinando la 
principalización de sus miembros actuales;

Que, el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social mediante Resolución Nro. 
CPCCS-PLE-SG-040-2022-1127 de fecha 1 de noviembre de 2022, convocó a la 
ciudadanía a la postulación al concurso de méritos y oposición para la selección y 
designación de la primera autoridad de la Defensoría Pública, en el plazo del 
al 25 de noviembre de 2022;
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Que, la Comisión Ciudadana de Selección mediante resolución Nro. CPCCS-CCS- 
DPE2022-001-ADM, aprueba el Informe de admisibilidad de postulaciones N° 
CPCCS-CCS-DPE2022-001 y declara la admisibilidad de las postulaciones 
detalladas en los numerales 5.1.1 y 5.1.2 del referido Informe, y la inadmisibilidad 
de las postulaciones detalladas en el numeral 5.2. del informe;

Que, la Comisión Ciudadana de Selección mediante resolución Nro. CPCCS-CCS- 
DPE2022-002-ADM, aprueba el Informe Motivado del Análisis Individualizado 
de Reconsideraciones del Proceso de Selección de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública No. CPCCS-CCS-DPE-2023-002, y declara “la admisibilidad 
e inadmisibilidad de los recursos de reconsideración planteados por los 
postulantes y por lo tanto, su admisibilidad o no en el proceso, conforme el 
siguiente cuadro

Que, la Comisión Ciudadana de Selección mediante resolución Nro. CPCCS-CCS- 
DPE2023-001-MER, aprueba el Informe De Calificación De Méritos De Los 
Postulantes Del Concurso Público De Selección Y Designación De La Primera 
Autoridad De La Defensoría Pública N° CPCCS-CCS-DPE-2023-003 de fecha 17 
de enero de 2023, asignando los puntajes conforme el resultado del informe;

Que, la Comisión Ciudadana de Selección mediante resolución Nro. CPCCS-CCS- 
DPE2023-002-MER, aprueba el Informe De Recalificación De Méritos De Los 
Postulantes Del Concurso Público De Selección Y Designación De La Primera 
Autoridad De La Defensoría Pública N°: CPCCS-CCSDPE-2023-004, asignando 
los puntajes conforme el resultado del informe de recalificación;

Que, la Comisión Ciudadana de Selección mediante convocó y receptó el examen escrito 
de los postulantes el 28 de marzo de 2023, a las 09h00, en el salón de eventos 
ubicado en el piso 11 del Complejo Judicial Norte ubicado en la avenida 
Amazonas y Juan José Villalengua, sector Iñaquito de la ciudad de Quito, 
provincia de Pichincha, emitiéndose el correspondiente cuadro de registro de 
calificaciones del examen escrito;

Que, la Comisión Ciudadana de Selección mediante convocó y receptó el examen escrito 
de los postulantes el 17 de febrero de 2024, a las 08h00, en el Pleno del CPCCS, 
ubicado en la ciudad Quito: Santa Prisca 425, entre Vargas y Pasaje Ibarra. 
Edificio Centenario;

Que, la Comisión Ciudadana de Selección mediante resolución Nro. CCS-DPE-005- 
2024, da a conocer las notas finales obtenidas por las y los postulantes que han
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sido admitidos y no descalificados dentro del Concurso de Selección y 
Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública:

POSTULANTE PUNTAJE
MÉRITOS

PRUEBA
ESCRITA

EXAMEN
PRÁCTICO

PUNTAJE
FINAL

1 Rodrigo Daniel I rías Toral 485 28.5 1946 96.46
2 Byron Javier Guillen Zambrano 39 5 25 18.96 83.46
3 Jorge Cristóbal Ballesteros Ballesteros 47.5 24.5 8.07 80.07
4 Inés Maritza Romero Estovo/ 42.25 20.5 15.11 77.86
5 \Vilson Guillermo Ortega Caicedo 38 24 15.86 77.86
6 Ricardo \\ ladimir Morales Vela 44.5 18 14.16 76.66
7 Yolanda Magdalena Yerovi Nogales 365 21.5 13.82 73.82
8 Margarita Virginia Gua Influía Cni/ 37.75 21 7.75 66.5
9 Jorge Aníbal lorres bannango 285 iy 9.71 57.21

Que, la Comisión Ciudadana de Selección mediante resolución Nro. CCS-DPE-005- 
2024, una vez concluida la fase de méritos y oposición solicito al Pleno del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social convoque al proceso de 
Escrutinio Público e Impugnación Ciudadana de los postulantes descritos en el 
numeral 1 de la presente Resolución en virtud de lo establecido en el artículo 52 
del Reglamento del Concurso;

Que, mediante Resolución No. CPCCS-PLE-SG-012-0-2024-0097 de 20 de marzo de 
2024, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social resolvió: 
“Artículo Dar por conocidas las Resoluciones Nros. CCS-DPE-004-2024 y
CCS-DPE005-2024, de 19 de febrero de 2024, de la Comisión Ciudadana de 
Selección del procedimiento de selección y designación por concurso público, de 
oposición y méritos con postulación, veeduría e impugnación ciudadana de la 
Primera Autoridad de la Defensoría Pública, remitidas a través del Oficio No. 
OF-075-CCS-DP-2024 y Memorando No. CPCCS-CCS-DPE-2024-0040-M, de 
19 de febrero de 2024, suscritos por la Abg. Gabriela Alexandra Cadena García, 
Presidenta de la Comisión Ciudadana de Selección. Artículo 2.- Aprobar el 
modelo de Convocatoria a Escrutinio Público e Impugnación Ciudadana de los 
postulantes que superaron la etapa de oposición del Concurso público, de 
oposición y méritos con postulación, veeduría e impugnación ciudadana de la 
Primera Autoridad de la Defensoría Pública. Artículo 3.- Convocar a la 
ciudadanía a Escrutinio Público e Impugnación Ciudadana de los postulantes que 
superaron la etapa de oposición del Concurso público, de oposición y méritos con 
postulación, veeduría e impugnación ciudadana de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública

Que, El 26 de marzo de 2024 se publicó la convocatoria a Escrutinio Público e 
Impugnación Ciudadana en los periódicos de circulación nacional “Que”; “El 
Universo”; y, “El Expreso”, estableciéndose su presentación desde el 27 de
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hasta el 03 de abril de 2024 a las 17h00, en la forma y condiciones señaladas en 
dicha convocatoria;

Que, a través de memorando Nro. CPCCS-SG-2024-0369-M de 03 de abril de 2024, el 
Mgs. José Raúl Vallejo Espinoza, en su calidad de Secretario General del Consejo 
de Participación Ciudadana y Control Social remitió el listado de impugnaciones, 
detallando un total de 26 impugnaciones presentadas por la ciudadanía;

Que, en la Sesión Ordinaria No. 08 del Pleno de la Comisión Ciudadana de Selección 
para la designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, llevada a 
cabo el 05 de abril de 2024, se aprobó la metodología para la calificación de 
impugnaciones como instrumento de sustento para verificar que cumplan con las 
condiciones y requisitos establecidos en el artículo 55 del Reglamento del 
Concurso, así como los parámetros para la calificación;

Que, en la Sesión No. 09 llevada a cabo el 09 de abril de 2024, mediante Resolución 
No. CCS-DPE-007-2024, la Comisión Ciudadana de Selección aprobó los 
Informes individualizados de las impugnaciones presentadas por la ciudadanía en 
el marco del Concurso para la Selección y Designación de la Primera Autoridad 
de la Defensoría Pública, que dieron como resultado la calificación de cinco (5) 
impugnaciones y la no calificación de veintiún (21) impugnaciones;

Que, la Comisión Ciudadana convocó a Audiencia Pública de las impugnaciones 
calificadas para el día jueves 11 de abril de 2024 a las 09h00, con el objetivo de 
escuchar los argumentos de cargo y de descargo de los impugnantes y postulantes 
respectivamente; esto en virtud de lo establecido en los artículos 57 y 58 del 
Reglamento del Concurso, convocatoria que fue notificada mediante correos 
electrónicos a los intervinientes;

Que, En el marco del proceso de selección y designación de la primera autoridad de la 
Defensoría Pública mediante concurso de oposición y méritos con veeduría e 
impugnación ciudadana, conforme a lo dispuesto en el artículo 60 del 
“Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
Impugnación Ciudadana”, la Secretaría General, se notificó para conocimiento 
de la Coordinación General de Asesoría Jurídica, los recursos de apelación 
interpuestos a la Resolución No. CCS-DPE008-2024;

Que, mediante memorando Nro. CPCCS-CPCCS-2024-0461 -M de 10 de mayo de 2024, 
se dispuso lo siguiente: “(...) conforme a lo establecido en el artículo 60 del 
Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 

MM/GG CPCCS-PLE-SG-032-E-2024-0263/26-06-2024 Página 14 de 25

• Quito: Santa Prisco 425, entre Vargas y Pasaje barra. Edificio Centenario. PBX (593-2) 395
• Guayaquil: Luque 111 y Pichincha, Edificio Banco Park piso 15. PBX (593-4) 370 3137

www.cpccs.gob.ee

http://www.cpccs.gob.ee


Conseje de Participación 
Oudadara y Confol Social 
Ecuackx Mar-iallalctapak Runa Tantanakuyrranta 
Piawínchinamantapa'.h Halun Tantanakuy 
Uurt ¡rjntrar
Aents <awenTakalmamia irria

Impugnación Ciudadana, al haber superado la interrupción de plazos proceda 
con la emisión del informe no vinculante respecto de las solicitudes de apelación, 
para conocimiento del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social (...)”;

Que, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social mediante 
Resolución CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0216 de 3 de junio de 2024, resolvió: 
“Artículo 1.- Conocer y aprobar el Informe Jurídico “Consulta: Renuncia del 
Postulante Rodrigo Daniel Frías Toral al Concurso de Defensorio Pública " del 
proceso de designación de la Primera Autoridad de la Defensorio Pública 
mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación 
Ciudadana, remitido mediante memorando Uro. CPCCS-CGAJ-2024-0396-M de 
fecha 29 de mayo de 2024 por la Coordinación General de Asesoría Jurídica. 
Artículo 2.- Aceptar la renuncia del postulante Rodrigo Daniel Frías Toral al 
concurso para la Designación de la Primera Autoridad de la Defensorio Pública 
mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación 
Ciudadana

Que, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social mediante 
Resolución CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0217 de 3 de junio de 2024, resolvió: 
“Artículo Conocer y aprobar el “INFORME JURÍDICO DE LAS
IMPUGNACIONES NO ACEPTADAS A TRAMITE”, remitido por el 
Coordinador General de Asesoría Jurídica, mediante memorando Nro. CPCCS- 
CGAJ-2024-0398-M, de 29 de mayo de 2024. Artículo 2.- Declarar como 
improcedentes las apelaciones a la inadmisión a trámite emitidas por parte de la 
Comisión Ciudadana para la Selección y Designación de la Primera Autoridad 
de la Defensoría Pública mediante concurso de Oposición y Méritos con Veeduría 
e Impugnación Ciudadana, mediante Resolución Nro. CCS-DPE-008-2024 de 15 
de abril de 2024, al no tener previsto en el artículo 60 del Reglamento para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública 
mediante concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación 
Ciudadana. Artículo 3.- Archivar las apelaciones a la inadmisión a trámite 
emitidas por parte de la Comisión Ciudadana de Selección mediante Resolución 
Nro. CCS-DPE-008-2024 de 15 de abril de 2024

Que, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social mediante 
Resolución CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0218 de 3 de junio de 2024, resolvió: 
“Art. 1. - Dar por conocido el Informe Jurídico sobre la apelación a la resolución 
emitida por la Comisión Ciudadana de Selección sobre impugnación presentada 
por Luis Alberto Silva Soria en contra del postulante Rodrigo Daniel Frías Toral 
dentro del proceso de selección y designación de la primera autoridad 
Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con
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Impugnación Ciudadana, remitido mediante memorando Nro. CPCCSCGAJ- 
2024-0401-M de fecha 29 de mayo de 2024 por la Coordinación General de 
Asesoría Jurídica; y resolución. Art. 2.- Acoger y aprobar las conclusiones y 
recomendaciones sobre la apelación a la resolución emitida por la Comisión 
Ciudadana de Selección sobre la impugnación presentada por Luis Alberto Silva 
Soria en contra del postulante Rodrigo Daniel Frías Toral dentro del proceso de 
selección y designación de la primera autoridad de la Defensorio Pública 
mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación 
Ciudadana, remitido mediante memorando Nro. CPCCS-CGAJ-2024- 0401-Mde 
fecha 29 de mayo de 2024

Que, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social mediante 
Resolución CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0219 de 3 de junio de 2024, resolvió: 
“Artículo I. - Dar por conocido el Informe Jurídico sobre la apelación a la 
resolución emitida por la Comisión Ciudadana de Selección sobre impugnación 
presentada por Luis Alberto Silva Soria en contra del postulante Byron Javier 
Guillen Zambrano dentro del proceso de selección y designación de la primera 
autoridad de la Defensorio Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos 
con Veeduría e Impugnación Ciudadana, remitido mediante memorando Nro. 
CPCCS-CGAJ-2024-0400-M de fecha 29 de mayo de 2024 por la Coordinación 
General de Asesoría Jurídica. Artículo 2.- Acoger y aprobar las conclusiones y 
recomendaciones sobre la apelación a la resolución emitida por la Comisión 
Ciudadana de Selección sobre impugnación presentada por Luis Alberto Silva 
Soria en contra del postulante Byron Javier Guillen Zambrano dentro del proceso 
de selección y designación de la primera autoridad de la Defensoría Pública 
mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación 
Ciudadana, remitido mediante memorando Nro. CPCCS-CGAJ-2024- 0400-Mde 
fecha 29 de mayo de 2024

Que, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social mediante 
Resolución No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0220 de 3 de junio de 2024, 
resolvió: Artículo 1.- Conocer y aprobar el “INFORME JURÍDICO” referente 
a la APELACIÓN AL CONCURSO DE DEFENSOR PÚBLICO DEL 
CIUDADANO LUIS ALBERTO SILVA SORIA CONTRA EL POSTULANTE 
JORGE CRISTÓBAL BALLESTEROS BALLESTEROS, remitido por el 
Coordinador General de Asesoría Jurídica, mediante memorando Nro. CPCCS- 
CGAJ-2024-0402-M, de 29 de mayo de 2024. Artículo 2.- Aceptar la apelación a 
la resolución Nro. CCS-DPE-007-2024 de 9 de abril de 2024, emitida por la 
Comisión Ciudadana para la Selección y Designacióm de la Primera Autoridad 
de la Defensoría Pública mediante concurso de Oposición y Méritos con Veeduría 
e Impugnación Ciudadana, realizada por el señor Luis Alberto Silva Soria, en 
razón de ser una situación no prevista en el concurso. Artículo 3.- Declarar que 
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el señor Jorge Cristóbal Ballesteros Ballesteros, incurrió en la causal 
determinada en el literal e) del artículo 54 del Reglamento para la Selección y 
Designación de la Primera Autoridad de la Defensorio Pública. Artículo 4.- 
Descalificar al postulante Jorge Cristóbal Ballesteros Ballesteros por haber 
incurrido en la causal determinada en el literal e), del artículo 54 del Reglamento 
para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensorio 
Pública

Que, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social mediante 
Resolución No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0236 de 5 de junio de 2024 
resolvió: “Artículo. 1. - Conocer y acoger las conclusiones y recomendaciones 
del Informe Jurídico sobre a la apelación a la resolución emitida por la Comisión 
Ciudadana de Selección sobre impugnación presentada por Carlos Gustavo 
Bravo Hernández en contra de la postulante Inés Maritza Romero Estévez dentro 
del proceso de selección y designación de la primera autoridad de la Defensorio 
Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación 
Ciudadana, remitido mediante memorando Nro. CPCCS-CGAJ2024- 0399-M de 
fecha 29 de mayo de 2024 por la Coordinación General de Asesoría Jurídica. 
Articulo. 2.- Aceptar la apelación a la resolución Nro. CCS-DPE-008-2024 
planteada por ciudadano Carlos Gustavo Bravo Hernández y por consiguiente al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 60 del Reglamento para la Selección y 
Designación de la Primera Autoridad de la Defensorio Pública mediante 
Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación Ciudadana 
descalificar a la postulante Inés Maritza Romero Estévez del concurso de méritos 
y oposición por encontrarse inmersa en la causal prevista en el literal b) del 
artículo 54 del Reglamento del concurso

Que, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social mediante 
Resolución No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0237 de 05 de junio de 2024, 
resolvió: “Artículo /.- Conocer y aprobar el ‘ INFORME JURÍDICO POR 
NECESIDAD EMERGENTE" respecto a la alerta ciudadana, remitido por el 
Coordinador General de Asesoría Jurídica, mediante memorando Nro. CPCCS- 
CGAJ-2024-0397-M, de 29 de mayo de 2024. Artículo 2.- Descalificar del 
concurso Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensorio 
Pública al postulante Wilson Guillermo Ortega Caicedo, al encontrarse inmerso 
en la inhabilidad establecida en el artículo 20 del Código de la Democracia

Que, mediante Memorando Nro. CPCCS-CCS-DPE-2024-0110-M de 11 de junio de 
2024, la Ab. Gabriela Cadena García, Presidenta de la Comisión Ciudadana de 
Selección y designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, remitió 
al Presidente, Consejeras y Consejeros de este Organismo la Resolución No. 
DPE-009-2024 y Resolución No. CCS-DPE-010-2024, y el informe fj 
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carácter vinculante para la designación de la primera autoridad de la Defensoría 
Pública;

Que, la Dra. Jenny Freire Arias Jueza de la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón 
Quevedo de la Provincia de Los Ríos , dentro de la acción de protección N° 12283- 
2023-00085, seguida por la Sra. Wendy Carolina Sánchez Suarez en calidad de 
Presidenta y Representante Legal de la Asociación Agrícola Unión y Progreso, en 
contra del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, emitió sentencia 
el 20 de enero de 2023, las 13h23 mediante la cual en su parte pertinente se 
resolvió “ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO 
SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y 
LAS LEYES DE LA REPÚBLICA RESUELVE: 1. INADMITIR la acción de 
protección planteada por la ciudadana WENDY CAROLINA SUAREZ SANCHEZ 
en calidad de Presidenta y Representante Legal de la Asociación Agrícola Unión 
y Progreso.- 2.- Declarar que en el concurso de oposición y méritos para la 
designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública no se han 
vulnerado los derechos constitucionales a la seguridad jurídica, debido proceso 
y participación, así como ningún otro derecho establecido en la Constitución de 
la República del Ecuador, que pueda ser amparado mediante garantías 
jurisdiccionales, razón por la cual, se dispone a los Comisionados o a cualquier 
otra autoridad externa administrativa, judicial o jurisdiccional se abstengan de 
realizar cualquier acto ulterior para paralizar o suspender el normal desarrollo 
de este concurso público de oposición y méritos en cumplimiento de lo establecido 
en el numeral 5 del artículo 22 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 
y Control Constitucional.- 3.- Señalar que la presente sentencia constituirá 
precedente para este y otros concursos de la misma índole, evitando el abuso del 
derecho de postulantes que pretendan utilizar una garantía jurisdiccional para 
participar en concursos sin cumplir las normas y requisitos obligatorios 
establecidos en la norma pertinente de cada concurso, en función de garantizar 
la seguridad jurídica y el derecho a la igualdad con todas las personas que 
postulen.- 4.- Se dispone al actuario notificar con el contenido de la presente 
sentencia a las partes procesales para garantizar su efectivo cumplimiento.- 5.- 
Se dispone al actuario remitir el contenido de la presente sentencia a la 
Defensoría del Pueblo como institución pública encargada de dar el seguimiento 
sobre el cumplimiento total de la sentencia y se emita los informes pertinentes, 
para lo cual remítase atento oficio anexando copia certificada de la sentencia 
cuando cause estado de ejecutoria.- 6.- Se dispone de conformidad con lo que 
determina el numeral 1 del Art. 25 de la Ley de Garantías Constitucionales y 
Control Constitucional el envío de la sentencia a la Corte Constitucional, para su 
conocimiento y eventual selección y revisión, en el término de tres días, contados 
a partir de su ejecutoria " ratificada por la Sala Multicompetente de la Corte

MM/GG CPCCS-PLE-SG-032-E-2024-0263/26-06-2024 Página 18 de 25

Quito; Santa Prisco 425, entre Vargas y Pasaje ibarra. Edificio Centenario. PBX (593-2) 3S5
• Guayaquil: Luque 111 y Pichincha, Edificio Banco Park piso 15. PBX (593-4) 370 3180

www.cpccs.gob.ee

http://www.cpccs.gob.ee


Cornejo de Participación 
Ciudadana y Contro! Social 
[cuador Vamallaktapak Runa Tanunakuyrranta 
Niawinchinamantapash Hatun Tantanakjy 
Uur; -r jotrar.
Aenti <awen lanatmairua irria

Provincial de Justicia de los Ríos  con sede en el cantón Quevedo mediante 
sentencia de fecha 27 de febrero de 2023.

Que, la Dra. Jenny Freire Arias Jueza de la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón 
Quevedo de la Provincia de Los Ríos , dentro de la acción de protección N° 12283- 
2023-00085, como parte del seguimiento de la sentencia de la causa emite un auto 
de seguiento de fecha 18 de junio de 2024 que dispone: “Agregúese y póngase en 
conocimiento de las partes los escritos presentados por la Ab. Gabriela Cadena 
García mediante el cual hace conocer la resolución Nro. CCS-DPD-010-2024 del 
Pleno de la Comisión Ciudadana de selección para la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública donde resuelven: “ 1. Aprobar el informe final del Concurso 
de méritos y oposición para la selección y designación de la primera autoridad 
de la Defensoría Pública - listado de calificación final de las y los postulantes. 2.- 
Remitir al Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social la 
calificación oficial y final de las y los postulantes que han superado las etapas 
del concurso para la selección de la Primera Autoridad de la Defensoría 
Pública... “.En atención al mismo se conmina al Pleno del CPCCS consejeros 
Andrés Xavier Fantoni Baldeón, Mis he lie Elisa Calvache Fernández, Juan 
Esteban Guarderas Cisneros y Johanna Ivonne Verdezoto del Salto, en el término 
de 48 horas procedan a dar estricto cumplimiento a la sentencia emitida por la 
suscrita de fecha 20 de enero del 2023, debiendo indicar que en caso de no 
cumplir se multará conforme lo establece el Art. 132 del Código Orgánico de la 
Función Judicial, a partir del fenecimiento del término otorgado, la multa se 
ejecutará correspondiente a la mitad de un salario básico unificado del 
trabajador en general diariamente para cada uno, la misma que será progresiva 
en caso de seguir manteniendo el incumplimiento, a más de aquello se procederá 
conforme lo establece el Art. 22 num 4 de la Ley Orgánica de Garantía 
Jurisdiccionales y Control Constitucional y se remitirá el presente proceso a la 
Fiscalía General del Estado a Jin de que se realice la investigación respectiva 
conforme lo establece el Art. 282 del COIP. Para el efecto oficíese como 
corresponda.- Cumplido el término regresen los autos para proveer lo que en 
derecho corresponda ”.

Que, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social mediante 
Resolución No. CPCCS-PLE-SG-025-0-2024-0245 de 19 de junio de 2024 
resolvió: “Artículo /.- Dar por conocido el memorando Nro. CPCCS-CCS-DPE- 
2024-0110-M, que contiene las Resoluciones No. CCS-DPE-009-2024, No. CCS- 
DPE-010-2024, y el informe final del concurso, remitido por la Comisión 
Ciudadana de Selección que lleva a cabo el concurso de méritos y oposición para 
la selección y designación de la primera autoridad de la Defensoría Pública. 
Artículo 2.- Disponer a la Coordinación General de Asesoría Jurídica que 
plazo improrrogable de 48 horas a partir de la notificación con la 
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Resolución, emita un informe jurídico analizando las Resoluciones No. CCS- 
DPE-009-2024, No. CCS-DPE-010-2024, y el informe final del concurso, 
remitido con por la Comisión Ciudadana de Selección que lleva a cabo el 
concurso de méritos y oposición para la selección y designación de la primera 
autoridad de la Defensoría Pública, tomando en cuenta las observaciones 
remitidas por los Consejeros y Consejeras en el debate, emitiendo las 
recomendaciones que el Pleno del CPCCS debe adoptar dadas estas situaciones 
no previstas en el Reglamento

Que, mediante Memorando CPCCS-CGAJ-2024-0457-M, el Coordinador General de 
Asesoría Jurídica, remitió al Presidente del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social, el “Informe Jurídico: Análisis del Informe Final de la Comisión 
Ciudadana de Selección (Concurso para la Selección y Designación de la 
Máxima Autoridad de la Defensoría PúblicaJ”;

Que, en la Sesión Extraordinaria Nro. 032 celebrada el 26 de junio de 2024, el Pleno 
del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social trató como único punto 
del orden del día: “Conocimiento del Informe Jurídico: Análisis del Informe Final 
de la Comisión Ciudadana de Selección (Concurso para la Selección y 
Designación de la Máxima Autoridad de la Defensoría Pública) dispuesto 
mediante Resolución Nro. CPCCS-PLE-SG-025-0-2024-0245, remitido por la 
Coordinación General de Asesoría Jurídica mediante memorando Nro. CPCCS- 
CGAJ-2024-0457-M; y resolución y,

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales, legales y reglamentarias,

RESUELVE:

Artículo 1.- Conocer y aprobar el Informe Jurídico de ‘‘‘'Análisis del Informe Final de la 
Comisión Ciudadana de Selección (Concurso para la Selección y Designación de la 
Máxima Autoridad de la Defensoría Públicá’j remitido por la Coordinación General de 
Asesoría Jurídica, mediante Memorando Nro. CPCCS-CGAJ-2024-0457-M, acogiendo 
sus conclusiones y recomendaciones.

Artículo 2.- No aprobar el informe final emitido por la Comisión Ciudadana de Selección 
encargada de llevar a cabo el concurso de méritos y oposición para la selección y 
designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública aprobado con Resolución 
No. CCPS-DPE-010-2024, por las consideraciones y motivación expuesta en el informe 
jurídico aprobado en el artículo 1, que fue conocido por este Pleno mediante Resolución 
Nro. CPCCS-SG-2024-0823-M de fecha 20 de junio de 2024.
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Artículo 3.- Determinar que los puntajes finales presentados por la Comisión Ciudadana 
de Selección son inalterables y corresponden a los postulantes que superaron la fase de 
impugnación ciudadana conforme a los siguientes resultados:

Nro. POSTULANTE PUNTAJE
MÉRITOS

PRUEBA
ESCRITA

EXAMEN
PRÁCTICO

PUNTAJE
FINAL

1 Ricardo Wladimir 
Morales Vela

44,5 18 14,16 76,66

2 Yolanda Magdalena 
Yerovi Nogales

36,5 21,5 15,82 73,82

3 Margarita Virginia 
Gualotuña Cruz

37,75 21 7,75 66,5

4 Jorge Aníbal Torres 
Farinango

28,5 19 9,71 57,21

En la tabla de puntuaciones precedente se han observado las resoluciones del Pleno del 
CPCCS Nros. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0216, CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0217, 
CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0218, CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0219, CPCCS-PLE- 
SG-028-E-2024-0220, CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0236, CPCCS-PLE-SG-028-E- 
2024-0237, respecto a la descalificación de postulantes, la preclusión de la fase de 
impugnación y las calificaciones realizadas por la Comisión Ciudadana de Selección y 
aprobadas con Resolución No. CCS-DPE-005-2024; calificaciones que no han variado y 
son vinculantes.

Artículo 4.- Designar al Dr. RICARDO WLADIMIR MORALES VELA portador de 
la cédula de ciudadanía N°  como Primera Autoridad de la Defensoría 
Pública, para el periodo establecido en el último inciso del articulo 192 de la Constitución 
de la República del Ecuador a partir de su posesión; la designación se realiza en virtud 
que el postulante superó la fase de escrutinio público e impugnación ciudadana y se 
encuentra habilitando como el postulante con el puntaje más alto con una puntuación final 
de 76,66, conforme a los resultados finales del concurso de méritos de oposición 
aprobados por la Comisión Ciudadana de Selección y aprobadas con Resolución No. 
CCS-DPE-005-2024.

Artículo 5.- Notificar a la Asamblea Nacional del Ecuador con una copia certificada de 
la presente Resolución, a fin que procedan a la posesión del Dr. RICARDO WLADIMIR 
MORALES VELA, como Primera Autoridad de la Defensoría Pública, de conformidad 
con el artículo 120 numeral 11 de la Constitución de la República del Ecuador y el 
Artículo 63 del Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de 
la Defensoría Pública Mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veedurí 
Impugnación Ciudadana.
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Artículo 6.- Notificar la presente Resolución adoptada por este Pleno conjuntamente con 
el informe jurídico al ex postulante Jorge Cristóbal Ballesteros Ballesteros, respecto a 
quien la resolución CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0220 de 3 de junio de 2024 ha causado 
estado; al Dr. Ricardo Wladimir Morales Vela y a la ex postulante Inés Maritza Romero 
Estévez, quien presentó una acción de protección en contra del Consejo de Participación 
y Control Social.

Artículo 7.- Requerir a la Contraloría General del Estado que en el ámbito de sus 
competencias realice un examen especial del concurso de méritos y oposición para la 
selección y designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, en todas sus 
fases tanto en la conformación de la Comisión Ciudadana de Selección, como en la 
realización del concurso de méritos y oposición, para lo cual la Coordinación General de 
Asesoría Jurídica realizará la petición correspondiente

Artículo 8.- Remitir las actuaciones de la Comisión Ciudadana de Selección a la Fiscalía 
General del Estado, con el fin de que ésta, en ejercicio de sus competencias, investigue si 
los integrantes de la referida Comisión incurrieron o no en alguno de los delitos 
tipificados en el Código Orgánico Integral Penal, de la misma forma todas las actuaciones 
realizadas dentro del concurso de méritos y oposición para la selección y designación de 
la Primera Autoridad de la Defensoría Pública en sus diferentes fases tanto por actores 
intemos al CPCCS como actores extemos, a fin que se investiguen el cometimiento de 
delitos para lo cual la Coordinación General de Asesoría Jurídica realizará la petición 
correspondiente.

Artículo 9.- Determinar la finalización del concurso de méritos y oposición para la 
selección y designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública y archivar toda 
la documentación que conforma el proceso para lo cual la Secretaría General custodiará 
la documentación que corresponda.

Artículo 10.- Determinar que la presente resolución es de única y definitiva instancia, en 
virtud que se realiza la designación de una autoridad luego de un proceso en el cual la 
ciudadanía ejerció su derecho de participación, y por lo tanto no existe factibilidad de 
ejercer la potestad revisora de oficio de confomiidad con la absolución de consulta con 
carácter de vinculante emitida por la Procuraduría General del Estado mediante Oficio 
No. 00405, de fecha 19 de diciembre de 2022 en concordancia con el numeral 3 del 
articulo 237 de la Constitución de la República del Ecuador.

DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA.-Encárguese a la Secretaría General del Consejo de Participación Ciudadana 
y Control Social notificar con la presente Resolución a:

1.1 Al Dr. Ricardo Wladimir Morales Vela, primera autoridad de la Defensoría Pública 
designada por efectos de la presente Resolución.
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1.2 A los postulantes que superaron la fase de escrutinio público e impugnación 
ciudadana, conforme determina el articulo 3 de la presente resolución.

1.3 A los Consejeros y Consejeras del Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social.

1.4 A los ex miembros de la Comisión Ciudadana de Selección que llevo a cabo el 
concurso de méritos y oposición para la selección y designación de la Primera 
Autoridad de la Defensoría Pública.

1.5 A los miembros del equipo técnico de apoyo del concurso de méritos y oposición 
para la selección y designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública.

1.6 A todos los miembros integrantes de la Veeduría Ciudadana designada para el efecto, 
para lo cual se notificará a la Subcoordinación Nacional de Control Social a fin que 
proceda a notificar a todos sus integrantes conforme se ha dispuesto en la presente 
Resolución.

1.7 Las siguientes entidades: a la Contraloría General del Estado, Fiscalía General del 
Estado, Asamblea Nacional, al Consejo de la Judicatura, a la Defensoría Pública al 
Consejo Nacional Electoral, a la Presidencia de la República, al Presidente de la 
Función de Transparencia y Control Social, a la Corte Constitucional del Ecuador, a 
la Corte Nacional de Justicia, al Tribunal Contencioso Electoral, Consejo Nacional 
Electoral.

1.8 A la Coordinación General de Comunicación Social, Comunicación Participativa y 
Atención al Ciudadano, Coordinación General de Asesoría Jurídica, 
Subcoordinación Nacional de TICs, para que procedan en el ámbito de sus 
competencias.

SEGUNDA.- Encárguese a la Secretaría General del Consejo de Participación Ciudadana 
y Control Social notificar con la presente Resolución y el Informe Jurídico aprobado a la 
Coordinación General de Comunicación Social, Comunicación Participativa y Atención 
al Ciudadano para que proceda con la publicación de la presente Resolución y el Informe 
Jurídico en la página web institucional tanto en el repositorio de resoluciones como en el 
portal especifico del presente proceso, de la misma manera la difusión por medio de los 
perfiles de redes sociales institucionales.

TERCERA.- Encárguese a la Coordinación General de Asesoría Jurídica de notificar la 
presente resolución, a la Judicaturas que tienen conocimiento sobre la causas activas y 
relacionadas con el concurso de méritos y oposición para la selección y designación de la 
Primera Autoridad de la Defensoría Pública, de la misma forma a la Corte Constitucional 
del Ecuador dentro de los casos 1722-23-JP, 1567-23-JP y 101-23-JC.
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CUARTA.- Encárguese a la Coordinación General de Comunicación Social, 
Comunicación Participativa y Atención al Ciudadano y a la Subcoordinación Nacional do. 
TICS, que procedan con la verificación clasificación de las publicaciones realizadas 
página web de toda la documentación inherente al concurso de méritos y oposiciyl 
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la selección y designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, asegurando 
su identificación, orden y correcto acceso para toda la ciudadanía en general.

QUINTA.- Requerir a los ex miembros de la Comisión Ciudadana de Selección que llevo 
a cabo el concurso de méritos y oposición para la selección y designación de la Primera 
Autoridad de la Defensoría Pública, que en el término de 10 días a partir de la notificación 
de la presente resolución entreguen a la Secretaria General del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social toda la documentación a su cargo relacionada con el concurso 
de méritos y oposición debidamente detallada, clasificada e inventariada, con las 
respectivas actas de entrega recepción de conformidad a lo previsto en cumplimiento de 
las Norma de Control Interno N° 401-05 emitidas por la Contraloría General del Estado.

SEXTA.- Requerir a los miembros del Equipo Técnico de Apoyo de la Comisión 
Ciudadana de Selección que llevo a cabo el concurso de méritos y oposición para la 
selección y designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, que en el 
término de 10 días a partir de la notificación de la presente resolución entreguen a la 
Secretaria General del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social toda la 
documentación a su cargo relacionada con el concurso de méritos y oposición 
debidamente detallada, clasificada e inventariada, con las respectivas actas de entrega 
recepción de conformidad a lo previsto en cumplimiento de las Norma de Control Interno 
N° 401-05 emitidas por la Contraloría General del Estado.

SÉPTIMA.- Requerir a todos los miembros de la veeduría ciudadana designada para el 
concurso de méritos y oposición para la selección y designación de la Primera Autoridad 
de la Defensoría Pública, que una vez que el Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social ha procedido con la designación de la autoridad presenten los informes 
finales correspondientes, para lo cual la coordinación designada, remitirá ante este Pleno 
los informes que presenten los distintos veedores de conformidad a lo previsto en el literal 
d) del articulo 14 del Reglamento de Veedurías para los Procesos de Selección de los 
Miembros de las Comisiones Ciudadanas y para la Designación de Autoridades; de 
conformidad a la disposición general primera del reglamento en mención, y dadas las 
situaciones acontecidas en anteriores más procesos de designación se especifica que en 
caso de presentarse un único informe por parte de la Coordinación de la Veeduría, el 
mismo deberá contener la aprobación de la mitad más uno de los miembros de la veeduría, 
con las respectivas firmas de responsabilidad, sin perjuicio de los informes que presenten 
los veedores que no estuvieran de acuerdo con el informe aprobado, esta especificación 
se realiza a fin de garantizar el derecho de participación y el criterio de todos los veedores 
designados y acreditados.
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DISPOSICIÓN FINAL

UNICA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su aprobación, sin 
perjuicio de su publicación en el Registro Oficial, para lo cual la Secretaría General 
remitirá la presente Resolución.

Dada en la sede del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en el Distrito 
Metropolitano de Quito, el veinte y seis de junio de dos mil veinticuatro.

ANDRES 'XAVIER "
FANTONI BALDEON

Mgs. Andrés Xavier Fantoni Baldeón.
PRESIDENTE

CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL

CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL, 
SECRETARIA GENERAL. - Quito D.M., Miércoles, 26 de Junio de 2024, Razón. - 
Certifico que la presente Resolución fue adoptada por el Pleno del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social, en Sesión Extraordinaria No. 032, instalada 
el 26 de junio 2024 a las 20h 13, con la siguiente votación de los Consejeros y las 
Consejeras: Mgs. Gonzalo Alban Molestina (Abstención); Mgs. Bonifaz López Nicole 
Stephanie (Ausente), Mgs. Calvache Fernández Mishelle Elisa -Vicepresidenta (Apoyo 
a la moción; A favor), Mgs. Guarderas Cisneros Juan Esteban (A favor), Mgs. Saltos 
Rivas Betsy Yadira (Ausente), Mgs. Verdezoto del Salto Johanna Ivonne (A favor); y 
Mgs. Fantoni Baldeón Andrés Xavier - Presidente (Proponente; A favor) de 
conformidad con los archivos físicos; así también, de audio y video correspondientes, a 
los cuales me remito. LO CERTIFICO.

Mgs. María Gabriela Granizo Haro

___

SECRETARIA GENERAL ENCARGADA
CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL

RAZON de conformidad con el Ad 18numerN
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infirme Final CPCCS-CCD-CCS-DPE-2024
Quito, 11 de junio de 2024

INFORME FINAL DEL CONCURSO DE MÉRITOS Y OPOSICIÓN PARA LA 
SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA
defenso r Ia  públic a  - listad o  de  califi cació n  final  de  las  y

LOS POSTULANTES.

1.- DATOS INFORMATIVOS
Responsables: Comisión Ciudadana de Seleeción para la designación de la Primera Autoridad 
de la Defensoría Pública.

No. NOMBRE DEL COMISIONADA/O CARGO
1 Abg. GABRIELA ALEXANDRA CADENA GARCIA PRESIDENTA
2 Abg. JULIO CESAR RUIZ ZIIINGRE VICEPRESIDENTE
3 Abg. TAÑIA ELENA CHAMORRO PALTIN SECRETARIA
4 Abg. CESAR ALBERTO ENDERICA GÜIN COMISIONADO
5 Abg. KIMBERLY NINOSHKA VILLAGOMEZ MOSCOSO COMISIONADA
6 Abg. EDUARDO VICENTE YANEZ MEZA COMISIONADO
7 Soc. GINA MARIETA BARRERA VIVAR COMISIONADA

L-OBJETIVO

El objetivo del presente Informe Final, es dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 61 de la 
Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la Selección y 
Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, y numeral 32 de la Codificación 
del Instructivo para los Concursos Públicos de Selección y Designación de las Primeras 
Autoridades y Miembros de los Cuerpos Colegiados elegidos Mediante Comisiones Ciudadanas 
de Selección.

Específicamente dar a conocer y remitir al Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social el informe que contendrá los nombres y apellidos de las y los postulantes 
calificados que superaron la fase de impugnación, con la respectiva calificación.

2.- ANTECEDENTES

El Pleno del Concejo de Participación Ciudadana y Control Social expidió el REGLAMENTO 
PARA LA SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA 
DEFENSORÍA PÚBLICA MEDIANTE CONCURSO DE OPOSICIÓN Y MÉRITOS CON 
VEEDURÍA E IMPUGNACIÓN CIUDADANA el cual fue publicado en el Registro Oficial Nro. 
68 del 24 de mayo de 2022;

El 20 de octubre de 2022, el Pleno del CPCCS posesionó a los 5 representantes de la 
y 5 delegados de las funciones del Estado con sus respectivos suplentes con lo cual se
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su totalidad la Comisión Ciudadana de Selección de la Primera Autoridad de la Defensoría 
Pública, conforme lo establecido en el segundo inciso del artículo 209 de la Constitución de la 
República.

En la fase de admisibilidad ocurrida entre diciembre de 2022 y enero de 2023, la Comisión 
Ciudadana de Selección realizó la revisión y verificación de los expedientes presentados por los 
postulantes, en la cual, en aplicación del Reglamento del concurso y con la finalidad de garantizar 
la seguridad jurídica, se inhabilitó a 40 postulantes que no presentaron certificados considerados 
de presentación obligatoria, que presentaron certificados que no correspondían a los requeridos 
en el concurso o que presentaron certificados sin validez jurídica.

Mediante Resolución N°. CPCCS-CCS-DPE-2023-001-MER del 17 de enero de 2023, la 
Comisión aprobó el Informe de Calificación de Méritos de los Postulantes del Concurso Público 
de Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública N° CPCCS-CCS- 
DPE-2023-003.

Mediante RESOLUCIÓN N°. CPCCS-CCS-DPE-2023-002-MER de fecha 10 de marzo de 2023, 
la Comisión Ciudadana de Selección aprobó el Informe de Recalificación De Méritos de los 
Postulantes del Concurso Público de Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública N°: CPCCS-CCSDPE-2023-004.

El 25 de marzo de 2023, la Comisión Ciudadana de Selección de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública de conformidad con lo establecido en el artículo 208, numeral 11 de la 
Constitución de la República, artículo 69 de la Ley Orgánica del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social; y el artículo 39, 40 y 41 del Reglamento Para La Selección Y 
Designación De La Primera Autoridad De La Defensoría Pública Mediante Concurso De 
Oposición Y Méritos Con Veeduría E Impugnación Ciudadana, convocó a las y los 
POSTULANTES DEL CONCURSO, a rendir el EXAMEN ESCRITO para el día martes 28 de 
marzo de 2023 a las 9h00 en el salón de eventos ubicado en el piso 11 del Complejo Judicial 
Norte ubicado en la avenida Amazonas y Juan José Villalengua, sector Iñaquito de la ciudad de 
Quito, provincia de Pichincha.

El martes 28 de marzo de 2023, se llevó a cabo el Examen Escrito del concurso para la 
Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, en el cual participaron 12 de los 
15 postulantes.

El mismo 28 de marzo de 2023, en la tarde la comisión fue notificada con la medida cautelar 
autónoma, Nro. 13338- 2023-00124, en la Unidad Judicial Multicompetente en Materias no 
Penales y Adolescentes Infractores Con Sede En El Cantón Montecristi presentada por 
Maldonado Somoza Jorge Luis, en contra del Ab. William Falconí Calderón, entonces Presidente 
de la Comisión de Selección de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, con la cual se 
suspendió el concurso faltando únicamente la prueba oral, la cual estaba prevista para el 31 de 
marzo de 2023. Esta medida cautelar fue revocada el 6 de junio de 2023 posterior a la destitución 
de los miembros principales de la Comisión Ciudadana de Selección, señalando que la medida 
siempre fue innecesaria pues no existía vulneración o riesgo de vulneración de derechos 
constitucionales.
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El 11 de abril de 2023, mediante Resolución No. CPCCS-PLE-SG-012-E.2023- 0081, el Pleno 
del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, resolvió cesar en funciones a los 
miembros de la Comisión Ciudadana de Selección de la Primera Autoridad de la Defensoría 
Pública: Sr. WILLIAM ALEX1 EALCONÍ CAEDERON, Sra. DIANA MARIBEL V1LLACÍS 
ACOSTA, Sr. VICTOR VICENTE VASCONEZ MERLO, Sra. G1NA MONTAEVAN BRAVO, 
y Sr. JORGE HERNAN TIPAN POMA representantes de la ciudadanía; Sra. JESSICA 
GABRIELA BURBANO PIEDRA, Sra. MARIA JOSE VALVERDE BORJA, Sra. JESSICA 
PAOLA ROJAS VALLEJO. Sr. LUIS ENRIQUE MEJÍA LÓPEZ, y Sra. ISABEL CRISTINA 
NOBOA NOWAK, delegados de las Funciones del Estado. Así también se decidió titularizar a 
los comisionados suplentes, miembros de la Comisión Ciudadana de Selección de la Primera 
Autoridad de la Defensoría Pública.

El 9 de junio de 2023. mediante resolución No. CPCCS-PLE-SG-005-E-2023- 0034. el Pleno del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, resolvió posesionar y titularizar a los 
nuevos miembros de la Comisión Ciudadana de Selección representantes de la ciudadanía, 
organizaciones sociales y funciones del Estado, en remplazo de los comisionados cesados.

El concurso para la designación de la primera autoridad de la Defensoría Pública, por diferentes 
factores entre ellos la presentación de varias acciones jurisdiccionales, la Comisión de Selección 
pese a estar en funciones no podía avanzar con la siguiente fase del concurso, hasta que, dadas 
varias disposiciones judiciales, mediante RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-002-E-2024- 
0012 13-01-2024 el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, con la 
finalidad de cumplir disposiciones judiciales resolvió que la Comisión Ciudadana que lleva a cabo 
el Concurso para la Selección de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, realice los actos 
que considere pertinentes para cumplir con lo dispuesto por dichas autoridades judiciales.

El 18 de enero del 2024 la Comisión Ciudadana de Selección aprobó la Resolución No.CCS-DP- 
001-2024, que permite reanudar el concurso con el siguiente contenido:

“Artículo /.- Declarar la reanudación y continuación del Concurso Público de 
Oposición y Méritos para la Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría 
Pública, en cumplimiento de las disposiciones judiciales y en aplicación del artículo 209 
de la Constitución de la República del Ecuador.

Artículo 2.- Requerir a la Secretaría General del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social o la autoridad o instancia que se encuentre en custodia, los expedientes 
digitales y físicos de los postulantes, así como la demás documentación pertinente del 
Concurso Público de Oposición y Méritos para la Designación de la Primera Autoridad 
de la Defensoría Pública, con la finalidad de proceder a! desarrollo del trabajo de la 
Comisión Ciudadana de Selección y al cumplimiento de las disposiciones judiciales.

Articulo 3.- Declarar en desarrollo permanente el trabajo de la Comisión Ciudadana de 
Selección de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, para lo cual realizarán 
todas las sesiones y mesas de trabajo que permitan cumplir con sus atribuciones y 
competencias, constitucionales, legales y reglamentarias; así como, proceder de manera
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Mediante Resolución No. CCS-DPE-002-2024, la Comisión Ciudadana de Selección para la 
Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública aprobó el INFORME DE 
VALIDACIÓN DE LAS POSTULACIONES DEL CONCURSO PARA LA DESIGNACIÓN 
DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA CONFORME LO 
DISPUESTO POR EL JUEZ UNIDAD JUDICIAL DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER EN 
INFRACCIONES FLAGRANTES CON SEDE EN EL DISTRITO METROPOLITANO DE 
QUITO, PROVINCIA DE PICHINCHA, DENTRO DE LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN NO. 
17284-2023-00049, en el cual se ratifica la inadmisión de 40 postulantes que previamente habían 
sido inadmitidos en el concurso.

Con la finalidad de avanzar en el desarrollo del concurso conforme lo dispuesto por la autoridad 
judicial de la causa 12283-2023-00085, el 01 de febrero de 2024 se notificó a las y los postulantes 
con la nota obtenida en el examen eserito para que procedan en caso de requerirlo a presentar su 
solicitud de recalificaeión.

En el plazo establecido en el Reglamento del Concurso, hasta el martes 06 de febrero de 2024 se 
recibieron 6 solicitudes de recalificaeión, las cuales fueron trasladadas a los señores catedráticos 
para su consideración.

Con fecha 09 de febrero de 2024 los señores catedráticos presentaron el INFORME DE 
RECALIFICACIÓN DE LOS EXAMENES ESCRITOS DEL CONCURSO PARA LA 
DESIGNACIÓN DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA, en el 
cual señalan el resultado del proceso de calificación.

Mediante Resolución No. CCS-DPE-003-2024 la Comisión Ciudadana de Selección dio por 
conocido el INFORME DE RECALIFICACIÓN DE LOS EXAMENES ESCRITOS DEL 
CONCURSO PARA LA DESIGNACIÓN DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA 
DEFENSORÍA PÚBLICA elaborado por el equipo de catedráticos con lo cual, se establecieron 
las notas finales de la prueba escrita de las y los señores postulantes en el marco del concurso 
público para la selección y designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública y se 
declaró concluido el proceso del examen escrito

En el marco de la sesión No. 06 de fecha 14 de febrero de 2024 la Comisión Ciudadana de 
Selección convocó a las y los postulantes admitidos que rindieron el examen escrito a rendir el 
examen práctico.

El sábado 17 de febrero de 2024 en las instalaciones del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social se desarrolló la audiencia de rendición del examen práctico con la participación de 
9 postulantes, quienes desarrollaron un caso práctico siendo calificados de conformidad con el 
art. 48 del Reglamento del Concurso.

Mediante Resolución No. CCS-DPE-004-2024 la Comisión Ciudadana de Selección dio a 
conocer las notas correspondientes al examen práctico obtenidas por las y los postulantes en el 
marco del concurso público para la selección y designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública y se declaró concluido el proceso del examen práctico y la fase de oposición.
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Mediante Resolución No. CCS-DPE-005-2024 la Comisión Ciudadana de Selección dio a 
conocer las notas finales al Consejo de Participación Ciudadana y Control Social y solicitó se 
convoque a la ciudadanía a presentar las impugnaciones en contra de las y los postulantes.

Mediante RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-012-0-2024-0097 20-03-2024 del 20 de mar/o 
de 2024, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social resolvió:

Artículo /.- Dar por conocidas las Resoluciones Nros. CCS-DPE-004-2024 y CCS-DPE- 
005-2024, de 19 de febrero de 2024, de la Comisión Ciudadana de Selección del 
procedimiento de selección y designación por concurso público, de oposición y méritos 
con postulación, veeduría e impugnación ciudadana de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública, remitidas a través del Oficio No. OF-075-CCS-DP-2024 y 
Memorando No. CPCCS-CCS-DPE-2024-0040-M, de 19 de febrero de 2024, suscritos 
por la Abg. Gabriela Alexandra Cadena García, Presidenta de la Comisión Ciudadana 
de Selección.

Artículo 2.- Aprobar el modelo de Convocatoria a Escrutinio Público e Impugnación 
Ciudadana de los postulantes que superaron la etapa de oposición del Concurso público, 
de oposición y méritos con postulación, veeduría e impugnación ciudadana de la Primera 
Autoridad de la Defensoría Pública, remitida mediante Memorando No. CPCCS- 
CGC2024-0288-M, de 19 de marzo de 2024, suscrito por la Mgs. Jackeline Elizabeth 
Herrera Piedra, Coordinadora General de Comunicación Social, Comunicación 
Participativa y Atención Ciudadana.

Artículo 3.- Convocar a la ciudadanía a Escrutinio Público e Impugnación Ciudadana 
de los postulantes que superaron la etapa de oposición del Concurso público, de 
oposición y méritos con postulación, veeduría e impugnación ciudadana de la Primera 
Autoridad de la Defensoría Pública...

El 26 de marzo de 2024 en los periódicos de circulación nacional QUÉ, EL UNIVERSO Y EL 
EXPRESO, se publicó la convocatoria a Escrutinio Público c Impugnación Ciudadana en la cual 
se establece que las mismas deberán ser presentadas desde el 27 de marzo hasta las 17h00 del 03 
de abril de 2024, en la forma y condiciones señaladas en dicha convocatoria.

Mediante Memorando Nro. CPCCS-SG-2024-0369-M del 03 de abril de 2024. el Mgs José Raúl 
Vallejo Espinoza, en su calidad de Secretario General del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social remite el listado de impugnaciones, detallando un total de 26 impugnaciones 
presentadas por la ciudadanía.

En la sesión ordinaria No. 8 del Pleno de la Comisión Ciudadana de Selección para la designación 
de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública llevada a cabo el 05 de abril de 2024 se aprobó 
la METODOLOGÍA PARA LA CALIFICACIÓN DE IMPUGNACIONES como instrumento de 
sustento para verificar que las mismas cumplan con las condiciones y requisitos establecidos en 
el artículo 55 del Reglamento del Concurso, así como los parámetros para la calificación.

En la sesión No. 09 llevada a cabo el 09 de abril de 2024 la Comisión Ciudadana de Selección 
aprobó la Resolución No. CCS-DPE-007-2024 en la cual se aprueban los Informe; 
individualizados y se realiza la calificación de 5 impugnaciones y la no calificación
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impugnaciones que fueron presentadas por los ciudadanos en el marco del concurso para la 
designación de la primera autoridad de la Defensoría Pública, en base a los parámetros 
establecidos por la Comisión, los cuales se basan en el Reglamento del Concurso y otras 
disposiciones normativas que garantizan el debido proceso, el derecho al honor y buen nombre 
de los ciudadanos, el principio de presunción de inocencia, la reserva de las investigaciones 
penales y la preclusión en los actos administrativos, principios que fueron reconocidos y aplicados 
por esta Comisión en el proceso de calificación.

El jueves 11 de abril de 2024 se convocó a la Audiencia Pública de las impugnaciones calificadas 
para escuchar los argumentos de cargo y de descargo de los impugnantes y postulantes 
respectivamente en virtud de lo establecido en los artículos 57 y 58 del Reglamento del Concurso.

Mediante Resolución No. CCS-DPE-008-2024, la Comisión Ciudadana de Selección procedió a 
rechazar las 5 impugnaciones calificadas a trámite conforme el siguiente detalle:

IMPUGNANTE IMPUGNADO RESOLUCIÓN
Luis Silva Soria Byron Guillén Zambrano Rechazada
Julio Escobar Chicaiza Jorge Ballesteros Ballesteros Rechazada
Carlos Bravo Inés Romero Estévez Rechazada
Freddy Hidalgo Bravo Rodrigo Daniel Frías Toral Rechazada
Dixou Angulo Mecía Rodrigo Daniel Frías Toral Archivada

De las impugnaciones sustanciadas en Audiencia Pública únicamente dos impugnantes 
presentaron el recurso de apelación, estos son: Luis Silva Soria en contra de Byron Guillen 
Zambrano y Carlos Bravo en contra de Inés Romero Estévez.

El 03 de junio de 2024 se llevó a cabo la Sesión Extraordinaria No. 28 del Pleno del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social, para conocer y resolver sobre las apelaciones 
presentadas en la fase de impugnaciones. También se resolvieron sobre diversos aspectos de 
conocimiento del Pleno en la fase de impugnación del concurso.

Con fecha 07 de junio de 2024 se notificó a esta Comisión Ciudadana de Selección con las 
resoluciones tratadas en la sesión extraordinaria No. 28, para que en virtud de lo señalado en los 
artículos 60 y 61 del Reglamento del concurso, la Comisión Ciudadana de Selección elabore el 
Informe Final del Concurso.

3.- BASE NORMATIVA

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR

Art. 61, numeral 7.- las ecuatorianas y ecuatorianos gozan del derecho de desempeñar empleos 
y fundones públicas con base en méritos y capacidades, y en un sistema de selección y 
designación transparente, incluyente, equitativo, pluralista y democrático, que garantice su 
participación, con criterios de equidad y paridad de género, igualdad de oportunidades para las 
personas con discapacidad y participación intergeneracional;

Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas:
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I. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las 
normas y los derechos de las partes.

Art. 82.- El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la 
existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades 
competentes.

Art. 83.- Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin perjuicio 
de otros previstos en la Constitución y la ley:

l. Acatar y cumplir la Constitución, la lev y las decisiones lesítimas de autoridad competente.

Art. 208 numeral 11.- Corresponde al Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
designar a la primera autoridad de la Defensoría del Pueblo, Defensoría Pública, Fiscalía 
Genera! del Estado y Contrataría Genera! del Estado, luego de asotar el proceso de selección 
correspondiente;

Art. 209.- Para cumplir sus funciones de designación el Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social organizará comisiones ciudadanas de selección, que serán las encarnadas de 
¡levar a cabo, en los casos que corresponda, el concurso público de oposición y méritos con 
postulación, veeduría y derecho a impugnación ciudadana.

Las comisiones ciudadanas de selección se integrarán por una delegada o delegado por cada 
Función del Estado e igual número de representantes por las organizaciones sociales y la 
ciudadanía, escogidos en sorteo público de entre quienes se postulen y cumplan con los requisitos 
que determinen el Consejo y la ley. Las candidatos y candidatos serán sometidos a escrutinio 
público e impugnación ciudadana. Las comisiones serán dirigidas por uno de los representantes 
de la ciudadanía, que tendrá voto dirimente, y sus sesiones serán públicas. ”

Art. 192.-La Defensora Pública o Defensor Público General reunirá los siguientes requisitos: 1. 
Ser ecuatoriana o ecuatoriano y estar en goce de los derechos políticos. 2. Tener título de tercer 
nivel en Derecho, legalmente reconocido en el país, y conocimientos en gestión administrativa.
3. Haber ejercido con idoneidad y probidad notorias la profesión de abosada o abosado, la
judicatura o la docencia universitaria por un lapso mínimo de diez años. La Defensora Pública 
o Defensor Público desempeñará sus funciones durante seis años y no podrá ser reelegido, y 
rendirá informe anual a la Asamblea Nacional

Art. 226.-Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores 
públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las 
competencias v facultades que tes sean atribuidas en la Constitución y la lev.

Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el 
goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución.

LEY ORGÁNICA DEL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL 
SOCIAL

Art. 5 numeral 6.- compete a este organismo, designar a la primera autoridad,
Defensoría Pública, luego de asotar el proceso de selección correspondiente;
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Art. 55.- El Consejo de Participación Ciudadana y Control Social para cumplir sus junciones de 
designación, organizará comisiones ciudadanas de selección que estarán encargadas de 
realizar el concurso público de oposición v méritos, con postulación, veeduría y derecho a la
impugnación ciudadana para la designación de las siguientes autoridades: Defensor del Pueblo 
(...) y las demás necesarias para designar a las y los miembros de otros cuerpos colegiados de 
las entidades del Estado de conformidad con la Constitución y la ley. (...) ”

Art. 12.- Las Comisiones Ciudadanas de Selección llevarán a cabo el concurso público de 
oposición y méritos y los procesos de veeduría e impugnación para designar a las autoridades 
y demás representantes de acuerdo con la Constitución, la ley y el reglamento establecido para 
el efecto.

LEY ORGÁNICA DE SERVICIO PÚBLICO

Art. 22.- Deberes de las o los servidores públicos. - Son deberes de las y los servidores públicos:

a) Respetar, cumplir y hacer cumplir la Constitución de la República, leves, reslamentos y más
disposiciones expedidas de acuerdo con la Lev:

b) Cumplir personalmente con las obligaciones de su puesto, con solicitud, eficiencia, calidez, 
solidaridad y en función del bien colectivo, con la diligencia que emplean generalmente en la 
administración de sus propias actividades;

REGLAMENTO DE COMISIONES CIUDADANA DE SELECCIÓN

Art. 36. - atribuciones de la Comisión Ciudadana de Selección. - Son atribuciones de la Comisión 
Ciudadana de Selección las siguientes:

3. Orsan izar y dirisir en todas sus fases el concurso de oposición y méritos con postulación, 
veeduría y derecho a impugnación ciudadana, de la autoridad que le corresponda seleccionar.

6. Conocer en primera instancia las impusnaciones presentadas por la ciudadanía, los pedidos 
de reconsideraciones y recalificaciones propuestas por la persona que intervienen en el concurso

1. Remitir al Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social las apelaciones 
sobre las resoluciones adoptadas por la Comisión Ciudadana de Selección.

8. Remitir al Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social el informe final 
vinculante de los resultados del proceso de selección de la autoridad que le correspondió 
seleccionar, adjuntando toda la documentación e información generada y recibida.

Art. 37- Obligaciones y Prohibiciones. - son obligaciones de las comisionadas y los 
comisionados de la Comisión Ciudadana de Selección:

2. Cumplir con las normas constitucionales, legales, las previstas en el presente reglamento y las 
que regulan el respectivo concurso de oposición y méritos de la autoridad a seleccionar;

3. Actuar con Rectitud, eficiencia, eficacia, probidad, responsabilidad, ética, imparcialidad y 
transparencia en el desempeño de sus funciones;
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4. Entregar la información requerida por las Consejeras y los Consejeros del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Soda, referente a los procesos de selección a su cargo;

5. Rendir cuentas de sus actuaciones a la ciudadanía. Serán administrativa, civil y penalmente 
responsables por las acciones y omisiones que tuvieren lugar en el desempeño de sus funciones;

REGLAMENTO PARA LA SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE LA PRIMERA 
AUTORIDAD DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA MEDIANTE CONCURSO DE 
OPOSICIÓN Y MÉRITOS CON VEEDURÍA E IMPUGNACIÓN CIUDADANA

Art. 3.- Principios rectores. - El presente concurso se regirá por los siguientes principios:

a) Independencia: las normas del presente Reglamento se deberán aplicar partiendo de la 
valoración objetiva de hechos y libres de cualquier influencia ajena.

b) Transparencia: durante todas las etapas del proceso se garantizará el acceso a la inf ormación 
a través de la publicación en la página web institucional y el acceso a la documentación del 
proceso de los ciudadanos interesados.

c) Meritocracia: la autoridad será elegida por la acreditación de sus méritos profesionales, los 
que serán valorados en junción de las facultades relacionadas al cargo a desempeñarse.

d) Probidad e integridad: la autoridad será elegida valorando su honorabilidad, conducta 
intachable y ausencia de conflicto de intereses, de forma que, la conducta de los postulantes esté 
por encima de cualquier reproche a los ojos de un observador imparcial.

e) Igualdad y no discriminación: todos los postulantes serán valorados como iguales y gozarán 
los mismos derechos, deberes y oportunidades.

f) Idoneidad: la autoridad será elegida tomando en cuenta las aptitudes necesarias para 
desempeñar el cargo de Defensoría Pública.

Artículo 61.- Informe final y designación. - Conchuda la etapa de impugnación la Comisión 
Ciudadana de Selección en el término de dos (2) días remitirá al Pleno del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social el Informe Final que contendrá los nombres y 
apellidos de las y los postulantes admitidos que superaron etapa de impugnación, con la 
calificación respectiva.

El Informe Final es vinculante, por lo que no se podrá alterar las valoraciones resultantes del
concurso.

El Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, dentro del término de dos (2) 
días, procederá a la designación de la primera autoridad de la Defensoría Pública a la o el 
postulante que haya obtenido la más alta calificación.

El Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social procederá a dicha 
designación respetando el orden de calificación, paridad, equidad, alternancia de género e 
intercultural idad.
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5.-ANÁLISIS DE LAS RESOLUCIONES DEL PLENO DEL CONSEJO DE 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL SOBRE LAS APELACIONES 
A LAS IMPUGNACIONES SUSTANCIADAS EN AUDIENCIA PÚBLICA Y 
RESUELTAS POR LA COMISIÓN CIUDADANA DE SELECCIÓN

Para efectuar el análisis de las Resoluciones del Pleno del Consejo de Participación regular de la 
fase de impugnaciones Ciudadana y Control Social cabe indicar el proceso de conformidad con 
el Reglamento del Concurso:

'• . * »**
impugnaciones ^•áfnsió-’ <j  Aucnen-..j

9----------------------------
• Pleno del CPCCS ■ • Ciudadanía ■ -----------------------------N

• CCS admite o no ■ T---------------------------->
• Se escucha a las

r----------------------------->
• Las partes ■ r .

• El CPCCS resuelve
convoca a toda la presenta a trámite. partes y la CCS pueden apelar la la apelación de
ciudadanía a impugnaciones Respecto a esta resuelve en base Resolución de la impugnaciones
impugnar cumpliendo decisión el a pruebas de CCS sobre sustanciadas en

requisitos y en Reglamento no cargo y descargo impugnaciones última y
base a las contempla sustanciadas en definitiva

s_________________J
causales del 
Reglamento

apelación Audiencia Publica instancia

____ ____J k> v________________ k________________ / \________________ '

De conformidad con lo establecido en los artículos 82 y 226 de la Constitución de la República, 
la fase de impugnaciones debe respetar el trámite establecido previamente en el Reglamento del 
Concurso, garantizando la seguridad jurídica y el cumplimiento del debido proceso.

En este sentido, de las 5 impugnaciones calificadas a trámite y sustanciadas en audiencia pública 
únicamente dos fueron legalmente apeladas, estas son:

a) Impugnación del ciudadano Luis Silva Soria en contra del postulante Byron Guillen 
Zambrano.

b) Impugnación del ciudadano Carlos Bravo en contra de la postulante Inés Romero Estevez.

5.1. RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0219 (IMPUGNACIÓN DEL 
CIUDADANO LUIS SILVA SORIA EN CONTRA DEL POSTULANTE BYRON 
GULLEN)

La Resolución No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0219 aprobada el 03 de junio de 2024 por el 
Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social dispone:

Artículo 1. - Dar por conocido el Informe Jurídico sobre la apelación a la resolución 
emitida por la Comisión Ciudadana de Selección sobre impugnación presentada por Luis 
Alberto Silva Soria en contra del postulante Byron Javier Guillen Zambrano dentro del 
proceso de selección y designación de la primera autoridad de la Defensorio Pública 
mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación Ciudadana, 
remitido mediante memorando Nro. CPCCS-CGAJ-2024-0400-M de fecha 29 de mayo 
de 2024 por la Coordinación General de Asesoría Jurídica.

Artículo 2.- Acoger y aprobar las conclusiones y recomendaciones sobre la apelación a 
la resolución emitida por la Comisión Ciudadana de Selección sobre impugnación 
presentada por Luis Alberto Silva Soria en contra del postulante Byron Javier Guillen 
Zambrano, dentro del proceso de selección y designación de la primera autoridad de la 
Defensorio Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e
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Impugnación Ciudadana, remitido mediante memorando Nro. CPCCS-C.GAJ-2024- 
0400-M de fecha 29 de mayo de 2024.

Al respecto esta Comisión Ciudadana de Selección señala que en la impugnación presentada por 
el ciudadano Luis Silva Soria, en contra del postulante Byron Guillén Zambrano, se ha cumplido 
el trámite regular establecido en la normativa pertinente por cuanto la Comisión Ciudadana de 
Selección mediante Resolución No. CCS-DPE-007-2024, calificó a trámite la impugnación 
presentada conforme lo establecido en el artículo 56 del Reglamento del Concurso.

Con fecha 11 de abril de 2024, se efectúo la Audiencia Pública conforme los artículos 57 y 58 del 
Reglamento del Concurso en la cual las partes pudieron presentar sus pruebas y argumentos de 
cargo y de descargo y finalmente se resolvió la misma conforme lo establecido en el artículo 59 
en el Reglamento del Concurso, en el sentido que la Comisión Ciudadana de Selección rechazó 
la impugnación por considerar que el postulante no se encontraba dentro de las causales para su 
descalificación.

Una vez la Comisión Ciudadana de Selección resolvió esta impugnación, en el tiempo y conforme 
el trámite establecido en el artículo 60 del Reglamento del Concurso, se dio trámite a la apelación 
presentada por el impugnante al no estar de acuerdo con lo resuelto por la Comisión Ciudadana 
de Selección. En virtud de aquello, el Pleno del CPCCS de manera independiente con sus criterios 
propios y en base al Informe Jurídico dejó sin efecto lo resuelto por esta Comisión y aceptó la 
impugnación en contra del postulante Byron Guillén Zambrano, descalificándolo del concurso.

En este sentido, si bien la Resolución es contraria a los criterios de esta Comisión, al haber 
cumplido el trámite pertinente y al ser en este caso una Resolución de última y definitiva instancia, 
es decir no haber otra instancia para recurrir el fallo, de conformidad con el artículo 60 y 61 del 
Reglamento del Concurso se concluye que el postulante ha sido descalificado del concurso al no 
haber superado la fase de impugnación, por lo que no puede ser considerado dentro del puntaje 
final de las y los postulantes dentro del presente Informe Final.

5.2. RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0236 (IMPUGNACIÓN DEL 
CIUDADANO CARLOS BRAVO EN CONTRA DE LA POSTULANTE INÉS 
ROMERO)

La Resolución No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0236 aprobada por el Pleno del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social el 05 de junio de 2024 dispone:

Artículo. 1. - Conocer y acoger las conclusiones y recomendaciones del Informe Jurídico 
sobre a la apelación a la resolución emitida por la Comisión Ciudadana de Selección 
sobre impugnación presentada por Carlos Gustavo Bravo Hernández en contra de la 
postulante Inés Maritza Romero Estévez dentro del proceso de selección y designación 
de la primera autoridad de la Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y 
Méritos con Veeduría e Impugnación Ciudadana, remitido mediante memorando Nro. 
CPCCS-CGAJ-2024- 0399-M de fecha 29 de mayo de 2024 por la Coordinación General 
de Asesoría Jurídica.

Articulo. 2.- Aceptar la apelación a la resolución Nro. CCS-DPE-008-2024 plantead\ 
por ciudadano Carlos Gustavo Bravo Hernández y por consiguiente al amparo
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dispuesto en el artículo 60 del Reglamento para la Selección y Designación de la Primera 
Autoridad de la Defensorio Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con 
Veeduría e Impugnación Ciudadana, descalificar a la postulante Inés Maritza Romero 
Estévez del concurso de méritos y oposición por encontrarse inmersa en la causal 
prevista en el literal b) del artículo 54 del Reglamento del concurso.

Al respecto esta Comisión Ciudadana de Selección señala que en la impugnación presentada por 
el ciudadano Carlos Bravo, en contra de la postulante Inés Romero se ha cumplido el trámite 
regular establecido en la normativa pertinente por cuanto la Comisión Ciudadana de Selección 
mediante Resolución No. CCS-DPE-007-2024 calificó a trámite la impugnación presentada 
conforme lo establecido en el artículo 56 del Reglamento del Concurso.

Con fecha 11 de abril de 2024 se efectúo la Audiencia Pública conforme los artículos 57 y 58 del 
Reglamento del Concurso en la cual las partes pudieron presentar sus pruebas y argumentos de 
cargo y de descargo y finalmente se resolvió la misma conforme lo establecido en el artículo 59 
en el Reglamento del Concurso, en el sentido que la Comisión Ciudadana de Selección rechazó 
la impugnación por considerar que la postulante no se encontraba dentro de las causales para su 
descalificación.

Una vez la Comisión Ciudadana de Selección resolvió esta impugnación, en el tiempo y conforme 
el trámite establecido en el artículo 60 del Reglamento del Concurso, se dio trámite a la apelación 
presentada por el impugnante al no estar de acuerdo con lo resuelto por la Comisión Ciudadana 
de Selección. En virtud de aquello, el Pleno del CPCCS de manera independiente, bajo sus propios 
criterios y en base al Informe Jurídico dejó sin efecto lo resuelto por esta Comisión y aceptó la 
impugnación en contra de la postulante Inés Romero Estévez, descalificándola del concurso.

En este sentido, si bien la Resolución es contraria a los criterios de esta Comisión, al haber 
cumplido el trámite pertinente y al ser en este caso una Resolución de última y definitiva instancia, 
es decir ,no haber otra instancia para recurrir el fallo, de conformidad con el artículo 60 y 61 del 
Reglamento del Concurso se concluye que la postulante ha sido descalificada del concurso al no 
haber superado la fase de impugnación, por lo que no puede ser considerada dentro del puntaje 
final de las y los postulantes dentro del presente Informe Final.

6. ANÁLISIS DE LAS RESOLUCIONES DEL PLENO DEL CONSEJO DE 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL SOBRE LAS 
APELACIONES A LA INADMISIÓN A TRÁMITE DE LAS IMPUGNACIONES.

Para el desarrollo de este análisis es indispensable determinar legalmente las competencias del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social en el marco del concurso y de manera 
específica en la fase de impugnaciones.

El artículo 209 de la Constitución de la República determina que quien lleva adelante los 
concursos de méritos y oposición para la designación de las primeras autoridades es única y 
exclusivamente la Comisión Ciudadana de Selección desde su inicio hasta la emisión del Informe 
Final, el cual es vinculante para que el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social proceda a la designación.
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De manera general, el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social tiene 3 competencias 
en el marco de los concursos:

1. Elaborar y aprobar el Reglamento del Concurso.
2. Conformar la Comisión Ciudadana de Selección .
3. Resolver las apelaciones que se presenten a las impugnaciones calificadas y resueltas 

después de una Audiencia Pública.
De forma detallada, el artículo 8 del Reglamento del Concurso determina las siguientes facultades 
para el Pleno del CPCCS en el concurso:

Artículo 8.- Atribuciones del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social. - Son atribuciones en el proceso de selección y designación de la Primera 
Autoridad de la Defensoría Pública, las siguientes:

a) Dictar las normas en el proceso para el concurso público de oposición y méritos, con 
postulación, veeduría e impugnación ciudadana para la selección y designación de la 
Primera Autoridad de la Defensoría Pública;

b) Vigilar la transparencia de los actos de la Comisión Ciudadana de Selección dentro del 
proceso;

c) Aprobar la convocatoria presentada por la Comisión Ciudadana de Selección y 
convocar al concurso público de oposición y méritos con postulación, veeduría e 
impugnación ciudadana, para la selección y designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública;

d) Coordinar con la Comisión Ciudadana de Selección las acciones en cada una de las 
etapas del proceso de selección y designación de la Primera Autoridad de la Defensoría 
Pública;

e) Absolver consultas propuestas por la Comisión Ciudadana de Selección sobre la 
aplicación de las normas contenidas en el presente Reglamento y resolver sobre 
situaciones no previstas en el mismo. Sus resoluciones serán de cumplimiento obligatorio;

Sin embargo, la estructura constitucional establecida en la Constitución vigente del año 2008 
otorga únicamente a la Comisión Ciudadana de Selección competencias para llevar a cabo el 
concurso en todas sus fases lo cual incluye decidir sobre habilidades, inhabilidades, prohibiciones 
o cualquier otro aspecto que implique la descalificación de un postulante en el concurso.

En el INFORME JURÍDICO SOBRE EAS ACTUACIONES QUE EL PLENO DEL CONSEJO 
DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL PUEDE EFECTUAR DENTRO 
DE LA FASE DE ESCRUTINIO PÚBLICO E IMPUGNACIÓN CIUDADANA DEL 
CONCURSO DE OPOSICIÓN Y MÉRITOS PARA LA SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE 
LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA, de fecha 23 de abril de 2024 
suscrito por el Ab. Luis Mejía López en su calidad de Coordinador General de Asesoría Jurídica, 
al ser consultado por el Pleno sobre sus atribuciones en la fase de impugnación determinó que:

Sobre este punto es necesario aclarar que de la revisión de la base normativa el Pleno 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, puede resolver y
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disposiciones sobre situaciones no previstas en el reglamento, sin embargo sus actuaciones 
deben enmarcarse estrictamente en el ámbito de las competencias facultadas dentro del 
concurso de méritos y oposición, ya que cualquier actuación emitida por fuera de este 
límite en el cual se asuman competencias, se creen trámite,s fases, sub fases ocasionaría 
una vulneración a la seguridad jurídica establecida en el artículo 82 de la Constitución de 
la República alterando el trámite previsto con anterioridad en el Reglamento de 
designación al considerarse esta una norma pública, previa y clara.

De acuerdo con la disposición del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social, esta Coordinación General de Asesoría Jurídica manifiesta que, el referido 
cuerpo colegiado puede efectuar en la fase de escrutinio público e impugnación ciudadana 
las siguientes actuaciones:

- Convocar dentro del término de tres días contados a partir de la fecha de la notificación 
de los resultados del examen práctico, y el mismo cuerpo colegiado aprobará la 
convocatoria a escrutinio público e impugnación ciudadana.

- Resolver en los méritos de los expedientes las apelaciones a la resolución de impugnación 
ciudadana, presentados a los postulantes, aclarando que esta se refere al fondo de la 
impugnación y no a la admisibilidad o inadmisibilidad.

4.6.- Que, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, debe 
solventar la situación no prevista, emitiendo acciones administrativas que no afecten a la 
tramitación del proceso, evitando suspensiones o intromisiones innecesarias en el ámbito 
de sus competencias delimitadas para las fases del concurso de méritos y oposición.

4.10 Que, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, ostenta 
competencias delimitadas dentro de la fase de escrutinio público e impugnación ciudadana 
del presente concurso, y al tener que conocer el trámite de las impugnaciones como 
instancia de apelación no puede emitir actuación alguna que ocasione una prevención de 
conocimiento anticipado de dicho trámite, al no estar facultado ni tener competencia para 
conocer apelaciones sobre la inadmisión a trámite de las impugnaciones presentadas, ya 
que conforme establece el artículo 56 del Reglamento de designación.

Este Informe Jurídico se halla plenamente vigente (un criterio jurídico no requiere aprobación de 
ninguna instancia adicional) y no ha sido sustituido por uno nuevo que modifique sus premisas y 
conclusiones, por lo que cabe determinar que el Pleno emitió sus Resoluciones bajo los efectos y 
motivaciones del referido Informe, el cual señala que en la fase de impugnación, el Pleno del 
CPCCS únicamente puede convocar y resolver sobre las apelaciones a las impugnaciones 
sustanciadas “no a Ia admisibilidad o inadmisibilidad,\

En este sentido, con la finalidad de garantizar la seguridad jurídica establecida en el artículo 82 
de la Constitución de la República y el principio que determina que en derecho público 
únicamente se puede cumplir las competencias determinadas en la Constitución y en la Ley 
reconocido en el artículo 226 de la Constitución, el Pleno del CPCCS no podía ejercer ninguna 
atribución adicional que la contemplada en la normativa jurídica y peor aun que la misma
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constituya una intromisión en el trabajo de la Comisión Ciudadana de Selección como lo aclara 
el propio Coordinador de Asesoría Jurídica.

En este contexto, pasamos a analizar las Resoluciones emitidas al respecto por el Pleno del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social.

6.1. RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0217 (ARCHIVO DE TODAS LAS 
APELACIONES DE IMPUGNACIONES NO CALIFICADAS A TRÁMITE)

En la Sesión Extraordinaria No. 28 del lunes 03 de junio de 2024, el Pleno del CPCCS resolvió 
sobre el tratamiento que debe darse a las apelaciones que se presentaron a la no calificación a 
trámite de las apelaciones.

Como antecedente hay que señalar que en la sesión No. 09 llevada a cabo el 09 de abril de 2024. 
mediante Resolución No. CCS-DPF.-007-2024, la Comisión Ciudadana de Selección aprobó los 
Informes individualizados de las impugnaciones presentadas por la ciudadanía en el marco del 
Concurso para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, que 
dieron como resultado la calificación de cinco (5) impugnaciones y la no calificación a trámite de 
veintiún (21) impugnaciones.

Sin embargo, de las 21 impugnaciones no calificadas a trámite 6 presentaron apelaciones a la no 
calificación a trámite pese a que en el Reglamento del Concurso no se contempla la posibilidad 
de realizar dicha apelación y son las siguientes:

N°

1

2

3

4

5

6

ESTADO IMPUGNANTE IMPUGNADO RECURSO AUTORIDAD

NO
CALIFICADA

SANDRA SOFIA
SANCHEZ URGILEZ

FRIAS TORAL
RODRIGO DANIEL

APELACIÓN
INADMISIÓN

PLENO CPCCS

NO
CALIFICADA

JONATHAN
OSWALDO GALLO
COLCHA

FRIAS TORAL
RODRIGO DANIEL

APELACIÓN
INADMISIÓN

PLENO CPCCS

NO
CALIFICADA

CHRISTIAN
FABIAN SANTOS
GALLO

FRIAS TORAL
RODRIGO DANIEL

APELACIÓN
INADMISIÓN

PLENO CPCCS

NO
CALIFICADA

LUIS ALBERTO
SILVA SORIA

FRIAS TORAL
RODRIGO DANIEL

APELACIÓN
INADMISIÓN

PLENO CPCCS

NO
CALIFICADA

DALINTON
MOREIRA
MOSQUERA

GUILLERMO ORTEGA
CAICEDO

APELACIÓN
INADMISIÓN

PLENO CPCCS

NO
CALIFICADA

LUIS ALBERTO
SILVA SORIA

JORGE CRISTOBAL
BALLESTEROS
BALLESTEROS

APELACIÓN
INADMISIÓN

PLENO CPCCS

Como se puede evidenciar en la tabla que consta en la propia Resolución del Pleno del CPCCS 
no fue únicamente el ciudadano Luis Silva Soria quien presentó apelaciones a la no calificación 
a trámite de sus impugnaciones, sino que son cuatro personas más también las que lo hicieron.
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El impugnante Luis Alberto Silvia Soria si fue el único que acudió a la justicia constitucional y 
presentó una acción de protección la cual recayó en la UNIDAD JUDICIAL DE TRABAJO CON 
SEDE EN LA PARROQUIA 1ÑAQUITO DEL DISTRITO METROPOLITANO DE QUITO, 
PROVINCIA DE PICHINCHA, con el número de proceso 17371-2024-00899, requiriendo que 
su impugnación sea calificada a trámite, pero dicho ciudadano perdió la acción de protección dada 
la falta de fúndamentación jurídica de la misma, la cual fue rechazada por el Juez de la causa, 
quien determinó que no se había vulnerado ningún derecho constitucional del ciudadano Luis 
Alberto Silva Soria y validando de esta forma la actuación de la Comisión Ciudadana de Selección 
por ser legal y ajustada a lo establecido en el Reglamento del Concurso.

Respecto a los casos no previstos en el Reglamento del Concurso, en este caso la apelación a la 
inadmisión a trámite, el CPCCS acogió el Informe Jurídico de fecha 29 de mayo de 2024 suscrito 
por el Abg. David Eduardo Soria Tamayo, Coordinador de Asesoría Jurídica Encargado que 
señala como sus recomendaciones:

6.- RECOMENDACIÓN:

Con fundamento en el análisis efectuado y las normas constitucionales, legales y 
reglamentarias que rigen para el concurso Selección y Designación de la Primera 
Autoridad de la Defensorio Pública, en mi calidad de Coordinador General de Asesoría 
Jurídica, recomiendo al Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
lo siguiente:

6.1. - Declarar como improcedentes las apelaciones a la inadmisión a trámite emitidas 
por parte de la Comisión Ciudadana de Selección mediante Resolución Nro. CCS-DPE- 
008-2024 de 15 de abril de 2024, al no tener previsto en el artículo 60 del Reglamento 
para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública 
mediante concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación Ciudadana.

6.2. - Archivar las apelaciones a la inadmisión a trámite emitidas por parte de la 
Comisión Ciudadana de Selección mediante Resolución Nro. CCS-DPE-008-2024 de 15 
de abril de 2024

En base a este criterio jurídico el Pleno del CPCCS resolvió el 03 de junio de 2023 mediante 
RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0217 lo siguiente:

Artículo 1.- Conocer y aprobar el “INFORME JURÍDICO DE LAS IMPUGNACIONES 
NO ACEPTADAS A TRAMITE”, remitido por el Coordinador General de Asesoría 
Jurídica, mediante memorando Nro. CPCCS-CGAJ-2024-0398-M, de 29 de mayo de 
2024.

Artículo 2.- Declarar como improcedentes las apelaciones a la inadmisión a trámite 
emitidas por parte de la Comisión Ciudadana para la Selección y Designación de la 
Primera Autoridad de la Defensorio Pública mediante concurso de Oposición y Méritos 
con Veeduría e Impugnación Ciudadana, mediante Resolución Nro. CCS-DPE-008-2024 
de 15 de abril de 2024, al no tener previsto en el artículo 60 del Reglamento para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensorio Pública mediante 
concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación Ciudadana.
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Artículo 3.- Archivar las apelaciones a la inadmisión a trámite emitidas por parte de la 
Comisión Ciudadana de Selección mediante Resolución Nro. CCS-DPE-008-2024 de 15 
de abril de 2024.

Con la aprobación de esta resolución, el Pleno del CPCCS ARCHIVO DE PLENO DERECHO 
las siguientes 6 apelaciones a la inadmisión a trámite, las cuales se encuentran detalladas en la 
página 7 de dicha Resolución:

N° ESTADO IMPUGNANTE IMPUGNADO RECURSO AUTORIDAD

1 NO
CALIFICADA

SANDRA SOFIA
SANCHEZ URGILEZ

FRIAS TORAL
RODRIGO DANIEL

APELACIÓN
INADMISIÓN

PLENO CPCCS

2 NO
CALIFICADA

JONATHAN
OSWALDO GALLO
COLCHA

FRIAS TORAL
RODRIGO DANIEL

APELACIÓN
INADMISIÓN

PLENO CPCCS

3 NO
CALIFICADA

CHRIST1AN
FABIAN SANTOS
GALLO

FRIAS TORAL
RODRIGO DANIEL

APELACIÓN
INADMISIÓN

PLENO CPCCS

4 NO
CALIFICADA

LUIS ALBERTO
SILVA SORIA

FRIAS TORAL
RODRIGO DANIEL

APELACIÓN
INADMISIÓN

PLENO CPCCS

5 NO
CALIFICADA

DALINTON
MOREIRA
MOSQUERA

GUILLERMO ORTEGA
CAICEDO

APELACIÓN
INADMISIÓN

PLENO CPCCS

6 NO
CALIFICADA

LUIS ALBERTO
SILVA SORIA

JORGE CRISTOBAL
BALLESTEROS
BALLESTEROS

APELACIÓN
INADMISIÓN

PLENO CPCCS

Sin embargo, que de manera expresa se archivan las 6 apelaciones incluidas las dos planteadas 
por el ciudadano Luis Alberto Silva Soria, el Pleno del CPCCS de manera sorprendente, actuando 
en contra de la Ley y de sus propias decisiones, las sustancia posteriormente para descalificar a 
dos postulantes como se lo expone a continuación.

6.2. RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0218 (IMPUGNACIÓN DEL 
CIUDADANO SILVA SORIA EN CONTRA DEL POSTULANTE DANIEL FRÍAS)

La Resolución No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0218 aprobada por el pleno del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social el 03 de junio de 2023 dispone:

Art. 1. - Dar por conocido el Informe Jurídico sobre la apelación a la resolución emitida 
por la Comisión Ciudadana de Selección sobre impugnación presentada por Luis Alberto 
Silva Soria en contra del postulante Rodrigo Daniel Frías Toral dentro del proceso de 
selección y designación de la primera autoridad de la Defensoría Pública mediante 
Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación Ciudadana, remitido
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mediante memorando Nro. CPCCSCGAJ-2024-0401-M de fecha 29 de mayo de 2024por 
la Coordinación General de Asesoría Jurídica; y resolución.

Art. 2.- Acoger y aprobar las conclusiones y recomendaciones sobre la apelación a la 
resolución emitida por la Comisión Ciudadana de Selección sobre la impugnación 
presentada por Luis Alberto Silva Soria en contra del postulante Rodrigo Daniel Frías 
Toral dentro del proceso de selección y designación de la primera autoridad de la 
Defensorio Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 
Impugnación Ciudadana, remitido mediante memorando Nro. CPCCS-CGAJ-2024- 
0401-M de fecha 29 de mayo de 2024.

En el tratamiento de esta Resolución se evidencia una serie de incumplimientos normativos y 
arrogación de funciones, derivadas de un Informe Jurídico suscrito por el Abg. David Soria 
Tamayo en su calidad de Coordinador de Asesoría Jurídica el cual recomienda:

7.1. - Al amparo de lo dispuesto en la disposición final, acápite primero del Reglamento 
para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensorio Pública, se 
recomienda aceptar la apelación a la resolución Nro. No. CCS-DPE-007-2024 realizada 
por el Señor Luis Alberto Silva Soria, en razón de ser una situación no prevista en el 
concurso.

7.2. - Se recomienda descalificar al postulante Rodrigo Daniel Frías Toral por haber 
incurrido en las causales determinadas en el literal b) y d) 54 del Reglamento para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensorio Pública.

En este sentido cabe señalar que el propio Coordinador de Asesoría Jurídica desconoce sus 
propios informes y sus propias recomendaciones realizadas para la aprobación de las 
Resoluciones descritas y aprobadas con anterioridad, por cuanto, trata una apelación a la 
impugnación en contra de un postulante al cual recomendó anteriormente la aceptación de su 
renuncia lo cual fue acogido y resuelto como tal por el Pleno del CPCCS. Es decir, a través de 
esta Resolución se descalificó a un postulante que anteriormente ya se había resuelto la aceptación 
de su renuncia y la exclusión del concurso.

Pero esto no queda ahí, el Informe recomienda que se dé trámite a una apelación que ya fue 
previamente archivada el mismo día mediante la RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-028-E- 
2024-0217, en el cual en la página 7 se puede evidenciar que consta la impugnación ciudadana 
presentada por el ciudadano Luis Alberto Silva Soria en contra del postulante Daniel Frías Toral, 
y en cuya parte resolutiva de manera expresa se la archiva en los siguientes términos:

Artículo 2.- Declarar como improcedentes las apelaciones a la inadmisión a trámite 
emitidas por parte de la Comisión Ciudadana para la Selección y Designación de la 
Primera Autoridad de la Defensorio Pública mediante concurso de Oposición y Méritos 
con Veeduría e Impugnación Ciudadana, mediante Resolución Nro. CCS-DPE-008-2024 
de 15 de abril de 2024, al no tener previsto en el artículo 60 del Reglamento para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensorio Pública mediante 
concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación Ciudadana.
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Artículo 3.- Archivar las apelaciones a la inadmisión a trámite emitidas por parte de la 
Comisión Ciudadana de Selección mediante Resolución Nro. CCS-DPE-008-2024 de 15 
de abril de 2024.

Jurídicamente el archivo produce efectos definitivos en cualquier trámite judicial o administrativo 
en virtud de la cual una impugnación que se encuentre archivada no puede ser sustanciada en lo 
posterior, sin embargo, por desconocimiento, descuido o negligencia, el Coordinador de Asesoría 
Jurídica recomienda su tratamiento y discusión.

Además, el Coordinador de Asesoría Jurídica en el contenido de su informe se atribuye 
competencias de Comisionado y analiza la carpeta del postulante, opina sobre los cargos que 
corresponden o no a materias afines y opina sobre el ejercicio profesional del postulante, algo que 
para nada le corresponde lo cual afecta las competencias y ofende el trabajo de todos quienes 
conformamos la Comisión Ciudadana de Selección.

Pero la recomendación final es lo más grave en la actuación de dicho profesional que se encuentra 
a cargo de la Coordinación de Asesoría Jurídica del CPCCS, pues recomienda descalificar al 
postulante Rodrigo Daniel Frías Toral, no calificar a trámite como es la pretensión del propio 
apelante, ni que se le dé el trámite de Audiencia Pública ante la Comisión Ciudadana de Selección 
como manda el artículo 60 del Reglamento del Concurso, sino que sin trámite legal, sin audiencia, 
sin que el impugnante lo solicite, sin que el postulante impugnando ejerza el derecho a la defensa, 
sin que se resuelva en la primera instancia administrativa, se proceda directamente con la 
descalificación de un postulante, lo cual evidencia un desconocimiento jurídico elemental de 
dicho funcionario y la incomprensión de los roles, competencias y atribuciones de cada instancia 
en este coneurso.

Sin embargo, de manera sorprendente, la mayoría del Pleno del CPCCS en lugar de llamar la 
atención a dicho funcionario ante errores tan evidentes, procedió a aprobar esta resolución con 
abundantes vicios y arrogación de funciones, actuando extra petita de lo solicitado por el propio 
impugnante, desconociendo el debido proceso, la normativa que rige el concurso y el derecho a 
la defensa lo cual constituye una aberración jurídica dentro de este concurso de trascendencia 
nacional.

Por lo antes señalado, al no corresponder esta Resolución a las determinadas en el artículo 60 y 
61 del Reglamento del Concurso, por cuanto únicamente se debían tratar las impugnaciones 
legalmente presentadas, calificadas y sustanciadas en Audiencia Pública como dispone la 
normativa antes señalada, además por cuanto el Pleno del CPCCS sustanció una apelación que 
fue archivada por ellos mismo mediante la RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024- 
0217, por lo que en virtud del principio de seguridad jurídica y el debido proceso, esta Resolución 
que claramente vulnera el ordenamiento jurídico del concurso y los derechos de los postulantes, 
además que es contraria a una Resolución anterior emitida por el Pleno del CPCCS no puede ser 
reconocida y considerada para la elaboración del informe final, pues como dispone el Reglamento 
del Concurso, únicamente se deberán considerar las Resoluciones respecto a apelaciones que 
fueron sustanciadas en una Audiencia Pública, además que al mencionado postulante, esta 
Comisión Ciudadana de Selección le ha aceptado formalmente su renuncia.
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6.3. RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0220 (IMPUGNACIÓN DEL 
CIUDADANO LUIS SILVA SORIA EN CONTRA DEL POSTULANTE JORGE 
BALLESTEROS)

La Resolución No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0218 aprobada por el pleno del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social el 03 de junio de 2023 dispone:

Artículo 1.- Conocer y aprobar el “INFORME JURÍDICO ” referente a la APELACIÓN 
AL CONCURSO DE DEFENSOR PÚBLICO DEL CIUDADANO LUIS ALBERTO 
SILVA SORIA CONTRA EL POSTULANTE JORGE CRISTÓBAL BALLESTEROS 
BALLESTEROS, remitido por el Coordinador General de Asesoría Jurídica, mediante 
memorando Nro. CPCCS-CGAJ-2024-0402-M, de 29 de mayo de 2024.

Artículo 2.- Aceptar la apelación a la resolución Nro. CCS-DPE-007-2024 de 9 de abril 
de 2024, emitida por la Comisión Ciudadana para la Selección y Designación de la 
Primera Autoridad de la Defensorio Pública mediante concurso de Oposición y Méritos 
con Veeduría e Impugnación Ciudadana. realizada por el señor Luis Alberto Silva Soria, 
en razón de ser una situación no prevista en el concurso.

Artículo 3.- Declarar que el señor Jorge Cristóbal Ballesteros Ballesteros, incurrió en la 
causal determinada en el literal e) del artículo 54 del Reglamento para la Selección y 
Designación de la Primera Autoridad de la Defensorio Pública.

Artículo 4.- Descalificar al postulante Jorge Cristóbal Ballesteros Ballesteros por haber 
incurrido en la causal determinada en el literal e), del artículo 54 del Reglamento para 
la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública.

En el tratamiento de esta Resolución se evidencia una serie de incumplimientos normativos y 
arrogación de funciones las cuales se procede a describir.

Mediante este Informe el Abg. David Soria Tamayo en su calidad de Coordinador de Asesoría 
Jurídica recomienda:

7.1. - Al amparo de lo dispuesto en la disposición final, acápite primero del Reglamento 
para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensorio Pública, se 
recomienda aceptar la apelación a la resolución Nro. No. CCS-DPE-007-2024 realizada 
por el Señor Luis Alberto Silva Soria, en razón de ser una situación no prevista en el 
concurso.

7.2. - Se recomienda descalificar al postulante Jorge Cristóbal Ballesteros Ballesteros 
por haber incurrido en la causal determinada en el literal e), específicamente el haber 
presentado supuestos documentos falsificados para la postulación del cargo, estipulado 
en el artículo 54 del Reglamento para la Selección y Designación de la Primera 
Autoridad de la Defensorio Pública.

En este sentido cabe señalar que el Coordinador de Asesoría Jurídica desconoce sus propios 
informes y sus recomendaciones realizadas para la aprobación de las Resoluciones descritas y 
aprobadas con anterioridad, por cuanto, el Informe recomienda que se dé trámite a una apelación 
que ya fue previamente archivada el mismo día mediante la RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-
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SG-028-E-2024-0217 en la cual, en la página 7 se puede evidenciar que consta la impugnación 
ciudadana presentada por el ciudadano Luis Silva Soria en contra del postulante Jorge Cristóbal 
Ballesteros Ballesteros, y en cuya parte resolutiva de manera expresa se la archiva en los 
siguientes términos:

Artículo 2.- Declarar como improcedentes las apelaciones a la inadmisión a trámite 
emitidas por parte de la Comisión Ciudadana para la Selección y Designación de la 
Primera Autoridad de la Defensoría Pública mediante concurso de Oposición y Méritos 
con Veeduría e Impugnación Ciudadana, mediante Resolución Nro. CCS-DPE-008-2024 
de 15 de abril de 2024, al no tener previsto en el artículo 60 del Reglamento para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública mediante 
concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación Ciudadana.

Artículo 3.- Archivar las apelaciones a la inadmisión a trámite emitidas por parte de la 
Comisión Ciudadana de Selección mediante Resolución Nro. CCS-DPE-008-2024 de 15 
de abril de 2024.

Jurídicamente el Archivo produce efectos definitivos en cualquier trámite judicial o 
administrativo en virtud de la cual una impugnación que se encuentre archivada no puede ser 
sustanciada en lo posterior, sin embargo, por desconocimiento, descuido o negligencia, el 
Coordinador de Asesoría Jurídica recomienda su tratamiento y discusión.

Además, el Coordinador de Asesoría Jurídica en el contenido de su informe se atribuye 
competencias de Comisionado y analiza la carpeta del postulante, opina sobre los conocimientos 
y los cargos que ha ocupado el postulante, revisa el puntaje del postulante sin tener competencia 
para realizar una nueva revisión de lo realizado por la Comisión Ciudadana de Selección en fases 
que ya precluyeron. Cabe aclarar que dicho funcionario señala que la calificación impuesta en su 
momento al postulante es correcta, sin embargo, no cuenta con las facultades o competencias para 
realizar dicha revisión y tampoco es el momento procesal para aquello. Pero también el 
Coordinador de Asesoría Jurídica asume competencias de perito grafológico y compara rasgos de 
firmas constantes en un certificado presentado por el postulante de la Fundación Nuestra Señora 
del Perpetuo Socorro, señalando que las mismas no corresponden y atribuyendo al postulante 
incluso el posible delito de falsificación. Sin embargo, con anterioridad a la elaboración de dicho 
Informe, el postulante Jorge Cristóbal Ballesteros Ballesteros, remitió al CPCCS con copia a la 
Comisión Ciudadana de Selección una declaración juramentada ante notario público en la cual el 
Padre Walter Villacrés representante legal de la Fundación Nuestra Señora del Perpetuo Socorro 
reconoce la originalidad y autenticidad de dicho certificado y de su firma, por lo que al ser un 
documento privado, si la propia persona que lo expide reconoce su originalidad ninguna otra 
persona puede declarar, establecer o insinuar que el mismo sea falso.

Sin embargo, el Coordinador de Asesoría Jurídica en su informe no menciona la existencia de la 
referida declaración juramentada, ocultamiento de información que induce a error a los 
Consejeros, lo cual podría ajustarse al tipo penal de fraude procesal (272 COIP); pero también 
acusa al postulante de haber falsificado el documento lo cual también se ajusta al tipo penal de 
calumnia (182 COIP) al existir documentación que verifica y demuestra la originalida<
documento.
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Pero la recomendación final es lo más grave en la actuación de dicho profesional que se encuentra 
a cargo de la Coordinación de Asesoría Jurídica, pues recomienda al Pleno del CPCCS 
descalificar de manera directa al postulante Jorge Ballesteros Ballesteros. No recomienda calificar 
a trámite como es la pretcnsión del propio apelante, ni que se le de el trámite de Audiencia Pública 
ante la Comisión Ciudadana de Selección como manda el artículo 60 del Reglamento del 
Concurso, sino que sin trámite legal, sin audiencia pública, sin que lo haya solicitado el 
impugnante, sin que el postulante impugnado ejerza el derecho a la defensa y sin que pase la 
primera instancia administrativa; sino que se proceda a la descalificación de manera directa del 
postulante, lo cual evidencia un desconocimiento jurídico y de los procesos administrativos de 
estos concursos por parte de dicho funcionario.

Sin embargo, de manera sorprendente, la mayoría del Pleno del CPCCS en lugar de llamar la 
atención a dicho funcionario ante errores tan evidentes, procedió a aprobar esta resolución con 
abundantes vicios y arrogación de funciones, desconociendo el debido proceso, la normativa que 
rige el concurso y el derecho a la defensa lo cual constituye una aberración jurídica dentro de este 
concurso de trascendencia nacional.

De conformidad con la Constitución de la República en su artículo 82, el derecho a la seguridad 
jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas 
previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes. Al respecto, la Corte 
Constitucional del Ecuador en referencia a la seguridad jurídica, en la sentencia No 989-1 l-EP/19, 
afirmó; “En general, del texto constitucional se desprende que el individuo debe contar con un 
ordenamiento jurídico previsible, claro, determinado, estable y coherente que le permita tener 
una noción razonable de las reglas del juego que le serán aplicadas. Este debe ser estrictamente 
observado por los poderes públicos para brindar certeza al individuo de que su situación jurídica 
no será modificada más que por procedimientos regulares establecidos previamente y por 
autoridad competente para evitar la arbitrariedad'. A su vez, de forma más específica, en la 
sentencia 1679-12-EP/19, sobre la seguridad jurídica ha indicado: “79. Esta Corte ha manifestado 
que la seguridad jurídica parte de tres elementos: confiabilidad, certeza V no arbitrariedad. La 
confiabilidad está garantizada con el proceso de generación de normas, es decir, la aplicación 
del principio de legalidad. En cuanto a la certeza, los particulares deben estar seguros de que 
las reglas de juego no sean alteradas sino por medio de los mecanismos y con las formalidades 
establecidas en el propio ordenamiento jurídico para el efecto, para lo que deben contar con una 
legislación estable y coherente, así como con un conjunto de normas que hagan valer sus 
derechos. Finalmente, debe evitarse una posible arbitrariedad por parte de los órganos 
administrativos y jurisdiccionales en la aplicación de preceptos legales".

Es por ello que el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social de forma arbitraria no 
puede cambiar las reglas de juego en medio del concurso e inventarse un procedimiento no 
contemplado en el Reglamento para satisfacer los deseos personales del impugnante, que acudió 
a la justicia constitucional para lograr que se le reconozca como derecho y el Juez no le dio la 
razón, validando el trabajo de esta Comisión Ciudadana de Selección. Al cambiar las reglas del 
juego, inventarse una apelación que no existe y descalificar una persona sin cumplir el debido 
proceso ni el derecho a la defensa, el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social afectó 
los tres pilares que sostienen el debido proceso que son confiabilidad, certeza y no arbitrariedad.
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En cuanto al debido proceso en la garantía del cumplimiento normativo y la sujeción al 
ordenamiento jurídico contemplado en el art. 76 numeral 1 de la Constitución que señala: 
“Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las 
normas y los derechos de las partes”. El debido proceso parte del enfoque del garantismo 
procesal, conviene precisar que la garantía del debido proceso consolida a su vez la seguridad 
jurídica que constituye el elemento esencial y patrimonio común de la cultura del Estado de 
derechos y justicia, garantizando la sujeción de todos los poderes e instituciones del Estado a la 
Constitución, la Ley y la norma aplicable, es la confiabilidad en el orden jurídico, la certeza sobre 
el derecho escrito y vigente, el reconocimiento y la previsión de la situación jurídica, en virtud de 
la cual ninguna autoridad pública puede incumplir el proceso establecido en la normativa legal, 
lo cual lo realizó el Pleno del CPCCS al diseñar un proceso exprés para la descalificación de un 
postulante incumpliendo las reglas y procedimientos establecidos en el Reglamento del Concurso.

Por lo antes señalado, al no corresponder esta Resolución a las determinadas en el artículo 60 y 
61 del Reglamento del Concurso, por cuanto únicamente se debían tratar las impugnaciones 
legalmente presentadas, calificadas y sustanciadas en Audiencia Pública como dispone la 
normativa antes señalada, además por cuanto el Pleno del CPCCS sustanció una apelación que 
fue anteriormente archivada por ellos mismo mediante la RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG- 
028-E-2024-0217, por lo que en virtud del principio de seguridad jurídica y el debido proceso, 
esta Resolución que claramente vulnera el ordenamiento jurídico del concurso y los derechos de 
los postulantes, además que es contraria a una Resolución anterior emitida por el Pleno del 
CPCCS no puede ser reconocida y considerada para la elaboración del informe final, pues como 
dispone el Reglamento del Concurso, únicamente se deberán considerar las Resoluciones respecto 
a apelaciones que fueron sustanciadas en una Audiencia Pública.

7. ANÁLISIS Y PRONUNCIAMIENTO RESPECTO A LAS PROHIBICIONES O 
INHABILIDADES DE CIERTOS POSTULANTES.

7.1. RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0237 (DESCALIFICACIÓN DEL 
POSTULANTE GUILLERMO ORTEGA POR ESTAR INCURSO EN UNA 
PROHIBICIÓN LEGAL)

La Resolución No. CPCCS-PLL-SG-028-E-2024-0237 aprobada por el Pleno del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social el 05 de junio de 2024 dispone:

Artículo Conocer y aprobar el “INFORME JURÍDICO POR NECESIDAD 
EMERGENTE" respecto a la alerta ciudadana, remitido por el Coordinador General de 
Asesoría Jurídica, mediante memorando Nro. CPCCS-CGAJ-2024-0397-M, de 29 de 
mayo de 2024.

Artículo 2.- Descalificar del concurso Selección y Designación de ¡a Primera Autoridad 
de la Defensoría Pública al postulante Wilson Guillermo Ortega Caicedo, al encontrarse 
inmerso en la inhabilidad establecida en el artículo 20 del Código de la Democracia.

Analizada tanto la Resolución del Pleno del CPCCS como el Informe Jurídico del cual se deriva 
la misma, si bien hay motivación suficiente respecto a la inhabilidad del postulante 
Guillermo Ortega Caicedo para continuar el concurso público de méritos y oposición
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designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, no se indica la nonnativa jurídica 
que la faculta o le da la competencia al Consejo de Participación Ciudadana y Control Social a 
analizar inhabilidades no propuestas a través de impugnaciones en esta fase del Concurso y peor 
aún a descalificar postulantes sin una apelación previa.

En esta Resolución se evidencia que el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
asumió competencias que no le corresponden, pues conforme el artículo 209 de la Constitución 
de la República es la Comisión Ciudadana de Selección la encargada de llevar adelante el 
concurso de méritos y oposición. La calificación de prohibiciones o inhabilidades no está dentro 
de la competencia de vigilancia que tiene el CPCCS, por lo que al descalificar a un postulante de 
manera directa por inhabilidades se extralimitó en sus funciones y atribuciones.

El proceso regular cuando un órgano conoce un trámite o gestión para lo cual no es competente 
es rechazarlo o remitir el mismo al órgano con competencia para su conocimiento o sustanciación, 
sin embargo, el Pleno del CPCCS no ha remitido o solicitado a la Comisión Ciudadana de 
Selección el análisis de la inhabilidad del postulante Wilson Guillermo Ortega Caicedo, para que 
sea esta la que realice el trámite correspondiente.

Al respecto de la inhabilidad del postulante Wilson Guillermo Ortega Caicedo, tal como se analiza 
en el Informe Jurídico del Coordinador de Asesoría Jurídica, el referido postulante actualmente 
ocupa el cargo de Juez del Tribunal Contencioso Electoral, por lo que de conformidad con el 
último inciso del artículo 20 del Código de la Democracia no podía concursar o continuar siendo 
parte de este concurso conforme se cita a continuación:

Las consejeras o consejeros y las juezas o jueces electorales que se encuentren en
funciones, no podrán presentarse a ningún concurso para otros cargos estatales.

Esto verifica la existencia de un impedimento o inhabilidad para concursar y ser designado como 
primera autoridad de la Defensoría Pública en los términos del literal q) del artículo 16 del 
Reglamento del Concurso. El mismo artículo otorga la competencia a la Comisión Ciudadana de 
Selección para verificar que el postulante no esté incurso en alguna de las inhabilidades. Así 
también, la Comisión Ciudadana de Selección de conformidad con el artículo 12 del reglamento 
del Concurso cuenta con una facultad de verificación permanente, en virtud de la cual “en 
cualquier etapa del concurso” puede verificar la documentación y/o la situación legal de cada 
postulante para validar su aptitud o probidad lo que incluye verificar que no se encuentren 
incursos en prohibiciones o inhabilidades generales o especiales.

En virtud de esta facultad legal que cuenta la Comisión Ciudadana de Selección, es este organismo 
el que debe resolver y ratificar la descalificación del ciudadano Wilson Guillermo Ortega 
Caicedo, por lo que al encontrarse incurso en una prohibición o inhabilidad especial determinada 
en el artículo 20 del Código de la Democracia, esta Comisión procede a descalificar al postulante 
Guillermo Ortega del concurso para la designación de la primera autoridad de la Defensoría 
Pública.

7.2. RESOLUCIÓN RESPECTO A LA PROHIBICIÓN DE EJERCER CARGO PÚBLICO 
DEL POSTULANTE RICARDO MORALES VELA
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Mediante escritos de fecha 05 de junio del 2024, suscritos por la ciudadana Gloria Liliana Balseea 
León, se ha dado a conocer a esta Comisión Ciudadana de Selección respecto a una posible 
prohibición para ejercer cargo público del postulante Ricardo Morales Vela. A los referidos 
escritos se ha adjuntado el Certificado: CIWEB20000384355 de fecha 27 de marzo 2024 y el 
Certificado: CIWLB20000745791 de fecha 05 de junio de 2024, en el que se establecería que el 
postulante mantiene dicho impedimento.

Al respecto esta Comisión en uso de su facultad permanente de verificación otorgada en el artículo 
12 del Reglamento del Concurso que le faculta acudir a instancias públicas o privadas para 
verificar la probidad y aptitud de los postulantes y la veracidad de los documentos o información 
entregadas, ha realizado una verificación en la Plataforma del Ministerio de Trabajo y ha 
comprobado la existencia de un impedimento para ejercer cargo público del referido postulante.

Cabe señalar que dicho impedimento establece únicamente excepciones para poder ejercer cargos, 
puestos, funciones o dignidades del sector público, cargos o funciones de libre nombramiento y 
remoción, puestos de docencia universitaria, puestos de investigación científica, formación de las 
o los servidores públicos, contratos civiles de servicios, cargos de nombramiento provisional y 
dignidades de elección popular.

Sin embargo, el propio postulante con fecha lü de junio de 2024, nos ha hecho llegar adjunto a 
su comunicación de descargo el Oficio Nro. MDT-SN-2024-0413-0 en el cual la Mgs. María 
Gabriela Pico Molina, Subsecretaria de Normativa del Ministerio de Trabajo determina que el 
cargo para Defensor Público General es un cargo de PERIODO LIJO y no provisional o de libre 
nombramiento y remoción como señala el postulante Ricardo Morales Vela.

Dicha funcionaría en su escrito se ratifica en la existencia del impedimento para ejercer eargo 
público el cual es reconocido por el propio postulante quien manifiesta que de ser designado 
levantaría dicho impedimento al devolver la liquidación recibida, lo cual no es el espíritu del 
concurso ni del Reglamento que lo rige.

Sin embargo, queda por conocer también si dicho impedimento es sobrevinicnte o si existió a lo 
largo de todo el concurso, para lo cual esta Comisión ha revisado el expediente 96 correspondiente 
a la postulación del Dr. Ricardo Morales Vela, en euya foja 24 se ha podido evidenciar que para 
participar en el concurso y ser calificado en la etapa de admisibilidad ha presentado un certificado 
de no tener prohibición para ejercer cargo público pero de libre nombramiento y remoción, el cual 
no corresponde al cargo que efectivamente postuló conforme lo aclaró en su oficio la 
Subsecretaría de Normativa del Ministerio de Trabajo, es decir, se evidencia que desde el 
momento de su postulación el Dr. Ricardo Morales Vela ha incluido un documento habilitante 
que no se ajusta a la verdad procesal, evadiendo dicha prohibición al señalar que su postulación 
es para un cargo de libre nombramiento y remoción, lo cual no es lo correcto.

Al respecto, el literal c del artíeulo 5 de la Ley Orgánica del Servicio Público y en el easo 
particular del concurso, el literal q del artículo 16 del Reglamento del Concurso, señala que los 
postulantes que tengan prohibición para ejercer cargo público no podrán participar ni postular en 
este concurso. El mismo artículo otorga la competencia a la Comisión Ciudadana de Selección 
para verificar que el postulante no esté incurso en alguna de las inhabilidades. Así también, la 
Comisión Ciudadana de Selección de conformidad con el artículo 12 del reglamento del Cone
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cuenta con una facultad de verificación permanente, en virtud de la cual “en cualquier etapa del 
concurso” puede verificar la documentación y/o la situación legal de cada postulante para validar 
su aptitud o probidad lo que incluye verificar que no se encuentren incursos en prohibiciones o 
inhabilidades generales o especiales.

En virtud de esta facultad legal que cuenta la Comisión Ciudadana de Selección, una vez que se 
ha verificado la existencia de una prohibición para ejercer cargo público para el cargo de Defensor 
Público General que la ha mantenido desde su postulación en noviembre de 2022 hasta la presente 
fecha, así como considerando que en su declaración juramentada constante a fojas 61 de su 
expediente el postulante declara en los numerales diecisiete y dieciocho no tener impedimento 
para ejercer cargo público y textualmente señala “£« caso de no cumplir con alguno de los 
requisitos o estar incurso en cualquiera de las inhabilidades, acepto quedar excluido/a 
automáticamente de! proceso de Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Defensoría Pública”, esta Comisión procede a descalificar al postulante Ricardo Morales Vela 
del concurso para la designación de la primera autoridad de la Defensoría Pública.

8. CALIFICACIÓN FINAL DE LAS Y LOS POSTULANTES HABILITADOS Y QUE 
NO HAN SIDO DESCALIFICADOS O EXCLUIDOS DEL CONCURSO.

Una vez que se han conocido las resoluciones de apelación de las impugnaciones legalmente 
sustanciadas, ha existido un pronunciamiento respecto al cumplimiento estricto del debido 
proceso y la seguridad jurídica en cuanto al tratamiento de apelaciones no contempladas en el 
Reglamento del Concurso, se ha aceptado la renuncia del postulante mejor puntuado, se ha 
descalificado a los postulantes que tienen impedimento para continuar en el concurso y que el 
trabajo de la Comisión Ciudadana de Selección ha sido validado por los jueces ante los cuales se 
ha presentado acciones jurisdiccionales; cumplidas todas las fases del concurso para la selección 
y designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, esta Comisión Ciudadana de 
Selección, emite la calificación final de las y los postulantes que han superado todas las etapas y 
se mantienen habilitados en el concurso en el siguiente orden:

ORDEN
DE

ACUERDO
A

PUNTAJE
FINAL

POSTULANTE
PUNTAJE
MÉRITOS

PRUEBA
ESCRITA

EXAMEN
PRÁCTICO PUNTAJE FINAL

1 Jorge Cristóbal Ballesteros 
Ballesteros

47,5 24,5 8,07 80,07

2 Yolanda Magdalena Yerovi 
Nogales

36,5 21,5 15,82 73,82

3 Margarita Virginia Gualotuña 
Cruz

37,75 21 7,75 66,5

4 Jorge Aníbal Torres Farinango 28,5 19 9,71 57,21

9.- RECOMENDACIONES:
1. Acoger las Resoluciones del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control 

Social respecto a las apelaciones de las resoluciones legalmente sustanciadas en 
Audiencias Pública.



Defensoría
PÚBLICA

2. No acoger la RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0220, del Pleno del 
CPCCS, la misma que en Resolución No. CPCCS-PLE-SG-028-E-2024-0217 del Pleno 
del CPCCS, fue debidamente archivada, por tanto, carece de electividad jurídica al 
vulnerar el debido proceso administrativo constante en el Reglamento del Concurso y por 
ende carecer de valide/jurídica.

3. Resolver sobre las inhabilidades y prohibiciones de los postulantes Guillermo Ortega y 
Ricardo Morales Vela, con su descalificación del concurso al estar incursos en la 
inhabilidad establecida en el literal q )del artículo 16 del Reglamento del Concurso.

4. Proclamar los resultados oficiales y finales dentro del concurso para la selección y 
designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, conforme dispone el 
Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la Selección y Designación de 
la Primera Autoridad de la Defensoría Pública en su artículo 61 y la Codificación del 
Instructivo para los Concursos Públicos de Selección y Designación de las Primeras 
Autoridades y Miembros de los Cuerpos Colegiados elegidos Mediante Comisiones 
Ciudadanas de Selección en su artículo 32.

5. Solicitar al Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social; que 
acogiendo el termino estipulado en el Reglamento del Concurso, hasta el día jueves 13 
de junio del 2024, proceda con la designación de la Primera Autoridad de la Defensoría 
Pública a la o el postulante que haya obtenido la más alta calificación.

Dado en Quito D.M. a 11 de junio de 2024.

GABRIELA ALEXANDRA 
CADENA GARCIA

Ab. Gabriela Cadena García

PRESIDENTA DE LA COMISIÓN CIUDADANA DE SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN 
DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA

RAZÓN. - Certifico que la presente Resolución fue adoptada por el Pleno de la Comisión 
Ciudadana de Selección de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, en la Sesión Ordinaria 
No. 13, del 11 de junio de 2024, con CINCO (5) votos a favor DOS (2) abstenciones de acuerdo 
al siguiente detalle:

INFORME FINAL DENTRO DEL CONCURSO DE SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN 
DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA DEFENSORIA PUBLICA, APROBADO 

CON LA SIGUIENTE VOTACIÓN

Nro. COMISIONADO /A VOTO
1. GINA MARIETA BARRERA VIVAR ABSTENCIÓN/'

_____
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2. EDUARDO VICENTE YANEZ MEZA A FAVOR

3. CESAR ALBERTO ENDERICA GÜIN A FAVOR

4. KIMBERLY NINOSHKA VILLAGOMEZ MOSCOSO A FAVOR

5. TAÑIA ELENA CHAMORRO PALTIN A FAVOR

6. JULIO CESAR RUIZ ZIIINGRE ABTENCION

7. GABRIELA ALEXANDRA CADENA GARCIA A FAVOR

ta nia 'elb Ña

CHAMORRO PALTIN

Ab. l anía Chamorro Paltín

SECRETARIA DE LA COMISIÓN CIUDADANA DE SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN 
DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA

RAZON de conformidad con el Art 18nurreral 
5 de la Ley Notarial, doy fe que el cocumento que 
antocectojaSrr-utjiíIS-. 
fiiiKíTatenalizao^aÉlítaQina weo y o soparte



Factura: 001-002-000171354 20261701020C04684

CERTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS MATERIALIZADOS DESDE PÁGINA WEB O DE CUALQUIER SOPORTE
ELECTRÓNICO N° 20261701020C04684

RAZÓN: De conformidad al Art. 18 numeral 5 de la Ley Notarial doy fe que el documento que antecede en 14 foja(s) útil(es) 

fue materializado a petición del señor (a) PATRICIA ALEXANDRA SEGOVIA CADENA, de la página web y/o soporte 

electrónico, chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://www.rad¡opichincha.com/wp-content/uploads/2024/06 

/Informe-final-del-CPCCS.pdf el día de hoy 24 DE JULIO DEL 2026, a las 16:55, todo lo cual certifico amparado en las 

atribuciones que me otorga la Ley Notarial. Para constancia, copia física del documento materializado queda archivado en el 

libro de Certificaciones. EN CUMPLIMIENTO DE LA LEY NOTARIAL Y LA LEY ORGÁNICA DE PROTECCIÓN DE DATOS 

PERSONALES, EL/LA SOLICITANTE AUTORIZA EXPRESAMENTE A LA NOTARIA PARA EL USO, VERIFICACIÓN, 

TRATAMIENTO Y ARCHIVO DE LOS DATOS PROPORCIONADOS EN LA PRESENTE CERTIFICACIÓN. ASIMISMO, EL/LA 

SOLICITANTE OTORGA SU CONSENTIMIENTO PARA LA EXPEDICIÓN DE COPIAS O TESTIMONIOS DE ARCHIVO 

DEBIDAMENTE CERTIFICADAS, EN FAVOR DE SUS TITULARES O DE TERCEROS QUE ACREDITEN UN INTERÉS 

LEGÍTIMO. La veracidad de su contenido y el uso adecuado del(los) documento(s) certificado(s) es (son) de responsabilidad 

exclusiva de la(s) persona(s) que lo(s) utiliza(n).

QUITO, a 24 DE JULIO DEL

NOTARÍA VIGÉSIMA DEL CANTÓN QUITO 

AP: 04759-DP17-2026-SE

https://www.rad%c2%a1opichincha.com/wp-content/uploads/2024/06




IMPUGNACION Carlos Alarcón https://mail.google.com/mail/u/0/?ik=b64000e6b4&view=pt&seard

M Gmail Andrés Arauz <andres.arauz@gma¡l.com>

IMPUGNACIÓN Carlos Alarcón
1 mensaje

Andrés Arauz 31 de julio de 2026 a las 15:52
Para: ventanilla

Estimados Secretaría General CPCCS,

Por medio del escrito adjunto firmado electrónicamente, presento impugnación en contra del postulante al concurso de primera autoridad de la 
Fiscalía General del Estado, Carlos Leonardo Alarcón Argudo. Los documentos físicos habilitantes y adjuntos a este oficio se presentarán 
físicamente, en la ventanilla de la Secretaria General del CPCCS, en Amazonas N35-181 y Japón, D.M. de Quito.

Atentamente,
Andrés David Arauz Galarza 

4^ IMPUGNACION CIUDADANA - ALARCÓN ARGUDO CARLOS-AARAUZ-slgned.pdf
^ 1714K

31/7/26,3:52
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31 de julio de 2026

Oficio No. 002-ADAG-CPCCS-CCS-FGE-2026

Asunto: Impugnación ciudadana en contra del postulante Carlos Leonardo Alarcón 
Argudo.

Señores
Comisionados de la Comisión Ciudadana de Selección de la primera autoridad 
de la Fiscalía General del Estado
En su despacho.-

Señora magíster:
María Gabriela Granizo Haro
Secretaria General del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social
En su despacho.-

De mi consideración:

Como es de vuestro conocimiento, el artículo 43 de la codificación del Reglamento 
para el Concurso de Méritos y Oposición para la Selección y Designación de la 
Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, aprobado el 27 de junio de 2025, 
en relación al escrutinio público e impugnación ciudadana prevé que: “La fase de 
escrutinio público e impugnación ciudadana tiene como finalidad permitir a la 
ciudadanía y a las organizaciones sociales que presenten sus objeciones respecto de 
las y los postulantes, y, que estas sean resueltas de forma motivada y objetiva”.
En este mismo sentido, los artículos 44, 45, 46 y 47 del precitado Reglamento en 
relación a la etapa de escrutinio público e impugnación ciudadana dentro del concurso 
público de selección y designación de la primera autoridad de la Fiscalía General del 
Estado del Ecuador señalan a la letra lo siguiente:

“Artículo 44.- Convocatoria a la fase de escrutinio público e impugnación 
ciudadana. -(...) Las impugnaciones, según sea el caso, serán presentadas 
en la Secretaría General, en las Delegaciones Provinciales del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social o en las oficinas consulares del 
Ecuador.
Artículo 45.- Legitimación activa y oportunidad.- Los ciudadanos y 
organizaciones sociales podrán presentar impugnaciones en contra de los 
postulantes, dentro del término de cinco días contados a partir de la publicación 
de la convocatoria.
No se admitirán impugnaciones por parte de las y los postulantes en contra de 
otros postulantes en este concurso.



Artículo 46.- Causales de impugnación. - Cuando se considere que los o las
postulantes incurran en una o más de las siguientes causales:

1. Falta de cumplimiento de requisitos legales;
2. Falta de probidad o idoneidad;
3. Estar incursos en alguna de las prohibiciones e inhabilidades;
4. Haber omitido información relevante para postular al cargo; y,
5. Haber falsificado o alterado documentos para postular al cargo.

Artículo 47.- Contenido de las impugnaciones.- Las impugnaciones deberán 
presentarse por escrito y deberán contener lo siguiente:

1. Nombres y apellidos de la persona natural o representante legal de la 
organización que presenta la impugnación;

2. Copia del documento de identidad de la persona natural o 
nombramiento del representante legal de la organización que presenta 
la impugnación;

3. Nombres y apellidos del postulante contra quien se dirige la 
impugnación;

4. Descripción clara de la impugnación y fundamentos de hecho y de 
derecho que determine que el postulante se encuentra inmerso en las 
causales de impugnación;

5. Documentos probatorios en originales o copias debidamente 
certificadas; y,

6. Dirección electrónica para recibir notificaciones, fecha y firma de 
responsabilidad".

Con base a la normativa descrita, en calidad de ciudadano ecuatoriano, de forma libre 
y voluntaria presento impugnación ciudadana en los siguientes términos:

1. Nombres y apellidos de la persona natural o representante legal de la 
organización que presenta la impugnación. - la presente impugnación ciudadana 
la presenta a título personal Andrés David Arauz Galarza, titular de la cédula de 
ciudadanía 

 de la persona natural o nombramiento de 
representante legal de la organización que presenta la impugnación. - Adjunte» 
al presente documento se servirán encontrar copia del documento habilitante.

3. Nombres y apellidos de la o el postulante contra quien se dirige l<i 
impugnación. - La presente impugnación ciudadana la presento en contra del 
postulante: Carlos Leonardo Alarcón Argudo, titular de la cédula de ciudadanía No. 

 de la impugnación y fundamentos de hecho y de derecho 
que determine que el postulante se encuentra inmerso en las causales de 
impugnación. - De conformidad con lo establecido en el artículo 46 del vigente



Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la Selección y Designación 
de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, las causales que motivan 
la presente impugnación ciudadana son:

■ Falta de cumplimiento de requisitos legales; y,
■ Falta de probidad o idoneidad.

4.1 Incumplimiento de los requisitos constitucionales y legales exigidos para 
ejercer el cargo de Fiscal General del Estado.

4.1.1 Incumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 29, numerales 
8 y 14 del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del 
Estado

El artículo en referencia detalla los documentos obligatorios que las y los postulantes 
al cargo de Fiscal General del Estado debían presentar adjunto a sus expedientes 
personales a fin de ser admitidos por la Comisión Ciudadana de Selección, entre 
estos se encuentran: “8. Certificados de no tener obligaciones en mora con el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) como empleador o prestatario, emitido con 
un tiempo no mayor a quince días antes de la postulación; 14. Certificado de 
apoliticismo conferido por el Consejo Nacional Electoral de su ciudad de residencia; 
emitido con un tiempo no mayor a quince días antes de la postulación”.

Revisado el expediente de postulación de Carlos Leonardo Alarcón Argudo, que 
consta en el repositorio digital administrado por el Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social, de acceso público a través del siguiente enlace: 
https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicadon/2026/03/13 
4_ALARC0N_ARGUD0_CARL0S_LE0NARD0.pdf, se ha podido verificar de 
manera fehaciente que el referido profesional del Derecho no presentó el documento 
mediante el cual se certifique que no mantiene obligaciones en mora con el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) en calidad de prestatario.

Por el contrario, únicamente adjuntó el certificado emitido con fecha 02 de marzo de 
2026, mediante el cual el IESS certificó que el señor Carlos Leonardo Alarcón Argudo 
no registra obligaciones patronales pendientes de pago.

Para mayor ilustración, se incorpora a continuación el documento presentado y que 
forma parte de su expediente:

https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicadon/2026/03/13
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Fuente:
https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicadon/2026/03/134_ALARCON_A

RGUDO_CARLOS_LEONARDO.pdf

Sin perjuicio de que el postulante presentó un certificado emitido por el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS), mediante el cual acredita no mantener 
obligaciones pendientes en calidad de empleador, dicho documento no suple ni 
reemplaza el requisito específico consistente en presentar la certificación emitida por 
la misma institución que acredite la inexistencia de obligaciones en mora en calidad 
de prestatario.

En consecuencia, al no haber incorporado este último documento dentro de si 
expediente de postulación, el postulante incumplió un requisito indispensable y 
expresamente exigido para su admisión dentro del proceso de selección y 
designación de la máxima autoridad de la Fiscalía General del Estado.

Tal incumplimiento constituye una causal suficiente para su descalificación inmediata 
toda vez que la verificación del cumplimiento íntegro de los requisitos corresponde c 
la fase de admisibilidad, etapa que tiene por finalidad garantizar que únicamente los 
postulantes que acrediten plenamente las exigencias previstas en la normativa 
aplicable continúen en el proceso.

Adicionalmente, resulta pertinente considerar que otros postulantes sí cumplieron 
oportunamente con la presentación de la certificación requerida, por lo que permitir la 
permanencia del señor Carlos Leonardo Alarcón Argudo dentro del concurso, pese al 
incumplimiento advertido, implicaría una vulneración de los principios de igualdad,
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seguridad jurídica y trato equitativo que deben regir todo proceso público de selección 
y designación.

En virtud de lo expuesto, no resulta jurídicamente procedente que el referido 
postulante continúe a la fase de oposición, toda vez que la omisión de presentar un 
documento habilitante durante la etapa de admisibilidad no puede ser subsanada ni 
convalidada posteriormente, menos aun cuando la Comisión Ciudadana de Selección 
tenía la obligación de verificar el cumplimiento integral de los requisitos antes de 
declarar la admisión de las postulaciones, razón por la cual se presenta la presente 
impugnación.

Por otro lado, conforme consta en el formulario de postulación N.° 134, el postulante 
Carlos Alarcón Argudo registró como lugar de residencia el Distrito Metropolitano de 
Quito. Por lo tanto, con la finalidad de dar cumplimiento al requisito exigido para ser 
admitido en el concurso de designación y selección de la máxima autoridad de la 
Fiscalía General del Estado, la certificación de apoliticismo debió ser expedida por la 
Delegación Provincial Electoral de Pichincha, ubicada en las calles Iñaquito e Ignacio 
San María, en la ciudad de Quito.

Sin embargo, ello no ocurrió, puesto que el postulante Carlos Alarcón presentó una 
certificación electrónica generada a través del enlace 
https://app02.cne.gob.ec/sscne/inicio.aspx, correspondiente al Consejo Nacional 
Electoral, conforme se demuestra a continuación:
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Es decir, si bien el postulante presentó una certificación de apoliticismo, dicho 
documento no satisface el requisito previsto en el artículo 29, numeral 14, del 
Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la Selección y Designación 
de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, toda vez que no fue 
expedido por la Delegación Provincial del Consejo Nacional Electoral correspondiente 
a su lugar de residencia, conforme exige expresamente la normativa aplicable.

Este incumplimiento no constituye una mera formalidad subsanable ni un defecto de 
carácter accesorio, sino la inobservancia de un requisito esencial establecido por el 
reglamento como condición previa e indispensable para la admisión de las 
postulaciones. En consecuencia, la documentación presentada carece de la 
idoneidad jurídica necesaria para acreditar el cumplimiento de dicho requisito dentro 
del proceso de selección.

Los hechos señalados adquieren especial relevancia al contrastarlo con la 
declaración efectuada por el propio postulante en el numeral 2.8 de la declaración 
juramentada otorgada el 02 de marzo de 2026 ante el doctor Luis Oswaldo Herrera 
Rueda, Notario Sexagésimo Séptimo del cantón Quito que al tenor de su contenido 
reza lo siguiente: “ 2.8.- Declaro que en caso de no cumplir con alguno de los 
requisitos de postulación, haber omitido la entrega de cualquiera de los 
documentos de presentación obligatoria establecidos en el articulo 29 del 
Reglamento del Concurso, estar incurso en cualquiera de las inhabilidades, o estar 
incurso en las causales de impugnación previstas, acepto quedar excluido/a 
automáticamente del concurso de méritos y oposición para la selección y 
designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado Lo 
resaltado me pertenece

Mediante la cual afirmó, bajo juramento, cumplir con los requisitos previstos para su 
participación en el concurso. En tal virtud, la discrepancia entre lo declarado y la 
documentación efectivamente presentada genera una duda razonable respecto del 
cumplimiento integral de las condiciones de elegibilidad exigidas por la normativa 
vigente, circunstancia que debe ser analizada y valorada por la Comisión Ciudadana 
de Selección en la fase de impugnación ciudadana y control social.

En efecto, tratándose de un concurso destinado a la designación de la máxima 
autoridad de la Fiscalía General del Estado, el cumplimiento estricto de los requisitos 
reglamentarios no puede ser relativizado ni interpretado de manera flexible, pues elle 
supondría otorgar un trato diferenciado respecto de los demás postulantes y afectar 
la integridad, objetividad y legitimidad del proceso de selección.

En este contexto, el postulante tenía pleno conocimiento de que el incumplimiento de 
cualquiera de los requisitos y documentos exigidos para la postulación constituía una 
causal suficiente para su exclusión del proceso de selección.



4.2 Incumplimiento del requisito de idoneidad y probidad notorias exigido para 
la designación de la máxima autoridad de la Fiscalía General del Estado.

Los artículos 196, numeral 3, de la Constitución de la República del Ecuador, y 283, 
numeral 3, del Código Orgánico de la Función Judicial establecen como requisito 
indispensable para ejercer el cargo de Fiscal General del Estado haber ejercido, con 
idoneidad y probidad notorias, la profesión de abogada o abogado, la judicatura o la 
docencia universitaria en materia penal durante un período mínimo de diez años.

En el marco del actual proceso de selección y designación de la máxima autoridad de 
la Fiscalía General del Estado, la Corte Constitucional del Ecuador, mediante la 
Sentencia N.° 29-26-IN/26, emitida el 14 de mayo de 2026, desarrolló el alcance y 
contenido del requisito de probidad notoria exigido para el ejercicio de dicho cargo, 
definiéndolo en los siguientes términos: “42. La probidad notoria constituye un 
estándar cualificado de integridad pública, verificable socialmente, que exige que la 
trayectoria de una persona refleje, de manera consistente y reconocible, una conducta 
ética, transparente, y orientada al interés general. Este estándar constitucional busca, 
entonces, asegurar que quienes acceden a altas funciones del Estado encarnen un 
compromiso real con los valores democráticos y la defensa del interés público. Así, 
cuando la Constitución exige un ejercicio profesional con probidad notoria, demanda 
una trayectoria profesional íntegra, coherente, y públicamente reconocida, en la que 
el ejercicio del derecho haya estado guiado por la honestidad, la lealtad procesal, la 
independencia frente a intereses indebidos, y la responsabilidad social de la función 
jurídica.
43. En términos materiales, la probidad notoria no se trata de un requisito vacío, 
arbitrario, o de mera moralidad subjetiva, sino que compone un estándar que articula 
lo jurídico con lo ético y lo político, y es sometible a mecanismos objetivos de 
verificación. En el plano jurídico, la probidad se traduce en la aptitud legal del 
postulante para acceder al cargo, acreditable a través, por ejemplo, de la inexistencia 
de sanciones disciplinarias, glosas, deudas alimenticias, o procesos judiciales que 
cuestionen su conducta externa frente al Estado. En el plano ético, el estándar se 
desplaza de la esfera privada hacia la deontología profesional, evaluando la conducta 
sostenida en el tiempo, respecto a la lealtad procesal, la transparencia, la ausencia 
de actos que, de forma documentada, evidencien un ejercicio abusivo o fraudulento 
del derecho, entre otros. Y, finalmente, en lo político, la probidad asegura la confianza 
ciudadana y legitimidad institucional mediante la verificación de la independencia del 
candidato frente a intereses fácticos o partidistas.
44. Adicionalmente, la probidad dentro de la función judicial - a la cual pertenece el 
fiscal general del Estado- hace parte de sus principios rectores, tal como lo prescribe 
el artículo 21 del COFJ. Conforme dicha disposición, la función judicial “tiene la misión 
sustancial de conservar y recuperar la paz social; garantizar la ética laica y social 
como sustento del quehacer público y el ordenamiento jurídico; y, lograr la plena 
eficacia y acatamiento del ordenamiento jurídico vigente". En tal sentido, la probidad 
se materializa cuando toda “servidora y servidor de la Función Judicial en el 
desempeño de sus funciones observará una conducta diligente, recta, honrada e



imparcial”. De modo que, cuando un abogado falta a este principio, no solo 
compromete su reputación, sino que vulnera la confianza en el mismo sistema de 
justicia".
Por otra parte, resulta pertinente considerar las disposiciones relativas a la probidad 
o idoneidad contenidas en los artículos 8 y 12 del Código de Ética de la Función 
Pública, aprobado por la Asamblea General de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA) mediante Decreto 41/99, cuyos principios constituyen parámetros 
orientadores para la conducta de quienes ejercen funciones públicas y, 
particularmente, para quienes aspiran a ocupar cargos de la más alta responsabilidad 
dentro del Estado.

Dichas disposiciones desarrollan estándares éticos vinculados con la integridad, 
rectitud, transparencia, honestidad y responsabilidad en el ejercicio de la función 
pública, elementos que guardan estrecha relación con el requisito constitucional y 
legal de probidad notoria exigido para el cargo de Fiscal General del Estado. En este 
sentido, los referidos artículos establecen lo siguiente:

“ARTICULO 8°-PROBIDAD. El funcionario público debe actuar con rectitud y 
honradez, procurando satisfacer el interés general y desechando todo 
provecho o ventaja personal, obtenido por sí o por interpósita persona. 
También está obligado a exteriorizar una conducta honesta.
ARTICULO 12.-IDONEIDAD. La idoneidad, entendida como aptitud técnica, 
legal y moral, es condición esencial para el acceso y ejercicio de la función 
pública. ”

En el ámbito de la Función Judicial del Ecuador, los numerales 5.2, 6.6 y 6.13 del 
Código de Ética de la Función Judicial, aprobado por el Pleno del Consejo de la 
Judicatura mediante Resolución No. 138-2024, de 16 de julio de 2024, establecer 
disposiciones específicas orientadas a prevenir, identificar y evitar situaciones de 
conflicto de intereses en el ejercicio del servicio judicial. Al respecto, las referidas 
normas disponen lo siguiente: “ 5.2.- Conflicto de intereses: Situación en la que /os 
intereses personales, profesionales, económicos o de cualquier índole de un¿ 
servidora o un servidor de la Función Judicial, o de sus parientes de hasta el cuarto 
grado de consanguinidad o segundo por afinidad, son susceptibles de afectar o 
condicionar, de forma real, aparente o potencial, el desempeño correcto, adecuado 
objetivo e imparcial de sus funciones, atribuciones y responsabilidades 
administrativas y/o jurisdiccionales
6.6.- Imparcialidad: El ejercicio de las funciones públicas por parte de las servidoras 
y los servidores de la Función Judicial debe desarrollarse con total objetividad o 
imparcialidad, desprovisto de predisposiciones, prejuicios, preferencias o influencias 
de cualquier índole que parcialicen o puedan parcializar sus actuaciones o decisiones 
en favor o en detrimento de las usuarias y los usuarios.
6.13.- Neutralidad: El ejercicio de las funciones, atribuciones y responsabilidades do 
las servidoras y los servidores de la Función Judicial debe superar y disociarse do



toda preferencia, conveniencia o convicción política e ideológica susceptible de 
afectar el desarrollo independiente, imparcial y objetivo de sus actuaciones o 
decisiones administrativas y/o jurisdiccionales, siendo responsabilidad de las 
servidoras y los servidores impedir o evitar activamente la intromisión ilegítima o la 
influencia de los poderes políticos o fácticos en el sistema de justicia.
Una administración de justicia independiente, imparcial y neutral, libre de toda 
injerencia política, mediática o de cualquier índole, constituye una garantía y una 
exigencia para el sistema de justicia; el cual no debe ser utilizado como herramienta 
o plataforma política, proselitista o de promoción personal y/o profesional. Toda 
injerencia surgida de figuras políticas, personas vinculadas a ellas o a los poderes 
fácticos, que pretendan intervenir, afectar o inmiscuirse en las actuaciones de la 
Función Judicial deberá ser severamente rechazada e inmediatamente puesta en 
conocimiento de la autoridad competente. ”
En concordancia con las disposiciones constitucionales y legales citadas, el artículo 
3 del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la Selección y 
Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado desarrolla y 
ratifica los requisitos de elegibilidad exigidos para quienes aspiren a ocupar dicho 
cargo, señalando expresamente lo siguiente:

“Artículo 3Principios rectores: La selección y designación de la primera autoridad 
de la Fiscalía General del Estado mediante concurso público de méritos y oposición.
con veeduría e impugnación ciudadana, garantizará la selección de la persona que
reafirme la confianza de los ciudadanos en la integridad de la Fiscalía General del
Estado en la cual se constituirá como primera autoridad, para lo cual el proceso se 
regirá obligatoriamente por los siguientes principios:
1. Independencia;
2. Transparencia;
3. Meritocracia;
4. Especialidad;
5. Probidad e integridad;
6. Idoneidad;
7. Publicidad;
8. Juridicidad;
9. Motivación;
10. Oportunidad; y,
11. Proporcionalidad”. El resaltado me pertenece.

Considerando los antecedentes normativos y jurisprudenciales previamente 
expuestos, así como los estándares de idoneidad y probidad notorias exigidos para



el ejercicio del cargo de Fiscal General del Estado, resulta indispensable que se 
examine de manera detallada las actuaciones del postulante Carlos Leonardo Alarcón 
Argudo, a fin de determinar si su conducta se ajusta a los principios éticos, jurídicos 
y profesionales que deben caracterizar a quien aspira a ocupar uno de los cargos 
públicos más importantes del país.

Este análisis resulta determinante para establecer su permanencia dentro del 
presente concurso público, puesto que la acreditación de la probidad e idoneidad 
constituye un requisito esencial de elegibilidad cuya inobservancia conlleva las 
consecuencias jurídicas previstas en la normativa aplicable. En este contexto, a 
continuación, se exponen diversos hechos y actuaciones atribuibles al postulante que 
evidencian conductas incompatibles con los estándares de probidad e integridad 
exigidos por el ordenamiento jurídico, las cuales deberán ser valoradas por la 
Comisión Ciudadana de Selección al momento de resolver sobre su continuidad en el 
proceso y, de ser el caso, disponer su descalificación.

4.2.1 Haber intervenido como Fiscal General del Estado, encargado en la 
audiencia preparatoria y evaluatoria de juicio dentro de la causa No. 
17721202500031G, a pesar de la existencia de un aparente conflicto de 
intereses.

Dentro de un Estado constitucional de derechos y justicia como el Ecuador, resulta 
incuestionable que toda actuación fiscal debe observar de manera irrestricta los 
principios de independencia, imparcialidad, objetividad y transparencia, pilares 
fundamentales para garantizarla confianza ciudadana en la administración de justicia.

En tal virtud, las y los fiscales, incluido el Fiscal General del Estado tienen el deber 
jurídico y ético de abstenerse de conocer y conducir las investigaciones pre 
procesales y procesales penales en las que concurran circunstancias susceptibles de 
generar conflictos de intereses o de comprometer, siquiera aparentemente, la 
neutralidad con la que deben ejercer sus funciones.

En este contexto, tanto el marco legal como la jurisprudencia y la doctrina sostiener 
de manera reiterada que la imparcialidad judicial no debe limitarse a una valoraciór 
subjetiva respecto de la convicción interna del fiscal, sino que debe analizarse 
también desde una dimensión objetiva; es decir, considerando si exister 
circunstancias externas que puedan generar una percepción razonable de parcialidac 
o favorecimiento. En consecuencia, la sola existencia de un conflicto de intereses 
relevante impone a la autoridad judicial el deber de apartarse del conocimiento de le 
causa, a fin de preservar la legitimidad de la decisión que eventualmente se adopte.

Sin embargo, ello no ha ocurrido en el caso del actual Fiscal General del Estado 
encargado, Carlos Leonardo Alarcón Argudo, quien, pese a haber declarado 
expresamente ante la Corte Constitucional del Ecuador que mantiene un potencial 
conflicto de intereses dentro del proceso de selección y designación de la máxima 
autoridad de la Fiscalía General del Estado, no se apartó del conocimiento de la causa



penal No. 17721202500031G, que actualmente se sustancia en la Sala Especializada 
de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen Organizado 
de la Corte Nacional de Justicia, conforme los antecedentes se detallan a 
continuación:

Como es de conocimiento público, mediante Resolución No. 072-2025, de 03 de 
octubre de 2025, el Pleno del Consejo de la Judicatura resolvió designar al doctor 
Carlos Leonardo Alarcón Argudo como Fiscal General del Estado encargado, a fin de 
que ejerza dicho cargo en caso de ausencia definitiva del doctor Wilson Mentor 
Toainga Toainga, quien a esa fecha se desempeñaba como Fiscal General del Estado 
subrogante.

Dicha circunstancia se materializó el 24 de noviembre de 2025, fecha en la que el 
Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social aprobó la Resolución 
No. CPCCS-PLE-SG-035-E-2025-0370, mediante la cual conoció y aceptó la 
renuncia presentada por el doctor Wilson Toainga Toainga al cargo de Fiscal General 
del Estado subrogante, contenida en el oficio No. FGE-DSP-2025-011287-0, de 21 
de noviembre de 2025.

En virtud de lo anterior, a partir de esa fecha, el doctor Carlos Leonardo Alarcón 
Argudo asumió las funciones de máxima autoridad encargada de la Fiscalía General 
del Estado, así como la titularidad de las investigaciones penales que se encontraban 
bajo conocimiento de su antecesor y que, por razón del fuero, correspondían a la 
competencia de la Corte Nacional de Justicia. Entre dichas causas se encuentra el 
proceso penal No. 17721202500031G, seguido por el presunto delito de asociación 
ilícita en contra de los ciudadanos Nicole Stephanie Bonifaz López, consejera del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social; Raúl Agustín González Carrión; 
Esther Adelina Cuesta Santana, ex asambleísta; Andrés David Arauz Galarza; 
Eduardo Julián Franco Loor; Sócrates Augusto Verduga Sánchez; y Betsy Yadira 
Saltos Rivas, ex consejeros del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social.

Respecto del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social (CPCCS), cabe 
señalar que se trata de una institución pública de jerarquía constitucional cuyas 
atribuciones comprenden, entre otras, la administración de concursos públicos de 
méritos y oposición destinados a la designación de las más altas autoridades del 
Estado ecuatoriano que no provienen de elección popular. Para tales procesos se 
observa un procedimiento regulado, de manera general, en los artículos 209 y 210 de 
la Constitución de la República, disposiciones desarrolladas en la Ley Orgánica del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social y en las resoluciones emitidas 
por el Pleno del referido organismo.

Para un observador poco familiarizado con la materia, podría considerarse que las 
comisiones ciudadanas de selección tienen la última palabra dentro de cada concurso 
público. Sin embargo, dicha apreciación se desvanece al verificar que, en todos los 
reglamentos que regulan estos procesos, el Pleno del Consejo de Participación



Ciudadana y Control Social se reserva la decisión final respecto de la designación de 
la autoridad correspondiente. Tal situación ocurre, por ejemplo, en el concurso para 
la designación de la máxima autoridad de la Fiscalía General del Estado, en cuyo 
reglamento, específicamente en los numerales 20 y 21 del artículo 8, se establece 
como atribuciones del cuerpo colegiado conocer y aprobar el informe final de la 
Comisión Ciudadana de Selección, así como designar a la primera autoridad de la 
referida institución autónoma de la Función Judicial.

Un ejemplo claro de lo expuesto se evidencia en el último proceso de designación de 
la máxima autoridad de la Defensoría Pública del Ecuador, en el cual la designación 
no recayó en el postulante con la mayor puntuación, sino en la persona finalmente 
escogida por el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. Al 
respecto, el Informe Final No. CPCCS-CCD-CCS-DPE-2024, de 11 de junio de 2024, 
estableció un ganador del concurso; sin embargo, mediante Resolución No. CPCCS- 
PLE-SG-032-E-2024-0263/26-06-2024, de 26 de junio de 2024, se designó como 
Defensor Público General a una persona distinta de aquella que obtuvo la mejor 
puntuación dentro del concurso de méritos y oposición administrado por la 
correspondiente Comisión Ciudadana de Selección.

En definitiva, el trabajo desarrollado por una Comisión Ciudadana de Selección no 
resulta determinante ni constituye la decisión final dentro de un concurso público, 
puesto que el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
conserva la facultad de adoptar la decisión definitiva respecto de la designación de la 
autoridad correspondiente.

En este contexto, conforme se desprende de la Resolución de la Comisión Ciudadana 
de Selección No. CCS-FGE-SA-0035-2026, de 26 de marzo de 2026, se verifica que 
el ciudadano ecuatoriano Carlos Leonardo Alarcón Argudo fue admitido como 
postulante dentro del concurso público de méritos y oposición, impugnación 
ciudadana y control social para la selección y designación de la máxima autoridad de 
la Fiscalía General del Estado, al haber presentado su expediente de postulación 
signado con el No. 134.

No obstante, dicha admisión se produjo pese a la existencia de un evidente conflicto 
de intereses previsto en el artículo 572 del Código Orgánico Integral Penal 
considerando que el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social interviene 
como acusador particular, en representación del Estado, dentro de la causa judicia 
No. 17721202500031G, cuyo conocimiento se encontraba a cargo del doctor Carlos 
Leonardo Alarcón Argudo desde el 24 de noviembre de 2025.

La existencia de este conflicto de intereses fue reconocida por el propio doctor Carlos 
Leonardo Alarcón Argudo en la respuesta remitida a la Corte Constitucional del 
Ecuador mediante Oficio No. FGE-DSP-2026-004155-0, de 29 de abril de 2026, 
dentro del caso No. 29-26-IN/26, originado por la demanda de inconstitucionalidad 
presentada por el asambleísta Luis Fernando Molina Onofa y otros legisladores en



contra de la reforma introducida por el artículo 5 de la Resolución No. CPCCS-PLE- 
SG-010-E-2025-0179, expedida por el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana 
y Control Social, mediante la cual se modificó el numeral 21 del artículo 22 del 
“Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la Selección y 
Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado".
En dicho pronunciamiento, el referido servidor judicial reconoció circunstancias que 
evidencian la existencia de un potencial conflicto de intereses respecto del proceso 
de selección y designación de la máxima autoridad titular de la Fiscalía General del 
Estado, señalando textualmente lo siguiente:

“(...) ante la ausencia definitiva del titular de la Fiscalía General del Estado; y, 
en atención a lo decidido por el Pleno del Consejo de la Judicatura conforme 
el artículo 2 de la Resolución Nro. 072-2025 de 03 de octubre de 2025; me 
encuentro en los actuales momentos desempeñando funciones de Fiscal 
General del Estado, Encargado; y, en tal calidad con apego a la norma 
contenida en la parte final del artículo 194 de la Constitución de la República 
del Ecuador, ejerzo la representación ejerzo la representación legal de la 
Fiscalía General del Estado, en virtud de los principios constitucionales, 
derechos y garantías del debido proceso.
Así también, es de dominio público, que me encuentro participando en los 
actuales momentos en el Concurso para la Designación de la Primera 
Autoridad de la Fiscalía General del Estado, cuyo desarrollo y procedimientos 
se ciñen a la reglamentación emitida para el efecto.
Bajo este contexto, en respeto del ordenamiento jurídico, ante la 
existencia de un potencial conflicto de intereses en caso de que el 
suscrito se pronuncie sobre el asunto que es materia del mencionado 
auto de 13 de marzo de 2026, expedido dentro de la causa Nro. 29-26-IN;
por estimarlo pertinente y jurídicamente procedente, toda vez que es mi deber 
actuar con absoluta objetividad, no sería procedente emitir algún 
pronunciamiento sobre la constitucionalidad de las respectivas disposiciones 
demandadas a través de la acción ibídem". Lo resaltado me pertenece

Como se desprende del texto transcrito, el Fiscal General del Estado encargado 
reconoció expresamente ante la Corte Constitucional del Ecuador, dentro del caso 
No. 29-26-IN/26, la existencia de circunstancias que comprometían su objetividad 
para emitir un pronunciamiento respecto de la demanda de inconstitucionalidad 
planteada, en razón de su condición de postulante dentro del concurso público para 
la selección y designación de la máxima autoridad de la Fiscalía General del Estado. 
Tal circunstancia evidencia que el propio servidor Carlos Leonardo Alarcón Argudo 
admitió la existencia de un potencial conflicto de intereses derivado de su 
participación directa en el referido proceso de selección.



En consecuencia, si dicha situación fue considerada por el propio servidor judicial 
como suficiente para justificar su abstención dentro de un proceso constitucional 
relacionado con las normas que regulan su eventual designación como titular de la 
Fiscalía General del Estado, con mayor razón resulta objetivamente verificable la 
existencia de un conflicto de intereses al continuar ejerciendo el cargo de Fiscal 
General del Estado encargado y, simultáneamente, mantener la dirección de la acción 
penal pública dentro de la causa No. 17721202500031G.

Esta circunstancia adquiere una especial trascendencia si se considera que, dentro 
de dicho proceso penal, el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
interviene como acusador particular en representación del Estado, mientras que una 
de sus consejeras ostenta la calidad de procesada. Por tanto, desde una dimensión 
objetiva de la garantía de imparcialidad, tales hechos son suficientes para generar 
una duda razonable sobre la apariencia de independencia e imparcialidad que debe 
revestir toda actuación fiscal, más aún cuando las decisiones adoptadas dentro de la 
referida causa podrían tener incidencia directa o indirecta en las relaciones 
institucionales existentes entre la Fiscalía General del Estado y el órgano encargado 
de llevar adelante el concurso público en el que participa el propio Fiscal General 
encargado.

En tales circunstancias, Carlos Alarcón Argudo, con el propósito de preservar la 
imparcialidad que debía caracterizar el ejercicio de sus funciones como fiscal a cargo 
del caso, debió abstenerse de presentar su postulación dentro del referido concurso 
público o, en su defecto, excusarse e inhibirse del conocimiento de la causa judicial 
antes señalada. Sin embargo, ninguna de estas actuaciones se produjo, pese a los 
requerimientos expresos formulados por varias de las partes procesales dentro del 
proceso jurisdiccional, entre ellas el suscrito impugnante.

Por otra parte, resulta evidente que, al momento de presentar su postulación, Carlos 
Alarcón Argudo también faltó a la verdad ante los miembros de la Comisiór 
Ciudadana de Selección al consignar, en el formulario de declaración de conflicto de 
intereses adjunto al expediente de postulación No. 134, que no mantenía conflicto 
alguno que pudiera afectar su participación en el proceso. Dicha declaración tuvo 
como consecuencia que no fuera inadmitido desde las etapas iniciales del concurso.

En efecto, dentro de dicho documento obligatorio declaró que no mantenía ningún 
tipo de conflicto de intereses con la institución cuya máxima autoridad sería 
designada, esto es, la Fiscalía General del Estado; con los demás postulantes; con 
los veedores; ni con los consejeros del Consejo de Participación Ciudadana y Contrcl 
Social. Sin embargo, tal afirmación no se ajusta a la realidad, conforme ha quedado 
expuesto en los párrafos precedentes al presentar un claro conflicto con un miembro 
del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social como lo es la 
consejera Nicole Stephanie Bonifaz López.



De igual manera, faltó a la verdad en la declaración juramentada elevada a escritura 
pública el 02 de marzo de 2026 ante el doctor Luis Oswaldo Herrera, al haber 
manifestado expresamente, en el numeral 2.6 de dicho instrumento, lo siguiente: 
“Declaro expresamente que no me encuentro inmerso en conflicto de interés de 
ninguna índole para el ejercicio de las funciones de primera autoridad de la Fiscalía 
General del Estado, en caso de incurrido acepto la descalificación del proceso, por 
efectos de esta declaración juramentada ratifico y valido en todas y cada una de sus 
partes el formulario de declaración de conflicto de intereses suscrito y presentado por 
el declarante en el marco del proceso de postulación
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Por otra parte, debo señalar que, pese al evidente conflicto de intereses, el postulante, 
desconociendo por completo el principio de probidad, hizo caso omiso de la obligación 
que tenía de presentar su excusa para abstenerse de continuar conociendo y 
sustanciando el proceso judicial antes referido.

Por el contrario, sin excusarse, participó en calidad de Fiscal General del Estadc 
encargado en la audiencia evaluatoria y preparatoria de juicio No. 17721202500031G 
Durante su instalación, realizada el 17 de abril de 2026, manifestó expresamente que 
no mantenía conflicto de intereses alguno, al ser consultado por la jueza ponente 
Daniella Camacho Herold, con ocasión de las solicitudes de excusa presentadas por 
las partes procesales.

Tal afirmación no guarda coherencia con su propio pronunciamiento contenido en e 
oficio No. FGE-DSP-2026-004155-0, de 29 de abril de 2026, mediante el cual expreso 
ante los magistrados de la más alta corte en materia constitucional la existencia do 
un potencial conflicto de intereses, derivado de su condición de postulante dentro del 
proceso de selección de la máxima autoridad titular de la Fiscalía General del Estado.

El hecho de que el actual Fiscal General del Estado encargado no se haya excusado 
constituye un elemento de especial relevancia para valorar el cumplimiento del

https://blogs.cpccs.gob.ec/biblioteca/DocumentosCPCCS/Comunicacion/2026/03/134_ALARCON_A


requisito constitucional y legal de probidad notoria, exigido para acceder al cargo de 
Fiscal General del Estado.

Bajo estas circunstancias, resultaba jurídicamente exigible y éticamente 
indispensable que el Fiscal General del Estado, encargado y postulante al cargo titular 
evaluara la procedencia de apartarse del conocimiento de la causa a fin de preservar 
la imparcialidad objetiva que debe caracterizar toda actuación fiscal. Sin embargo, 
pese a la evidente concurrencia de intereses contrapuestos y a las repercusiones 
institucionales derivadas de su participación en el proceso, el hoy postulante continúa 
interviniendo en la causa hasta la presente fecha.

Esta actuación genera serios cuestionamientos respecto de la apariencia de 
independencia, objetividad e imparcialidad que debe observar quien ostenta así sea 
por encargo el puesto de Fiscal General del Estado, especialmente cuando sus 
actuaciones recaen sobre un proceso de alto impacto para el país. En consecuencia, 
existen elementos razonables para concluir que la permanencia del fiscal en el 
conocimiento de la causa pudo encontrarse influenciada por intereses personales y 
hasta políticos relacionados con sus aspiraciones de acceder al cargo de Fiscal 
General del Estado titular, circunstancia incompatible con los más altos estándares 
de integridad exigidos para quien pretende dirigir la investigación penal pública.

En este contexto, resulta pertinente recordar que el artículo 232 de la Constitución de 
la República del Ecuador impone a las servidoras y servidores públicos el deber de 
actuar con transparencia, responsabilidad y observancia del interés general, 
prohibiendo expresamente la existencia de conflictos de intereses en el ejercicio de 
funciones públicas. De igual forma, la Sentencia No. 29-26-IN/26 de la Corte 
Constitucional del Ecuador, al desarrollar el contenido y alcance del requisito de 
probidad notoria dentro del proceso de selección y designación de la máxima 
autoridad de la Fiscalía General del Estado, establece que dicho requisito no se limita 
a la ausencia de sanciones o responsabilidades formales, sino que comprende una 
valoración integral de la conducta ética, pública y profesional de las personas 
postulantes.

En particular, los parámetros desarrollados por la Corte Constitucional en los 
numerales 42, 43 y 44 de la referida sentencia exigen que quienes aspiren a ocupar 
tan alto cargo demuestren una trayectoria caracterizada por la integridad, 
independencia, transparencia, rectitud y ausencia de actuaciones que puedan 
comprometer la confianza ciudadana en el ejercicio futuro del cargo. Tales exigencias 
comprenden tanto el plano ético como el plano político de la conducta pública de los 
postulantes.

Por lo expuesto, existen fundamentos suficientes para concluir que el postulante 
Carlos Leonardo Alarcón Argudo no acredita tener el requisito de probidad notoria 
exigido por la Constitución de la República, el Código Orgánico de la Función Judicial 
y específicamente la determinada en la jurisprudencia constitucional aplicable como 
la dada en la Sentencia No. 29-26-IN/26 de la Corte Constitucional del Ecuador. En 
consecuencia, al verificarse hechos que comprometen los estándares de integridad,



independencia e imparcialidad requeridos para el ejercicio del cargo, se configura la 
causal prevista en el numeral 2 del artículo 46 del Reglamento para la Selección y 
Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado, circunstancia 
que justifica su inmediata descalificación dentro del presente proceso de selección 
por incumplimiento de uno de los requisitos sustanciales e indispensables para ser la 
máxima autoridad de la Fiscalía General del Estado.

5. Documentos habilitantes y probatorios en originales o copias debidamente 
certificadas

Para demostrar los causales de impugnación en las que ha incurrido la postulante 
Carlos Leonardo Alarcón Argudo, presento los siguientes documentos, en la ventanilla 
física de la Secretaría General del CPCCS, en Amazonas N35-181 y Japón, D.M. de 
Quito:

5.1 Copia de cédula de ciudadanía del suscrito impugnante.

5.2 Incumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 29, numerales 8 
y 14 del Reglamento para el Concurso de Méritos y Oposición para la Selección 
y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado

■ Formulario único de postulación# 134, perteneciente al postulante Carlos 
Leonardo Alarcón Argudo.

■ Certificado de apoliticismo conferido por el Consejo Nacional Electoral que 
consta en el expediente de postulación #134, que no corresponde al señalado 
en el artículo 29, numeral 14, del Reglamento para el Concurso de Méritos y 
Oposición para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Fiscalía General del Estado.

■ Declaración juramentada de fecha 02 de marzo de 2026, otorgada por Carlos 
Leonardo Alarcón Argudo ante el doctor Luis Oswaldo Herrera Rueda, Notaric 
Sexagésimo Séptimo del cantón Quito.

5.3. Haber intervenido como Fiscal General del Estado, encargado en le 
audiencia preparatoria y evaluatoria de juicio dentro de la causa No, 
17721202500031G, a pesar de la existencia de un aparente conflicto de 
intereses.

■ Informe final emitido por la Comisión Ciudadana de Selección de la máxime 
autoridad de la Defensoría Pública No. CPCCS-CCD-CCS-DPE-2024, de 11 
de junio de 2024.

■ Resolución del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Soda 
No. CPCCS-PLE-SG-032-E-2024-0263/26-06-2024, de 26 de junio de 2024.

■ Resolución del Pleno del Consejo de la Judicatura No. 072-2025, de 03 de- 
octubre de 2025.

■ Resolución del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
No. CPCCS-PLE-SG-035-E-2025-0370, de 24 de noviembre de 2025.

■ Resolución de la Comisión Ciudadana de Selección del proceso de selección 
y designación de la máxima autoridad de la Fiscalía General del Estado No. 
CCS-FGE-SA-0035-2026, de 26 de marzo de 2026.



■ Sentencia dictada por la Corte Constitucional del Ecuador No. 29-26-IN/26, de 
14 de mayo de 2026.

■ Oficio suscrito por el Fiscal General del Estado, encargado, Carlos Leonardo 
Alarcón Argudo No. FGE-DSP-2026-004155-0, de 29 de abril de 2026, 
ingresado en la Corte Constitucional del Ecuador dentro del caso No. 29-26- 
IN/26.

■ Acta resumen de la audiencia evaluatoria y preparatoria de juicio del proceso 
judicial No. 17721202500031G.

6. Dirección electrónica para recibir notificaciones. - Notificaciones respecto a la 
presente impugnación ciudadana las recibiré en la cuenta de correo electrónico: 

Petición concreta: En mi calidad de ciudadano impugnante, solicito a la Comisión 
Ciudadana de selección de la primera autoridad de la Fiscalía General del Estado, lo 
siguiente:

■ De conformidad con lo establecido en el artículo 48 del tantas veces citado 
Reglamento de concurso público del que nacerá la máxima autoridad de la 
Fiscalía General del Estado, se califique favorablemente la impugnación 
ciudadana seguida en contra del postulante Carlos Leonardo Alarcón Argudo 
y, consecuentemente; expida la respectiva resolución de calificación, misma 
que requiero me sea notificada y en la cual se me haga conocer claramente el 
lugar, día y hora en la que se realizará a la audiencia pública determinada en 
la normativa que rige el concurso público. En este sentido al no residir en el 
Ecuador, solicito se sirva autorizar mi comparecencia a través de medios 
telemáticos, a fin de no coartar mi derecho fundamental a la participación y 
control social.

■ Posterior al análisis pertinente, así como a la corroboración de los hechos 
dados a conocer en este documento, es imprescindible que se 
DESCALIFIQUE al postulante Carlos Leonardo Alarcón Argudo, al no cumplir 
con requisitos y carecer de probidad e idoneidad para ser seleccionada y 
designada como Fiscal General del Estado titular en el proceso que 
actualmente lleva a cabo la Comisión Ciudadana de Selección.

Atentamente,

PhD. Andrés David Arauz 






